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CALENDARIO LEGISLATIVO

Acuerdo de la Conferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos Le-
gislativos, por el que se modifica el calendario legislativo correspondiente al pri-
mer periodo de sesiones ordinarias del primer año de ejercicio de la LXII Legis-
latura. Aprobado, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PERMISO PARA PRESTAR SERVICIOS EN 
REPRESENTACIONES DIPLOMATICAS

Oficio de la Secretaría de Gobernación, con las solicitudes de permiso constitu-
cional necesario para que 13 ciudadanos puedan prestar servicios en diversas se-
des diplomáticas e informa que una ciudadana ha dejado de prestar servicios. Se
turnan a la Comisión de Gobernación, para dictamen; y sobre la ciudadana que de-
ja de prestar servicios, comuníquese a la Comisión de Gobernación de la Cámara
de Diputados y de la Cámara de Senadores, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . 

IMPORTACION DE FRIJOL

Oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite contestación a punto de
acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del pasado 30 de oc-
tubre, que exhorta al Ejecutivo federal para que a través de la Secretaría de Eco-
nomía y la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Ali-
mentación realice las acciones necesarias, a efecto de detener la importación del
cupo asignado de frijol y se promueva el consumo interno de este grano. Se remi-
te a la Comisión de Economía, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MOTORES MARINOS ECOLOGICOS

Oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite contestación a punto de
acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del pasado 18 de oc-
tubre, para que se liberen los recursos concernientes al programa de Apoyo a la In-
versión en Equipamiento e Infraestructura, particularmente en su componente sus-
titución de motores marinos ecológicos, correspondientes al estado de Yucatán. Se
remite a la Comisión de Pesca, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

GASOLINERAS

Oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite contestación a punto de
acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del pasado 11 de oc-
tubre, por el que se exhorta a la Secretaría de Economía para que se prorrogue la
entrada en vigor de las Normas Oficiales Mexicanas 005-SCFI-2011 y  185-SCGI-
2012, relacionadas con la actualización de gasolineras en el país en materia de se-
guridad e higiene que tienen que cumplir los operadores de estaciones de servicio
de venta de combustibles. Se remite a la Comisión de Energía y a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 2013

Cuatro oficios de la Cámara de Senadores, con los que remiten proposiciones con
punto de acuerdo, para que en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal 2013, se asignen recursos:

Para el control y mitigación de la plaga del huanglongbing en el estado de Co-
lima. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para finalizar la construcción del Centro de Investigación en Ciencia Avanzada y
Tecnología Aplicada en el estado de Querétaro.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para la atención de madres solteras que deseen concluir sus estudios de educación
profesional especializada técnica o de licenciatura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sobre la resolución definitiva de los conflictos agrarios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se turnan a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 2013

Siete de los Congresos de los estados de Coahuila, Hidalgo, Sinaloa y Tabasco,
con los que remiten acuerdos, para que en el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración para el Ejercicio Fiscal 2013, se asignen e incrementen recursos a los si-
guientes rubros:

Programa urgente de empleo temporal para enero, febrero y marzo próximos, a fin
de aminorar la grave situación económica y la falta de empleo por la que atravie-
san los algodoneros, forrajeros, ganaderos, ixtleros y candelilleros de Coahuila de
Zaragoza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fondo para zonas metropolitanas que se asignan a los estados de Coahuila y Du-
rango para la zona metropolitana de Torreón-Gómez Palacio. . . . . . . . . . . . . . . . 

Mayores recursos a la juventud. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En materia educativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para la igualdad entre hombres y mujeres, y así combatir la violencia contra la mu-
jer. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Programas dirigidos a la atención de grupos vulnerables, educación indígena, re-
zago educativo, equipamiento, enseñanza del inglés, mejoramiento docente e in-
fraestructura y tecnologías educativas.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para la culminación de obra del tramo carretero federal Balancán - Tenosique en
Tabasco. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se turnan a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para su atención. . . . . 
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DIPUTADO SUPLENTE QUE SE INCORPORA

El Presidente designa comisión que acompañe en el acto de rendir su protesta de
ley al ciudadano Rodrigo Chávez Contreras, diputado suplente electo en la cuarta
circunscripción plurinominal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma las fracciones VI y XVI del artículo 95 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, presentada por los senadores Lilia Guadalupe Merodio Reza y Car-
los Alberto Puente Salas. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, presentada por los senadores Marcela Torres Peimbert, Ja-
vier Corral Jurado, Ernesto Ruffo Appel, Francisco Domínguez Servién, Víctor
Hermosillo y Celada, Héctor Larios Córdova, Dolores Padierna Luna, Armando
Ríos Piter, Mario Delgado Carillo, María Lucero Saldaña Pérez y María del Ro-
cío Pineda Gochi. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIA INTERNACIONAL PARA LA ELIMINACION 
DE LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER

Intervienen en la conmemoración del Día Internacional para la Eliminación de la
Violencia contra la Mujer, en su XIII aniversario del 25 de noviembre, las diputa-
das:

Dora María Guadalupe Talamante Lemas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Magdalena de Socorro Núñez Monreal.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Martha Beatriz Córdova Bernal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ruth Zavaleta Salgado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Julisa Mejía Guardado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Blanca Jiménez Castillo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María Esther Garza Moreno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY PARA EL APROVECHAMIENTO SUSTENTABLE 
DE LA ENERGIA - LEY PARA EL APROVECHAMIENTO 
DE ENERGIAS RENOVABLES

El diputado Javier López Zavala, presenta iniciativa con proyecto de decreto que
reforma los artículos 7o. de la Ley para el Aprovechamiento Sustentable de la
Energía, y 11 de la Ley para el Aprovechamiento de Energías Renovables y el Fi-
nanciamiento de la Transición Energética, con la finalidad de colocar paneles so-
lares en las escuelas públicas. Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.

Desde su curul el diputado Francisco Alberto Zepeda González, se adhiere a la ini-
ciativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES - LEY GENERAL
DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PUBLICA

El diputado Néstor Octavio Gordillo Castillo, presenta iniciativa con proyecto de
decreto que adiciona los artículos 280 Bis al Código Federal de Procedimientos
Penales y 110 Bis a la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública,
para incluir el valor de la prevención y atención oportuna del delito que se puede
realizar a través de las labores de videovigilancia. Se turna a las Comisiones Uni-
das de Justicia y de Seguridad Pública, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY PARA EL DESARROLLO DE LA COMPETITIVIDAD DE LA MICRO,
PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA

El diputado José Antonio Hurtado Gallegos, presenta una iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley para el Desa-
rrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, para con-
templar esquemas de financiamiento con tasas blandas de interés que les permita
capitalizarse, desarrollo e innovación tecnológica, simplificación administrativa,
capacitación y asesoría para la exportación. Se turna la iniciativa a las Comisiones
Unidas de Economía y de Competitividad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

La diputada Carla Alicia Padilla Ramos, presenta iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 350 Bis 6 de la Ley General de Salud, para reflejar
la manera en la que un aborto de menos de 500 gramos o 12 semanas de gestación,
pueda contar con un destino final, previo certificado médico. Se turna la iniciati-
va a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado Enrique Alejandro Flores Flores, se adhiere a la ini-
ciativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ACCESO A LAS MUJERES 
A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

El diputado René Ricardo Fujiwara Montelongo, presenta iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Ac-

75

79

80

86

95

98



Año I, Primer Periodo, 22 de noviembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados6

ceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, sobre la violencia en el noviaz-
go. Se turna a la Comisión de Equidad y Género, para dictamen. . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul la diputada María Teresa Jiménez Esquivel, se adhiere a la ini-
ciativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

El diputado Víctor Emanuel Díaz Palacios, presenta iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma los artículos 273 y 300 de la Ley General de Salud, con el pro-
pósito de proteger a la niñez y la adolescencia del fácil acceso a sustancias que re-
presentan un riesgo para su salud. Se turna la iniciativa a la Comisión de Salud,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ADUANERA

El diputado Raúl Gómez Ramírez, presenta iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona el artículo 107 Bis a la Ley Aduanera, para establecer un criterio con el
que se exima al importador de sus responsabilidades, multas y recargos, al haber
sido víctima u ofendido del robo de las mercancías una vez que se encuentren en
territorio nacional de manera temporal. Se turna la iniciativa a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULO 16 CONSTITUCIONAL - CODIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES - LEY FEDERAL CONTRA
LA DELINCUENCIA ORGANIZADA

El diputado Ricardo Mejía Berdeja, presenta iniciativa con proyecto de decreto
que deroga diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, del Código Federal de Procedimientos Penales, y de la Ley Fede-
ral contra la Delincuencia Organizada, para derogar la figura del arraigo. Se turna
a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia, para dictamen.

LEY DE PLANEACION

El diputado Carlos Octavio Castellanos Mijares, presenta iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 6o. de la Ley de Planeación, para que a través de la
Auditoría Superior de la Federación se dé el cumplimiento del Plan Nacional de De-
sarrollo. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.. . . 

LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA
LOS TRABAJADORES

La diputada Mirna Esmeralda Hernández Morales, presenta iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma el artículo 44 de la Ley del Instituto del Fondo Nacio-
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nal de la Vivienda para los Trabajadores, para que los créditos se otorguen en pe-
sos, y los intereses no sean mayores a 4 por ciento anual. Se turna a la Comisión
de Vivienda, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado Francisco Alberto Zepeda González, se adhiere a la ini-
ciativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY QUE ESTABLECE LAS NORMAS MINIMAS SOBRE READAPTACION
SOCIAL DE SENTENCIADOS

La diputada Alicia Ricalde Magaña, presenta iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 13 de la Ley que establece las Normas Mínimas sobre Rea-
daptación Social de Sentenciados, sobre derechos de los procesados y sentencia-
dos analfabetos y discapacitados. Se turna a la Comisión de Seguridad Pública,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules, se adhieren a la iniciativa los diputados:

Elizabeth Vargas Martín del Campo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Verónica Sada Pérez.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

El diputado Omar Antonio Borboa Becerra, presenta iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 212 de la Ley General de Salud, para prevenir el so-
brepeso, la obesidad y la diabetes. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCION Y SERVICIOS

El diputado Juan Manuel Díez Francos, presenta iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Impuesto Es-
pecial sobre Producción y Servicios, para aumentar el impuesto a la goma de
mascar o chicle. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN II

LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de las Co-
misiones Unidas de Gobernación y de Seguridad Pública, con proyecto de decre-
to que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fundamenta el dictamen, el diputado Rafael Alejandro Moreno Cárdenas. . . . . . 

Presenta moción suspensiva la diputada Loretta Ortiz Ahlf.. . . . . . . . . . . . . . . . . 
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El diputado Ricardo Mejía Berdeja, presenta moción suspensiva. . . . . . . . . . . . . 

Se desechan las mociones suspensivas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fijan la posición de su respectivo grupo parlamentario los diputados:

Luis Antonio González Roldán.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ricardo Monreal Ávila.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Mónica García de la Fuente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fernando Belaunzarán Méndez.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Esther Quintana Salinas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Abel Octavio Salgado Peña. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Tomás Torres Mercado, desde su curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión en lo general, participan los diputados:

Francisco Alfonso Durazo Montaño. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lizbeth Eugenia Rosas Montero.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Rubén Camarillo Ortega.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido. Se aprueba en lo general y en lo particular de los artí-
culos no reservados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la discusión en lo particular, presentan modificaciones los diputados:

Ricardo Mejía Berdeja. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado Tomás Torres Mercado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Continúa el diputado Ricardo Mejía Berdeja. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ricardo Monreal Ávila, desde su curul.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se desecha la propuesta presentada por el diputado Ricardo Mejía Berdeja. . . . . 

Ricardo Monreal Ávila, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Manuel Manríquez González, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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José Francisco Coronato Rodríguez, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Elizabeth Oswelia Yáñez Robles, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Rodrigo González Barrios, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Yazmín de los Ángeles Copete Zapot, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Manuel Bautista López, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara, que se desecha.. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se aprueban en sus términos los artículos 7o., 10, 25 y 26. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Continúan en la presentación de modificaciones, los diputados:

Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara, que se desecha.. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luisa María Alcalde Luján. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules intervienen los diputados:

Felipe Arturo Camarena García. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luisa María Alcalde Luján. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se desecha la propuesta de la diputada Luisa María Alcalde Luján.. . . . . . . . . . . 

Continúan en la presentación de modificaciones, los diputados:

Juan Luis Martínez Martínez, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Merilyn Gómez Pozos, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Nelly del Carmen Vargas Pérez, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fernando Belaunzarán Méndez, desde su curul.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Antonio Hurtado Gallegos, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Martha Beatriz Córdova Bernal, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fernando Belaunzarán Méndez, que se admite. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lizbeth Eugenia Rosas Montero, se acepta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Julio César Moreno Rivera, se acepta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Lilia Aguilar Gil, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Humberto Vega Vázquez, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ernesto Alfonso Robledo Leal, se acepta la propuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Marcos Rosendo Medina Filigrana, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Manuel Manríquez González, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Loretta Ortiz Ahlf, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aprobado el artículo 27. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Presentan propuestas de modificación, los diputados:

José Alfredo Botello Montes, no se admite. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Francisco Alfonso Durazo Montaño, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lilia Aguilar Gil, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luisa María Alcalde Luján, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Rocío Esmeralda Reza Gallegos.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules hacen comentarios los diputados:

Javier Orihuela García. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Martha Lucía Mícher Camarena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se desecha la propuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aprobado el artículo 32 en los términos del dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se aprueba el artículo 37 en los términos del dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Serralde Martínez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Tomás Torres Mercado, desde su curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se desecha la propuesta relativa al artículo 41, fracción X. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se acepta la relativa al artículo 41, fracción XVII.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Yazmín de los Ángeles Copete Zapot, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara, que se desecha.. . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Gisela Raquel Mota Ocampo, que se desecha.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María Fernanda Romero Lozano, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Arturo Salinas Garza, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Manuel Jorrín Lozano, que se desecha.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Loretta Ortiz Ahlf, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aleida Alavez Ruiz, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara, que se desecha.. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Yazmín de los Ángeles Copete Zapot, desde su curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ricardo Monreal Ávila, que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto que reforma,
adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal. Pasa a la Cámara de Senadores, para los efectos constitucionales.

CLAUSURA Y CITATORIO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE ACTIVIDADES. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION.. . . . . . . . . . . . . 

SIGNIFICADO DE LAS SIGLAS Y ACRONIMOS INCLUIDOS. . . . . . . . . . . 

VOTACIONES

De conformidad con lo que dispone el Reglamento de la Cámara de Diputados, se
publican las votaciones del siguiente dictamen:

De las Comisiones Unidas de Gobernación y de Seguridad Pública, con proyecto
de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal (en lo general y en lo particular los ar-
tículos no reservados).. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De las Comisiones Unidas de Gobernación y de Seguridad Pública, con proyecto
de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal (en lo particular el artículo 26, si se ad-
mite a discusión la modificación propuesta por la diputada Elizabeth Oswelia Yá-
ñez Robles). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De las Comisiones Unidas de Gobernación y de Seguridad Pública, con proyecto
de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Orgá-
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nica de la Administración Pública Federal (en lo particular los artículos 7o., 10, 25
y 26, reservados, en sus términos). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De las Comisiones Unidas de Gobernación y de Seguridad Pública, con proyecto
de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal (en lo particular el artículo 27, con ex-
cepción de las fracciones XVIII, XIX, XX, XXI y XXIII). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De las Comisiones Unidas de Gobernación y de Seguridad Pública, con proyecto
de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal (en lo particular las fracciones XVIII,
XIX, XX, XXI y XXIII del artículo 27, con las modificaciones aceptadas por la
asamblea). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De las Comisiones Unidas de Gobernación y de Seguridad Pública, con proyecto
de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal (en lo particular el artículo 31, si se ad-
mite a discusión la modificación propuesta por el diputado José Alfredo Botello
Montes). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De las Comisiones Unidas de Gobernación y de Seguridad Pública, con proyecto
de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal (en lo particular el artículo 31, reserva-
do, en sus términos). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De las Comisiones Unidas de Gobernación y de Seguridad Pública, con proyecto
de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Orgá-
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do, en sus términos). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Presidencia del diputado 
Francisco Agustín Arroyo Vieyra

ASISTENCIA

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Pido a la Secretaría que haga del conocimiento de esta
Presidencia el resultado del cómputo de asistencia de dipu-
tadas y diputados.

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: Se in-
forma a la Presidencia que existen registrados previamente
257 diputadas y diputados; por tanto, hay quórum.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra (a las 11:10 horas): Y por tanto, siendo las 11:10, se abre
la sesión. 

ORDEN DEL DIA

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Consulte la Secretaría a la asamblea si se dispensa la
lectura al orden del día, en virtud de que está publicado en
la Gaceta Parlamentaria.

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se dispensa la lectura del orden
del día. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor
presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la lectura.

«Primer periodo de sesiones ordinarias.— Primer año de
ejercicio.— LXII Legislatura.

Orden del día 

Jueves 22 de noviembre de 2012

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones oficiales

De la Conferencia para la Dirección y Programación de
los Trabajos Legislativos.

– Por el que se establece el formato de la Sesión de Con-
greso General, en la que el C. Presidente electo de los Es-

tados Unidos Mexicanos, rendirá protesta constitucional
ante el H. Congreso de la Unión, el 1o. de diciembre de
2012.

– Por el que se modifica el calendario legislativo corres-
pondiente al primer periodo de sesiones ordinarias del pri-
mer año de ejercicio de la LXII Legislatura.

De la Secretaría de Gobernación

Por el que solicita el permiso constitucional necesario para
que los ciudadanos: Susana Adame Carreón, Rosa María
Jiménez Narváez, Patricia Oliva Romero, Gracia América
Elorza Bonifaz Calvo, Alvaro Pacheco Ruvalcaba, Miguel
Ángel Reyes Cabrera, Pedro Arellano Alvarado, Daniela
Linet López García, Mariana Viñas Portilla, Mariana Col-
chado Durán, Els Michiel Ann Mestdagh, María Aydelia
Pilar Mayela Gutiérrez Buces, y Rocío Yaneth Córdova
Montijo, puedan prestar servicios en las Embajadas de los
Estados Unidos de América, del Reino Unido de la Gran
Bretaña e Irlanda del Norte, y de Bélgica, en México, y en
el Consulado de los Estados Unidos de América en Her-
mosillo, Sonora; e informa que la ciudadana Mónica Ga-
briela Marquina Gaxiola, ha dejado de prestar servicios en
el Consulado General de los Estados Unidos de América en
Guadalajara, Jalisco.

Con los que remite tres contestaciones a puntos de acuerdo
aprobados por la Cámara de Diputados, relativos: Al con-
sumo interno de frijol mexicano, al Programa de Apoyo a
la Inversión en Equipamiento e Infraestructura, y a las Es-
taciones de Servicio de venta de combustibles.

De la Cámara de Senadores

Con los que remite cuatro proposiciones con puntos de
acuerdo, para que en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración para el Ejercicio Fiscal 2013, se asignen recursos
a diversos ramos, presentadas por senadoras y senadores
integrantes de diversos grupos parlamentarios.

De los congresos de los estados de Coahuila, Hidalgo,
Sinaloa y Tabasco

Siete, con los que remiten acuerdos, para que en el proyec-
to de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal 2013 se destinen e incrementen recursos a di-
versos ramos.
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Toma de protesta de ciudadano diputado

Iniciativas de senadores

Con proyecto de decreto que reforma las fracciones VI y
XVI del artículo 95 de la Ley del Impuesto Sobre la Ren-
ta, presentada por los Senadores Lilia Guadalupe Merodio
Reza y Carlos Alberto Puente Salas, de los Grupos Parla-
mentarios de los Partidos Revolucionario Institucional y
Verde Ecologista de México. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga
diversas disposiciones de la Ley del Impuesto Sobre la
Renta, presentada por los Senadores Marcela Torres Peim-
bert, Javier Corral Jurado, Ernesto Ruffo Appel, Francisco
Domínguez Servién, Víctor Hermosillo y Celada, Héctor
Larios Córdova, Dolores Padierna Luna, Armando Ríos Pi-
ter, Mario Delgado Carrillo, María Lucero Saldaña Pérez y
María del Rocío Pineda Gochi, de los Grupos Parlamenta-
rios de los Partidos Acción Nacional, de la Revolución De-
mocrática y Revolucionario Institucional. (Turno a Comi-
sión)

Propuestas de acuerdo de los órganos de gobierno

De la Junta de Coordinación Política.

Declaratoria de publicidad

De las Comisiones Unidas de Gobernación y de Seguridad
Pública, con proyecto de decreto que reforma, adiciona y
deroga diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal. (Dispensa de todos los trá-
mites, discusión y votación)

Dictámenes a Discusión

Doce de la Comisión de Gobernación, con proyectos de de-
creto que conceden permisos a ciudadanos mexicanos para
aceptar y desempeñar el cargo de Cónsul Honorario; para
aceptar y usar condecoraciones que en diferentes grados les
confieren gobiernos extranjeros; y para prestar servicios de
carácter administrativo en diversas sedes diplomáticas.

Agenda política

Comentarios relativos a la conmemoración del Día Inter-
nacional para la Eliminación de la Violencia contra la Mu-
jer, a cargo de los Grupos Parlamentarios.

Iniciativas

Que reforma los artículos 7o. de la Ley para el Aprovecha-
miento Sustentable de la Energía y 11 de la Ley para el
Aprovechamiento de Energías Renovables y el Financia-
miento de la Transición Energética, a cargo del diputado
Javier López Zavala, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que adiciona los artículos 280 Bis al Código Federal de
Procedimientos Penales y 110 Bis a la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública, a cargo del diputado
Néstor Octavio Gordillo Castillo, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pe-
queña y Mediana Empresa, a cargo del diputado José An-
tonio Hurtado Gallegos, del Grupo Parlamentario Movi-
miento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 273 y 300 de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Víctor Emanuel Díaz Palacios,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a Comisión)

Que adiciona el artículo 107 Bis a la Ley Aduanera, a car-
go del diputado Raúl Gómez Ramírez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 8o. de la Ley del Instituto Mexica-
no de la Juventud, a cargo del diputado Ricardo Monreal
Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 44 de la Ley del Instituto del Fon-
do Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a cargo
de la diputada Mirna Esmeralda Hernández Morales, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 13 de la Ley que Establece las Nor-
mas Mínimas Sobre Readaptación Social de Sentenciados,
a cargo de la diputada Alicia Concepción Ricalde Magaña,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 343-A de la Ley Federal del Tra-
bajo, a cargo del diputado Mario Dávila Delgado, y suscri-



ta por diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 212 de la Ley General de Salud, a
cargo del diputado Omar Antonio Borboa Becerra, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Que reforma los artículos 48 y 49 de la Ley de Coordina-
ción Fiscal y 85 de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria, a cargo del diputado Carlos Al-
berto García González, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto Especial Sobre Producción y Servicios, a car-
go del diputado Juan Manuel Diez Francos, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. (Tur-
no a Comisión)

Que reforma los artículos 8o., 51 y 56 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Martha Leticia Sosa Govea, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 350 Bis 6 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada Carla Alicia Padilla Ramos, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico. (Turno a Comisión)

Que deroga diversas disposiciones de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, del Código Federal
de Procedimientos Penales y de la Ley Federal Contra la
Delincuencia Organizada, a cargo del diputado Ricardo
Mejía Berdeja, y suscrita por los diputados Ricardo Mon-
real Ávila y Zuleyma Huidobro González, del Grupo Par-
lamentario Movimiento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable y de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo de la dipu-
tada Ma. del Carmen Martínez Santillán, del Grupo Parla-
mentario del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, a cargo del diputado René Ricardo Fujiwara Mon-
telongo, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. (Turno a
Comisión)

Que reforma el artículo 6° de la Ley de Planeación, a car-
go del diputado Carlos Octavio Castellanos Mijares, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico. (Turno a Comisión)

Proposiciones calificadas por el pleno de urgente u ob-
via resolución

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que a través de la SE y de la Sagarpa, se prote-
ja la producción nacional de maíz blanco y se brinde apo-
yo a los productores mexicanos, a cargo de la diputada
Blanca Ma. Villaseñor Gudiño, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral y a las instituciones correspondientes del sector agro-
pecuario, especialmente a la Sagarpa, a la SE, FIRA y Fi-
nanciera Rural, para acordar las acciones necesarias y
responsables a fin de comercializar la producción de maíz,
del ciclo primavera-verano 2012, a cargo del diputado
Héctor Narcia Álvarez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo del
estado de Tabasco, para que etiquete y transparente los re-
cursos de la solicitud de crédito que le fue autorizada por
el Congreso Estatal el 16 de noviembre de 2012, para in-
versiones públicas productivas, a cargo del diputado Ricar-
do Monreal Ávila y suscrito por la diputada Nelly del Car-
men Vargas Pérez, del Grupo Parlamentario Movimiento
Ciudadano. (Urgente resolución)

Proposiciones

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los titulares
de la Secretaría de Salud, de la Sedesol, de la SEP y de la
Conade, a sentar las bases necesarias a fin de crear el Fon-
do Nacional de Prevención de la Diabetes, a cargo de la
diputada Silvia Márquez Velasco, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comi-
sión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al titular de la
SFP, para que vigile el cumplimiento de la Ley del Servi-
cio Profesional de Carrera en la Administración Pública
Federal, durante el periodo de transición y entrada en fun-
ciones de la siguiente administración, a fin de que se sal-
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vaguarden los derechos de los servidores públicos que han
obtenido su plaza mediante concurso, a cargo del diputado
Gerardo Peña Avilés, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se solicita la creación de
una Comisión especial de seguimiento a nuevas inversio-
nes en salud, recursos del Fonden y del Fondo de Recons-
trucción Federativa, a cargo de la diputada María Guadalu-
pe Moctezuma Oviedo, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la PGR, pa-
ra que cumpla con lo establecido en el Acuerdo A/145/10,
referente a la Fiscalía Especial de Atención de Delitos Co-
metidos contra la Libertad de Expresión, garantizando sus
funciones de investigación de los delitos cometidos contra
periodistas dentro del territorio nacional, a cargo del dipu-
tado Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario Mo-
vimiento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que a través de la Secretaría de Salud, imple-
mente un programa permanente de detección y tratamiento
preventivo del cáncer de próstata, a cargo del diputado Fer-
nando Bribiesca Sahagún, del Grupo Parlamentario Nueva
Alianza y suscrita por el diputado Felipe Arturo Camarena
García, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que emita el Decreto correspondiente a efecto
de que el Hospital Central “Doctor Ignacio Morones Prie-
to” de San Luis Potosí, sea reconocido y clasificado como
“Hospital Regional de Alta Especialidad”, a cargo del
diputado Jorge Terán Juárez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Comité Con-
sultivo Nacional de Normalización de Pesca Responsable, a
crear un grupo de trabajo con las asociaciones cooperativas
y permisionarios de la pesca de camarón del Golfo de Cali-
fornia y delta del Río Colorado, de los estados de Sonora y
Baja California, a fin de que se demuestre la supuesta efica-
cia del nuevo arte y equipo de pesca del camarón que se
quiere implementar en la NOM-002-PESC-1993, a cargo
del diputado José Enrique Reina Lizárraga, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comi-
sión)

Con punto de acuerdo por el que se solicita la creación de
una Comisión Especial de seguimiento a las prácticas mo-
nopólicas y regulación de mercados, a cargo del diputado
Trinidad Secundino Morales Vargas, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. (Turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al titular de la
Semarnat, a negar la autorización del proyecto “La Ense-
nada” en la Isla Holbox, dentro del Área Natural Protegida
de Yum Balam, en Lázaro Cárdenas, estado de Quintana
Roo, así como para que se apruebe y publique el programa
de manejo correspondiente a dicha Área Natural, a cargo
de la diputada Luisa María Alcalde Luján, del Grupo Par-
lamentario Movimiento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo relativo a la concesión del tramo ca-
rretero de la autopista Armería-Manzanillo y las obras de
ampliación de la carretera libre Manzanillo-Armería, a car-
go del diputado Francisco Alberto Zepeda González, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobernador
del estado de Querétaro, para que a través de sus depen-
dencias correspondientes, se realicen las acciones necesa-
rias, a fin de verificar las condiciones laborales de las em-
presas instaladas en la entidad, el trato que otorgan a los
trabajadores y sus condiciones de operación, a cargo del
diputado Marcos Aguilar Vega, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno
Federal y a la Secretaría de Reforma Agraria, para que im-
pulsen las acciones pertinentes para dar solución al con-
flicto territorial de la Zona de los Chimalapas, que durante
45 años ha mantenido en disputa los estados de Oaxaca y
Chiapas, a cargo del diputado Roberto López Rosado, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se solicita al titular de la
Secretaría de Salud, establezca las modificaciones necesa-
rias en la NOM-007-SSA2 Atención de la Mujer durante el
embarazo, parto y puerperio y del recién nacido, a fin de
garantizar, promover y privilegiar la atención humanizada
a la mujer, a cargo de la diputada Maria del Rocio Corona
Nakamura, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. (Turno a Comisión)



Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Junta de
Coordinación Política de esta Soberanía, realice las accio-
nes pertinentes para la implementación del programa deno-
minado “Diputada Amiga, Diputado Amigo”, a cargo del
diputado Raúl Gómez Ramírez, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que integre a la brevedad el Consejo Nacional
de Productos Orgánicos, emita los lineamientos, el distinti-
vo nacional y demás instrumentos regulatorios para la pro-
ducción orgánica, a cargo del diputado Sebastián Alfonso
de la Rosa Peláez, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, para que por medio de la SSP,
garantice la integridad de los alumnos, personal e integran-
tes del Consejo Universitario que asisten a las instalaciones
de la UACM, asimismo, solicitar a la rectora de la Univer-
sidad, convoque al consejo universitario para la expedición
del Estatuto General Orgánico y demás estatutos, regla-
mentos y normas necesarias para el cumplimiento de los fi-
nes de la misma, a cargo del diputado Jorge Francisco So-
tomayor Chávez, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo relativo a las medidas urgentes para
atender y coadyuvar en las investigaciones sobre las de-
mandas de abuso sexual de menores en diversos albergues
del Programa “Albergues Escolares Indígenas” y de diver-
sas instituciones educativas, en el estado de Oaxaca, a car-
go de la diputada Gloria Bautista Cuevas, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los titulares
de la Semarnat, de la Profepa y de la Conagua, realicen las
investigaciones necesarias para determinar en su caso,
omisiones en la aplicación de las normas ambientales, que
han provocado el deterioro de las condiciones sociales y
ambientales en la cuenca hidrológica del Río El Carmen, a
cargo del diputado Roberto López Suárez, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral para que en el proceso de desincorporación de los in-
genios azucareros “Casasano La abeja” y “Emiliano Zapa-
ta”, ubicados en el estado de Morelos, se considere de

manera preferente la propuesta del Ejecutivo Estatal de
participar en el mismo, a cargo del diputado Javier Orihue-
la García, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al titular de la
SSP, para que durante los operativos del Programa Guerre-
ro Seguro, se actúe con apego a la legalidad, sin violar las
garantías de los ciudadanos, a cargo del diputado Catalino
Duarte Ortuño, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Conagua,
para que otorgue una prórroga a quienes tienen concesio-
nes vencidas para el uso del agua con destino agrícola, a
cargo de la diputada Eva Diego Cruz, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que México reconozca al Estado Palestino libre,
independiente y soberano, así como votar a favor de su
aceptación en la Asamblea General de la ONU, a cargo del
diputado José Antonio León Mendívil, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo
federal, para que a través de las Secretarías de Salud y de
Educación Pública, genere acciones y políticas públicas
encaminadas a prevenir, reducir y atender el embarazo ado-
lescente, a cargo de la diputada Verónica Beatriz Juárez Pi-
ña, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno de
los Estados Unidos de América y a la Legislatura del Esta-
do de Nueva York, para que aprueben la ley de trabajado-
res agrícolas, así mismo se exhorta al Ejecutivo federal y al
Gobierno del estado de Oaxaca, para que realice un reco-
nocimiento y se otorgue la condecoración “Miguel Hidal-
go”, a la activista migrante Librada Paz Rojas, a cargo de
la diputada Gloria Bautista Cuevas, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Co-
misión)

Efeméride

Con motivo del 23 de noviembre, Día de la Armada de
México, a cargo del diputado Raúl Santos Galván Villa-
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nueva, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.»

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: En virtud de que se encuentra publicada en la Gaceta
Parlamentaria, proceda la Secretaría a someter a considera-
ción el acta de la sesión anterior.

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: Está a
discusión el acta. No habiendo quien haga uso de la pala-
bra, en votación económica se pregunta si se aprueba. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presidente,
mayoría por la afirmativa.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el martes veinte de noviembre de
dos mil doce, correspondiente al Primer Periodo de Sesio-
nes Ordinarias del Primer Año de Ejercicio de la Sexagési-
ma Segunda Legislatura.

Presidencia del diputado
Francisco Agustín Arroyo Vieyra

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con una asistencia de dos
cientos sesenta y cinco diputadas y diputados, a las once
horas con diez minutos del martes veinte de noviembre de
dos mil doce, el Presidente declara abierta la sesión.

En votación económica se dispensa la lectura al Orden del
Día, en virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta
Parlamentaria; acto seguido se somete a discusión el Acta
de la Sesión anterior, no habiendo oradores registrados en
votación económica se aprueba.

Se da cuenta con Comunicaciones Oficiales:

a) De la Mesa Directiva:

• Con la que informa sobre modificaciones de turno de
Iniciativas que se encuentran publicadas en la Gaceta
Parlamentaria. De conformidad con los artículos seten-
ta y tres, y setenta y cuatro numeral dos del Reglamen-

to de la Cámara de Diputados, se modifican los turnos,
publíquense en el Diario de los Debates. Actualícense
los registros parlamentarios.

• Relativa a setenta y nueve dictámenes en poder de la
Mesa Directiva que no llegó a resolver el Pleno de la Se-
xagésima Primera Legislatura, misma que se encuentra
publicada en la Gaceta Parlamentaria. Túrnense los dic-
támenes a las Comisiones correspondientes y actualí-
cense los registros parlamentarios.

b) De la Junta de Coordinación Política, relativa a cambios
de integrantes en Comisiones Ordinarias. De enterado. Co-
muníquese.

c) De la Cámara de Senadores:

• Con la que remite acuerdo por el que comunica la in-
tegración de las comisiones bicamerales del Canal de
Televisión del Congreso de la Unión, del Sistema de Bi-
bliotecas del Congreso de la Unión y de Seguridad Na-
cional. Se turna a la Junta de Coordinación Política, pa-
ra su atención.

• Por la que comunica que se envió al Ejecutivo Federal
el decreto que reforma, adiciona y deroga diversas dis-
posiciones de la Ley Federal del Trabajo, con los artícu-
los aprobados por ambas cámaras. De enterado.

• Con la que remite el texto de los artículos trescientos
ochenta y ocho Bis y trescientos noventa aprobados de
la Ley Federal del Trabajo, para los efectos de lo dis-
puesto en la última parte de la fracción E del artículo se-
tenta y dos de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Trabajo y
Previsión Social, para los efectos de lo dispuesto en la
última parte de la fracción E del artículo setenta y dos
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.

• Con la que remite acuerdo para que se establezca un
mecanismo interparlamentario que se encargue de ela-
borar las iniciativas de ley que permitirán dar cumpli-
miento a las reformas contenidas en el Decreto por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos en materia política, publicado el nueve de agosto de
dos mil doce. Se turna a la Conferencia para la Direc-
ción y Programación de los Trabajos Legislativos, para
su atención.



• Con las que remite cinco proposiciones con puntos de
acuerdo, para que en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración para el Ejercicio Fiscal dos mil trece, se asig-
nen recursos a diversos ramos, presentadas por senado-
ras y senadores integrantes de diversos grupos
parlamentarios. Se turna a la Comisión de Presupuesto
y Cuenta Pública, para su atención.

d) De la Secretaría de Gobernación, el Informe Final de la
Evaluación Específica de Costo–Beneficio dos mil once
dos mil doce, del Fondo Nacional de Apoyos de Empresas
en Solidaridad. Se turna a las Comisiones de Economía, y
de Presupuesto y Cuenta Pública, para su conocimiento.

e) De los Congresos de los estados de Chiapas e Hidalgo,
con las que remiten acuerdos para que en el proyecto de
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal dos mil trece, se incrementen los recursos destinados
a las actividades científicas y tecnológicas. Se turna a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para su aten-
ción.

f) De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con la
que remite la información relativa al pago de las participa-
ciones a las entidades federativas, correspondientes al mes
de octubre de dos mil doce, desagregada por tipo de fondo,
efectuando la comparación correspondiente al mes de oc-
tubre de dos mil once. Se remite a las Comisiones de Ha-
cienda y Crédito Público, y de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, para su conocimiento.

g) De la Junta de Coordinación Política, por la que se pro-
pone la constitución de una Comisión de Investigación pa-
ra la Revisión del Funcionamiento de la Comisión Nacio-
nal para la Protección de los Usuarios de los Servicios
Financieros (CONDUSEF), en términos de lo dispuesto
por el artículo noventa y tres de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. En votación económica se
aprueban los puntos de acuerdo.

A las once horas con veinticuatro minutos, por instruccio-
nes de la Presidencia, se cierra el sistema electrónico de
asistencia con un registro de trescientos sesenta y ocho di-
putadas y diputados.

La Secretaría informa a la Asamblea que se encuentran pu-
blicados en la Gaceta Parlamentaria doce dictámenes de la
Comisión de Gobernación con proyectos de decreto que
conceden permisos a ciudadanos mexicanos para aceptar y
desempeñar el cargo del Cónsul Honorario; para aceptar y

usar condecoraciones que en diferentes grados les confie-
ren gobiernos extranjeros; y para prestar servicios de ca-
rácter administrativo en diversas sedes diplomáticas. De
conformidad con lo que establece el artículo ochenta y sie-
te del Reglamento de la Cámara de Diputados, se cumple
con la declaratoria de publicidad.

El siguiente punto del Orden del Día es la discusión del
dictamen de la Comisión de Gobernación con proyecto de
decreto que concede permiso a los ciudadanos Rodolfo
Vergel Gordillo, Sergio Cedeño Villerías, Patricia Espino-
sa Cantellano y Vicente Fernández Gómez, para aceptar y
usar condecoraciones que gobiernos extranjeros les otor-
gan en diferentes grados. Sin oradores registrados, en vota-
ción nominal se aprueba en lo general y en lo particular el
proyecto de decreto por trescientos setenta y un votos a fa-
vor; ocho en contra; y tres abstenciones. Pasa al Ejecutivo
para sus efectos constitucionales.

Desde sus curules se refieren al dictamen aprobado los di-
putados Francisco Alfonso Durazo Montaño, Ricardo Me-
jía Berdeja, de Movimiento Ciudadano; y Salvador Barajas
del Toro, del Partido Revolucionario Institucional. El Pre-
sidente hace aclaraciones.

Se somete a discusión el dictamen con punto de acuerdo de
la Comisión de Relaciones Exteriores por el que se exhor-
ta al Titular del Poder Ejecutivo Federal para que, en la me-
dida de las posibilidades del país, se brinde la ayuda técni-
ca, humana y material a los gobiernos y a la población de
los países afectados por el paso reciente del huracán Sandy.
Se somete a discusión e intervienen en pro los diputados:
Martha Beatriz Córdova Bernal, de Movimiento Ciudada-
no; y Roberto López Rosado, del Partido de la Revolución
Democrática. En votación económica se aprueba el punto
de acuerdo. Comuníquese.

En el capítulo de Agenda Política, hacen comentarios rela-
tivos a la emisión de la Convención sobre los Derechos del
Niño, de la Organización de las Naciones Unidas los dipu-
tados: Lucila Garfias Gutiérrez, de Nueva Alianza; Loretta
Ortíz Ahlf, del Partido del Trabajo; 

Presidencia del diputado
José González Morfín

Aida Fabiola Valencia Ramírez, de Movimiento Ciudadano;
Rosa Elba Pérez Hernández, del Partido Verde Ecologista de
México; Verónica Beatriz Juárez Piña, del Partido de la Re-
volución Democrática; Cinthya Noemi Valladares Couoh,
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del Partido Acción Nacional; y María de la Paloma Villase-
ñor Vargas, del Partido Revolucionario Institucional.

De conformidad con el artículo setenta y seis, fracción
cuarta, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se con-
cede el uso de la tribuna para presentar proposiciones con
punto de acuerdo a los diputados:

a) Sonia Catalina Mercado Gallegos, del Partido Revolu-
cionario Institucional, por el que se exhorta a los titulares
de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales
y de la Comisión Nacional Forestal, para que inicien ac-
ciones y destinen los recursos suficientes para el control y
combate de la plaga de insectos descortezadores que están
atacando a las zonas boscosas en el estado de Durango.

Presidencia del diputado
Francisco Agustín Arroyo Vieyra

Para los efectos del artículo cien del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, en votación económica se considera de
urgente resolución. De conformidad con el artículo ciento
trece, numeral uno, fracción primera, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, intervienen para referirse al tema los
diputados: Cristina Olvera Barrios, de Nueva Alianza; Jo-
sé Humberto Vega Vázquez, del Partido del Trabajo; José
Luis Valle Magaña, de Movimiento Ciudadano; Ricardo
Astudillo Suárez, del Partido Verde Ecologista de México;
Graciela Saldaña Fraire, del Partido de la Revolución De-
mocrática; Rodolfo Dorador Pérez Gavilán, del Partido Ac-
ción Nacional; y Julio César Flemate Ramírez, del Partido
Revolucionario Institucional. De conformidad con el artí-
culo ciento trece, numeral uno, fracción tercera, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, en votación económica
se aprueba el punto de acuerdo. Comuníquese.

b) Sonia Rincón Chanona, de Nueva Alianza, por el que se
exhorta al Ejecutivo Federal para que a través de la Secre-
taría de Seguridad Pública y de la Secretaría de Educación
Pública, se realicen acciones coordinadas a fin de garanti-
zar la seguridad e integridad de las comunidades escolares
amenazadas por el crimen organizado. Para los efectos del
artículo cien del Reglamento de la Cámara de Diputados,
en votación económica se considera de urgente resolución.
De conformidad con el artículo ciento trece, numeral uno,
fracción primera, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, intervienen para referirse al tema los diputados: Héc-
tor Hugo Roblero Gordillo, del Partido del Trabajo; Víctor
Manuel Jorrín Lozano, de Movimiento Ciudadano; Ana Li-
lia Garza Cadena, del Partido Verde Ecologista de México;

Catalino Duarte Ortuño, del Partido de la Revolución De-
mocrática; Ernesto Alfonso Robledo Leal, del Partido Ac-
ción Nacional; y Sergio Armando Chávez Dávalos, del
Partido Revolucionario Institucional. De conformidad con
el artículo ciento trece, numeral uno, fracción tercera, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, en votación eco-
nómica se aprueba el punto de acuerdo. Comuníquese.

Se da cuenta con comunicación del diputado Martí Batres
Guadarrama, del Partido de la Revolución Democrática,
por el que solicita licencia por tiempo indefinido para se-
pararse de sus funciones legislativas como diputado fede-
ral en la Cuarta Circunscripción Plurinominal, a partir de
esta fecha. Se somete a discusión e interviene en pro el
diputado Ricardo Monreal Ávila, de Movimiento Ciudada-
no. En votación económica se aprueba. Comuníquese, y
llámese al suplente.

c) Rafael Acosta Croda, del Partido Acción Nacional, por
el que se exhorta a la alcaldesa del municipio de Veracruz,
a fin de que se conduzca con estricto apego a la legalidad,
civilidad, respeto y tolerancia a la pluralidad política, y so-
licita a la Auditoría Superior de la Federación para que au-
dite los recursos del Ramo treinta y tres que el estado otor-
ga a dicho municipio. Desde su curul realiza interpelación
del diputado Ricardo Monreal Ávila, de Movimiento Ciu-
dadano, el diputado Rafael Acosta Croda hace aclaracio-
nes. Para los efectos del artículo cien del Reglamento de la
Cámara de Diputados, en votación económica no se consi-
dera de urgente resolución. Se turna a la Junta de Coordi-
nación Política, para su atención.

Se da cuenta con acuerdo de la Junta de Coordinación Po-
lítica, por el que se incluye en el Orden del Día el punto de
Agenda Política, relativo al centésimo segundo Aniversario
del inicio de la Revolución Mexicana. Se concede el uso de
la palabra para referirse al tema a los diputados: Ricardo
Cantú Garza, del Partido del Trabajo; Fernando Bribiesca
Sahagún, de Nueva Alianza; Ricardo Mejía Berdeja, de Mo-
vimiento Ciudadano; Oscar Eduardo Ramírez Aguilar, del
Partido Verde Ecologista de México; Mario Miguel Carrillo
Huerta, del Partido de la Revolución Democrática; Alberto
Coronado Quintanilla, del Partido Acción Nacional; 

Presidencia del diputado
José González Morfín

y Jesús Morales Flores, del Partido Revolucionario Institu-
cional.



Se concede el uso de la tribuna para presentar las siguien-
tes iniciativas con proyecto de decreto a los diputados:

a) Gabriel Gómez Michel, a nombre propio y del dipu-
tado Abel Octavio Salgado Peña, del Partido Revolu-
cionario Institucional, que reforma los artículos cator-
ce, sesenta y cinco, sesenta y siete, y sesenta y nueve de
la Ley General de Educación. Se turna a la Comisión
de Educación Pública y Servicios Educativos, para
dictamen.

b) María Isabel Ortiz Mantilla, del Partido Acción Na-
cional, que reforma los artículos treinta y tres, y cuaren-
ta y nueve de la Ley General de Educación. Se turna a
la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, para dictamen.

c) Joaquina Navarrete Contreras, del Partido de la Re-
volución Democrática, que reforma el artículo primero
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos. Se turna a la Comisión de Puntos Constituciona-
les, para dictamen.

d) Oscar Eduardo Ramírez Aguilar, del Partido Verde
Ecologista de México, que adiciona los artículos diez Bis
y diez Ter a la Ley General de Desarrollo Social. Se tur-
na a la Comisión de Desarrollo Social, para dictamen.

e) Martha Beatriz Córdova Bernal, de Movimiento Ciu-
dadano, que reforma el artículo sesenta y dos de la Ley
General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos
en Materia de Trata de Personas y para la Protección y
Asistencia a las Víctimas de estos Delitos. Se turna a la
Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.

f) José Angelino Caamal Mena, de Nueva Alianza, que
reforma el artículo quince de la Ley Federal del Traba-
jo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

Se recibió iniciativa con proyecto de decreto del diputado
Martí Batres Guadarrama, del Partido de la Revolución
Democrática, que reforma los artículos cincuenta y dos,
cincuenta y tres, y cincuenta y cuatro de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

De conformidad con el artículo cien del Reglamento de la
Cámara de Diputados, las proposiciones registradas en el
Orden del Día de esta sesión serán turnadas a las comisio-

nes que correspondan, publicándose el turno en la Gaceta
Parlamentaria, salvo aquellas cuyos proponentes solicita-
ron a la Secretaría sean inscritas en la próxima sesión. En
consecuencia se turnan las siguientes proposiciones con
punto de acuerdo de los diputados:

a) Noé Barrueta Barón, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, por el que se exhorta a los titulares de la Se-
cretaría de Agricultura Ganadería Desarrollo Rural Pes-
ca y Alimentación y de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, instrumenten un programa emergente
de agricultura por contrato, para el ciclo primavera-ve-
rano dos mil doce. Se turna a la Comisión de Agricultu-
ra y Sistema de Riego, para dictamen. 

b) David Pérez Tejada Padilla, del Partido Verde Ecolo-
gista de México, por el que se exhorta al Ejecutivo Fe-
deral, para que publique en el Diario Oficial de la Fede-
ración el Decreto por el que se declara como Área
Natural Protegida, con el carácter de área de protección
de flora y fauna, a Balandra. Se turna a la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen.

c) Martha Beatriz Córdova Bernal, de Movimiento Ciu-
dadano, por el que se exhorta a los titulares de la Secre-
taría de Trabajo y Previsión Social, de la Secretaría de
Desarrollo Social, de la Secretaría de Energía y de la Se-
cretaría de Economía, para que implementen un progra-
ma de evaluación, relativo a la industria minera en los
temas de seguridad y salud. Se turna a las Comisiones
Unidas de Trabajo y Previsión Social, y de Economía,
para dictamen.

d) María del Rocío Corona Nakamura, del Partido Re-
volucionario Institucional, por el que se exhorta al Eje-
cutivos Federal y Estatales, establezcan las medidas ne-
cesarias a fin de promover y privilegiar la dignidad del
Adulto Mayor. Se turna a la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables, para dictamen. 

e) José Francisco Coronato Rodríguez, de Movimiento
Ciudadano, por el que se exhorta a la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes, para que elabore la NOM e
implemente los programas y políticas públicas que ga-
ranticen el desplazamiento y la accesibilidad al trans-
porte público a las personas con discapacidad. Se turna
a la Comisión de Transportes, para dictamen.

f) Sergio Torres Félix, del Partido Revolucionario Insti-
tucional, por el que se exhorta al titular de la Secretaría
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de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca, y
Alimentación, para que a través de la Servicio Nacional
de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria, de-
tenga las solicitudes de autorización para la siembra de
maíz transgénico en los estados de Sinaloa y de Tamau-
lipas. Se turna a la Comisión de Agricultura y Sistema
de Riego, para dictamen. 

g) Pedro Ignacio Domínguez Zepeda, del Partido Revo-
lucionario Institucional, por el que se solicita a los titu-
lares de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, de
la Secretaría de Desarrollo Social, del Consejo Nacional
de Población y del Instituto Nacional de Estadística y
Geografía, reconozcan, incluyan y consideren como zo-
nas metropolitanas a las ciudades de Delicias, Hidalgo
del Parral y Cuauhtémoc, así como sus zonas conurba-
das o municipios, pertenecientes al estado de Chihua-
hua. Se turna a la Comisión de Desarrollo Metropolita-
no, para dictamen.

h) Roberto Ruíz Moronatti, del Partido Revolucionario
Institucional, por el que se exhorta a la Comisión Fede-
ral de Electricidad, para que en coordinación con la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, la Secretaría de
Educación Pública, la Secretaría de Energía y la Comi-
sión Reguladora de Energía, realicen los estudios y ac-
ciones necesarias para eximir del pago por consumo de
energía eléctrica a los centros escolares públicos de país.
Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen. 

i) Víctor Manuel Bautista López, del Partido de la Re-
volución Democrática, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo Federal para que instrumente un programa de apoyo
y asistencia para los mexicanos afectados por los re-
cientes fenómenos climáticos en la ciudad de Nueva
York en los Estados Unidos de América. Se turna a la
Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen. 

j) Martha Lucía Mícher Camarena, del Partido de la Re-
volución Democrática y suscrita por diversas diputadas
integrantes de la Comisión de Equidad y Género, por el
que esta Soberanía manifiesta su rechazo a la violencia
contra las mujeres en los medios de comunicación del
estado de Quintana Roo. Se turna a la Comisión de De-
rechos Humanos, para dictamen.

k) Crystal Tovar Aragón, del Partido de la Revolución
Democrática, por el que se solicita la creación de una
Comisión Especial para la atención y prevención de las

adicciones en México. Se turna a la Junta de Coordina-
ción Política, para su atención.

Agotados los asuntos del Orden del Día, el Presidente cita
para la próxima Sesión Ordinaria que tendrá lugar el jueves
veintidós de noviembre de dos mil doce, a las once horas,
y levanta la sesión a las quince horas con doce minutos.»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Aprobada el acta. Continúe la Secretaría con los
acuerdos de la Conferencia.

SESION DE CONGRESO GENERAL

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— LXII Legis-
latura.— Cámara de Diputados.

Acuerdo de la Conferencia para la Programación y Direc-
ción de los Trabajos Legislativos de la Cámara de Diputa-
dos por el que establece el formato de la sesión de Congre-
so General en la que el ciudadano presidente electo de los
Estados Unidos Mexicanos rendirá protesta constitucional
ante el honorable Congreso de la Unión el 1o. de diciem-
bre de 2012.

La Conferencia para la Programación y Dirección de los
Trabajos Legislativos de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por el
artículo 87 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, el artículo 37 de la Ley sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales, el artículo 5 numeral 2, 23
numeral 1 inciso a) y 38 numeral 1 inciso a) de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos y 185, 186 y 187 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, adopta el siguiente acuerdo a efecto de definir el
formato de la sesión en la que el ciudadano presidente elec-
to de los Estados Unidos Mexicanos rendirá protesta cons-
titucional ante el honorable Congreso de la Unión, a partir
de las siguientes

Consideraciones

I. Que el artículo 87 constitucional señala en su primer pá-
rrafo que “El Presidente, al tomar posesión de su cargo,



prestará ante el Congreso de la Unión o ante la Comisión
Permanente”, en los recesos de aquél, la siguiente protesta:
“Protesto guardar y hacer guardar la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que de ella
emanen, y desempeñar leal y patrióticamente el cargo de
Presidente de la República que el pueblo me ha conferido,
mirando en todo por el bien y prosperidad de la Unión; y si
así no lo hiciere que la Nación me lo demande”.

II. Que el artículo 5 numeral 2 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos refiere
que “Cuando el Congreso sesione conjuntamente lo hará en
el recinto que ocupe la Cámara de Diputados y el Presi-
dente de ésta lo será de aquél”;

III. Que el artículo 23 numeral 1 del mismo ordenamiento
señala que es atribución del Presidente de la Mesa Directi-
va de la Cámara de Diputados “Presidir las sesiones del
Congreso General”;

IV. Que el artículo 38, numeral 1, inciso a) del mismo or-
denamiento establece que es atribución de la Conferencia
para la Programación y Dirección de los Trabajos Legisla-
tivos definir “... las formas que seguirán los debates, las
discusiones y las deliberaciones”;

V. Que los Coordinadores Parlamentarios forman parte de la
Conferencia para la Programación y Dirección de los Traba-
jos Legislativos e integran la Junta de Coordinación Política,
la cual, según lo establecido en el artículo 33 de la Ley Or-
gánica es “... la expresión de la pluralidad de la Cámara; por
tanto, es el órgano colegiado en el que se impulsan entendi-
mientos y convergencias políticas con las instancias y órga-
nos que resulten necesarios a fin de alcanzar acuerdos para
que el pleno esté en condiciones de adoptar las decisiones
que constitucional y legalmente le corresponden”;

VI. Que la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, de acuerdo a lo establecido por los artículos
74, fracción I de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 23 numeral 2 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, expi-
dió el pasado 4 de septiembre de 2012, el bando solemne
para dar a conocer en toda la República la declaración de
presidente electo que hizo la Sala Superior del Tribunal
Electoral del Poder Judicial de la Federación el 3 de sep-
tiembre anterior;

VII. Que en relación con ello es necesario establecer el for-
mato de la sesión de Congreso General en la que el ciuda-

dano presidente electo de los Estados Unidos Mexicanos
rendirá protesta constitucional ante el honorable Congreso
de la Unión el 1o. de diciembre de 2012, a efecto de dar ca-
bal cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 87 fracción
I de la Constitución;

La Conferencia para la Programación y Dirección de los
Trabajos Legislativos adopta el siguiente:

Acuerdo

Primero. La sesión de Congreso General en la que el ciu-
dadano presidente electo de los Estados Unidos Mexicanos
rendirá protesta constitucional ante el honorable Congreso
de la Unión el 1o. de diciembre de 2012 se desarrollará a
partir de las 9:00 horas  de acuerdo al orden del día deta-
llado en el segundo resolutivo del presente acuerdo.

Segundo. El orden del día de la sesión de Congreso Gene-
ral en la que el ciudadano presidente electo de los Estados
Unidos Mexicanos rendirá protesta constitucional ante el
honorable Congreso de la Unión será el siguiente:

1. Lista de asistencia y declaración de quórum.

2. Lectura a los resolutivos del bando solemne expedido
por la Cámara de Diputados el 4 de septiembre de 2012
para dar a conocer en toda la República la declaración
de presidente electo, así como al primer párrafo del ar-
tículo 87 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

3. Designación de las comisiones protocolarias y peti-
ción del cumplimiento oportuno de su cometido.

4. Intervención hasta por 10 minutos de un legislador
por cada grupo parlamentario representado en el Con-
greso en orden creciente.

5. Arribo al salón de sesiones del ciudadano Felipe de
Jesús Calderón Hinojosa.

6. Arribo al salón de sesiones del Presidente de los Es-
tados Unidos Mexicanos, ciudadano Enrique Peña Nie-
to.

7. Protesta constitucional del ciudadano Enrique Peña
Nieto como Presidente de los Estados Unidos Mexi-
canos.
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8. Honores de Ordenanza al Presidente de los Estados
Unidos Mexicanos, ciudadano Enrique Peña Nieto.

9. Petición a las comisiones protocolarias del cumpli-
miento oportuno de su cometido.

10. Retiro del salón de sesiones del Presidente de los Es-
tados Unidos Mexicanos, ciudadano Enrique Peña Nie-
to.

11. Retiro del salón de sesiones del ciudadano Felipe de
Jesús Calderón Hinojosa.

12. Clausura de la sesión.

Tercero. Publíquese en la Gaceta Parlamentaria y hágase
del conocimiento de la Cámara de Senadores del Congreso
de la Unión para los efectos legales conducentes.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los veintiún días de
noviembre de 2012.— Diputado Jesús Murillo Karam (rúbrica), Presi-
dente; diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera (rúbrica), Coordinador
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional;
diputado Luis Alberto Villarreal García (rúbrica), Coordinador del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; diputado Silvano
Aureoles Conejo (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática; diputado Arturo Escobar y Ve-
ga (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México; diputado Alberto Anaya Gutiérrez, Coordinador
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo; diputado Ricardo
Monreal Ávila, Coordinador del Grupo Parlamentario Movimiento
Ciudadano; diputada Lucila Garfías Gutiérrez (rúbrica), Coordinadora
del Grupo Parlamentario Nueva Alianza.»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Está a la consideración del pleno.

El diputado Ricardo Monreal Ávila (desde la curul): Pre-
sidente, para hablar en contra.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Don Ricardo Monreal, ha pedido la palabra en contra.

El diputado Ricardo Monreal Ávila: Ciudadano presi-
dente, ciudadanos legisladores, estamos en contra de este
formato para la sesión de Congreso General, en principio,
porque debería ser sometido a la consideración del pleno y
no solo una comunicación oficial; es un tema tan impor-
tante, que no puede pasar desapercibido ni tampoco leído
de manera precipitada, como una mera comunicación. Le

pediría al presidente que lo sometiera a la consideración
del pleno en votación.

Estamos en contra, porque intentamos representar la voz, la
indignación, la desesperación, la desesperanza de casi 16
millones de ciudadanos y ciudadanas que sufragaron por
Andrés Manuel López Obrador y que resistieron estoica-
mente la embestida del dinero, la dádiva, la promesa fácil,
la amenaza, la persecución, el despido.

Estamos en desacuerdo con el procedimiento en la forma y
en el fondo. No aceptamos la imposición; no se puede ad-
mitir que se está en la normalidad democrática y que se de-
be enterrar el pasado reciente.

Estamos en contra, porque somos congruentes y no pode-
mos transar o negociar con los principios que sostenemos;
estamos en contra, porque representamos a los ciudadanos
sin voz, a los ciudadanos agraviados; a estos ciudadanos
que les afectó y que nos afectó el dispendio grosero y ver-
gonzoso que se vivió.

Estamos en contra, porque somos —o intentamos ser— la
voz de los ignorados por la justicia que se ofreció al mejor
postor de manera cínica y ruin; estamos en contra, porque
intentamos representar la voz lastimada de quienes fueron
candidatos y candidatas en la elección pasada y que se en-
frentaron a todas estas lacras y miserias políticas.

Estamos en contra, porque los que se alzan con la pírrica y
cuestionada victoria, recurrieron a las peores artimañas y
desviaciones democráticas; recurrieron a las prácticas in-
morales de la compra del voto con dinero ilícito, con la
compra del voto por hambre; se dedicaron a revivir las más
arcaicas prácticas ilegales de perversión electoral, sin que
nadie los perturbara ni órganos electorales ni tribunal alguno
que pudiera detenerlos. Hubo plena impunidad y descaro.

Estamos en contra, porque no podemos olvidar el agravio,
la ofensa, el daño que ha sufrido la República y la demo-
cracia. No podemos simplemente, en la comodidad de
nuestros asientos o en la suficiencia de los emolumentos,
borrar la memoria colectiva y enterrar esta miserable expe-
riencia.

Estamos en contra, porque no avalaremos la ilegitimidad;
estamos en contra, porque el proceso electivo reciente está
cuestionado y está siendo revisado por la justicia interna-
cional; es decir, está sub iúdice el caso de la elección del
pasado mes de julio.



Nuestro Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
se mantendrá firme en esta tesis; siempre actuaremos de
manera consecuente; las decisiones que tomamos en equi-
po las vamos a respetar y actuaremos como un solo cuer-
po; seguiremos luchando hasta lograr la transformación
verdadera de nuestra nación.

Esta etapa la tomaremos como una doble pesadilla —la que
está por concluir—, inmersa en la violencia, la corrupción,
la impunidad y la injusticia, y la pesadilla que está por co-
menzar, permeada por la restauración del viejo régimen y
acompañada por todos los indeseables elementos: autorita-
rismo, corrupción y desprecio por la gente.

Pero como toda pesadilla, como todo mal sueño, algún día
concluirá y nosotros ahí estaremos presentes. Presidente,
por su tolerancia y su respeto, muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Por nada, señor diputado. Pregunte la Secretaría a la
asamblea, en votación económica, si se aprueba.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: En vota-
ción económica se pregunta si se aprueba el acuerdo. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por la
afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Aprobado. Comuníquese. Dé por favor lectura a los
resolutivos del segundo acuerdo de la Conferencia.

CALENDARIO LEGISLATIVO

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— LXII Legis-
latura.— Cámara de Diputados.

Acuerdo por el que se modifica el calendario legislativo
correspondiente al Primer Periodo de sesiones ordinarias
del primer año de Ejercicio de la LXII Legislatura.

La Conferencia para la Dirección y Programación de los
Trabajos Legislativos, con fundamento en lo dispuesto en
el inciso a), del numeral 1, del artículo 38 de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-

nos y el artículo 36, numeral 1 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados al tenor de los siguientes

Considerandos

I. Que de conformidad con el artículo 38, numeral 1, inci-
so a), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, corresponde a la Conferencia para la
Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos esta-
blecer el programa legislativo de los periodos de sesiones y
el calendario para su desahogo.

II. Que el artículo 65, párrafo primero de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que el
Congreso se reunirá a partir del 1 de septiembre de cada
año para celebrar su primer periodo de sesiones ordinarias.

III. El artículo 36, numeral 1 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados señala que por regla general, se realizarán
las sesiones los martes y jueves de cada semana y podrán
realizarse sesiones en días diferentes a los señalados, cuan-
do así lo determine la Conferencia para la Dirección y Pro-
gramación de los Trabajos Legislativos.

IV. Que con fecha 3 de septiembre de 2012, este órgano de
gobierno aprobó el acuerdo por el que se establece el ca-
lendario legislativo correspondiente al Primer Periodo de
sesiones ordinarias del primer año de Ejercicio de la LXII
Legislatura.

Con base en lo antes expuesto, este órgano de Gobierno es-
tablece el siguiente

Acuerdo

Primero. Se modifica el calendario legislativo correspon-
diente al Primer Periodo de sesiones ordinarias del primer
año de Ejercicio de la LXII Legislatura, en lo que respecta
a las sesiones del pleno programadas para el mes de no-
viembre, para quedar como sigue:
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Segundo. Publíquese en la Gaceta Parlamentaria.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de noviembre de
2012.— Diputado Jesús Murillo Karam (rúbrica), Presidente; diputado
Manlio Fabio Beltrones Rivera (rúbrica), Coordinador del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional; diputado Luis Al-
berto Villarreal García (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional; diputado Silvano Aureoles Conejo (rú-
brica), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática; diputado Arturo Escobar y Vega (rúbrica), Coordi-
nador del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México; diputado Alberto Anaya Gutiérrez (rúbrica p.a.), Coordinador
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo; diputado Ricardo
Monreal Ávila (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido Movimiento Ciudadano; diputada Lucila Garfías Gutiérrez (rú-
brica), Coordinadora del Grupo Parlamentario del Partido Nueva
Alianza.»

En votación económica se consulta si se aprueba. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvan-
se manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén
por la negativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afir-
mativa, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Aprobado. Comuníquese. Continúe la Secretaría.

PERMISO PARA PRESTAR SERVICIOS
EN REPRESENTACIONES DIPLOMATICAS

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por este conducto me permito hacer de su conocimiento
que mediante el oficio número DEP 1441/ 12, la licencia-
da Betina Claudia Chávez Soriano, directora general de
Coordinación Política de la Secretaría de Relaciones Exte-
riores, solicita que se tramite ante el Congreso de la Unión
el permiso a que se refiere la fracción II, Apartado C, del
artículo 37 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos para que las personas que se citan a conti-
nuación puedan prestar servicios al gobierno extranjero
que se menciona:

Nombre: Mariana Colchado Durán.
Puesto: Asistente económica y comercial para la región
flamenca de Bélgica FIT.
Lugar de trabajo: Embajada de Bélgica en México.

Nombre: Els Michiel Ann Mestdagh.
Puesto: Recepcionista.
Lugar de trabajo: Embajada de Bélgica en México.

Nombre: María Aydelia Pilar Mayela Gutiérrez Buces.
Puesto: Asistente económica y comercial para la región
valona de Bélgica AWEX.
Lugar de trabajo: Embajada de Bélgica en México.

Nombre: Daniela Linet López García.
Puesto: Asistente de propiedades y mantenimiento.
Lugar de trabajo: Embajada del Reino Unido de la Gran
Bretaña e Irlanda del Norte en México.

Nombre: Mariana Viñas Portilla.
Puesto: Secretaria bilingüe.
Lugar de trabajo: Embajada del Reino Unido de la Gran
Bretaña e Irlanda del Norte en México.

Nombre: Rocío Yaneth Córdova Montijo.
Puesto: Empleada de visas.
Lugar de trabajo: Consulado de Estados Unidos de
América en Hermosillo, Sonora.

Nombre: Susana Adame Carreón.
Puesto: Coordinadora de viajes.
Lugar de trabajo: Embajada de Estados Unidos de Amé-
rica en México.

Nombre: Rosa María Jiménez Narváez.
Puesto: Asistente administrativa.
Lugar de trabajo: Embajada de Estados Unidos de Amé-
rica en México.

Nombre: Patricia Oliva Romero.
Puesto: Operadora telefónica.
Lugar de trabajo: Embajada de Estados Unidos de Amé-
rica en México.

Nombre: Gracia América Elorza Bonifaz Calvo.
Puesto: Empleada de visas.
Lugar de trabajo: Embajada de Estados Unidos de Amé-
rica en México.



Nombre: Álvaro Pacheco Ruvalcaba.
Puesto: Asistente de pasaportes y ciudadanías.
Lugar de trabajo: Embajada de Estados Unidos de Amé-
rica en México.

Nombre: Miguel Ángel Reyes Cabrera.
Puesto: Asistente de pasaportes y ciudadanías.
Lugar de trabajo: Embajada de Estados Unidos de Amé-
rica en México.

Nombre: Pedro Arellano Alvarado.
Puesto: Asistente en computación.
Lugar de trabajo: Embajada de Estados Unidos de Amé-
rica en México.

Por lo anterior me permito anexar para la integración de los
expedientes, copias certificadas de las actas de nacimiento
y de la carta de naturalización mexicana, que acreditan la
nacionalidad mexicana de dichas personas, y originales de
los escritos donde solicitan que se realicen los trámites co-
rrespondientes, así como copias simples de las identifica-
ciones oficiales.

Al mismo tiempo se informa que la persona que se cita a
continuación solicita la cancelación del permiso concedido
para prestar servicios al gobierno extranjero que se men-
ciona:

Nombre: Mónica Gabriela Marquina Gaxiola.
Puesto: Asistente de visas.
Lugar de trabajo: Consulado General de Estados Unidos
de América en Guadalajara, Jalisco.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 20 de noviembre de 2012.— Maestro Antonio Hernán-
dez Legaspi (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Las solicitudes de permiso túrnense a la Comisión de
Gobernación, para dictamen.

Por lo que se refiere a la ciudadana que deja de prestar ser-
vicios, comuníquese a la Comisión de Gobernación de
la Cámara de Diputados y de la Cámara de Senadores,
para su conocimiento. Continúe la secretaría.

IMPORTACION DE FRIJOL

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En respuesta del oficio número DGPL 62-II-8-248, signa-
do por el diputado José González Morfín, vicepresidente
de la Mesa Directiva de ese órgano legislativo, me permi-
to remitir para los fines procedentes copia del similar nú-
mero 112.2.-829/2012, suscrito por el licenciado Salvador
Moreno Cerda, director general adjunto de Enlace con el
Congreso de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desa-
rrollo Rural, Pesca y Alimentación, así como el anexo que
en él se menciona, mediante los cuales responde el punto
de acuerdo relativo a impulsar el consumo interno del fri-
jol mexicano, e instaurar un programa urgente para la dis-
tribución y comercialización en el país.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 16 de noviembre de 2012.— Maestro Antonio Hernán-
dez Legaspi (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación.

Maestro Antonio Hernández Legaspi, titular de la Unidad
de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.—
Presente

En atención de su oficio número SEL/ UEL/311/2965/12,
del 31 de octubre de 2012, a través del cual nos remite pun-
to de acuerdo, aprobado por el H. Congreso de la Unión,
que exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal, a través
de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Ru-
ral, Pesca y Alimentación, a impulsar el consumo del frijol
mexicano e instaurar un programa urgente para la distribu-
ción y comercialización en el país, me permito hacerle lle-
gar la siguiente documentación:

Sobre el particular adjuntamos a la presente información
con las observaciones y los comentarios que sobre el tema
nos hizo llegar la Subsecretaría de Agricultura, mediante el
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oficio número 310.- 003011, del 13 de noviembre de 2012,
con el cual se da respuesta a la información requerida.

Sin más por el momento, le envío un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 15 de noviembre de 2012.— Licenciado Salvador Mo-
reno Cerda (rúbrica), director general adjunto de Enlace con el Con-
greso.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación.

Licenciado Salvador Moreno Cerda, director general ad-
junto de Enlace con el Congreso.— Presente

En referencia de su oficio número 112.2.-813/2012, de fe-
cha 9 de noviembre del presente año, mediante el cual nos
remite el punto de acuerdo del Congreso de la Unión, apro-
bado en sesión celebrada el 30 de octubre, el cual de ma-
nera expresa manifiesta lo siguiente:

Exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal, a través de
la Secretaria de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación, a impulsar el consumo del frijol
mexicano e instaurar un programa urgente para la distribu-
ción y comercialización en el país.

Al respecto me permito informarle que esta subsecretaria
ha implantado una serie de acciones de manera coordinada
con los secretarios de Desarrollo Agropecuario de Chihua-
hua, Durango, San Luis Potosí y Zacatecas, así como los
delegados de la Sagarpa de esos estados, contando con pre-
sencia de acopiadores y comercializadores del S-P Frijol,
para llevar a cabo de manera integral mecanismos que per-
mitan desplazar la cosecha P-V 2012 de forma adecuada,
buscando obtener ingresos acordes con lo esperado para el
sector productivo. De lo anterior se desprende las siguien-
tes acciones de manera concreta:

Con el objetivo de apoyar con recursos, la Financiera Ru-
ral ha diseñado el esquema siguiente:

El esquema de financiamiento tendría como punto de par-
tida para el aforo en el precio de 12.00 pesos, el cual se de-
nominará precio de referencia. El aforo será de la siguien-
te manera:

1. Para Durango trae un soporte de 100 mil toneladas, de
las cuales corresponden 80 mil a pintos, con un aforo a
50 por ciento, equivalente a 6.00 pesos; y 20 mil a ne-
gros, con un aforo de 55 por ciento, equivalente a 6.30
pesos.

2. Para Zacatecas trae un soporte de 57 mil toneladas, de
las cuales 11 mil 400 corresponden a pintos, con un afo-
ro a 50 por ciento; y 45 mil 600, a negros, con un aforo
de 55 por ciento. A lo anterior hay que agregar las inter-
venciones de FIRA y de otras parafinancieras.

Por lo anterior se cubriría perfectamente el costo de pro-
ducción, estimado en 4.80 pesos por kilogramo, y quedaría
un remanente al productor.

En las reuniones celebradas con los sectores integrantes de
la cadena productiva (productores, acopiadores y comer-
cializadores, entre otros) se ha concertado el esquema “ad-
ministración de cosecha”; es decir, el mercado no será sa-
turado con producto en exceso para evitar el deterioro en el
precio.

A la fecha, el esquema propuesto ha tenido resultados in-
mediatos, en virtud de que como mínimo se está pagando
en la central de abasto de Distrito Federal un precio de 9.20
pesos para frijoles negros, que son los que pueden tener ac-
ceso con menor precio. Variedades preferentes como pin-
tos, mayocobas y flores están alcanzando, como en el caso
del mayocoba, precios de hasta 20.00 pesos. La Subsecre-
taria de Agricultura estará atenta ante cualquier desviación
del programa que pudiera lesionar al sector productivo.

Respecto a la autorización de cupos, el del volumen auto-
rizado de 150 mil toneladas para el presente ejercicio, úni-
camente han ingresado 33 mil (22 por ciento de lo autori-
zado) y considerando que ya no ingresara un mayor
volumen que pueda afectar el desplazamiento de la pro-
ducción nacional. La cancelación de los cupos en comento
es atribución de la Secretaría de Economía, por lo que es-
taremos atentos a la respuesta de esa institución ante el re-
querimiento del Legislativo.

Asimismo, están por iniciarse gestiones con objeto de pro-
mover la venta de producto nacional de manera directa a
institucionales gubernamentales tales Diconsa, la Sedena y
el DIF, evitando con ello la intervención de comercializa-
dores que encarecen el producto.



Sin otro particular, sea éste el conducto para enviarle un
cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 13 de noviembre de 2012.— Ingeniero Simón Treviño
Alcántara (rúbrica), director general de Fomento a la Agricultura.»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Se remite a la Comisión de Economía, para su co-
nocimiento.

MOTORES MARINOS ECOLOGICOS

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L. 62-11-8-0195, sig-
nado por el diputado Francisco Arroyo Vieyra, vicepresi-
dente de la Mesa Directiva de ese órgano legislativo, me
permito remitir, para los fines procedentes, copia del simi-
lar número 112.2.824/2012, suscrito por el licenciado Sal-
vador Moreno Cerda, director general adjunto de Enlace
con el Congreso, de la Secretaría de Agricultura, Ganade-
ría, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, así como el
anexo que en el mismo se menciona, mediante los cuales
responde el punto de acuerdo relativo a la liberación de re-
cursos concernientes al Programa de Apoyo a la Inversión
en Equipamiento e Infraestructura, particularmente en su
componente sustitución de motores marinos ecológicos co-
rrespondiente al Estado de Yucatán.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 15 de noviembre de 2012.— Maestro Antonio Hernán-
dez Legaspi (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación.

Maestro Antonio Hernández Legaspi, titular de la Unidad
de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.—
Presente.»

En atención a su oficio número SEL/UEL/311/2899/12, del
19 de octubre de 2012, a través del cual nos remite punto de
acuerdo aprobado por el honorable Congreso de la Unión,
exhortando a los titulares de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público, de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, De-
sarrollo Rural, Pesca y Alimentación, y al de su órgano des-
concentrado Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca, a
fin de que liberen los recursos concernientes al Programa de
Apoyo a la Inversión en Equipamiento e Infraestructura, par-
ticularmente en su componente sustitución de motores mari-
nos ecológicos correspondientes al Estado de Yucatán, me
permito hacerle llegar la siguiente documentación:

Sobre el particular adjuntamos a la presente información
con las observaciones y comentarios que sobre el tema nos
hizo llegar la Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca
(Conapesca), mediante oficio número DGI/05049/061112,
del 6 de noviembre de 2012, con el cual se da respuesta a
la información requerida.

Sin más por el momento, le envió un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 14 de noviembre de 2012.— Licenciado Salvador Mo-
reno Cerda (rúbrica), director general Adjunto de Enlace con el Con-
greso.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación.

Licenciado Salvador Moreno Cerda, director general ad-
junto de Enlace con el Congreso en la Coordinación Gene-
ral de Enlace Sectorial de la Secretaría de Agricultura, Ga-
nadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación.—
Presente

Me refiero al oficio número SEL/UEL/311/2899/2012, me-
diante el cual el maestro Antonio Hernández Legaspi, titu-
lar de la Unidad de Enlace Legislativo de la Subsecretaria
de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación, in-
forma que el día 18 de octubre de 2012, la Cámara de Di-
putados aprobó el punto de acuerdo mediante el cual se ex-
horta a los titulares de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desa-
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rrollo Rural, Pesca y Alimentación y de la Comisión Na-
cional de Acuacultura y Pesca para que liberen recursos re-
lativos al Programa de Apoyo a la Inversión en Equipa-
miento e Infraestructura en Específico para el Componente
Sustitución de Motores Marinos Ecológicos, para el ejerci-
cio 2012, en el Estado de Yucatán.

Al respecto, hago de su conocimiento que la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, con base en la circular núme-
ro 307-A.-3083, de fecha 29 de junio de 2012, mediante la
cual estableció las disposiciones específicas para el cierre
del ejercicio presupuestario 2012, entre las que destaca co-
mo fecha límite para los procedimientos de contratación,
formalización y registro de los compromisos el 31 de julio
de 2012; así como el mecanismo de cierre del ejercicio pre-
supuestal 2012, disposiciones que son de observancia obli-
gatoria para las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal, por lo que la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, retiró los recursos que no fue-
ron comprometidos a través de algún instrumento jurídico
que formalizara la operación de los mismos en coordina-
ción con los gobiernos de los estados.

En ese sentido, le comunico que, derivado de que el go-
bierno del estado de Yucatán no participó en la ejecución
del Componente antes citado, no fue posible contar con el
instrumento jurídico para formalizar y comprometer los re-
cursos necesarios para operar el componente Sustitución
de Motores Marinos Ecológicos en esa entidad federativa,
durante el periodo que dispuso la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público para tal efecto en la circular antes referida,
aunado a esto, la Subdelegación de Pesca en el estado de
Yucatán no cuenta a la fecha con las facultades necesarias
para formalizar el documento que permita la operación de
manera directa del recurso, esto derivado de su reciente
desincorporación de la Delegación de la Secretaría de Agri-
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación
en el estado.

Derivado de lo anterior, le informo que actualmente esta
Dirección General ya no cuenta con recursos presupuesta-
les disponibles para la operación del componente Sustitu-
ción de Motores Marinos Ecológicos.

Sin más por el momento, reciba un cordial saludo.

Atentamente

Mazatlán, Sinaloa, 6 de noviembre de 2012.— Arquitecto José Manuel
Soto López (rúbrica), director general. En ausencia del director gene-

ral de Infraestructura, firma el director de Estudios y Proyectos, inge-
niero Sofío Hernández Lorenzo, con fundamento en lo dispuesto en el
artículo 42 del Reglamento Interior de la Secretaría de Agricultura, Ga-
nadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, por lo cual se delegan
las facultades que se indican, publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 25 de abril de 2012.»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Se remite a la Comisión de Pesca, para su conoci-
miento.

GASOLINERAS

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L. 62-II-8-0161 signa-
do por el diputado Francisco Arroyo Vieyra, vicepresiden-
te de la Mesa Directiva de ese órgano legislativo, me per-
mito remitir para los fines procedentes, copia del similar
número 200/SDT/0153/2012 suscrito por el Rafael Adrián
Avante Juárez, subsecretario del Trabajo y Previsión So-
cial, así como el anexo que en él se menciona, mediante el
cual responde el punto de acuerdo relativo al marco regu-
latorio del Protocolo en materia de seguridad e higiene que
tienen que cumplir los operadores de estaciones de servicio
de venta de combustibles (gasolineras).

Sin otro particular, reciban un cordial saludo

Atentamente

México, DF, a 16 de noviembre de 2012.— Maestro Antonio Hernán-
dez Legaspi (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría del Trabajo y Previsión Social.

Licenciado Rubén Alfonso Fernández Aceves, subsecreta-
rio de Enlace Legislativo de la Secretaría de Goberna-
ción.— Presente

Me refiero al atento oficio número SEL/UEL/311/2866/12,
mediante el cual se remite punto de acuerdo aprobado por



el pleno de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión, en sesión celebrada el 11 de octubre pasa-
do, en el que exhorta a la Secretaría del Trabajo y Previsión
Social a revisar y modificar, en su caso, el marco regulato-
rio del Protocolo en materia de seguridad e higiene que tie-
nen que cumplir los operadores de estaciones de servicio
de venta de combustibles (gasolineras), a efecto de otorgar
un mayor plazo para su implementación.

Al respecto, comunico a usted que se ha tomado debido co-
nocimiento del acuerdo de mérito, siendo importante resal-
tar por parte de esta Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial (STPS), lo siguiente: 

El protocolo de inspección en materia de seguridad e hi-
giene para estaciones de servicio, es un documento interno
de esta secretaría, el cual tiene como finalidad unificar cri-
terios a nivel nacional y agilizar el desahogo de las inspec-
ciones practicadas en este tipo de establecimientos, cuyo
marco jurídico está conformado por la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley Federal del
Trabajo, la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral, el Reglamento Interior de la Secretaría del Trabajo y
Previsión Social, el Reglamento General para la Inspección
y Aplicación de Sanciones por Violaciones a la Legislación
Laboral, y el Reglamento Federal de Seguridad, Higiene y
Medio Ambiente de Trabajo, así como por las Normas Ofi-
ciales Mexicanas aplicables a la actividad. 

La revisión del cumplimiento de la normatividad laboral
para el caso de los operadores de estaciones de servicio de
venta de combustibles (gasolineras), se basa en la aplicación
de las Normas Oficiales Mexicanas (NOM) en materia de
seguridad y salud en el trabajo, conforme a la naturaleza de
su actividad, escala y factores de riesgo asociados.

A este respecto, conviene mencionar que para efecto de fa-
cilitar la identificación de las NOM que le aplican a un cen-
tro de trabajo, la Dirección General de Seguridad y Salud
en el Trabajo dependiente de la STPS, desarrolló el asis-
tente para la identificación de las Normas Oficiales Mexi-
canas de Seguridad y Salud en el Trabajo, que se puede
consultar a través de la página electrónica de esta Secreta-
ría, el cual permite conocer de manera organizada los di-
versos requerimientos aplicables de dichas disposiciones,
agrupando los requisitos de manera funcional.

Adicionalmente, también se cuenta en la página electróni-
ca de la STPS, con el Módulo para la Evaluación del Cum-
plimiento de la Normatividad en Seguridad y Salud en el

Trabajo, a fin de que los centros de trabajo puedan realizar
una revisión para determinar el grado de cumplimiento de
las NOM, al igual que las medidas preventivas y correcti-
vas por adoptar. 

Se destaca que el resultado del asistente y el módulo no es
limitativo y su confiabilidad está en función de la veraci-
dad y exactitud de las respuestas e información proporcio-
nada por el usuario. A manera de ejemplo, se adjunta al
presente el documento que genera el asistente para la iden-
tificación de las Normas Oficiales Mexicanas de Seguridad
y Salud en el Trabajo, para un centro de trabajo con las ca-
racterísticas generales de las estaciones de servicio de ven-
ta de combustibles (gasolineras), así como el documento
generado por el Módulo para la Evaluación del Cumpli-
miento de la Normatividad en Seguridad y Salud en el Tra-
bajo.

Aunado a lo expuesto, es de precisarse que en abril de
2011, la STPS llevó a cabo el programa de inspección a Es-
taciones de Servicio en seguimiento a lo establecido en el
artículo 527 último párrafo de la Ley Federal del Trabajo,
en el que se dispone como de competencia federal la apli-
cación de las normas laborales respecto de las obligaciones
de los patrones en las materias de seguridad e higiene y de
capacitación y adiestramiento en los centros de trabajo de
cualquier rama de industria, efectuándose un total de 446
inspecciones, en las que se dictó mil 935 medidas técnicas
de seguridad e higiene, en beneficio de 2 mil 958 trabaja-
dores.

Ese año, después de haberse reunido el 15 y 16 de no-
viembre y el primero de diciembre con representantes de la
Organización Nacional de Expendedores de Petróleo, AC,
(Onexpo), la STPS modificó el Protocolo de inspección en
materia de seguridad e higiene para estaciones de servicio.

Posteriormente, en marzo y junio de 2012 se realizaron
reuniones, en las que participaron representantes de Onex-
po y Petróleos Mexicanos, a fin de tratar asuntos relacio-
nados con los requerimientos de seguridad e higiene del
protocolo en comento; en tanto que en mayo de este mis-
mo año, se presentó una ponencia en la XXIV Convención
de la referida organización, a fin de dar a conocer los tra-
bajos que se han desarrollado con su personal para definir
el Protocolo para estaciones de servicio 2012, y en el pro-
pio mes de junio, para la aplicación de dicho instrumento
se realizaron visitas de orientación y asesoría a dos esta-
ciones del estado de Chihuahua y una en Tijuana, Baja Ca-
lifornia.
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Por otra parte, debe tomarse en cuenta que durante el des-
ahogo de una inspección los inspectores comisionados re-
alizan un recorrido por las instalaciones del centro de tra-
bajo a fin de detectar actos o condiciones inseguras que
pongan en riesgo la vida, salud o integridad física de los
trabajadores, plasmando en el acta respectiva las medidas
sugeridas, mismas que son notificadas a la empresa me-
diante un emplazamiento técnico de medidas de seguridad
e higiene, donde se establece el tiempo que se tiene para
dar cumplimiento a cada una de ellas. Los plazos otorgados
para su cumplimiento pueden ser de aplicación inmediata y
hasta de 90 días, dependiendo del riesgo que represente la
medida sugerida.

Independientemente de lo anterior, los particulares pueden
solicitar ante esta secretaría una ampliación del plazo otor-
gado, argumentando y motivando su petición. Dicha am-
pliación no excederá en ningún caso la mitad del plazo pre-
visto originalmente.

En el presente año se han efectuado un total de 232 ins-
pecciones a estaciones de servicio, beneficiando con ello a
4 mil 20 trabajadores, en las que se dictaron un total de 8
mil 568 medidas.

Sin otro particular, le envío un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, 14 de noviembre de 2012.— Rafael Adrian Avante Juárez
(rúbrica), subsecretario de Trabajo y Previsión Social.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría del Trabajo y Previsión Social.

Normas Oficiales Mexicanas de Seguridad y Salud en el
Trabajo Aplicables al Centro de Trabajo por Sección

Fecha: 26 de octubre de 2012.

Nombre o razón social:

Centro de trabajo: Gasolinera registro patronal:

Área, departamento o sección: todo el centro de traba-
jo Domicilio: …Tlalpan, Distrito Federal 

Representante legal:

Normas aplicables

Con base en la información proporcionada en el asistente,
las normas aplicables al centro de trabajo son:

Normas de seguridad

NOM-00l Edificios, locales e instalaciones NOM-002
Prevención y protección contra incendios.

NOM-005 Manejo, transporte y almacenamiento de sus-
tancias peligrosas NOM-009 Trabajos en altura.

NOM-020 Recipientes sujetos a presión y calderas
NOM-022 Electricidad estática.

NOM-029 Mantenimiento de instalaciones eléctricas
Normas de salud.

NOM-025 Iluminación.

Normas de organización

NOM-017 Equipo de protección personal NOM-019
Comisiones de seguridad e higiene NOM-021 Informes
sobre riesgos de trabajo NOM-026 Colores y señales de
seguridad.

NOM-030 Servicios preventivos de seguridad y salud.

Secciones o disposiciones específicas de las normas apli-
cables:

NOM-00l Edificios, locales e instalaciones Obligacio-
nes del patrón: 5.1., 5.2., 5.3., 5.4., 5.5., 5.6. Obligacio-
nes de los trabajadores: 6.1., 6.2., 6.3.

Condiciones generales: 7.1., 7.1.1., 7.1.2., 7.1.3., 7.1.4.,
7.1.5., 7.1.6., 7.2., 7.3., 7.4.

Condiciones específicas: 7.5., 7.5.1., 7.5.2., 9., 9.1.,
9.2., 9.3., 9.4., 9.8., 9.9.

NOM-002 Prevención y protección contra incendios 

Obligaciones del patrón: 5., 5.1., 5.2., 5.3., 5.4., 5.5.,
5.7., 5.8., 5.9., 5.12.

Obligaciones de los trabajadores: 6., 6.1., 6.2., 6.3., 6.4.,
6.5., 6.6., 6.7., 6.8., 6.9.



Condiciones generales: 7., 7.1., 7.2., 7.3., 7.4., 7.5.,
7.5.1., 7.5.2., 7.5.3., 7.6., 7.6.1., 7.6.2., 7.7., 7.8., 7.9.,
7.10., 7.11., 7.12., 7.13., 7.14., 7.15., 7.16., 7.17., 7.18.,
7.19., 8., 10., 10.1., 10.2., 11., 11.1., 11.2., 11.5., 101.,
101.1., 101.1.1., 101.1.2., 101.1.3., 101.1.4., 101.1.5.,
101.1.6., 101.2.

Condiciones específicas: 5.6., 5.11., 8.2., 9.1., 9.2., 9.3.,
10.3., 11.3., 11.4., 5.10.2., 8.1.2.

NOM-005 Manejo, transporte y almacenamiento de sus-
tancias peligrosas

Obligaciones del patrón: 5.1., 5.2., 5.3., 5.4., 5.5., 5.6.,
5.7., 5.8., 5.9., 5.10., 5.11., 5.12., 5.13., 5.14., 5.15.,
5.16., 5.17.

Obligaciones de los trabajadores: 6.1., 6.2., 6.3., 6.4.,
6.5.

Condiciones generales: 7., 7.1., 7.2., 8, 9.6., 9.9., 9.10.,
9.11.

Condiciones específicas: 9.2., 9.4., 9.5., 9.7., 9.8.

NOM-009 Trabajos en altura 

Obligaciones del patrón: 5., 5.1., 5.2., 5.3., 5.4., 5.5.,
5.6., 5.7., 5.8., 5.10., 5.11., 5.12., 5.13., 5.14., 5.15.

Obligaciones de los trabajadores: 6, 6.1., 6.2., 6.3., 6.4.,
6.5.

Condiciones generales: 7., 7.1., 7.2., 7.3., 7.6., 7.7., 7.8.,
7.9., 7.10., 7.11., 7.12., 7.13., 7.14., 7.15., 8., 8.1.,
8.1.1., 8.1.2., 13., 13.1., 14., 14.1., 14.2., 14.3., 15.,
15.1., 16., 16.1., 16.2.

Condiciones específicas: 12.1., 12.2., 12.3., 12.4., 16.6.

NOM-020 Recipientes sujetos a presión y calderas

Obligaciones del patrón: 5., 5.1., 5.2., 5.3., 5.5., 5.6.,
5.7., 5.8., 5.9., 5.11., 5.14., 5.18.

Obligaciones de los trabajadores: 6., 6.1., 6.2., 6.3., 6.4.,
6.5.

Condiciones generales: 7., 8., 8.1., 9., 11., 12., 12.1.,
13., 13.7., 13.7.1., 14., 14.1., 14.2., 14.3., 17., 17.2., 18.

Condiciones específicas: 5.4., 5.10., 5.12., 5.15., 5.16.,
5.17., 7.1.1., 9.2., 10.1., 11.1., 11.1.2., 11.2., 11.2.2.,
11.3., 11.3.2., 12.1.2., 12.2., 12.2.1., 13.1., 13.2., 13.3.,
13.5., 14.4., 15., 17.1., 18.1., 18.2., 18.3., 18.4.

NOM-022 Electricidad estática

Obligaciones del patrón: 5.1., 5.2., 5.3., 5.4., 5.5., 5.6.,
5.7.

Obligaciones de los trabajadores: 6.1., 6.2.

Condiciones generales: 7.1., 7.2., 7.3., 7.4., 7.5., 7.6.,
7.7., 8.1., 8.2., 8.3., 9.1., 9.2., 9.3., 9.3.1.

NOM-029 Mantenimiento de instalaciones eléctricas

Obligaciones del patrón: 5., 5.1., 5.2., 5.3., 5.4., 5.5.,
5.6., 5.7., 5.8., 5.9., 5.10., 5.11., 5.12., 5.13., 5.14.,
5.15., 5.16., 5.17., 5.18., 5.19., 5.20.

Obligaciones de los trabajadores: 6., 6.1., 6.2., 6.3., 6.4.,
6.5., 6.6., 6.7., 6.8., 6.9.

Condiciones generales: 7., 7.1., 7.2., 7.3., 7.4., 8., 8.1.,
8.2., 8.3., 8.4., 9., 9.1., 9.2., 9.3., 9.4., 9.5., 10., 10.1.,
10.2., 10.3., 10.4., 10.5., 10.6., 13., 13.1., 14., 14.1.,
14.2.

NOM-025 Iluminación

Obligaciones del patrón: 5.1., 5.2., 5.3., 5.4., 5.5., 5.6.,
5.7., 5.8., 5.9., 5.10., 5.11.

Obligaciones de los trabajadores: 6.1, 6.2, 6.3, 6.4 

Condiciones generales: 7, 8., 8.1., 8.2, 9., 9.1., 9.1.1.,
9.1.2., 10., 10.1., 10.2., 10.3., 10.4., 11., 12., 12.1.

NOM-017 Equipo de protección personal.

Obligaciones del patrón: 5.1., 5.2., 5.3., 5.4., 5.5., 5.5.1.,
5.5.2., 5.6., 5.7., 5.8.

Obligaciones de los trabajadores: 6.1., 6.2., 6.3., 6.4.

Condiciones generales: 7., 7.1.

NOM-019 Comisiones de seguridad e higiene 
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Obligaciones del patrón: 5., 5.1., 5.2., 5.3., 5.4., 5.5.,
5.6., 5.7., 5.8., 5.9., 5.10., 5.11., 5.12., 5.13., 5.14.

Obligaciones de los trabajadores: 6., 6.1., 6.2., 6.3., 6.4.,
6.5., 6.6., 6.7.

Condiciones generales: 7, 7.1., 7.2., 7.3., 7.4., 7.5., 7.6.,
8., 8.1., 8.2., 8.3., 8.4., 9., 9.1., 9.2., 9.3., 9.4., 9.5., 9.6.,
9.7., 9.8., 9.9., 9.10., 9.11., 9.12., 9.13., 10., 10.1., 10.2.,
10.3., 11., 11.1., 11.2., 11.3., 11.4.

NOM-021 Informes sobre riesgos de trabajo 

Obligaciones del patrón: 3.1., 3.1.1., 3.1.2., 3.1.3.,
3.1.4., 3.2., 3.2.1., 3.2.2., 3.2.3., 3.3., 3.3.1., 3.3.2.,
3.3.3.

NOM-026 Colores y señales de seguridad Obligaciones
del patrón: 5.1., 5.2., 5.3., 5.4.

Obligaciones de los trabajadores: 6.1., 6.2.

Condiciones generales: 7.1., 7.2., 8, 8.1., 8.2., 8.2.1.,
8.2.2., 8.2.3., 8.2.4., 8.2.5., 8.3., 8.3.1., 8.3.2., 8.4., 8.5.,
8.5.1., 8.5.2., 8.5.3., 8.6.

NOM-030 Servicios preventivos de seguridad y salud 

Obligaciones del patrón: 4., 4.1., 4.2., 4.3., 4.5., 4.6.,
4.7., 4.8., 4.9.

Condiciones generales: 5., 5.1., 5.2., 5.3., 5.4., 5.5., 5.6.,
5.7., 5.8., 5.9., 6., 7.

Condiciones específicas: 4.1.1., 4.4.1., 6.2., 7.2.

Información que sustenta las normas aplicables:

Se anexan preguntas formuladas y respuestas propor-
cionadas 

Disposiciones sobre sustancias químicas: 

Se adjunta clasificación, límites permisibles, procedi-
mientos de medición y riesgos físicos y a la salud de las
sustancias que almacena, procesa o transporta el centro
de trabajo. 

Términos y restricciones de la información proporcio-
nada:

El Asistente para la Identificación de Normas Oficiales
Mexicanas de Seguridad y Salud en el Trabajo ti ene por
objeto poner a disposición de los empleadores, trabajado-
res, comisiones de seguridad e higiene, investigadores y
demás sujetos interesados, un instrumento que les oriente
sobre las principales disposiciones que le son aplicables en
la materia, de acuerdo con la actividad económica, escala y
factores de riesgo asociados a los procesos productivos de
cada centro de trabajo.

Dicha herramienta se sustenta en las respuestas que pro-
porciona el usuario a una serie de preguntas diseñadas pa-
ra identificar tanto la actividad económica, como los facto-
res de riesgo relacionados con los procesos y las
características del centro de trabajo.

La confiabilidad de los resultados del asistente para la
identificación de las Normas Oficiales Mexicanas de Segu-
ridad y Salud en el Trabajo se sustenta en la veracidad y
exactitud de las respuestas e información proporcionada
por el usuario. 

El cumplimiento de las Normas Oficiales Mexicanas iden-
tificadas por el Asistente, no exime a los sujetos obligados
del cumplimiento de otras Normas Oficiales Mexicanas o
disposiciones legales y reglamentarias que, según cada ca-
so, resulten aplicables.»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Se remite a las Comisiones de Energía y de Hacien-
da y Crédito Público, para su conocimiento.

PRESUPUESTO DE EGRESOS 
DE LA FEDERACION 2013

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada
en esta fecha, la senadora Itzel Sarahí Ríos de la Mora, del



Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, presentó proposición con punto de acuerdo por el
que se solicita a la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la
Cámara de Diputados, para que en el decreto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación para 2013 se destinen
165 millones de pesos para el control y mitigación de la
plaga del huanglongbing en el estado de Colima.

La presidencia dispuso que dicho punto de acuerdo, mismo
que se anexa, se turnara a la Cámara de Diputados. 

Atentamente 

México, DF, a 20 de noviembre de 2012.— Senador José Rosas Ais-
puro Torres (rúbrica), vicepresidente.»

«La suscrita senadora Itzel Sarahí Ríos de la Mora, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional en la LXII Legislatura, con fundamento en el
artículo 8, numeral 1, fracción II, y artículo 276 del Regla-
mento del Senado de la República presenta ante esta sobe-
ranía la proposición con punto de acuerdo al tenor de las si-
guientes.

Consideraciones

El pasado 30 de octubre del actual, ante el pleno de esta
asamblea, punto de acuerdo mediante el cual se solicitaban
tres acciones fundamentales.

Primero. Se exhorta respetuosamente al gobierno fede-
ral, a través de la Secretaría de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa), a
que cumpla con lo establecido en la Ley Federal de Sa-
nidad Vegetal, a efecto de que realice las acciones nece-
sarias para combatir la plaga conocida como Dragón
Amarillo.

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de Desarrollo So-
cial (Sedesol), a que se modifiquen las Reglas de Ope-
ración del Programa de Empleo Temporal 2012 y sean
considerados para las de 2013, a efecto de que se inclu-
yan a los jornaleros agrícolas que hayan perdido sus co-
sechas por fenómenos climáticos y/o fitosanitarios.

Tercero. Se exhorta respetuosamente a la Cámara de
Diputados para que en el Decreto de Presupuesto de
Egresos de 2013 se asignen mayores recursos a progra-
mas que combatan la propagación de plagas.

Este punto de acuerdo, fue aprobado por unanimidad como
muestra de que los temas sociales y del sector agropecua-
rio son fundamentales y de importancia toral en los asun-
tos que esta LXII Legislatura abordará durante su vigencia.

A raíz de este punto de acuerdo la Sagarpa publicó en el
Diario Oficial de la Federación la relación sobre los esta-
dos y las zonas bajo control fitosanitario con presencia del
Dragón Amarillo, fueron incluidos nueve estados, entre
ellos Colima.

En el estado de Colima, esta situación es muy grave, y lo
peor del caso que esta plaga no se ha podido controlar y si-
gue aumentando día con día.

El problema lo ubicamos en dos vertientes, el económico-
productivo y el social, de seguir sin control esta plaga nos
encontramos ante un enorme problema social en potencia,
el cultivo de limón da trabajo a miles de jornaleros y es el
sustento de sus respectivas familias por lo que es necesario
implementar acciones precisas para su atención, ya que,
prácticamente quedaran sin fuente de ingresos, por un pe-
riodo de poco mas de 4 meses.

Otro elemento a considerar es que el cultivo del limón es
realizado en más de 20 mil hectáreas, del cual dependen 3
mil productores y 20 mil jornaleros, estas cifras represen-
tan 50 por ciento de los empleos generados en la actualidad
para el estado de Colima, según algunas estimaciones las
pérdidas de empleo en la citricultura serían por el orden de
los 2 millones 764 mil 800 jornales. 

Esta situación se reflejará en la pérdida de ingresos para
doce mil jornaleros, los cuales al quedarse sin empleo ten-
drán que buscar alguna forma para el sustento personal y
de sus familias, de lo contrario quedarán en condiciones
desfavorables, sin tener alternativas de un ingreso para
subsistir y atender sus necesidades básicas.

Los principales programas institucionales se encuentran la
mayoría de ellos en cierre de ejercicio fiscal por lo que es
poco probable poder incluirlos en el próximo año.

El Congreso del Estado de Colima se planteó esa reflexión
sobre cómo atender las necesidades básicas de los jornale-
ros y sus familias durante este mes de noviembre y hasta
febrero del próximo año. La alimentación de los niños,
adultos y personas de la tercera edad que dependen y habi-
tan la misma vivienda, servicios asistenciales de salud, en
especial de los niños y adultos de la tercera edad, garanti-
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zar la asistencia regular de los niños a la escuela, así como
el mantenimiento de sus servicios domésticos como el
agua, luz, gas, son entre otros algunos servicios y necesi-
dades básicas que cotidianamente enfrentaran los jornale-
ros y sus familias, durante estos poco más de cuatro meses.
Los precarios ingresos que perciben no les alcanzan para
generar ahorros que pudieran ayudarles en situaciones co-
mo la actual, la cual puede ocasionar serios daños a la sa-
lud pública de miles de jornaleros. 

Resultado de esta reflexión el Congreso del Estado de Co-
lima aprobó un acuerdo que a la letra dice:“…se exhorta al
Poder Ejecutivo federal, a que gire las indicaciones perti-
nentes al titular de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, para la creación de un fondo emergente de recursos
financieros, el cual se destinaría de manera inmediata, a la
atención de las necesidades básicas de alimentación, salud,
educación, servicios asistenciales y básicos de agua, luz,
gas, entre otros servicios, para la atención de las familias
de los jornaleros que están perdiendo su empleo, como
consecuencia de los bajos niveles de producción , genera-
da por la afectación de la plaga denominada Dragón Ama-
rillo”

Además de otro resolutivo que dice…. “solicita, adicional-
mente, que el pleno del honorable Congreso de la Unión,
valore y considere la pertinencia y prioridad, de asignar re-
cursos financieros suficientes, dentro de la iniciativa de
proyecto de presupuesto del gobierno federal para el próxi-
mo ejercicio fiscal de 2013, para la atención efectiva e in-
tegral de esta emergencia social que persistirá hasta erradi-
carse por completo del territorio estatal colimense”.

Los recursos que se han calculado para llevar a cabo estas
acciones alcanzan el monto de los 165 millones de pesos.
Cifra que de aprobarse en el próximo presupuesto traería
grandes beneficios para miles de jornaleros y sus familias.

Por todo lo anteriormente expuesto someto a consideración
de esta honorable asamblea el siguiente 

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública
de la Cámara de Diputados, para que en el Decreto de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fis-
cal de 2013 se destinen 165 millones de pesos para el con-
trol y mitigación de la plaga del huanglongbing (HLB) en
el estado de Colima.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados a los 20 días
del mes de noviembre de 2012.— Senadora Itzel Sarahí Ríos de la Mo-
ra (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que, en sesión celebrada
en esta fecha, los senadores Marcela Torres Peimbert y
Francisco Domínguez Servién, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, presentaron proposición con
punto de acuerdo que exhorta a la Comisión de Presupues-
to y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados a que, en el
proceso de análisis, discusión y aprobación del Presupues-
to de Egresos de la Federación para 2013, se asigne una
ampliación presupuesta I al Instituto Politécnico Nacional
por 59 millones 625 mil pesos para finalizar la construc-
ción del Centro de Investigación en Ciencia Avanzada y
Tecnología Aplicada en el estado de Querétaro. 

La Presidencia dispuso que dicho punto de acuerdo, mismo
que se anexa, se turnara a la Cámara de Diputados. 

Atentamente 

México, DF, a 20 de noviembre de 2012.— Senador José Rosas Ais-
puro Torres (rúbrica), vicepresidente.»

«Marcela Torres Peimbert y Francisco Domínguez Ser-
vién, Senadores del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional de la LXII Legislatura, con fundamento en
lo dispuesto por los artículos 8, numeral 1, fracción II, y
276 del Reglamento del Senado de la República, somete-
mos a la consideración del Pleno de esta Soberanía, la si-
guiente proposición con punto de acuerdo a través del cual
se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública
de la Cámara de Diputados, para que en el proceso de aná-
lisis, discusión y aprobación del Presupuesto de Egresos de
la Federación para el ejercicio fiscal del año 2013, se asig-
ne una ampliación presupuestal al Instituto Politécnico Na-
cional por cincuenta y nueve millones seiscientos veinti-
cinco mil pesos, para finalizar la construcción del Centro
de Investigación en Ciencia Avanzada y Tecnología Apli-
cada (CICATA) en el estado de Querétaro, al tenor de las
siguientes:



Consideraciones

De conformidad con la fracción V del artículo 3° de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos el
Estado además de impartir la educación preescolar, prima-
ria, secundaria y media superior, deberá promover y aten-
der todos los tipos y modalidades educativos, incluyendo
entre éstas a la educación superior necesaria para el desa-
rrollo de la nación, asimismo tiene la obligación de apoyar
a la investigación científica y tecnológica.

En cumplimiento de lo dispuesto por la Constitución, el
Estado Mexicano se ha encargado de fortalecer institucio-
nes de educación superior a lo largo y ancho del país. Co-
mo claro ejemplo tenemos al Instituto Politécnico Nacio-
nal, el cual desde su fundación en el año de 1936, tiene
como uno de sus principios rectores el de integrar y estruc-
turar un sistema de enseñanza técnica, mismo que ha con-
solidado a través de los años mediante la construcción de
diversos campus no sólo en la zona metropolitana sino
también en el interior de la República, descentralizando el
conocimiento. 

El Instituto Politécnico Nacional, desde su creación en
1936 ha formado a profesionales en diversas áreas del co-
nocimiento técnico y científico, ponderándose como una
de las Instituciones Educativas de mayor renombre no sólo
en México sino también en Latinoamérica. La empresa in-
glesa QS World University Ranking ubicó en su ranking
2011 al Instituto Politécnico Nacional en el número 16 de
entre más de 200 Universidades Latinoamericanas.

Cabe señalar que en el año de 2011, el IPN atendió a una
matrícula de más de 153 mil estudiantes en el sistema es-
colarizado, 144 mil a distancia y 61 mil en centros de idio-
mas. Según cifras del mismo Instituto, éste cuenta con 81
unidades académicas, distribuidas a lo largo de 17 de las 32
Entidades Federativas del Territorio Mexicano, 26 Escue-
las de Nivel Superior, 20 Centros de Investigación Cientí-
fica y Tecnológica, 12 Centros de Educación Continua y a
distancia, 7 Unidades de Apoyo y 17 Centros de Nivel Me-
dio superior.

El CICATA-IPN es el Centro de Investigación en Ciencia
Aplicada y Tecnología Avanzada. Es un centro relativa-
mente nuevo del Instituto Politécnico Nacional que inició
sus actividades el 3 de septiembre de 1996, en sus cuatro
unidades: Distrito Federal, Puebla, Querétaro y Tamauli-
pas. El CICATA-IPN está concebido para servir de enlace
entre la comunidad científica y los sectores productivos  de

bienes y servicios, atenderlos y ofrecerles soluciones a sus
inquietudes de desarrollo tecnológico, innovación y trans-
ferencia tecnológica.

En particular, el crecimiento de la planta física del CICA-
TA Querétaro ha sido progresivo, conforme a la disponibi-
lidad de recursos. 

El proyecto tiene como objetivo crear infraestructura de
planta física, de manera progresiva para un mejor aprove-
chamiento de los recursos disponibles. La construcción del
CICATA-IPN Querétaro se considera un proyecto que trae-
rá al Estado la formación de cuadros profesionales, que
desempeñaran un papel de generadores de riqueza social.
La construcción del CICATA-IPN Querétaro contribuirá a
incrementar la productividad, la calidad en la formación de
los egresados, en pro de la excelencia, el crecimiento del
patrimonio institucional para el cumplimento de su respon-
sabilidad social.

La construcción del Edificio Central del CICATA Queréta-
ro (Centro de Investigación en Ciencia Avanzada y Tecno-
logía Aplicada) permitirá:

1. Contribuir a incrementar la productividad. 

2. Contribuir a incrementar la calidad en la formación
de los egresados, en pro de la excelencia. 

3. El crecimiento del patrimonio institucional para el
cumplimiento de su responsabilidad social.  

Entre los beneficios derivados de la operación del IPN, es-
tá el de generar productores de riqueza social. Según con-
sideraciones del propio IPN, tan solo el número causantes
de impuesto, egresados del instituto, que se incorporan a
los ya existentes. El número anual de egresados titulados
de la institución es de 10,068

Según ese mismo cálculo de beneficios del Instituto, estos
recién egresados, en su primer año de ejercicio profesional
contribuirían tan sólo en 2006 (fecha en la cual se realizó el
proyecto) con 17.232 millones de pesos por concepto de pa-
go de impuestos. Suponiendo razonablemente que en el pri-
mer año de ejercicio profesional los nuevos profesionistas
pueden obtener ingresos mensuales promedio del orden de
3,200 pesos. Por otro lado, estimando para este proyecto un
factor de participación de 18,000,000/6779X100=0.265%,
el beneficio fiscal aportado a la nación, atribuible a este
proyecto, sería de $45,664.76, durante el primer año. Sin
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embargo el monto de esta recaudación crecería anualmen-
te en función de que la percepción económica por los suel-
dos, regalías y/u honorarios se ha observado crece en fun-
ción del tiempo, además de que cada año hay nuevos
egresados con su consecuente incorporación a las respon-
sabilidades tributarias.

Como mexicanos estamos conscientes de la importancia y
beneficios que a mediano y largo plazo trae consigo el for-
talecimiento de la educación de alta calidad en todos y ca-
da uno de los rincones de nuestro país, como Senadores re-
presentantes del Estado de Querétaro consideramos
necesario concluir cuanto antes la construcción del CICA-
TA-IPN, a favor de profesionalización la juventud Quere-
tana

Por todo lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción del Pleno de esta Soberanía, el siguiente:

Punto de Acuerdo 

Único. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública de la Cámara de Diputados, para que en el proceso
de análisis, discusión y aprobación del Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal del año
2013, se asigne una ampliación presupuestal al Instituto
Politécnico Nacional por cincuenta y nueve millones seis-
cientos veinticinco mil pesos, para finalizar la construcción
del Centro de Investigación en Ciencia Avanzada y Tecno-
logía Aplicada en el Estado de Querétaro.

Atentamente

Salón de sesiones del Senado de la República, a 20 de noviembre de
2012.— Senadora María Marcela Torres Peimbert (rúbrica), senador
Francisco Domínguez Servién (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada
en esta fecha, la senadora Martha Elena García Gómez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presen-
tó proposición con punto de acuerdo que exhorta al gobier-
no federal a continuar aplicando acciones afirmativas a fa-
vor de las madres solteras con el objeto de que concluyan

sus estudios de educación superior; y a la Cámara de Di-
putados a contemplar dentro del anexo 10 del Presupuesto
de Egresos de la Federación un aumento de recursos diri-
gidos a la atención de madres solteras que deseen concluir
sus estudios de educación profesional especializada técni-
ca o de licenciatura. 

La Presidencia dispuso que el primer resolutivo de dicho
punto de acuerdo, que se anexa, se turnara a la Comisión
de Ciencia y Tecnología, y el segundo a la Cámara de Di-
putados. 

Atentamente 

México, DF, a 20 de noviembre de 2012.— Senador José Rosas Ais-
puro Torres (rúbrica), vicepresidente.»

«La que suscribe, Martha Elena García Gómez, senadora
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la
LXII Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 8, numeral 1, fracción II, y 276 del Reglamento
del Senado de la República, somete a consideración del
pleno de esta soberanía la siguiente proposición con punto
de acuerdo por el que se exhorta respetuosamente al go-
bierno federal a través del Conacyt a continuar aplicando
acciones afirmativas a favor de las madres solteras con el
objeto de que concluyan sus estudios de educación superior
y a reducir la brecha de género persistente entre mujeres y
hombres; y a la Cámara de Diputados a contemplar dentro
del anexo 10 del Presupuesto de Egresos de la Federación
un aumento de recursos dirigidos a la atención de madres
solteras que deseen concluir sus estudios de educación pro-
fesional especializada técnica ó de licenciatura, con miras
a fortalecer su formación profesional, al tenor de las si-
guientes 

Consideraciones

La inclusión de las mujeres al mercado laboral, ha contri-
buido a la desaparición del modelo tradicional de la fami-
lia, no obstante no ha sido posible consolidar un modelo fa-
miliar en que se concilien los tiempos y trabajos derivados
de las responsabilidades profesionales y familiares, lo an-
terior ha exigido a las mujeres adaptarse en la organización
del trabajo de cuidado y no contemplar posibilidades pro-
fesionales para su desarrollo.  

La realidad para aquellas que se encuentran en edades re-
productivas y deciden ejercer la maternidad, implica que
sus decisiones con respecto al desarrollo académico sean



postergadas. Por ello, quienes coinciden con esta situación,
tienden a abandonar sus estudios por considerar prioritario
dedicarse de lleno a la maternidad y a las responsabilidades
del hogar que históricamente les han sido asignadas. 

Aunado a ello, el proceso de incorporación laboral de las
mujeres ha significado introducirse a una esfera mayor-
mente ocupada por los hombres, la cual funciona de la ma-
nera que lo hace en virtud de que no visibiliza situaciones
propias de la esfera reproductiva, para la cual se requieren
libertad de tiempos y espacios necesarios para la atención
de las tareas de cuidado y del hogar. En este sentido, el mo-
delo masculino de participación laboral no puede ser gene-
ralizable, ya que se limita su autonomía y su desarrollo
profesional, y por otro lado se descuida potencialmente el
ámbito familiar. 

Además de que esta doble participación de las mujeres en
el mercado laboral y en el ámbito familiar ha derivado en
dobles y triples jornadas de trabajo, inestabilidad laboral,
brechas salariales entre mujeres y hombres por la realiza-
ción de un mismo trabajo, estrés, etcétera, y por consi-
guiente una posibilidad casi nula para dedicar tiempo al de-
sarrollo profesional. 

No obstante, esta problemática ha sido abordada por algu-
nas instituciones a través de políticas públicas que ayuden
a eliminar la desigualdad existente entre mujeres y hom-
bres en esta área. En este sentido, resulta necesario que las
instituciones que entre sus atribuciones apoyan el desarro-
llo académico incorporen en sus políticas el enfoque de gé-
nero, con la finalidad de visibilizar las inequidades que vi-
ven las mujeres.

El Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt),
de conformidad con lo dispuesto en las atribuciones que le
confiere la Ley de Ciencia y Tecnología y su Ley Orgáni-
ca, así como en las estrategias y líneas de acción conteni-
das en el Programa Especial de Ciencia y Tecnología 2008-
2012 (Pecyt), en el marco del Programa de Fomento,
Formación, Desarrollo y Vinculación de Recursos Huma-
nos de Alto Nivel, y en un renovado esfuerzo por incre-
mentar la capacidad científica, tecnológica y la formación
con enfoque de género en cantidad y calidad, ha decidido
apoyar la atención de madres solteras que deseen realizar
estudios de educación profesional (especialización técnica
o licenciatura), con miras a fortalecer su formación profe-
sional facilitando su inserción en el mercado laboral.

En las estadísticas de natalidad del Inegi, en cuanto a la es-
colaridad de las madres, se observa que de 1990 a 2008 se
ha incrementado el número de mujeres profesionistas en
tan sólo 9.9 por ciento. Analizando esta situación con vi-
sión prospectiva, una posible reducción de la brecha de gé-
nero significativa, se podría dar en más de 15 años. Lo que
hace prioritaria la atención de este segmento poblacional
con acciones afirmativas.

El Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología apoya a la
atención de madres solteras que deseen realizar estudios de
educación profesional (especialización técnica o licencia-
tura), con miras a fortalecer su formación profesional faci-
litando su inserción en el mercado laboral. 

En agosto de 2010 se publicó la primera convocatoria pú-
blica “Formación Profesional Técnica y Universitaria de
Madres Solteras”. Los estudios estadísticos del Inegi se
vieron reflejados en la realidad con los siguientes resulta-
dos:

• Solicitudes recibidas: 3 mil 266. Instituciones de Edu-
cación Superior (IES) participantes: 164; entidades fe-
derativas participantes: 32.   

• Considerando un apoyo mensual de 3 mil pesos, más
un monto de 2 mil pesos por cada inicio de ciclo lecti-
vo, con un máximo de 36 meses. Sólo se pudieron apo-
yar 249 solicitudes (85 IES de 31 entidades federativas)
con un inversión de 11 millones 455 mil 500.00 pesos. 

Es decir, solo se atendió al 7.45 por ciento de la demanda.
Esta situación obligó a otorgar los apoyos a postulaciones
que reflejaban una situación socioeconómica de extrema
necesidad, quedando fuera más de 2 mil 500 candidatas
que reflejaban claramente una pertinencia del apoyo en la
conclusión de sus estudios profesionales con alta probabi-
lidad de finalizarlos con éxito.

Ante esta realidad, se manifestó la necesidad de publicar
una segunda convocatoria Formación Profesional Técnica
y Universitaria de Madres Solteras a finales de mayo de
2011.

El seguimiento realizado año con año de los recursos otor-
gados desde 2010 a la fecha en sus respectivas convocato-
rias, se presentan los siguientes datos:

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 22 de noviembre de 201241



Año I, Primer Periodo, 22 de noviembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados42

• Seguimiento del recurso 2010 

Formación Profesional Técnica y Universitaria de
Madres Solteras, según los resultados de la convocato-
ria, reportados en el informe de actividades del cuarto
trimestre 2010, se continúa con el seguimiento acadé-
mico de los apoyos otorgados.

Análisis del avance de resultados

• Seguimiento del recurso 2011 

Formación Profesional Técnica y Universitaria de
Madres Solteras, en seguimiento a los resultados de la
convocatoria, reportados en el informe de actividades
del tercer trimestre 2011, se continúa con el seguimien-
to académico de los apoyos otorgados.

Análisis del avance de resultados

• Seguimiento del recurso 2012 

Formación Profesional Técnica y Universitaria de
Madres Solteras, el 13 de abril del presente se publican

los resultados de la convocatoria abierta para institucio-
nes inscritas en el Reniecyt que participaron con solici-
tudes de apoyo a madres mexicanas jefas de familia pa-
ra fortalecer su desarrollo profesional.   

Análisis del avance de resultados

Como se puede observar, año con año ha incrementado la
demanda de las becarias del programa para madres solte-
ras, razón por la cual se prevé como necesario el apoyo a
este programa y su etiquetación específica en el PEF me-
diante el anexo “Erogaciones para la Igualdad entre Muje-
res y Hombres”. 

Lo anterior dado que una acción afirmativa como ésta, diri-
gida a atender una situación social de desigualdad más que
evidenciada, requiere que al menos se atienda un mayor por-
centaje de las solicitudes, lo que impulsara la reducción de
la brecha de género que se vive en nuestro país.

Es importante resaltar que el presupuesto etiquetado para la
igualdad entre mujeres y hombres que se otorga a este Con-
sejo, no puede ser ampliado con recursos propios del Co-
nacyt para apoyos en la modalidad de becas para estudios de
licenciatura, sino que se requiere una ampliación de los re-
cursos que se incluya dentro del anexo 10, “Erogaciones pa-
ra la Igualdad entre Mujeres y Hombres, del Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2013. 

Por lo expuesto, de conformidad con los artículos 8, nume-
ral 1, fracción II,  y 276 del Reglamento del Senado de la
República, someto a consideración del pleno de la honora-
ble Cámara de Senadores la siguiente propuesta con

Puntos de Acuerdo 

Primero. Se exhorta respetuosamente al gobierno federal a
través del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología a



continuar aplicando acciones afirmativas a favor de las ma-
dres solteras, facilitar el acceso y difundir las estrategias
con el objeto de que más mujeres concluyan su formación
profesional técnica y universitaria.

Segundo. Se exhorta respetuosamente a la Cámara de Di-
putados a través de las Comisiones de Equidad y Género,
y de Presupuesto y Cuenta Pública, con la finalidad de que
se contemple dentro del anexo 10, “Erogaciones para la
Igualdad entre Mujeres y Hombres”, del Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2013
un aumento de recursos dirigidos a la atención de madres
solteras que deseen concluir sus estudios de educación pro-
fesional especializada técnica ó de licenciatura, con miras
a fortalecer su formación profesional.

Dado en el salón de sesiones del Senado de la República, a 20 de no-
viembre de 2012.— Senadora Martha Elena García Gómez (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a usted que en sesión celebrada en
esta fecha, los senadores Francisco García Cabeza de Vaca,
Daniel Gabriel Ávila Ruiz y Jorge Luis Preciado Rodrí-
guez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, presentaron proposición con punto de acuerdo que ex-
horta a la Cámara de Diputados a establecer en el decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación una amplia-
ción presupuestal para el ejercicio de 2013, con respecto al
presupuesto de 2012, destinada exclusivamente a la resolu-
ción definitiva de los conflictos agrarios.

La presidencia dispuso que dicho punto de acuerdo, mismo
que se anexa, se turnara a la Cámara de Diputados.

Atentamente 

México, DF, a 20 de noviembre de 2012.— Senador José Rosas Ais-
puro Torres (rúbrica), vicepresidente.»

«Quienes suscriben, Francisco García Cabeza de Vaca, Da-
niel Gabriel Ávila Ruiz y Jorge Luís Preciado Rodríguez,
integrantes de la LXII Legislatura de la Cámara de Sena-
dores, con fundamento en lo dispuesto por la fracción XIX
del artículo 27 constitucional, así como de los artículos 8
numeral 1, fracción II, y 276 del Reglamento del Senado de

la República, someten a la consideración de esta honora-
ble asamblea, la siguiente propuesta con punto de acuer-
do, por el que el Senado de la República exhorta a la Cá-
mara de Diputados para establecer en el Decreto de
Presupuesto de Egresos de la Federación, una ampliación
presupuestal para el ejercicio 2013, con respecto al Presu-
puesto de Egresos del 2012, destinada exclusivamente a la
resolución definitiva de los conflictos agrarios, con base en
los siguientes:

Antecedentes

Hace más de dos décadas la modificación al artículo 27
constitucional, generó la existencia de una nueva Ley
Agraria y a la par, la creación de la Procuraduría Agraria y
de los Tribunales Agrarios con su ley orgánica correspon-
diente, lo que nos ofrece el testimonio de que uno de los
objetivos centrales del marco legislativo agrario ha sido la
procuración de justicia en el campo.

La nueva vida agraria tiene como hilo conductor la justicia
y su impartición, por ello la ley y las instituciones repre-
sentan esas medidas con las que el Estado mexicano cuen-
ta para cumplir con lo dispuesto en la fracción XIX del ar-
tículo 27 constitucional. Esta disposición obliga a
garantizar con rapidez y de manera honesta, la impartición
de justicia agraria, porque quien la imparte es un magistra-
do y su resolución es definitiva.

Pero además, el Estado mexicano asigna a un representante
social a través de una institución: la Procuraduría Agraria.
Esta es la institución encargada de la defensa de los derechos
de los ejidatarios, comuneros, sucesores de ejidatarios o co-
muneros, ejidos, comunidades, pequeños propietarios, ave-
cindados y jornaleros agrícolas.

Coinciden diversos tratadistas en que la reforma de 1992,
es la modificación a la Constitución más profunda y tras-
cendental desde 1917, en el tema del campo. Su anuncio
ocasionó posiciones encontradas. La postura de quienes
apoyaron el proyecto de reformas, la visualizaban con mi-
ras a transformar el campo y mejorar el nivel de vida de los
campesinos. La otra, veía con suma preocupación que el
proyecto de reformas trajera como consecuencia la privati-
zación del ejido y la legitimación del latifundio. La globa-
lización económica mundial, jugaba un factor fundamental
en el desarrollo del campo mexicano.

En su parte medular, la reforma estableció la posibilidad de
la adopción del dominio pleno para las parcelas ejidales. El
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artículo 27 reformado libera al ejido de su dependencia bu-
rocrática, le da independencia a su representación, recono-
ce el poder de decisión de los ejidatarios y rompe con la de-
pendencia corporativa que se derivaba de la intervención
de autoridades en las decisiones internas. La nueva ley po-
sibilitó la adquisición del dominio pleno de las parcelas en
tierras ejidales para que éstas pudieran pasar al régimen de
propiedad privada; la propiedad privada tiene garantías
constitucionales y civiles distintas a las de la propiedad eji-
dal y comunal, creándose así varias condiciones que ante-
riormente no existían.

Como observamos, la legislación e instituciones de la re-
forma agraria en México, generan las condiciones favora-
bles para una expedita procuración de la justicia. Sin em-
bargo, existe actualmente un rezago alarmante de juicios
agrarios, en los Tribunales Agrarios Unitarios, representa-
tivos en distritos por todo el país, siendo una de las causa-
les principales la falta de recursos derivado de procesos por
medio del cual se pretende desincorporar las tierras agra-
rias del régimen ejidal, para ser sujetas al derecho común.
Entre esos procesos, encontramos las expropiaciones y pre-
cisamente, la figura jurídica del dominio pleno.

El proceso para la adquisición del dominio pleno, la figura
jurídica de la expropiación, cuyo elemento fundamental es
la causa de utilidad pública y la indemnización, generan
costos altos para el sector social. Se genera un costo, con el
solo hecho de elaborar e inscribir un título de propiedad, a
quienes acreditan la legítima posesión de la tierra ejidal.
Esto ha generado retraso e interrupciones constantes en los
procesos que derivan en numerosos conflictos agrarios por
todo el país.

Tanto el Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal,
que es un fideicomiso público auxiliar del Poder Ejecutivo
federal cuya finalidad, entre otros, es la de administrar los
fondos comunes ejidales y comunales que determinen las
asambleas de los núcleos agrarios, así como la Comisión
para la Regularización de la Tenencia de la Tierra, se en-
cuentran en situaciones financieras alarmantes, mientras
que se generan anualmente, alrededor de 90 mil nuevos
asentamientos irregulares por toda la república.

Ante esta situación es momento de sensibilizamos y com-
prometemos con una justicia para el campo pronta, expedi-
ta, eficiente y honesta. Para ello vemos que las condiciones
legales e institucionales están prácticamente dadas; faltan
mejorar algunas situaciones que siguen volubles ante la re-
ciente reforma agraria, entre otras: la asignación de recur-

sos presupuestales adecuada y suficiente destinada a abatir
el rezago agrario.

En el Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejer-
cicio de 2012 la cifra asignada para la atención de conflic-
tos agrarios y obligaciones jurídicas es en el orden de los
856.3 millones de pesos, lo que representa sólo 15 por
ciento sobre el total asignado para el Ramo Administrativo
de Reforma Agraria.

En ese orden de ideas, previo extensivo análisis del ejerci-
cio del gasto, someto a la consideración de esta asamblea
la siguiente proposición con 

Punto de Acuerdo 

De urgente resolución por el que se solicita

Único. El Senado de la República del Congreso de la
Unión solicita que la Cámara de Diputados considere en el
decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio 2013, una ampliación presupuestal, con respecto
al presupuesto de egresos del 2012, destinada exclusiva-
mente a la resolución definitiva de los conflictos agrarios.

Senadores: Francisco García Cabeza de Vaca, Daniel Gabriel Ávila
Ruiz, Jorge Luis Preciado Rodríguez (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Remítanse a las comisiones correspondientes, para
su conocimiento.

PRESUPUESTO DE EGRESOS 
DE LA FEDERACION 2013

La Secretaria diputada Tanya Rellstab Carreto: «Escu-
do.— Congreso del Estado Independiente, Libre y Sobera-
no de Coahuila  de Zaragoza.

Diputado Jesús Murillo Karam, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión.

En la sesión celebrada el 16 de octubre de 2012, el pleno
del Congreso de Coahuila de Zaragoza trató lo relativo a
una proposición con punto de acuerdo “con relación a soli-
citar la implantación de un programa urgente de empleo
temporal que beneficie a la gente del campo de Coahuila”,



planteada por el diputado José Francisco Rodríguez Herre-
ra, con los integrantes del Grupo Parlamentario Profesora
Dorotea de la Fuente Flores, del Partido Revolucionario
Institucional, en los términos que consigna el documento
que se acompaña a la presente comunicación.

Al tratarse este asunto, el pleno del Congreso resolvió so-
bre la aprobación de un acuerdo, mediante el cual se deter-
minó lo siguiente:

Único. Que el Congreso del estado envíe un atento ex-
horto a la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión para solicitar que a través de
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública se etique-
te en el Presupuesto del próximo año un programa ur-
gente de empleo temporal para enero, febrero y marzo
próximos, a fin de aminorar la grave situación económi-
ca y la falta de empleo por la que atraviesan los algodo-
neros, forrajeros, ganaderos, ixtleros y candelilleros de
Coahuila de Zaragoza.

En virtud de lo señalado y en cumplimiento de lo dispues-
to en el artículo 228 de la Ley Orgánica, el Congreso co-
munica a usted este acuerdo, para su debido conocimiento
y la consideración de lo consignado en él.

Sin otro particular, protestamos a usted las seguridades de
nuestra atenta y distinguida consideración.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 17 de octubre de 2012.— Licenciado
Francisco Javier Rangel Castro (rúbrica), oficial mayor del Congreso
del Estado.»

«Escudo.— Congreso del Estado Independiente, Libre y
Soberano de Coahuila  de Zaragoza.

La severa sequía por la que atravesó el campo coahuilense
durante este año afectó, según reportes de la Sagarpa, una
superficie de 160.00 mil hectáreas, afectando a por lo me-
nos 58 000 mil productores agrícolas y 43 000 mil hectáre-
as de superficie de agostadero, perdiéndose 24 300 mil ca-
bezas de ganado, en los 38 municipios.

Según los expertos, la sequía por la atraviesa el país es la
más difícil que se haya padecido en los últimos 70 años.
Chihuahua, Durango, Zacatecas, Nuevo León y Coahuila
son los estados que más han sufrido y padecido el fenóme-
no meteorológico.

El campo del estado gira en torno de diversas actividades
primordiales, como la siembra de algodón, la siembra de
forrajes, y la producción de ganado, de ixtle y de candeli-
lla.

Pero desafortunadamente, como lo he venido señalando, en
los últimos años la gente del campo se ha visto muy afec-
tada en sus ingresos económicos, pues les resulta incostea-
ble realizar alguna de las actividades que pueden desarro-
llarse en el campo, debido principalmente a la falta de agua
y de recursos económicos suficientes por las autoridades.

Por señalar un ejemplo, quiero comentarles que para traba-
jar una hectárea de algodón, el cual es el cultivo rector que
mueve la economía de la región laguna, se necesita la pre-
paración de tierras, semillas, fertilizantes, agua y mano de
obra, lo que se traduce en un costo aproximado de produc-
ción de 26 mil pesos, y una vez que se logró obtener la co-
secha de esa hectárea, se obtienen aproximadamente entre
4 o 5 toneladas de algodón en hueso, las cuales ya en plu-
ma serían siete pacas de algodón, que se venden en un pre-
cio de 4 mil pesos cada una, tomando como referencia el
precio internacional, que está en 72 centavos de dólar la li-
bra, el agricultor obtiene 28 mil pesos en total, por lo que
su ganancia final después de un año de trabajo es de sólo 2
mil pesos.

Imaginen, compañeras y compañeros diputados, qué puede
hacer un campesino con una ganancia de sólo 2 mil pesos
al año.

¿Con ese dinero creen ustedes que podrá alimentar y vestir
a la familia?

Claro que no, compañeros. He ahí la dura realidad por la
que atraviesan nuestros hermanos del campo.

Reconocemos que los tres órdenes de gobierno han im-
plantado diversos programas urgentes en apoyo del campo
en la región laguna, pero desafortunadamente han sido in-
suficientes, pues la crisis económica de la gente de la re-
gión se sigue agudizando, derivado de la falta de empleo
prevaleciente y, más aun, la caída de los precios interna-
cionales del algodón.

En las regiones del desierto, centro, sureste y norte del es-
tado, los productores de ganado se vieron en la necesidad
de deshacerse de los animales por la escasez de agua y fo-
rrajes. Los candelilleros y productores de ixtle atraviesan
por una difícil situación, derivada de la escasez de agua y
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la falta de apoyos para producir candelilla. Además, las llu-
vias de los últimos días fueron insuficientes para solucio-
nar en su totalidad el problema.

Por ello ocurro hoy a esta tribuna para pedirles su apoyo y
que juntos solicitemos a la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión establezca en el próximo Presupuesto de
Egresos un programa urgente de empleo temporal para
enero, febrero y marzo del próximo año, que beneficie a los
productores del estado, quienes se encuentran desemplea-
dos y en espera de algún apoyo para iniciar el próximo ci-
clo agrícola.

En el programa urgente de empleo temporal pueden des-
arrollarse, entre otras, estas actividades:

1. La limpia de regaderas interparcelarias, lo cual ayu-
daría a bajar los costos de producción y permitiría ma-
yor ahorro en el consumo de agua.

2. La preparación de las tierras de cultivo para el ciclo
agrícola de 2013.

3. El retiro de maleza en caminos de acceso, lo cual fa-
cilitaría la movilización de las cosechas.

4. La reparación de líneas de cercado para el ganado.

5. La plantación de lechuguilla y otros.

En el programa urgente de empleo temporal, solicitado en
este punto de acuerdo, pedimos que se incluyan al sector so-
cial productores de algodón, candelilleros, ganaderos y fo-
rrajeros, a fin de que en los próximos meses de invierno ten-
gan algún ingreso: esa época es la más difícil de afrontar.

Por lo expuesto, y en ejercicio de las facultades que nos
confiere el artículo 22, fracción V, de la Ley Orgánica del
Congreso del Estado; y con fundamento en los artículos
170, 171, 172, 173 y demás relativos del citado ordena-
miento, nos permitimos someter a consideración del pleno,
como de urgente u obvia resolución, la siguiente propo-
sición con

Punto de Acuerdo

Único. Que el Congreso del estado envíe un atento exhor-
to a la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión para solicitar que a través de la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Publica se etiquete en el

Presupuesto del próximo año un programa urgente de em-
pleo temporal para enero, febrero y marzo venideros, a fin
de aminorar la grave situación económica y la falta de em-
pleo por la que atraviesan los algodoneros, forrajeros, ga-
naderos, ixtleros y candelilleros de Coahuila.

Saltillo, Coahuila, a 16 de octubre de 2012.— Diputado José Francis-
co Rodríguez Herrera (rúbrica).»

«Escudo.— Congreso del Estado Independiente, Libre y
Soberano de Coahuila  de Zaragoza.

Diputado Jesús Murillo Karam, Presidente de la Mesa Di-
rectiva  de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión.

En la sesión celebrada el 2 de octubre de 2012, el pleno del
Congreso de Coahuila de Zaragoza, trató lo relativo a una
proposición con punto de acuerdo “en el que se exhorta al
Congreso de la Unión a aumentar y modificar la propor-
ción en la asignación de los recursos del fondo para zonas
metropolitanas a los estados de Coahuila y Durango”, plan-
teada por el diputado Francisco José Dávila Rodríguez,
conjuntamente con las diputadas y diputados que la suscri-
ben, en los términos que consigna el documento que se
acompaña a la presente comunicación.

Al tratarse este asunto, el pleno de éste Congreso, resolvió
sobre la aprobación de un acuerdo, mediante el cual se de-
terminó lo siguiente:

Único. Que este Congreso del Estado Independiente, Libre
y Soberano de Coahuila de Zaragoza, exhorte al Congreso
de la Unión a aumentar y modificar la proporción en que se
asignan los recursos del fondo para zonas metropolitanas
que se asignan a los estados de Coahuila y Durango para la
zona metropolitana de La Laguna, en relación directa al pe-
so poblacional. Asimismo, se le solicite que los municipios
de Francisco I. Madero, San Pedro y Viesca, Coahuila de
Zaragoza, sean considerados dentro de la zona metropoli-
tana de La Laguna.

En virtud de lo señalado y en cumplimiento de lo dispues-
to en el artículo 228 de la Ley Orgánica este Congreso, se
comunica a usted este acuerdo, para su debido conoci-
miento y la consideración de lo consignado en el mismo.

Sin otro particular, protestamos a usted las seguridades de
nuestra atenta y distinguida consideración.



Sufragio Efectivo. No Reelección.

Saltillo, Coahuila, a 3 de octubre de 2012.— Licenciado Francisco Ja-
vier Rangel Castro (rúbrica), oficial mayor del Congreso del Estado.»

«Escudo.— Congreso del Estado Independiente, Libre y
Soberano de Coahuila  de Zaragoza.

El suscrito diputado Francisco José Dávila Rodríguez, con
apoyo en lo dispuesto en los artículos 22, fracción V, 163,
172, 173 y demás relativos de la Ley Orgánica del Con-
greso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coa-
huila de Zaragoza, me permito presentar a esta soberanía la
presente proposición con punto de acuerdo.

Motivos de esta proposición

Se define como zona metropolitana al conjunto de dos o
más municipios donde se localiza una ciudad de 50 mil o
más habitantes, cuya área urbana funciones y actividades
rebasan el límite que originalmente la contenía, incorpo-
rando como parte de sí mismo o de su área de influencia di-
recta a municipios vecinos, predominantemente urbanos,
con los que se mantiene un alto grado de integración so-
cioeconómica.

Lo anterior forma parte de la definición de zonas metropo-
litanas de México que en el año 2005 definieron en un aná-
lisis conjunto la Secretaría de Desarrollo Social federal
(Sedesol) la Comisión Nacional de Población (Conapo), y
el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi).

Las zonas metropolitanas tienen municipios centrales y
municipios exteriores. Los primeros son aquellos, donde se
localiza la ciudad principal que da origen a la zona metro-
politana, que por sus características comparten una conur-
bación intermunicipal, entendida ésta como la unión física
entre dos o más localidades censales de diferentes munici-
pios, y cuya población en conjunto asciende a 50 mil o más
habitantes.

Los municipios exteriores son aquellos contiguos a los an-
teriores (centrales) cuyas localidades no están conurbadas
a la ciudad principal pero que mantienen un alto grado de
integración ubicada a no más de 10 kilómetros por carrete-
ra pavimentada y de doble carril, de la localidad o conur-
bación que dio origen a la zona metropolitana en cuestión.

En la actualidad –con base a esos criterios– la zona conur-
bada de La Laguna se conforma de los municipios de To-

rreón y Matamoros (Coahuila) y de Gómez Palacio y Ler-
do (Durango) y con base en lo establecido en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación, los recursos asignados
a esta conurbación, se dividen en un cincuenta por ciento
para cada estado.

Al margen de la normativa propia para el ejercicio de los
recursos, que señala una serie de requisitos para los pro-
yectos a financiar, es necesario actualizar y puntualizar la
proporcionalidad de los recursos en base al peso poblacio-
nal que cada estado tiene en esta zona metropolitana,

El último registro censal nos arroja una población de alre-
dedor de un millón doscientos 24 mil habitantes en total.
De los cuales el 61 por ciento corresponderían a Coahuila,
por la suma de los habitantes de Torreón y Matamoros, cer-
canos a setecientos cincuenta mil personas, y el 39 por
ciento a Gómez Palacio y Lerdo, alrededor de cuatrocien-
tos setenta mil habitantes.

Otra característica que debe cumplir un municipio exterior,
es que al menos un 15 por ciento de su población ocupada
trabaje en los municipios centrales de la zona metropolita-
na, ó bien que tenga un 75 por ciento de su población eco-
nómicamente activa dedicada a actividades industriales,
comerciales y de servicios.

La asignación de recursos de manera igualitaria refleja una
inconsistencia en relación al peso poblacional de las ciuda-
des que conforman la zona conurbada de La Laguna.

Adicionalmente a lo anterior, la dinámica de crecimiento
urbano de Torreón y del municipio de Francisco I. Madero,
y San Pedro de Las Colonias, obliga a replantear la com-
posición de la esta zona metropolitana, dado que la conur-
bación entre estos municipios es inminente, y demanda in-
versiones mayores por su peso poblacional.

Es nuestro deber como representantes populares encabezar
la defensa de los intereses de nuestros municipios de origen,
y de todo el estado en general. La conurbación coahuilense
alrededor de Torreón demanda con urgencia de recursos fe-
derales para seguir construyendo la infraestructura y el equi-
pamiento urbano que. mejoren su movilidad, que aumenten
su competitividad, y que potencien su desarrollo integral,
para el bien de los laguneros, de los coahuilenses, y de to-
do México.

Basado en todo lo anterior y con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 22, fracción V, 163, 172, 173 y de-
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más relativos a la Ley Orgánica del Congreso del Estado
Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza,
presento ante este pleno, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Solicito sea tramitada como de urgente y obvia resolución;

Único: Que este Congreso del Estado Independiente, Libre
y Soberano de Coahuila de Zaragoza exhorte al Congreso
de la Unión a aumentar y modificar la proporción en que se
asignan los recursos del fondo para zonas metropolitanas
que se asignan a los estados de Coahuila y Durango para la
zona metropolitana de Torreón-Gómez Palacio.

Atentamente

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 1o. de octubre de 2012.— Diputado
Francisco José Dávila Rodríguez (rúbrica).»

«Escudo.— Poder Legislativo.— Gobierno del Estado de
Hidalgo.— “2012, Año del Bicentenario de la Primera
Conmemoración del Grito de Independencia en Huicha-
pan”

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Los diputados integrantes de la Primera Comisión Perma-
nente de la Niñez, la Juventud, el Deporte y la Familia, de
la Sexagésima Primera Legislatura emitieron acuerdo eco-
nómico relativo al planteamiento realizado por el diputado
Mario Vera García, con tema “juventud”, mismo que fue
aprobado en sesión ordinaria de esta fecha, del cual le es-
toy enviando copia, en suplencia de la Secretaría, para su
conocimiento y efectos.

Sin otro particular por el momento, le reitero las segurida-
des de mi consideración distinguida.

Atentamente

Pachuca, Hidalgo, 6 de noviembre de 2012.— Licenciado Lamán Ca-
rranza Ramírez (rúbrica), secretario de Servicios Legislativos del Con-
greso del Estado de Hidalgo

«Escudo.— Poder Legislativo.— Gobierno del Estado de
Hidalgo.— “2012, Año del Bicentenario de la Primera

Conmemoración del Grito de Independencia en Huicha-
pan”.— Primera Comisión Permanente de la Niñez, la Ju-
ventud, el Deporte y la Familia

Diputados integrantes de la Sexagésima Primera Legisla-
tura:

A los Diputados Mario Vera García, Prisco Manuel Gutié-
rrez, Luis Alberto Marroquín Morato y Sandra María Or-
daz Oliver, integrantes de la Primera Comisión Permanen-
te de la Niñez, la Juventud, el Deporte y la Familia, por
instrucciones de la Mesa Directiva del honorable Congreso
del estado Libre y Soberano de Hidalgo, nos fue turnado en
sesión ordinaria de fecha 2 de octubre del 2012, el plante-
amiento del diputado Mario Vera García, con el tema “ju-
ventud”, para los efectos procedentes; por lo que con fun-
damento en lo establecido por los artículos 75, 77
fracciones VI, 85 y 87 de la Ley Orgánica del Poder Le-
gislativo del Congreso del estado de Hidalgo, nos permi-
timos realizar el siguiente estudio, con base en los si-
guientes:

Antecedentes

Primero. El asunto en referencia fue turnado a la Comisión
que suscribe, registrándose en el libro de Gobierno respec-
tivo, con el número 19/2012.

Segundo. El planteamiento “Juventud”, fue suscrito por el
diputado Mario Vera García, del Grupo Legislativo Nueva
Alianza, de esta Sexagésima Legislatura, a fin de exhortar
a la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión a que, en la discusión y aprobación del decreto del
Presupuesto de Egresos de la Federación, para el Ejercicio
Fiscal de 2013, se destinen mayores recursos a la juventud,
superiores a los previstos en el Presupuesto de Egresos pre-
sentado por el Ejecutivo federal, para el Ejercicio Fiscal de
2012.

Por lo anteriormente expuesto; y

Considerando

Primero. Que la Comisión Legislativa que suscribe es
competente para conocer sobre el presente asunto, con fun-
damento en lo dispuesto por los artículos 75 y 77, fracción
VI, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo.

Segundo. Que la juventud es la etapa en la cual los indivi-
duos se incorporan a la actividad económica, inician su vi-



da en pareja y empiezan si reproducción, lo que en térmi-
nos de política pública, implica el enorme desafío de ga-
rantizar la satisfacción de sus necesidades en materia de
educación, empleo y salud, entre otros aspectos, que per-
mitan mejorar su calidad de vida y potencializar sus capa-
cidades.

Tercero. Que México es un país de Jóvenes, pues la mitad
de la población con que cuenta, tiene 26 años o menos, se-
gún datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía
(Inegi) correspondientes al año 2010; cabe destacar que los
jóvenes desempeñan un papel muy importante en el desa-
rrollo social y económico del país, por lo que si la sociedad
brinda orientación adecuada y apropiada, además de opor-
tunidades de desarrollo en áreas como educación, salud
empleo y creación, los jóvenes podrán transitar a la edad
adulta.

Cuarto. Que el Inegi, además, señala que el 22.9 por cien-
to de jóvenes viven en localidades menores a 2 mil 500 ha-
bitantes, mientras que el 77.1 por ciento radica en localida-
des de más de 2 mil 500 habitantes. En relación al estado
conyugal de la población joven, el 61.2 por ciento se en-
cuentran solteros, el 36.1 por ciento se encuentran casados
o en unión libre, el 47.1 por ciento de los jóvenes trabaja y
el 26.7 por ciento estudia, mientras que el 26 por ciento
restante no estudia ni trabaja, encontrándose en una situa-
ción improductiva.

Asimismo, la población de entre 15 y  29 años de edad es
de 29 millones 706 mil 560 cifra superior al año 2000, en
la que Inegi contabilizó en el territorio nacional, un total de
27 millones 221 mil 012 jóvenes. El número de mujeres es
mayor que el de los hombres, lo cual significa que hay 96
hombres por cada 100 mujeres; que este sector de la po-
blación de entre 15 y 29 edad, desempeñan un papel muy
importante en el desarrollo social y económico del país.

Quinto. Que de acuerdo a la OCDE México, respecto a la
educación en 2012, nuestro país se encuentra en tercer lu-
gar de la Organización, con el porcentaje más alto de jóve-
nes que no estudian ni trabajan representando el 24.4 por
ciento de ellos, quienes realizan funciones y actividades
socialmente útiles, se encuentran buscando trabajo o cola-
boran con tareas en el hogar, por lo que este fenómeno exi-
ge la intervención de todos los órdenes de gobierno.

Sexto. Que en el Presupuesto de Egresos de la Federación
para el año 2012, la partida destinada al desarrollo de los
jóvenes, deriva de la distribución de recursos por ramo, en-

tidades, fondos, programas, entre otros, siendo que en el
anexo 22 destinado para el desarrollo de los jóvenes, se
asignó el monto de 135 mil 731 millones, 376 mil, 528 pe-
sos, que representa cerca del 3.6% del gasto neto total, del
cual, 99.3 por ciento se destina al ramo de educación pú-
blica y el 0.7 por ciento restante, se destina para Hacienda
y Crédito Público, el Instituto Mexicano de la Juventud,
Salud, Reforma Agraria y Desarrollo Social.

Séptimo. Que en el Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción para el Ejercicio Fiscal de 2012, en su artículo 57,
menciona que las dependencias y entidades responsables
de la ejecución del presupuesto, procurarán que en el dise-
ño y ejecución de sus programas y en sus reglas de opera-
ción se considere específicamente la atención a los jóve-
nes, tomando en consideración sus características y
necesidades, por lo que la inversión en la juventud es una
acción a todas luces justificable.

Por lo que, atendiendo a lo expuesto y de conformidad con
lo que establecen los artículos 55 de la Constitución Políti-
ca del Estado de Hidalgo, 133 y 134 de la Ley Orgánica del
Poder Legislativo de la Entidad, los Diputados integrantes
de la Primera Comisión Permanente de la Niñez, la Juven-
tud, el Deporte y la Familia del Congreso del Estado Libre
y Soberano de Hidalgo, nos permitimos someter a la con-
sideración de este pleno, los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Los diputados integrantes de la Sexagésima Pri-
mera Legislatura del honorable Congreso del Estado Libre
y Soberano de Hidalgo, exhortamos a la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, para que en la
discusión y aprobación del decreto del Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2013
se destinen mayores recursos a la juventud, superior a los
previstos en el Presupuesto de Egresos presentado por el
Ejecutivo Federal para el Ejercicio Fiscal de 2012.

Segundo. Para los efectos precisados en el punto que ante-
cede, gírese oficio a la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, anexando copia de este acuerdo.

Dado en la sala de comisiones del Congreso del Estado Libre y Sobe-
rano del Hidalgo, a los 10 días del mes de octubre de 2012.— Primera
Comisión Permanente de la Niñez, la Juventud, el Deporte y la Fami-
lia, diputados: Mario Vera García, presidente; Prisco Manuel Gutié-
rrez, Elba Leticia Chapa Guerrero, secretarios; Luis Alberto Marroquín
Morato, Sandra María Ordaz Oliver (rúbricas).»
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«Escudo.— Poder Legislativo.— Gobierno del Estado de
Hidalgo.— “2012, Año del Bicentenario de la Primera
Conmemoración del Grito de Independencia en Huicha-
pan”

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Los diputados integrantes de las primeras Comisiones Per-
manentes conjuntas de Educación y de Hacienda y Presu-
puesto, de la LXI Legislatura, emitieron acuerdo económi-
co, relativo al planteamiento realizado por el diputado
Francisco Javier Pérez Salinas, con el tema Educación,
que fue aprobado en sesión ordinaria de esta fecha, del cual
les estoy enviando copia, en suplencia de la Secretaría, pa-
ra su conocimiento y efectos.

Sin otro particular por el momento, les reitero las seguri-
dades de mi consideración distinguida.

Atentamente

Pachuca, Hgo., a 30 de octubre de 2012.— Licenciado Lamán Carran-
za Ramírez (rúbrica).»

«Escudo.— Poder Legislativo.— Gobierno del Estado de
Hidalgo.— “2012, Año del Bicentenario de la Primera
Conmemoración del Grito de Independencia en Huicha-
pan”.— Primeras Comisiones Permanentes Conjuntas de
Educación y de Hacienda y Presupuesto.

Diputados integrantes de la LXI Legislatura

A los diputados Francisco Javier Pérez Salinas, J. Ramón
Flores Reyes, Juan Manuel Camacho Bertrán, Myrlen Sa-
las Dorantes, Martín Pérez Sierra integrantes de la Primera
Comisión Permanente de Educación, Reymundo Pérez So-
ní, Oscar Damián Sosa Castelán, Humberto Pacheco Mi-
ralrío, Adrian López Hernández, Nora Liliana Oropeza Ol-
guín, Hemeregilda Estrada Díaz, Christian Pulido Roldán y
Carlos Alberto Anaya de la Peña, integrantes de la Primera
Comisión Permanente de  Hacienda y Presupuesto, por ins-
trucciones del Presidente de la Directiva del Congreso del
Estado, nos fue turnado el Planteamiento del Francisco Ja-
vier Pérez Salinas,  para los efectos procedentes, por lo que
con fundamento en los que establecen los artículo 75, 77
fracciones III y V de la Ley Orgánica del Poder Legislati-
vo, realizamos el estudio, análisis y resolutivo correspon-
diente con base a los siguientes:

Antecedentes

1. El planteamiento de referencia, con el tema Educación
nos fue turnado en Sesión Ordinaria del martes 25 de sep-
tiembre del año en curso; 

2. Dicho asunto se registró bajo el número 29/2012 y
139/2012, de las Comisiones Legislativas que resuelven
respectivamente;

3. Dentro del planteamiento se sometió a la consideración
del pleno la propuesta de acuerdo económico, para exhor-
tar a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, pa-
ra que se destinen mayores recursos al rubro educativo, así
como solicitar la adhesión de las legislaturas locales y la
Asamblea del Distrito Federal; y

Considerando

Primero. Que las comisiones legislativas que resuelven
son competentes para estudiar, analizar y resolver sobre los
asuntos que les sean turnados por la Directiva, con funda-
mento en lo que estable el artículo 85 de la Ley Orgánica
del Poder Legislativo de Hidalgo.

Segundo. Que quienes integramos las comisiones legisla-
tivas conjuntas, coincidimos con el planteamiento en cues-
tión, ya que la educación es el centro de toda estrategia de
desarrollo nacional y ocupa un lugar preponderante en los
derechos consignados en la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y en la del estado, en donde se
consagra el derecho a recibirla de manera laica y gratuita.

Tercero. Que la educación que imparta el Estado, debe per-
mitir el desarrollo pleno del individuo y será obligatoria en
los niveles de preescolar, primaria, secundaria y media su-
perior. Constituyendo el principal medio para el desarrollo
de las capacidades de las personas, que les permita partici-
par activamente en el desarrollo social económico del país.

Cuarto. Que de igual manera, compartimos la idea de que
para que alcanzar un desarrollo pleno personal y social,
debe contarse con una educación de calidad, que sea deter-
minante en la formación integral de las personas, que per-
mitan el acceso al conocimiento y a la capacidad producti-
va, reflejando un impacto en el crecimiento económico y
bienestar social.

Quinto. Que si bien es cierto que México, pertenece a la
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Econó-



micos, por sus siglas OCDE, es uno de los países con el
más bajo gasto público destinado a la educación del total
del producto interno bruto, con un 6.2 por ciento del 8 por
ciento recomendado por esta.

Sexto. Que una de las vías más eficientes para revertir los
problemas sociales a los cuales se enfrenta nuestro país, es
sin duda, invertir en la educación, para tener una educación
de calidad, mayores escuelas, inversión en ciencia y tecno-
logía, mejoramiento profesional, sustentado una sociedad
competitiva en el mundo globalizado.

Séptimo. Que las Comisiones de Educación y de Hacienda
y Presupuesto, consideran necesario que se destinen mayo-
res recursos a la educación en México en el Presupuesto de
Egresos de la Federación para 2013, con el propósito de al-
canzar el porcentaje del 8 por ciento del producto interno
bruto contemplado en la Ley General de Educación, por lo
que consideramos oportuno emitir el siguiente acuerdo.

Por lo que atendiendo a lo expuesto y de conformidad con
lo que establecen los artículos 55 de la Constitución Políti-
ca del Estado de Hidalgo, 133 y 134 de la Ley Orgánica del
Poder Legislativo de la entidad, nos permitimos someter a
la consideración de este pleno, los siguientes

Acuerdos Económicos

Primero. Los diputados integrantes de la LXI Legislatura
del Congreso del Estado Libre y Soberano de Hidalgo, ex-
hortamos a la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, para que en la discusión y aprobación del Presu-
puesto de Egresos de la Federación para 2013 se destinen
mayores recursos en materia educativa, para alcanzar el 8
por ciento del producto interno bruto, establecido en la Ley
General de Educación.

Segundo. A efecto de lo anterior gírese oficio a la Cámara
de Diputados del Congreso de la Unión, anexando copia de
este acuerdo para los efectos precisados.

Tercero. Asimismo gírense oficios las legislaturas de los
estados y a la Asamblea del Distrito Federal, anexando co-
pia del presente acuerdo, solicitando su adhesión al mismo
de considerarlo pertinente.

Acordado en la sala de sesiones de las comisiones legislativas, del
Congreso del Estado Libre y Soberano de Hidalgo, en la ciudad de Pa-
chuca de Soto, Hidalgo, a los veintinueve días del mes de octubre del
año dos mil doce.— Por la Primera Comisión Permanente de Educa-

ción, diputados: Francisco Javier Pérez Salinas (rúbrica), Ramón Flo-
res Reyes (rúbrica), Juan Manuel Camacho Bertrán (rúbrica), Myrlen
Salas Dorantes (rúbrica), Martín Pérez Sierra (rúbrica). Por la Primera
Comisión Permanente de Hacienda y Presupuesto, diputados: Reynal-
do Pérez Soní (rúbrica), Óscar Damián Sosa Castelán (rúbrica), Hum-
berto Pacheco Miralrío (rúbrica), Adrian López Hernández (rúbrica),
Nora Liliana Oropeza Olguín (rúbrica), Hemeregilda Estrada Díaz (rú-
brica), Christian Pulido Roldán (rúbrica), Carlos Alberto Anaya de la
Peña (rúbrica).»

«Escudo.— Poder Legislativo.— Gobierno del Estado de
Hidalgo.— “2012, Año del Bicentenario de la Primera
Conmemoración del Grito de Independencia en Huicha-
pan”

Ciudadanos Secretarios de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión.— Presentes.

Los diputados integrantes de las Primeras Comisiones Per-
manentes Conjuntas de Equidad de Género, de Derechos
Humanos, de Hacienda y Presupuesto, de la Sexagésima
Primera Legislatura, emitieron acuerdo económico relativo
al planteamiento realizado por la diputada Myrlen Salas
Dorantes, con el tema “equidad de género”, mismo que fue
aprobado en sesión ordinaria de esta fecha, del cual estoy
enviando copia, en suplencia de la secretaría, para su co-
nocimiento y efectos.

Sin otro particular por el momento, les reitero las seguri-
dades de mi consideración distinguida.

Atentamente

Pachuca, Hidalgo, a 25 de octubre de 2012.— Licenciado Lamán Ca-
rranza Ramírez (rúbrica), secretario de servicios Legislativos del Esta-
do de Hidalgo.»

«Escudo.— Poder Legislativo.— Gobierno del Estado de
Hidalgo.— “2012, Año del Bicentenario de la Primera
Conmemoración del Grito de Independencia en Huicha-
pan”.— Primeras Comisiones Permanentes Conjuntas de
Equidad de Género, de Derechos Humanos, de Hacienda y
Presupuesto.

Integrantes de la Sexagésima Primera Legislatura del Con-
greso del estado:

A los integrantes de las Comisiones Conjuntas de Equidad
de Género, de Derechos Humanos, de Hacienda y Presu-
puesto nos fue turnado el Planteamiento de la diputada
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Myrlen Salas Dorantes, para los efectos procedentes, por lo
que con fundamento en los artículos 75 y 77, fracciones III,
VII y XIV, de la Ley Orgánica de Poder Legislativo del es-
tado de Hidalgo, y con base en los siguientes

Antecedentes

1. En sesión ordinaria del martes 25 de septiembre del pre-
sente año nos fue turnado, por instrucciones del presidente
de la Directiva del Congreso, el asunto general con el tema
“equidad de género”.

2. En este asunto se propuso mediante acuerdo económico
exhortar a la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión a que en la discusión y aprobación del de-
creto de Presupuesto de Egresos de para el Ejercicio Fiscal
2013 se aprueben recursos adicionales a los contenidos en
el proyecto de Presupuesto de Egresos presentado por el
Ejecutivo federal, en los rubros de erogaciones para la
igualdad entre hombres y mujeres, para así combatir la vio-
lencia contra la mujer.

3. Dicho planteamiento fue registrado en el Libro de Go-
bierno de las Comisiones bajo el número 12/201, 14/2012
Y 140/2012 respectivamente y,

Considerando

Primero. Que con fundamento en lo que establece el ar-
tículo 85 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, es-
tas comisiones resultan competentes para estudiar, ana-
lizar y resolver el presente asunto.

Segundo. Que en términos del artículo 1o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, to-
das las personas gozarán de los derechos humanos reco-
nocidos en ella y en los tratados internacionales de los
que el Estado Mexicano sea parte.

Entre los instrumentos internacionales que reconocen
los derechos humanos de las mujeres ratificados por
México se encuentra la Convención sobre la Elimina-
ción de Todas las Formas de Discriminación contra la
Mujer, conocida por sus siglas en ingles CEDAW y la
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y
Erradicar la Violencia contra la Mujer, también denomi-
nada Convención de Belén do Pará.

Tercero. Que tal y como ha sido referido en la CEDAW,
la discriminación contra la mujer viola los principios de

la igualdad de derechos y de respeto de la dignidad hu-
mana, dificultando su participación, en las mismas con-
diciones que el hombre en la vida política, social, eco-
nómica y cultural, constituyendo un obstáculo para el
aumento del bienestar de la sociedad y de la familia, que
entorpece el pleno desarrollo de las posibilidades de la
mujer para prestar servicio a su país y a la humanidad

Mediante la CEDAW, los Estados se comprometen a tomar
todas las medidas apropiadas, en las esferas política, social,
económica y cultural, incluso de carácter legislativo, para
asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el
objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos
humanos y las libertades fundamentales en igualdad de
condiciones con el hombre.

Por otra parte, la Convención de Belém do Pará, considera
que la violencia contra la mujer es una ofensa a la dignidad
humana y una manifestación de las relaciones de poder his-
tóricamente desiguales entre mujeres y hombres; su elimi-
nación es condición indispensable para su desarrollo indi-
vidual y social y su plena e igualitaria participación en
todas las esferas de vida.

En ella, se tutela el derecho de las mujeres a una vida libre
de violencia, tanto en el ámbito público, como en el priva-
do. Los Estados parte condenan todas las formas de vio-
lencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los
medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a
prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia.

Cuarto. Que en el ámbito, nacional tanto la Ley General
para la Igualdad entre Mujeres y Hombres y la ley General
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia
mandatan diversas acciones a la federación, entidades fe-
derativas, Distrito Federal y Municipios, que deben ser for-
talecidas y ampliadas mediante la aplicación de recursos,
para ello, ya la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria, precisa que la administración de los re-
cursos públicos federales se realizará con base en criterios
de legalidad, honestidad, eficiencia, eficacia, economía, ra-
cionalidad, austeridad, transparencia, control, rendición de
cuentas y equidad de género. La Ley de Planeación en su
artículo 2, mandata que la planeación deberá llevarse a ca-
bo como un medio para el eficaz desempeño de la respon-
sabilidad del Estado sobre el desarrollo integral y sustenta-
ble del país y deberá tender a la consecución de los fines y
objetivos políticos, sociales, culturales y económicos con-
tenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos de la cual, son parte la promoción, respeto, pro-



tección y garantía de los derechos humanos; para ello, la
planeación estará basada en la igualdad de derechos entre
mujeres hombres, la atención de las necesidades básicas de
la población y la mejoría en todos los aspectos de la cali-
dad de la vida, para lograr una sociedad más igualitaria, ga-
rantizando un ambiente adecuado para el desarrollo de la
población, así como en la perspectiva de género, para ga-
rantizar la igualdad de oportunidades entre mujeres y hom-
bres y promover el adelanto de las mujeres, mediante el ac-
ceso equitativo a los bienes y beneficios del desarrollo.

Quinto. Que la Asamblea General de Naciones Unidas
adoptó en su Resolución 55/2 del 8 de septiembre de 2000,
la Declaración del Milenio, en la cual los estados parte, re-
afirman su compromiso con el respeto a los derechos hu-
manos y las libertades fundamentales, el respeto de la
igualdad de derechos de todos, sin distinciones por motivo
de raza, sexo, idioma o religión y la cooperación interna-
cional para resolver los problemas internacionales de ca-
rácter económico, social, cultural o humanitario. En la de-
claración se establecieron los Objetivos de Desarrollo del
Milenio a cumplir para 2015, que son erradicar el hambre,
y la pobreza extrema, lograr la educación primaria univer-
sal, promover la igualdad de género y otorgar poderes a las
mujeres, reducir la mortalidad infantil, mejorar la salud
materna, combatir el VIH/Sida, la malaria y otras enferme-
dades, asegurar la sustentabilidad ambiental y desarrollar
una asociación global para el desarrollo.

Sexto. Que como ha sido referido, la discriminación y vio-
lencia contra las mujeres, vulneran sus derechos humanos
por tanto, la disminución de las brechas de desigualdad y la
erradicación de la violencia deben ser temas prioritarios en
el Presupuesto de Egresos, de tal forma que desde este ru-
bro se sienten las bases para avanzar como país al logro de
los mejores condiciones de vida de mujeres y hombres, en
todos los ámbitos.

Séptimo. Que en este contexto y en términos del artículo
74, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, siendo facultad exclusiva de la Cáma-
ra de Diputados del Congreso de la Unión, la aprobación
del Presupuesto de Egresos de la Federación, los integran-
tes de las comisiones, consideramos emitir el siguiente ex-
horto, en el sentido de que si bien es cierto, se han destina-
do recursos para la consecución de la igualdad entre
mujeres y hombres, y la erradicación de la violencia contra
las mujeres, es menester redoblar esfuerzos hacia la conse-
cución de los Objetivos del Milenio en el plazo establecido

para tal efecto, cuya consecuencia será el mejoramiento de
la calidad de vida de mujeres y hombres.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los ar-
tículos 132, 134 y 135 de la Ley Orgánica del poder Legis-
lativo del Estado de Hidalgo, nos permitimos someter a
consideración de este pleno el siguiente

Acuerdo Económico

Primero. Que las diputadas y los diputados integrantes de
la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Esta-
do libre y Soberano de Hidalgo exhortamos a los integran-
tes de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
para que tal y como ha venido ocurriendo, se fortalezcan
las acciones para erradicar la violencia contra las mujeres
y el logro de la igualdad entre mujeres y hombres, median-
te el incremento de los recursos destinados para tal efecto
dentro del Presupuesto de Egresos de la Federación para
2013.

Segundo. A efecto de lo anterior, gírese atento oficio a las
diputadas y los diputados de la Cámara de Diputados del
congreso de la Unión, anexando copia del acuerdo econó-
mico para los efectos precisados.

Elaborado en la sala de comisiones del Congreso del Esta-
do Libre y Soberano de Hidalgo, ciudad de Pachuca de So-
to, Hidalgo, a 22 de octubre de 2012.

Elaborado en la sala de comisiones, del Congreso del Estado Libre y
Soberano de Hidalgo, en la ciudad de Pachuca de Soto, a los 22 días
del mes de octubre de 2012.— La Primera Comisión Permanente de
Equidad de Género, diputados: Myrlen Salas Dorantes (rúbrica), Elisa
Licona Suárez (rúbrica), Sandra María Ordaz Oliver (rúbrica), Crisó-
foro Torres Mejía (rúbrica), José Ramón Berganza Escorza (rúbrica).
La Primera Comisión Permanente de Derechos Humanos: diputados:
Óscar Damián Sosa Castelán (rúbrica), Luis Alberto Marroquín Mora-
to (rúbrica), Ramón Flores Reyes (rúbrica), Elisa Licona Suárez (rú-
brica), Mario Vera García (rúbrica). La Primera Comisión Permanente
de Hacienda y Presupuesto: diputados: Reynaldo Pérez Soní (rúbrica),
Óscar Damián Sosa Castelán (rúbrica), Humberto Pacheco Miralrío
(rúbrica), Adrián López Hernández (rúbrica), Nora Liliana Oropeza
Olguín (rúbrica), Hemeregilda Estrada Díaz (rúbrica), Christian Pulido
Roldán (rúbrica), Carlos Alberto Anaya de la Peña (rúbrica).»
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«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Congreso del Estado Libre y Soberano de Sinaloa.

Diputado Jesús Murillo Karam, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión.

Por instrucción del diputado presidente de la Diputación
Permanente del Congreso del estado de Sinaloa y en ejer-
cicio de las atribuciones que a la Secretaría General con-
fiere el artículo 96, fracciones V, VI, XI y XII, de la Ley
Orgánica del Congreso del estado de Sinaloa, me permito
remitir a usted el punto de acuerdo número 144 aprobado
por la Sexagésima Legislatura del honorable Congreso del
estado de Sinaloa, en sesión pública ordinaria celebrada en
esta fecha, el que textualmente dice:

Único. La Diputación Permanente de la Sexagésima Le-
gislatura del honorable Congreso del estado de Sinaloa,
exhorta respetuosamente a la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, tomando en conside-
ración los principios de transparencia y rendición de
cuentas, en el ejercicio de análisis y aprobación respec-
to del proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción para el Ejercicio Fiscal 2013, se considere en las
erogaciones para la educación pública un conjunto de
ampliaciones para los ramos 11, 25 y 33, privilegiando
la inversión en programas dirigidos a la atención de gru-
pos vulnerables, educación indígena, rezago educativo,
equipamiento, enseñanza del inglés, mejoramiento do-
cente e infraestructura y tecnologías educativas, de tal
manera que se incremente el presupuesto educativo en
proporción suficiente para avanzar en el cumplimiento
de la Ley General de Educación y asignar a este rubro
un presupuesto equivalente al 8 por ciento del producto
interno bruto.

Lo que comunicamos a usted para su conocimiento y efec-
tos correspondientes.

Atentamente

Culiacán Rosales, Sinaloa, a 23 de octubre de 2012.— Licenciado Ja-
cinto Pérez Gerardo (rúbrica), secretario General.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Congreso del Estado Libre y Soberano de Sinaloa.

La Diputación Permanente de la Sexagésima Legislatu-
ra del honorable Congreso del Estado Libre y Sobera-
no de Sinaloa, ha tenido a bien expedir el siguiente

Punto de acuerdo número 144

Único. La Diputación Permanente de la Sexagésima Le-
gislatura del honorable Congreso del estado de Sinaloa, ex-
horta respetuosamente a la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, tomando en consideración los
principios de transparencia y rendición de cuentas, en el
ejercicio de análisis y aprobación respecto del proyecto de
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal 2013, se considere en las erogaciones para la educa-
ción pública un conjunto de ampliaciones para los ramos
11, 25 y 33, privilegiando la inversión en programas diri-
gidos a la atención de grupos vulnerables, educación indí-
gena, rezago educativo, equipamiento, enseñanza del in-
glés, mejoramiento docente e infraestructura y tecnologías
educativas, de tal manera que se incremente el presupues-
to educativo en proporción suficiente para avanzar en el
cumplimiento de la Ley General de Educación y asignar a
este rubro un presupuesto equivalente al 8 por ciento del
producto interno bruto.

Es dado en el Palacio del Poder Legislativo del estado, en la ciudad de
Culiacán Rosales, Sinaloa, a los veintitrés días del mes de octubre de
2012.— La diputación permanente del honorable Congreso del Estado
de Sinaloa.— Diputado Cenovio Ruiz Zazueta (rúbrica), presidente;
Diputada Margarita Lobo Inzunza (rúbrica), secretaria.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Honorable Congreso del Estado de Tabasco.

Diputado Jesús Murillo Karam, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión.— Presente

Por acuerdo del presidente de la Mesa Directiva por el mes
de septiembre del presente año; correspondiente al segun-
do período ordinario de sesiones, del tercer año de ejerci-
cio constitucional de la Sexagésima Legislatura; tengo a
bien comunicar a usted, que con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 28, segundo párrafo, y 36, fracción
XLIII, de la Constitución Política del Estado Libre y Sobe-
rano de Tabasco, en sesión ordinaria celebrada el día de
hoy, el honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de



Tabasco, emitió el punto de acuerdo número 292 del que
remito un tanto, para la atención que corresponda.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para saludarle.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Villahermosa, Tabasco, a 25 de septiembre de 2012.— Licenciado Re-
medio Cerino Gómez (rúbrica), oficial mayor del honorable Congreso
del Estado de Tabasco.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Honorable Congreso del Estado de Tabasco.

La Sexagésima Legislatura al honorable Congreso del Es-
tado Libre y Soberano de Tabasco, en ejercicio de las fa-
cultades conferidas por los artículos 28, segundo párrafo, y
36, fracción XLIII, de la Constitución Política del Estado
Libre y Soberano de Tabasco, y con base en lo siguiente:

Considerando

Primero. Que la población del municipio de Tenosique,
Tabasco requiere de la culminación de los trabajos de la
obra del tramo carretero federal Balancán-Tenosique, en el
kilometro 67+900, mismos que no han sido terminados
desde el año 2010. Con fecha 26 de abril de 2012 fue apro-
bado y turnado por el pleno de la LX Legislatura del esta-
do, un punto de acuerdo mediante el cual: “se invita y se
exhorta al titular del Centro SCT en la entidad a efecto de
que informe los motivos por los cuales la obra del tramo
carretero federal Balancán-Tenosique, en el kilometro
67+900, no han sido terminados solicitando su pronta re-
paración en razón de que representa el principal acceso al
municipio de Tenosique, Tabasco”.

Segundo. Que dicho tramo se encuentra en una zona pan-
tanosa y que en ocasiones se han presentado hundimientos,
por lo que hay que desarrollar trabajos sobre elevación pa-
ra recuperar el nivel del rasante y evitar el corte de comu-
nicación con el municipio de Tenosique, Tabasco.

Tercero. Que en razón de lo anterior, el Centro SCT, Ta-
basco solicitó un diagnostico geotécnico de dicho tramo
para desarrollar una o varias propuestas de solución.

Cuarto. Que hecho lo anterior, de entre varias soluciones
temporales factibles, se optó por la de: Hacer uso de inclu-

siones rígidas de mortero con f’c=50kilogramos/centíme-
tro cuadrado, de 30 centímetros, de diámetro y de una lon-
gitud de 8.0, 10.0 y 12.0 metros, para reducir los asenta-
mientos que induciría el terraplén que se conformaría para
recuperar el alineamiento vertical de la carretera. Asimis-
mo, construir una alcantarilla cimentada con micropilotes
de 6 pulgadas de diámetro y 25 metros de longitud, la cual
funcionaria como un vaso comunicante para mantener los
mismo niveles de agua en ambos lados. A pesar de que par-
te de la carretera se estabilizó con dicha solución, el tramo
donde se construyó la alcantarilla fallo y es donde actual-
mente se refleja el problema.

Quinto. Que actualmente la Unidad General de Servicios
Técnicos del SCT, Delegación Tabasco, está elaborando un
dictamen para determinar qué solución se dará para evitar
la interrupción del tráfico hacia el municipio de Tenosique,
Tabasco, con la condicionante de que dicho tramo estará
operando bajo condiciones de restricciones de velocidad,
hasta en tanto no se tengan autorizados los recursos para el
estudio, el proyecto y construcción de un viaducto, que es
la solución definitiva.

Sexto. Que, en virtud de lo anterior, estando facultado el
honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Ta-
basco, de conformidad con lo establecido en los artículos
28, segundo párrafo y 36, fracción XLIII, de la Constitu-
ción Local, para aprobar, los puntos de acuerdos que pro-
pongan a la Legislatura los diputados o las fracciones par-
lamentarias, para gestionar ante las instancias competentes
apoyo a la población o que busquen el beneficio de la ciu-
dadanía tabasqueña; ha tenido a bien emitir el siguiente

Punto de acuerdo 292

Único. La Sexagésima Legislatura del honorable Congreso
del Estado de Tabasco, exhorta a los integrantes de las co-
misiones competentes y al Pleno de la LXIII Legislatura de
la honorable Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, a verificar que sean realizadas las diligencias nece-
sarias a efecto de que sea incluida en el presupuesto de
egresos 2013, la asignación de recursos para la culmina-
ción de obra del tramo carretero federal Balancán - Tenosi-
que, en el Kilometro 67+900, en razón de los problemas
técnicos que presenta. Así mismo se exhorta a la Secretaría
de Comunicaciones y Transporte, con la finalidad de que
las acciones programadas tengan continuidad y conclusión
en tiempo y forma.
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Transitorio

Único. Se instruye al oficial mayor para que realice los trá-
mites correspondientes, para hacer llegar a sus destinata-
rios el presente exhorto.

Dado en el salón de sesiones del Poder Legislativo del es-
tado, en la ciudad de Villahermosa, capital del estado de
Tabasco, a los veinticinco días del mes de septiembre del
año dos mil doce.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Honorable Congreso del Estado: dputado Manuel Antonio Ulin Barjau
(rúbrica), presidente; diputado Fernando Morales Mateos (rúbrica), se-
cretario.»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Túrnense a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública, para su atención.

DIPUTADO SUPLENTE QUE SE INCORPORA

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Se encuentra a las puertas de este recinto el ciudadano
Rodrigo Chávez Contreras, diputado federal electo en la
cuarta circunscripción plurinominal; se designan en comi-
sión para que lo acompañen en el acto de rendir su protes-
ta de ley a los legisladores Alliet Mariana Bautista Bravo,
Hugo Jarquín, Tomás Brito, Ximena Martel, a Héctor Hu-
go Roblero y a Martha Beatriz Córdova Bernal.

La Secretaria diputada Tanya Rellstab Carreto: Se pide
a la comisión cumplir con este encargo.

(La comisión cumple con su encargo)

Se invita a los presentes a ponerse de pie.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Ciudadano Rodrigo Chávez Contreras, ¿protesta guar-
dar y hacer guardar la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y las leyes que de ella emanen, y
desempeñar leal y patrióticamente el cargo de diputado
que el pueblo le ha conferido, mirando en todo por el bien
y prosperidad de la Unión?

El ciudadano Rodrigo Chávez Contreras: Sí, protesto.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Si así no lo hiciera, que la nación se lo demande. Feli-
cidades, señor diputado.

Continúe la Secretaría.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada
en esta fecha, los senadores Lilia Guadalupe Merodio Re-
za y Carlos Alberto Puente Salas presentaron iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma la Ley del Im-
puesto sobre la Renta.

La Presidencia dispuso que dicha iniciativa, la cual se ane-
xa, se turnase a la Cámara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 20 de noviembre de 2012.— Senador José Rosas Ais-
puro Torres (rúbrica).»

«Los suscritos, Lilia Guadalupe Merodio Reza y Carlos Al-
berto Puente Salas, integrantes respectivamente de los Gru-
pos Parlamentarios de los Partidos Revolucionario Institu-
cional y Verde Ecologista de México, de conformidad con
los artículos 8, numeral 1, fracción I, y 164 del Reglamen-
to del Senado de la República, someten a consideración del
pleno iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma la Ley del Impuesto sobre la Renta, en materia de
deducibilidad con relación a la promoción deportiva, con
base en la siguiente

Exposición de Motivos

Conforme a la legislación vigente en la materia, no todas
las personas con fines no lucrativos están autorizadas para
recibir donativos deducibles de impuesto; en particular, la
promoción del deporte, actividad establecida en la Ley Fe-



deral de Fomento a las Actividades realizadas por Organi-
zaciones de la Sociedad Civil como objeto de fomento que
no se encuentra prevista en la Ley del Impuesto sobre la
Renta.

Se señala la Ley Federal de Fomento a las Actividades re-
alizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil porque
considera la promoción del deporte como objeto de fomen-
to por su importancia para el desarrollo nacional.

Todo ello derivado de conformidad con la Ley General de
Cultura Física y Deporte, que establece en el artículo 2

Esta ley y su reglamento tienen por objeto establecer las
bases generales de coordinación y colaboración entre la fe-
deración, los estados, el Distrito Federal y los municipios,
así como de la concertación para la participación de los
sectores social y privado en materia de cultura física y de-
porte, teniendo las siguientes finalidades generales:

I. Fomentar el óptimo, equitativo y ordenado desarrollo
de la cultura física y el deporte en todas sus manifesta-
ciones y expresiones;

II. Elevar, por medio de la cultura física y el deporte, el
nivel de vida social y cultural de los habitantes en las
entidades federativas, Distrito Federal y municipios;

III. Fomentar la creación, conservación, mejoramiento,
protección, difusión, promoción, investigación y apro-
vechamiento de los recursos humanos, materiales y fi-
nancieros destinados a la cultura física y el deporte;

IV. Fomentar el desarrollo de la cultura física y el de-
porte, como medio importante en la preservación de la
salud y prevención de enfermedades;

V. Fomentar el desarrollo de la cultura física y el depor-
te, como medio importante en la prevención del delito;

VI. Incentivar la inversión social y privada para el de-
sarrollo de la cultura física y el deporte, como comple-
mento de la actuación pública;

VII. Promover las medidas necesarias para erradicar la
violencia y reducir los riegos en la práctica de activida-
des físicas, recreativas o deportivas que pudieran deri-
varse del doping, así como de otros métodos no regla-
mentarios;

VIII. Fomentar, ordenar y regular las asociaciones y so-
ciedades deportivas, deportivo-recreativas, del deporte
en la rehabilitación y de cultura físico-deportiva;

IX. Promover en la práctica de actividades físicas, re-
creativas y deportivas el aprovechamiento, protección y
conservación adecuada del medio ambiente;

X. Garantizar a todas las personas sin distinción de gé-
nero, edad, capacidades diferentes, condición social, re-
ligión, opiniones, preferencias o estado civil la igualdad
de oportunidades dentro de los programas de desarrollo
que en materia de cultura física y deporte se implanten;
y

XI. Los deportistas con algún tipo de discapacidad no
serán objeto de discriminación alguna, siempre que las
actividades por realizar no pongan en peligro su integri-
dad.

Aunado a lo anterior, debemos destacar que el 12 de octu-
bre de 2011 se publicaron en el Diario Oficial de la Fede-
ración las reformas de los artículos 4o. y 73, fracción
XXIX-J, de la Constitución, en materia de cultura física y
deporte, en la cual se establece:

Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la prácti-
ca del deporte. Corresponden al Estado su promoción, fo-
mento y estímulo conforme a las leyes en la materia.

Este nuevo derecho consagrado en la Constitución debe
aplicarse a partir de la participación también de los secto-
res social y privado en colaboración con esta nueva res-
ponsabilidad del Estado, atendiendo tanto al mandato cons-
titucional como a la concertación de la participación de
ambos sectores en materia de cultura física y deporte que
impone la Ley General de Cultura Física y Deporte a la Co-
misión Nacional de Cultura Física y Deporte (Conade).

En el caso de la deducibilidad de la promoción del depor-
te, encontramos que la Ley General de Cultura Física y De-
porte confiere a la Conade la responsabilidad de ser el ges-
tor de estímulos fiscales para las aportaciones de los
sectores social y privado, conforme lo dispone el artículo
29, fracciones IX y XX, de dicho ordenamiento:

Artículo 29. La Conade tiene las siguientes atribucio-
nes:

…
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IX. Promover y fomentar ante las instancias correspon-
dientes en el ámbito federal el otorgamiento de estímu-
los fiscales a los sectores social y privado derivado de
las acciones que estos sectores desarrollen a favor de la
cultura física y el deporte;

…

XX. Promover e incrementar con las previsiones presu-
puestales existentes los fondos y fideicomisos, ya sean
públicos o privados, que en materia de cultura física y
deporte se constituyan con objeto de organizar la parti-
cipación de los sectores social y privado, a efecto de
contribuir al desarrollo deportivo del país;

En concordancia con esta última fracción del artículo 29 de
Ley General de Cultura Física y Deporte, cabe señalar que
la Conade cuenta con dos fideicomisos públicos, que con-
forme a la normatividad y facultades, ya no son suscepti-
bles de recibir donativos: Fondo Nacional para el Deporte
y Fondo para el Deporte de Alto Rendimiento, ambos cre-
ados con el propósito de incrementar los apoyos que se
otorgan al deporte. Son además fundamentales para la for-
mulación de normas y programas, así como ejecutar accio-
nes para promover la educación física, el deporte para to-
dos, el deporte estudiantil, el selectivo y el de alto
rendimiento.

Aun cuando la ley confiere atribuciones a la Conade para
crear fideicomisos públicos o privados, ésta no ha cumpli-
do la reforma planteada en 2005 para el reconocimiento a
los medallistas olímpicos a que se refiere la ley en el artí-
culo 99, que a letra dice:

Corresponde a la Conade y a los organismos de los secto-
res públicos otorgar y promover en el ámbito de sus res-
pectivas competencias ayudas, subvenciones y reconoci-
mientos a los deportistas, técnicos y organismos de cultura
física y deporte ajustándose a lo dispuesto en la presente
ley, su reglamento y, en su caso, en la convocatoria corres-
pondiente.

La Conade promoverá y gestionará la constitución de
fideicomisos destinados al otorgamiento de un recono-
cimiento económico vitalicio a los deportistas que en
representación oficial obtengan o hayan obtenido una o
más medallas en juegos olímpicos o paralímpicos.

La Conade regirá los criterios y las bases para el otorga-
miento y monto de la beca a que se harán acreedores los

beneficiados por los fideicomisos creados para reconoci-
miento a medallistas olímpicos y paralímpicos.

La propuesta aquí planteada busca establecer las condicio-
nes para que, efectivamente, se incentiven la cultura física
y el deporte como actividad considerada como objeto de
fomento dada su importancia para el desarrollo del país.
Pretende incentivar además la participación de los sectores
social y privado, a través de que sean éstos susceptibles de
recibir donativos deducibles, para lo cual deberán cumplir
los requisitos que establece la legislación aplicable en la
materia, para con ello contribuir a salvaguardar los recur-
sos del Estado y fortalecer los mecanismos de transparen-
cia y rendición de cuentas de las organizaciones de la so-
ciedad civil.

Basta revisar el brutal incremento del presupuesto federal
destinado al deporte, durante la administración que está por
concluir, para dar por sentado que no se observa la debida
importancia que tienen los recursos privados para el desa-
rrollo del deporte del país, aunado a las bondades que trae
consigo la práctica de la actividad deportiva, en especial
para el combate del sedentarismo y la obesidad, y la cana-
lización adecuada del ocio, cuya responsabilidad recae
también de manera social en el sector privado.

La obtención de recursos a través de la deducción de dona-
tivos recibidos debe servir para impulsar todas las acciones
de apoyo y fomento del deporte, con arreglo a la normati-
vidad aplicable y bajo la promoción y supervisión de la Co-
nade para transparentar y hacer eficiente la aplicación de
los recursos en beneficio del deporte nacional.

El objeto de esta iniciativa no sólo tiene que ver con la cap-
tación de mayores recursos privados para la actividad de-
portiva: busca además con ello cumplir el objeto de la Ley
General de Cultura Física y Deporte en aras de cumplir las
finalidades enmarcadas en el artículo 2, sino contribuir con
la Conade como rector de la política nacional en la mate-
ria, a desarrollar todo lo concerniente a la actividad depor-
tiva con arreglo a las disposiciones constitucionales del de-
recho a la cultura física y la práctica del deporte.

Sin duda, ésta es la primera respuesta para que pueda dar-
se cabal cumplimiento al nuevo mandato constitucional en
el tema.

Por lo expuesto se somete a consideración de esta sobera-
nía, la siguiente iniciativa con proyecto de



Decreto por el que se reforma la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, en materia de deducibilidad con relación
a la promoción deportiva

Artículo Único. Se reforman las fracciones VI y XVI del
artículo 95 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, para
quedar como sigue:

Articulo 95. …

I. a V. …

VI. Instituciones de asistencia o de beneficencia, autori-
zadas por las leyes de la materia, así como las socieda-
des o asociaciones civiles, organizadas sin fines de lucro
y autorizadas para recibir donativos en los términos de
esta ley, que tengan como beneficiarios a personas, sec-
tores, y regiones de escasos recursos; que realicen acti-
vidades encaminadas al desarrollo y promoción del
deporte; que realicen actividades para lograr mejores
condiciones de subsistencia y desarrollo a las comuni-
dades indígenas y a los grupos vulnerables por edad, se-
xo o problemas de discapacidad, dedicadas a las si-
guientes actividades:

a) a h) …

i) La promoción del deporte.

VII. a XV. …

XVI. Asociaciones o sociedades civiles organizadas
con fines políticos o religiosos;

XVII. a XX. …

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Senado de la República, a 20 de noviembre de 2012.— Se-
nadores: Lilia Guadalupe Merodio Reza, Carlos Alberto Puente Salas
(rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada
en esta fecha, los senadores Marcela Torres Peimbert, Ja-
vier Corral Jurado, Ernesto Ruffo Appel, Francisco Do-
mínguez Servién, Víctor Hermosillo y Celada, Héctor La-
rios Córdova, Dolores Padierna Luna, Armando Ríos Piter,
Mario Delgado Carilla, María Lucero Saldaña Pérez y Ma-
ría del Rocío Pineda Gochi presentaron iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman, adicionan y dero-
gan diversas disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la
Renta.

La Presidencia dispuso que dicha iniciativa, que se anexa,
se turnara a la Cámara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 20 de noviembre de 2012.— Senador José Rosas Ais-
puro Torres (rúbrica) vicepresidente.»

«Marcela Torres Peimbert, Javier Corral Jurado, Ernesto
Ruffo Appeal, Francisco Domínguez Servién, Víctor Her-
mosillo y Celada, Héctor Larios Córdova, Dolores Padier-
na Luna, Armando Ríos Piter, Mario Delgado Carilla, Ma-
ría Lucero Saldaña Pérez, María del Rocio Pineda Gochi,
senadores de la república para la LXII Legislatura del Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 8, numeral 1, fracción I, 164, numeral 1,
169 y 172 del Reglamento del Senado de la República, so-
meten a consideración de esta soberanía la siguiente inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se reforman el pá-
rrafo quinto de la fracción I del artículo 31, el párrafo
séptimo del artículo 93, la fracción I y el primer párrafo de
la fracción II, ambos del artículo 97, el párrafo cuarto de la
fracción III del artículo 176; se adiciona la fracción XXI al
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artículo 95; y se deroga el párrafo segundo de la fracción II
del artículo 97, todos de la Ley del Impuesto sobre la Ren-
ta, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Estamos ante un cambio de época, fenómenos como la mi-
gración, la inclusión de la mujer en el mercado laboral, la
corta duración del matrimonio, entre otras, ocasionaron
que el papel de la familia se viera desplazado. Desde hace
algunos años, la conformación familiar se transformó, se-
gún cifras del Inegi, tan sólo 7 de cada 100 niños viven con
ambos padres, mientras que el tiempo promedio de dura-
ción del matrimonio es de 10 años. Hoy día no hay hetero-
geneidad en la familia, por el contrario, hay familias uni-
parentales, con padres del mismo sexo, formadas con uno
de los padres y los abuelos, etcétera, este cambio en la con-
figuración de la familia implicó, necesariamente, un cam-
bio en la configuración social.

Tareas básicas como la de transmisión de valores, de for-
mación de una identidad nacional, de unión y trabajo en
equipo, de protección a los niños, a los adultos mayores o
en general a los débiles, ya no se enseñan en el seno fami-
liar. Hoy día tenemos un hueco en el proceso de formación
del ser humano, el cual no se cubre con la escuela, pero es
paulatinamente reemplazado por los medios masivos de
comunicación, la televisión es quien educa a nuestros jó-
venes. El fenómeno de transformación de la familia es
mundial y plantea un reto a las sociedades actuales, adap-
tarse y buscar la manera de enseñar a los jóvenes estas ta-
reas que la familia ya no cubre, o educar nuevas genera-
ciones con profundas carencias en su formación humana.

En países como Alemania, donde cada ciudadano participa
en al menos 7 organizaciones sin fines de lucro, las tareas
que antes transmitía la familia, ahora las transmite la so-
ciedad organizada. Es así que la participación ciudadana, a
través de la conformación de organizaciones de la sociedad
civil, se pondera en el siglo XXI como el mejor medio pa-
ra transmitir valores, formar una identidad nacional, prote-
ger a los desvalidos, generar unión y enseñar a trabajar en
equipo a los jóvenes que forman parte de una sociedad de-
terminada.

Aunado a lo anterior, en nuestro país la figura de Estado
paternalista que subsistió durante muchos años, generó una
codependencia de los mexicanos hacia la resolución de los
problemas sociales mediante medidas estrictamente guber-
namentales. Esta codependencia ha impedido fortalecer a

la ciudadanía y trascender de una mera democracia formal
a una democracia de calidad.

La hipertrofia legislativa en materia electoral nos demues-
tra que los esfuerzos por fortalecer a la democracia no de-
ben ser sólo legislativos, por el contrario, la democracia no
se logra en o por las leyes, la democracia se logra a través
de los ciudadanos, sólo los ciudadanos son capaces de
construir una democracia sólida cuando se les permite par-
ticipar y deliberar en los asuntos públicos.

En nuestro país tan solo existen 36 mil organizaciones de
la sociedad civil, para aproximadamente 112 millones de
mexicanos, mientras que en países como Argentina existen
100 mil para 30 millones de argentinos, en México no com-
prendemos que la ciudadanía fuerte hace fuerte al país.

Como legisladores, esta situación nos exige tomar medi-
das, a efecto de reformar el marco fiscal de las OSC con el
objeto de incentivar la creación de nuevas organizaciones,
y el fortalecimiento de las ya existentes, en el entendido de
que, como medida de largo plazo, se liberará al Estado de
realizar muchas actividades que se pueden realizar de ma-
nera más eficiente desde la sociedad civil organizada.

Justificación de la reforma a los artículos 31, 95, 97 y
176

El 25 de abril de 2007 el diputado federal del PRD, Juan
Guerra Ochoa, en nombre de los Grupos Parlamentarios
del PRD, de Convergencia y del PT, presentó la iniciativa
“que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley del Impuesto sobre la Renta, del Código Fiscal de la
Federación y de la Ley del Servicio de Administración Tri-
butaria”.

Entre varios puntos, la iniciativa contenía la reforma a los
artículos 31 y 176 del la Ley del Impuesto sobre la Renta.
La reforma planteada por el diputado Juan Guerra tenía co-
mo objetivo establecer un límite de 50 por ciento a la de-
ducibilidad del monto otorgado en donativo a las organiza-
ciones de la sociedad civil, tanto por personas físicas como
personas morales.

Entre los argumentos principales que el diputado incorpo-
ró en su propuesta se encontraban los siguientes:

1. Que México era uno de las pocos países en el mundo
que no contaba con límites a la deducción fiscal sobre el
monto de donativos otorgados a las organizaciones de la



sociedad civil, lo que se implicaba que cualquier canti-
dad monetaria donada a una donataria autorizada signi-
ficaba una reducción de la utilidad fiscal para personas
morales y físicas. En virtud de que significaba una re-
ducción de la utilidad fiscal, esto se traducía en un me-
nor pago de impuestos por parte de las personas, lo que
en última instancia equivalía a que el donativo fuera
otorgado en realidad por la autoridad fiscal, pues la dis-
minución en la recaudación derivaba de la menor utili-
dad fiscal. El diputado Juan Guerra señalaba que estos
donativos se convertían en recursos 100 por ciento pú-
blicos entonces.

2. Que la falta de un límite a la deducción por donativos
otorgados a las donatarias autorizadas había generado
comportamientos perversos en donde muchas personas
morales, principalmente, creaban organizaciones no lu-
crativas con la única finalidad de evadir el impuesto so-
bre la renta, realizando operaciones de “triangulación y
donaciones cruzadas” hacia sus propias organizaciones
civiles, que también eran donatarias autorizadas.

3. Que existía un “conjunto de carencias y observacio-
nes en la calidad, claridad y discrecionalidad con la que
el sector público otorgaba donativos desde el presu-
puesto público federal”.

De estos argumentos, el diputado Juan Guerra determinó
que los contribuyentes debíamos demandar un “mecanis-
mo de control efectivo”, por lo que un primer paso podría
ser establecer un límite de 50 por ciento de deducción a los
donativos realizados a donatarias autorizadas, de forma tal
que existiera una verdadera participación del sector priva-
do, asumiendo un 50 por ciento del monto del donativo y
no dejando la carga total al sector público por el costo fis-
cal que implicaba la deducibilidad del monto en donación.
En principio, el mecanismo también tenía como propósito
prevenir y contener comportamientos de corrupción, eva-
sión fiscal y para inducir la transparencia en el uso de los
recursos públicos otorgados en donativo a las organizacio-
nes de la sociedad civil.

Si bien los planteamientos del diputado Juan Guerra en
parte eran correctos, sus argumentos en realidad estaban
enfocados a los donativos que realizaban las personas mo-
rales, es decir, en la reforma al artículo 31 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta. En los argumentos presentados en
su iniciativa, no había un soporte claro para que también se
estableciera el mismo límite a la deducibilidad de los do-
nativos otorgados por las personas físicas.

Seguramente, en el análisis personal del diputado Juan
Guerra era más sencillo igualar los límites tanto para per-
sonas físicas como para morales, evitando de esta forma
que los accionistas o socios de una persona moral, pudie-
ran evadir la carga fiscal personal realizando el donativo
como persona física si el límite de deducibilidad para do-
nativos fuera mayor para personas físicas. Sin embargo,
eso no queda del todo claro en la iniciativa del diputado
Juan Guerra.

Fue, sin embargo, la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, presidida por el entonces diputado del PRI Jorge Es-
tefan Chidiac, quien ajustó este límite a la deducibilidad
del monto otorgado en donativos a las organizaciones de la
sociedad civil. De esta forma, de un límite a la deducibili-
dad de 50 por ciento planteado por el diputado Juan Gue-
rra, la comisión, sin dar ningún argumento de la disminu-
ción del límite, decidió establecerlo en 7 por ciento. No.
hubo análisis detrás de esta determinación ni argumento
que convenciera de que ese límite era el adecuado para el
eficiente funcionamiento del “mecanismo de control” que
planteó el diputado Juan Guerra. Simplemente, así lo apro-
bó la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cá-
mara de Diputados en la anterior legislatura.

La comisión en comento tampoco argumentó la razón por
la cual igualaba el límite de la deducibilidad entre personas
morales y físicas. Simplemente señaló que “se considera
que la modificación propuesta permite orientar de manera
adecuada el beneficio fiscal de deducir los donativos efec-
tuados a las donatarias autorizadas, pues al establecer que
el límite de la deducibilidad sea en los términos indicados
permite que la deducibilidad de los donativos sólo la reali-
cen los contribuyentes que generaron utilidades fiscales en
el ejercicio inmediato anterior”.

Si bien los argumentos de control fiscal para evitar la eva-
sión y elusión fiscales son del todo adecuados, lo que nun-
ca imaginaron el diputado Juan Guerra, ni la Comisión de
Hacienda y Crédito Público que dictaminó dicha iniciativa,
es que un límite tan bajo como es el 7 por ciento, a la de-
ducibilidad de los donativos otorgados por personas físicas
y morales a donatarias autorizadas, no incentiva la dona-
ción y mucho menos, permite la proliferación de recursos
que financien la operación de organizaciones de la socie-
dad civil que, por vocación y compromiso, atienden a gru-
pos vulnerables, minorías y dan solución a problemas so-
ciales en nuestro país.
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Esta situación de falta de fuentes de recursos para apoyar
la operación ciudadana a través de las organizaciones de la
sociedad civil, sólo limita el tamaño del sector social, su
capacidad de acción social y desincentiva la donación.

De acuerdo con un análisis realizado por el doctor Michael
D. Layton, del ITAM,1 se evidencia que el financiamiento
o los recursos de operación de las organizaciones de la so-
ciedad civil están fuertemente determinados por los cobros
por servicios que ellas mismas realizan y que está relacio-
nada con su objeto social. El doctor Michael D. Layton se-
ñala en sus estudios que en México, aproximadamente el
85 por ciento de los recursos que reciben las organizacio-
nes de la sociedad civil provienen de cobros por servicios
que ellas mismas proporcionan, 9 por ciento proviene de
apoyos gubernamentales y tan sólo 6 por ciento proviene
de la filantropía. En comparación, en Estados Unidos estos
porcentajes son del 57 por ciento, 31 por ciento y 13 por
ciento, respectivamente; y en el promedio de países latino-
americanos las cifras son del 74 por ciento, 15 por ciento y
10 por ciento, respectivamente.

Adicionalmente, señala que el apoyo filantrópico y guber-
namental hacia estas organizaciones en México es uno de
los más bajos del mundo si se le mide en relación con el
PIB. De una muestra de 36 países, México ocupa el último
lugar con sólo el 0.04 por ciento de su PIB otorgado en do-
nativos a las organizaciones de la sociedad civil.

Fuente: Lester M. Salamon et at, Global Civil Society, Dimensions of
the Nonprofit Sector, Volume 2, Johns Hopkins Comparative Nonpro-
fit Sector Project, Kumarian Press, 2004.

Éstas son las verdaderas razones de que tengamos un sec-
tor de organizaciones ciudadanas tan pequeño, tan poco
fortalecido y con problemas para sobrevivir. Pocos son los
ciudadanos, los que pueden observar los problemas coti-
dianos que enfrentan las organizaciones de la sociedad
civil para sobrevivir a causa de la falta de fuentes de re-
cursos.

Las organizaciones de la sociedad civil han cobrado una
verdadera importancia en el desarrollo social de México y
en la reintegración de las minorías mexicanas en la socie-
dad y en las actividades cotidianas. Este tipo de organiza-
ciones realizan actividades de “remediación social” que no
realiza ni el sector privado ni el sector público, no sólo por
falta de capacidad técnica, humano y operativa, sino tam-
bién por una verdadera falta de visión para empoderar a la
sociedad civil y fortalecer a los grupos menos favorecidos
de la sociedad.

Las organizaciones de la sociedad civil, con una gran vo-
cación de servicio y compromiso, aportan su experiencia y
sus escasos recursos económicos, humanos y materiales a
la atención de la población mexicana.

Si bien la publicación de la Ley Federal de Fomento a las
Actividades Realizadas por Organizaciones de la Sociedad
Civil en el año 2004 permitió que este tipo de organizacio-
nes se constituyera en México en un canal eficiente para la
participación ciudadana y para la atención de demandas so-
ciales, el crecimiento y fortalecimiento de este sector de-
pende fuertemente del nivel de recursos con el que cuente.

Es por lo anterior que la iniciativa que se presenta cobra
especial relevancia. Se trata de rescatar el espíritu inicial de
la iniciativa del diputado Juan Guerra de establecer límites
a la evasión y elusión fiscal mediante el otorgamiento de
donativos, pero corregir el extremo en que cayó la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público al llevar ese límite al 7
por ciento.

Por ello se propone aumentar el límite existente en la le-
gislación en los artículos 31 y 176 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta del 7 por ciento al 25 por ciento. La am-
pliación del límite de la deducibilidad de los donativos
otorgados por personas físicas y morales a donatarias auto-
rizadas al 25 por ciento privilegiaría la actividad que reali-
zan las organizaciones de la sociedad civil y fortalecería al
sector, dando mejores esperanzas de supervivencia a las
organizaciones de la sociedad civil que cuentan con pocos
recursos para llevar a cabo su actividad social y enfocarla
hacia los grupos más necesitados de este país.

Ahora bien, respecto al artículo 95 se propone adicionarle
una fracción XXI, lo anterior a efecto de que las asociacio-
nes y sociedades que se encuentren debidamente inscritas
en el Registro Federal de Organizaciones de la Sociedad
Civil conforme a la Ley Federal de Fomento a las Activi-



dades Realizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil
serán ‘consideran personas morales con fines no lucrativos,
además de las señaladas en el artículo 102 de la misma, las
siguientes.

Asimismo se propone incluir en el artículo 97 la referencia
a la fracción XXI, la cual se adicionó en el artículo 95, con
el fin de que el contenido de la ley sea armónico. Se elimi-
na también la prohibición de las OSC para influir en la le-
gislación contenida en la fracción II del artículo 97, toda
vez que esto constituye una limitación al derecho de peti-
ción de la cual gozamos todos los mexicanos por estar con-
tenido en el artículo 8 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Justificación de la reforma al artículo 93 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta

El 10 de septiembre de 2009, el Ejecutivo federal presentó,
como todos los años, su reforma a la miscelánea fiscal en
el marco de la discusión del paquete económico para el
ejercicio fiscal 2010.

En esa ocasión se presentó lo que se denominó como “re-
forma integral de la hacienda pública” lo que el gobierno
federal justificó como una iniciativa que se tornaría en un
instrumento para garantizar al Estado “la captación de ma-
yores recursos para atender las necesidades de financia-
miento y, en consecuencia, alcanzar el desarrollo humano
sustentable, que constituye un aspecto prioritario conteni-
do en el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012”.

Sin duda, la justificación de una reforma integral a la ha-
cienda pública era más que evidente en el marco de una
desaceleración económica mundial que requería fortalecer
los mecanismos de financiamiento del gasto público en el
país. Por esa razón y considerando fundamental para el de-
sarrollo y crecimiento económico del país mantener la so-
lidez en las finanzas públicas y conservar la estabilidad de
las principales variables macroeconómicas, fue que el Eje-
cutivo federal planteó modificar la Ley del Impuesto sobre
la Renta (ISR), y en consecuencia incrementar su eficien-
cia recaudatoria.

El Ejecutivo federal señaló en esa iniciativa que en el ejer-
cicio fiscal de 2008, la recaudación por concepto del ISR
había generado ingresos equivalentes al 5.2 por ciento del
producto interno bruto, y que esa recaudación era superior
al nivel superior promedio que se había observado en los

últimos 28 años. Sin embargo, señalaba la iniciativa, du-
rante los primeros meses de 2009 se había observado una
baja en la recaudación, lo que significó que en el mes de ju-
lio de 2009, los ingresos generados por ISR registraran una
caída de 14.3 por ciento en términos reales con respecto del
monto observado en el mismo periodo de 2008.

Esto era consecuencia de una desaceleración económica
internacional derivada de una crisis financiera internacio-
nal que impactaba el ciclo económico nacional, además de
los efectos que había causado la contingencia sanitaria ocu-
rrida en abril del año 2009.

Fue así que con el objetivo de mantener una estabilidad de
la macroeconomía en el país, y anticipando una menor re-
caudación tributaria, el gobierno federal debió instrumen-
tar medidas tributarias que permitieran salvar esa situación
económica internacional. Esa fue la razón de las medidas
que se incluyeron en la reforma a la Ley del Impuesto So-
bre la Renta aplicables para el ejercicio fiscal 2010.

En particular, en materia del sector de donatarias autoriza-
das, la iniciativa propuesta por el Ejecutivo federal incor-
poró algunas medidas “a fin de homologar las obligaciones
fiscales de todas las donatarias, garantizar mayor certi-
dumbre jurídica respecto de las actividades que pueden
realizar las donatarias autorizadas y asegurar la transparen-
cia de la información referente, entre otros, a los recursos
públicos que de forma indirecta reciben vía los donativos
de los particulares, así como sobre el uso y destino de los
mismos, y de esta manera permitir a las autoridades fisca-
les contar con los elementos suficientes para que ejerzan
sus facultades de comprobación”.

Fue así que se propuso, y posteriormente se aprobó, preci-
sar que los ingresos que obtienen las donatarias autorizadas
por la enajenación de bienes o prestación de servicios no
relacionados con su objeto social o los fines para los que
fueron creadas, no podrían exceder del 10 por ciento de los
ingresos obtenidos por el desarrollo de las actividades di-
rectamente relacionadas con su objeto. La iniciativa justifi-
có que ello se debía a “que las donatarias deben dedicarse
exclusivamente a la consecución de su objeto social y no a
actividades empresariales”.

En virtud de que las condiciones económicas internaciona-
les se han modificado y son más favorables para la econo-
mía nacional, y que la recaudación por impuestos se ha for-
talecido hasta el año 2011, es importante para el sector de
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las organizaciones de la sociedad civil hacer una evalua-
ción sobre las reformas que se aprobaron en el contexto
económico entonces prevaleciente.

Es cierto que es correcto obligar a las organizaciones de la
sociedad civil, y en particular a las donatarias autorizadas,
a dedicarse exclusivamente a las actividades que define la
consecución de su objeto social y a no encubrir la realiza-
ción de actividades empresariales, pues de esta manera se
transparenta la actividad de este sector. Adicionalmente, se
evita la evasión o elusión fiscal por esta vía, en la medida
en que actividades empresariales pudieran disfrazarse de
actividades sociales perjudicando la imagen del sector, en
relación con la ayuda social que este brinda a la población
mexicana.

Sin embargo, también es cierto que esta reforma al artícu-
lo 93 presupuso, de una forma un tanto errónea, que las ac-
tividades directamente definidas por el objeto social de las
Organizaciones de la Sociedad Civil son suficientes para
financiar su actividad y su supervivencia.

Si los ingresos derivados por las actividades enmarcadas
por el objeto social de las organizaciones de la sociedad ci-
vil fueran suficientes para garantizar su supervivencia, es-
tas organizaciones no se verían obligadas a realizar activi-
dades distintas a las de su objeto social.

Más aún, si los ingresos provenientes por fuentes distintas
a su propia actividad, es decir, donativos y apoyos econó-
micos provenientes de la filantropía, del sector privado em-
presarial y público, fueran suficientes y distribuidos de una
forma mucho más equitativa entre todas las organizaciones
de la sociedad civil, estas organizaciones no se verían obli-
gadas a realizar actividades que las distraen de la realiza-
ción y cumplimiento cabal de su objeto social, pero que sin
duda les generan ingresos para poder sobrevivir y seguir
realizando actividades sociales en apoyo de la sociedad
mexicana, principalmente la más vulnerable o la menos
protegida.

Las organizaciones de la sociedad civil han venido cre-
ciendo en número y sectores abarcados en la última déca-
da, principalmente a partir del año 2004 en que se expidió
la Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas
por Organizaciones de la Sociedad Civil.

Sin embargo, este crecimiento ha estado relacionado direc-
tamente con su capacidad para encontrar fuentes de finan-

ciamiento, principalmente por las actividades que ellas
mismas realizan.

De acuerdo con información compilada por la Universidad
Johns Hopkins2 y analizada por el doctor Michael D. Lay-
ton3 sobre 36 países, si se analiza el sector de las organiza-
ciones de la sociedad civil desde el la perspectiva de los re-
cursos y donaciones con que cuentan para llevar a cabo su
labor de ayuda y auxilio a la sociedad, Michael D. Layton
señala que el financiamiento de este sector de la sociedad ci-
vil está fuertemente determinado por los cobros por servi-
cios que realizan y que, en cambio, es muy débil el apoyo fi-
lantrópico y gubernamental hacia estas organizaciones.

Dadas estas cifras de dependencia de los ingresos prove-
nientes de las actividades que ellas mismas realizan para
poder sobrevivir y llevar a cabo su actividad social, se re-
quiere revisar la reforma al artículo 93 aprobada en el año
2009 y que limita al 10 por ciento los ingresos exentos pro-
venientes por actividades que no necesariamente se rela-
cionan con su objeto social.

Sin duda y con un afán de evitar la evasión y elusión fiscal
y efectivamente obligar a las organizaciones de la sociedad
civil a que cumplan con su misión y objeto social para las
que fueron creadas, es importante no abrir completamente
este límite, pero sí es fundamental para la supervivencia y
crecimiento del sector de organizaciones civiles sin fines
de lucro, que este límite se revise a la alza.

La justificación por incrementar este límite, cobra especial
relevancia si se revisan las cifras del apoyo económico por
parte del sector público a las organizaciones de la sociedad
civil. En el Informe Anual de las Acciones de Fomento y de
los Apoyos y Estímulos otorgados por Dependencias y En-
tidades de la Administración Pública Federal a favor de es-
tas organizaciones, correspondiente a 2010, de OSC, se se-
ñala que en 2010 se otorgaron 6 mil 28 apoyos económicos
a 3 mil 49 OSC. Esto representa un incremento en el nú-
mero de apoyos económicos de casi 40 por ciento con res-
pecto a 2009, pero sólo un incremento de poco más de 15
por ciento con en el número de organizaciones apoyadas.
Si se consideran las organizaciones que a fines del año
2010 registraron tener su CLUNI, estas cifras evidencian
que sólo el 23 por ciento de las organizaciones que apare-
cen en el Registro Federal recibieron apoyos económicos
otorgados por la administración pública federal.
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Por lo anterior, en esta iniciativa de reforma se propone
cambiar la redacción actual del artículo 93 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta de “podrán obtener ingresos por
actividades distintas a los fines para los que fueron autori-
zados para recibir dichos donativos, siempre que no exce-
dan del 10 por ciento de sus ingresos totales en el ejercicio
de que se trate” a “obtener ingresos por actividades con fi-
nes no lucrativos a los que se refieren del artículo 95 de es-
ta ley, susceptibles de ser consideradas para recibir donati-
vos en los términos de este título, siempre que no excedan
de una tercera parte de sus ingresos totales en el ejercicio
de que se trate”.

Esta modificación, sin duda daría un “respiro” a las orga-
nizaciones de la sociedad civil, en virtud de que en el mar-
co de la crisis económica internacional, este sector no go-
zó de ningún esquema que le permitiera sortear de mejor
forma la disminución de ingresos provenientes de todas las
fuentes, incluyendo las de la filantropía.

Como se puede notar, se sugiere que el texto se refiera a
que estarán exentos los ingresos provenientes de cualquier
actividad susceptible de autorización, conforme al artículo
95 de la Ley del ISR. Cabe señalar que esta propuesta no
afecta en ningún momento la recaudación fiscal, ya que se
circunscribe al régimen de personas morales con fines no
lucrativos y se preservan los estímulos que les correspon-
den por este carácter. Por otra parte, se solicita que los in-
gresos sean una tercera parte de los ingresos para estar en
consonancia con la Regla Miscelánea Fiscal I.3.9.15.

Apoyar a las organizaciones de la sociedad civil con esta
reforma significa ser justos socialmente hablando, en vir-
tud de que este sector no tuvo apoyos económicos para sor-
tear la crisis económica mundial de 2009 y 2010. También
significa un incrementar las oportunidades que tienen los
sectores más vulnerables de la sociedad y las minorías por
tener a su alcance ayuda y auxilio como el que prestan las
organizaciones de la sociedad civil y que no necesariamen-
te prestan las empresas privadas o el sector público en el
país.

Por lo expuesto, y con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 8, numeral 1, fracción I,164
numeral 1, 169 y 172 del Reglamento del Senado de la Re-
pública, sometemos a consideración del pleno de la Cáma-
ra de Senadores el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman el párrafo quinto de la
fracción I del artículo 31, el párrafo séptimo del artícu-
lo 93, la fracción I y el primer párrafo de la fracción II,
ambos del artículo 97, y el párrafo cuarto de la fracción
III del artículo 176; se adiciona la fracción XXI al artí-
culo 95; y se deroga el párrafo segundo de la fracción II
del artículo 97 de la Ley del Impuesto sobre la Renta

Artículo Único. Se reforman el párrafo quinto de la frac-
ción I del artículo 31, el párrafo séptimo del artículo 93, la
fracción I, y el primer párrafo de la fracción II, ambos del
artículo 97, el párrafo cuarto de la fracción III del artículo
176; se adiciona la fracción XXI al artículo 95; y se dero-
ga el párrafo segundo de la fracción II del artículo 97 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 31. ...

I. ...

a) a f)

…

…

El monto total de los donativos a que se refiere esta
fracción será deducible hasta por una cantidad que
no exceda del 25 por ciento de la utilidad fiscal ob-
tenida por el contribuyente en el ejercicio inmediato
anterior a aquél en el que se efectúe la deducción.

II. a XXIII. …

Artículo 93. ...

…

…

…

…

…

Las personas morales y fideicomisos autorizados para reci-
bir donativos deducibles de impuestos podrán obtener in-
gresos por actividades con fines no lucrativos a los que se
refieren del artículo 95 de esta ley, susceptibles de ser
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consideradas para recibir donativos en los términos de
este Título, siempre que no excedan de una tercera par-
te de sus ingresos totales en el ejercicio de que se trate.
No se consideran ingresos por actividades distintas a los re-
feridos fines los que reciban por donativos; apoyos o estí-
mulos proporcionados por la federación, las entidades fe-
derativas, o municipios, así como aquellos establecidos
en los ordenamientos fiscales federales que así lo deter-
minen; enajenación de bienes de su activo fijo o intangi-
ble; cuotas de sus integrantes; intereses; derechos patrimo-
niales derivados de la propiedad intelectual; uso o goce
temporal de bienes inmuebles, o rendimientos obtenidos de
acciones u otros títulos de crédito, colocados entre el gran
público inversionista en los términos que mediante reglas
de carácter general establezca el Servicio de Administra-
ción Tributaria. En el caso de que sus ingresos no relacio-
nados con los fines para los que fueron autorizadas para re-
cibir dichos donativos excedan del límite señalado, las
citadas personas morales deberán determinar el impuesto
que corresponda a dicho excedente, de conformidad con lo
establecido en el párrafo anterior.

Artículo 95. ...

I. a XX. ...

XXI. Las asociaciones y sociedades que se encuen-
tren debidamente inscritas en el Registro Federal de
Organizaciones de la Sociedad Civil conforme a la
Ley Federal de Fomento a las Actividades Realiza-
das por Organizaciones de la Sociedad Civil.

…

…

Artículo 97. Las personas morales con fines no lucrativos
a que se refieren las fracciones VI, X, XI, XII y XXI del
artículo 95 de esta ley deberán cumplir con lo siguiente pa-
ra ser consideradas como instituciones autorizadas para re-
cibir donativos deducibles en los términos de esta ley:

I. Que se constituyan y funcionen exclusivamente como
entidades que se dediquen a cualquiera de los fines a
que se refieren las fracciones VI, X, XI, XII y XXI del
artículo 95 de esta ley y que de conformidad con las re-
glas de carácter general que al efecto expida el Servicio
de Administración Tributaria, una parte sustancial de
sus ingresos la reciban de fondos proporcionados por la
federación, estados o municipios, de donativos o de

aquellos ingresos derivados de la realización de su ob-
jeto social. Tratándose de aquellas entidades a cuyo fa-
vor se emita una autorización para recibir donativos de-
ducibles en el extranjero conforme a los tratados
internacionales, además de cumplir con lo anterior, no
podrán recibir ingresos en cantidades excesivas por con-
cepto de arrendamiento, intereses, dividendos o regalías
o por actividades no relacionadas con su objeto social.

II. Que las actividades que desarrollen tengan como
finalidad primordial el cumplimiento de su objeto
social, sin que puedan intervenir en campañas políti-
cas o involucrarse en actividades de propaganda.

Se deroga.

III. a VII. …

…

…

…

…

Artículo 176. ...

I. a II. ...

III. ...

a) a f)

…
…

El monto total de los donativos a que se refiere esta
fracción será deducible hasta por una cantidad que
no exceda del 25 por ciento de los ingresos acumu-
lables que sirvan de base para calcular el impuesto
sobre la renta a cargo del contribuyente en el ejerci-
cio inmediato anterior a aquél en el que se efectúe la
deducción, antes de aplicar las deducciones a que se
refiere el presente artículo.

IV. a VIII. ...
…
…
…
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor 180 días des-
pués de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Profesor de tiempo completo y director del Proyecto sobre Filantro-
pía y Sociedad Civil, Departamento Académico de Estudios Interna-
cionales del Instituto Tecnológico Autónomo de México.

2 Layton, Michael (2009). Financiando la sociedad civil en México:

una aproximación a través de la II Encuesta Nacional sobre Filantro-

pía y Sociedad Civil, 2008.

3 Profesor de tiempo completo y director del Proyecto sobre Filantro-
pía y Sociedad Civil, Departamento Académico de Estudios Interna-
cionales del Instituto Tecnológico Autónomo de México.

Senadores: María Marcela Torres Peimbert (rúbrica), Javier Corral Ju-
rado (rúbrica), Ernesto Ruffo Appeal (rúbrica), Francisco Domínguez
Servién (rúbrica), Víctor Hermosillo y Celada (rúbrica), Héctor Larios
Córdova (rúbrica), Dolores Padierna Luna (rúbrica), Armando Ríos Pi-
ter (rúbrica), Mario Delgado Carrillo (rúbrica), María Lucero Saldaña
Pérez, María del Rocío Pineda Gochi (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, para dictamen.

Honorable asamblea, en virtud de que estamos a la espera
del dictamen de la Comisión de Gobernación y de Seguri-
dad Pública y éste no está todavía a la disposición para el
principio de publicidad.

DIA INTERNACIONAL PARA LA ELIMINACION 
DE LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Vamos a darles el uso de la voz a las compañeras que
perorarán en relación a la conmemoración del Día Interna-
cional para la Eliminación de la Violencia contra la Mujer,
objetivo por demás loable. Tiene el uso de la voz doña Dora
María Guadalupe Talamante Lemas, de Nueva Alianza.

La diputada Dora María Guadalupe Talamante Lemas:
Con el permiso de la Presidencia. Compañeras y compañe-

ros legisladores, a 13 años de que las Naciones Unidas de-
clararan el 25 de noviembre como el Día Internacional de
la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, y a 31 años
de su celebración en América Latina, la lucha para garanti-
zar los derechos de las mujeres continúa en todo el mundo.

Para mi grupo parlamentario este día constituye, no solo
una conmemoración, sino un punto de partida para refle-
xionar sobre los avances alcanzados y los retos a enfrentar
para erradicar la violencia que se ejerce contra quienes re-
presentamos cerca de 58 millones en México. Cada año las
cifras son alarmantes y nos confirman que mujeres y niñas
son violentadas en la familia, en el trabajo, en la escuela,
en la comunidad.

Aunque hemos tenido avances legislativos e instituciona-
les, estos son insuficientes. La Encuesta Nacional sobre la
Dinámica de las Relaciones 2011 revela que 46 de cada
100 mujeres mayores de 15 años sufrieron algún incidente
de violencia de pareja, y que 42 de cada 100 mujeres de-
clararon haber recibido agresiones emocionales en algún
momento de su relación. Si bien las cifras muestran que las
mujeres son quienes más sufren violencia de género, sus
repercusiones afectan a toda la sociedad, incluidos los
hombres. Los derechos de las mujeres también se hacen
efectivos con la participación de todos ustedes.

Desafortunadamente, al día de hoy, los temas que involu-
cran los derechos de las mujeres siguen en manos de las
propias mujeres; simplemente aquí en la Cámara, la Comi-
sión de Equidad y Género no la integra ni un solo varón.

Hombres y mujeres tenemos que unirnos, porque la elimi-
nación de la violencia es también un tema que compete a
los hombres, como padres, como esposos, como hermanos,
como hijos.

Hoy levantamos la voz para recordarles que sin su partici-
pación nuestros niños y niñas no podrán alcanzar una so-
ciedad más equitativa y justa. Este día no debe ser solo un
pretexto para la retórica, tan llena de buenas intenciones y
tan vacía de compromiso.

Desde Nueva Alianza hemos venido trabajando para im-
pulsar reformas legales que promuevan la equidad de gé-
nero y el respeto a los derechos de mujeres y niñas.

En lo que va de la Legislatura, mi grupo parlamentario ha
presentado iniciativas para ampliar la participación políti-
ca de las mujeres, así como medidas para disminuir la
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muerte materna. Incluso, en esta sesión presentaremos una
iniciativa para que se reconozca la violencia en el noviaz-
go, como otra modalidad de violencia contra la mujer.

En Nueva Alianza estamos convencidos que una de las for-
mas para contribuir a disminuir la violencia contra las mu-
jeres consiste en promover y fortalecer la cultura de la no
violencia, acompañada de una política educativa orientada
a promover y fortalecer la igualdad.

Hoy los modelos de socialización marcan a nuestra niñez,
quienes solo repiten patrones de dominación y subordina-
ción. Necesitamos un cambio cultural desde la escuela,
donde nuestros niños y niñas reconozcan y valoren las di-
ferencias de género.

En Nueva Alianza estamos convencidos de que la preven-
ción es el elemento fundamental para erradicar la violencia
en México; por ello, impulsaremos más programas de pre-
vención orientados a la educación.

Compañeras y compañeros diputados, los retos a los que
nos enfrentamos en materia de violencia de género no son
minúsculos, tenemos desafíos, entre ellos: revisar la efica-
cia y los mecanismos para otorgar órdenes de protección
para las mujeres que denuncian la violencia; la instalación
del sistema acusatorio, ya que el sistema inquisitivo revic-
timiza a las mujeres que sufren violencia.

Compañeras y compañeros, en cada legislatura hay avan-
ces en materia de género, los exhorto a que ésta no sea la
excepción y se distinga por el trabajo a favor de los dere-
chos de las mujeres y las niñas.

Es verdad que nuestro país ha avanzado en los últimos
años, pero no es suficiente, porque cada 15 segundos una
mujer es agredida, cada nueve minutos es violentada se-
xualmente y en uno de cada tres hogares hay maltrato. Jun-
tos podemos detener la violencia; sumemos porque la vio-
lencia resta. Gracias por su atención. Es cuanto, señor
presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Gracias por su intervención. Doña Magdalena del So-
corro Núñez Monreal, del PT, que le queda cerquita la tri-
buna.

La diputada Magdalena del Socorro Núñez Monreal:
Honorable asamblea, el 17 de diciembre de 1999, a través
de la resolución 54/134, la Asamblea General de la ONU

ha declarado el 25 de noviembre como el Día Internacional
de la Eliminación de la Violencia contra la Mujer.

A 13 años de la declaratoria, ¿en qué situación estamos con
respecto a la violencia hacia nosotras las mujeres? De
acuerdo con cifras del Inegi, el rostro de la violencia hacia
las mujeres es más que público y evidente, se estima que
alrededor de 24 millones de mujeres, de 15 años y más, ha-
bía experimentado al menos un acto de violencia a lo largo
de su vida; cuatro de cada 10 mujeres que tienen o han te-
nido una pareja han sido agredidas por ella en algún mo-
mento de su vida marital. Más de la mitad de quienes han
enfrentado violencia física corresponde a agresiones que
directamente ponen en riesgo su vida; el 70 por ciento de
los casos de mujeres con violencia física y/o sexual de pa-
reja son de una severidad grave o muy grave.

El estado de México presenta la prevalencia más alta de
violencia física y/o sexual, con un 33.3 por ciento, seguido
por el estado de Tabasco, con el 33.1 por ciento, y con pre-
valencias un poco más bajas Puebla, con el 30.5; Jalisco,
con el 30.4, y Guerrero, con el 29.2 por ciento.

El mayor nivel de severidad de las agresiones físicas y se-
xuales de la pareja se ubica en los estados de Michoacán,
Hidalgo, Guanajuato, Aguascalientes y Coahuila.

Alrededor de la mitad de las mujeres que enfrentan violen-
cia severa creen que provocan o provocaban el enojo o ma-
lestar de sus esposos o parejas, porque opinan diferente o
lo desmienten, no le obedecen, no le piden permiso, no le
dedican suficiente tiempo o atención, o no muestran interés
o deseos por tener relaciones sexuales.

La tasa de muertes por violencia en 2009 fue del 23.2
muertes por cada 100 mil personas; cerca de 3 mil fueron
de mujeres y 22 mil de hombres, lo que arroja una tasa de
decesos intencionales por cada 100 mil de 5.3 para las mu-
jeres y de 41.7 para los hombres.

La tasa de homicidios más alta se registra en el estado de
Chihuahua, que pasó de 3.6, en 2005, a 13.1 homicidios de
mujeres por cada 100 mil, en 2009, así como en los estados
de Baja California, con 10.1; Guerrero, 10.1; Durango, 7.1;
Sinaloa, 6.0; Sonora, 5.1 y Tamaulipas, 4.5.

Diputadas y diputados, en nuestro grupo parlamentario ve-
mos que las leyes que aprobamos aún no forman el eje rec-
tor de las políticas públicas del Estado mexicano; vemos
que en las entidades federativas la evolución de la cultura
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de no violencia hacia las mujeres es lenta y en varios casos
hasta en sentido contrario de la federal; vemos que la cali-
dad de los programas públicos aún se encuentran en la fa-
se de asistencia social y que no han dado pasos para garan-
tizar los derechos de las mujeres en los ámbitos laboral,
escolar, de salud, políticos y de procuración de justicia.

Hoy el feminicidio está tipificado como delito en nuestro
Código Penal Federal. Al respecto el Código señala: Co-
mete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una
mujer por razones de género. Se considera que existen ra-
zones de género —continúa el Código— cuando la víctima
presenta signos de violencia sexual de cualquier tipo; cuan-
do a la víctima se le haya infligido lesiones o mutilaciones
infamantes o degradantes, previas o posteriores a la priva-
ción de la vida o actos de necrofilia; existan antecedentes o
datos de cualquier tipo de violencia en el ámbito familiar,
laboral o escolar del sujeto activo en contra de la víctima;
haya existido entre el activo y la víctima una relación sen-
timental, afectiva o de confianza; existan datos que esta-
blezcan que hubo amenazas relacionadas con el hecho de-
lictuoso, acoso o lesiones del sujeto activo en contra de la
víctima; previo a la privación de la vida, y el cuerpo de la
víctima sea expuesto o exhibido en un lugar público.

La pena a quien cometa el delito de feminicidio es de 40 a
60 años de prisión y de 500 a 1000 días de multa.

Esperamos de la Procuraduría General de la República la
persecución de este delito con todos los recursos de los que
dispone y que sean elevadas a rango de prioridad.

De los jueces esperamos que amplíen su criterio para cali-
ficar los delitos contra las mujeres, como feminicidios y
lleven justicia a las familias de las víctimas.

Exigimos desde el Partido del Trabajo: ni un caso más im-
pune en el que se encuentre como víctima una mujer. Mi
grupo parlamentario expresa su rechazo a la reforma que
pretende sectorizar al Instituto Nacional de las Mujeres a la
Secretaría de Desarrollo Social, y nos pronunciamos por el
respeto a la personalidad jurídica del instituto.

En este sentido, no admitiremos la disminución del orga-
nismo en detrimento de nuestros derechos. Es todo, señor
presidente. Gracias.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Y es mucho. Doña Martha Beatriz Córdova Bernal, de
Movimiento Ciudadano.

La diputada Martha Beatriz Córdova Bernal: Con su
venia, diputado presidente. Compañeras y compañeros di-
putados, en 1999 la Asamblea General de las Naciones
Unidas estableció el 25 de noviembre como el Día Interna-
cional contra la Violencia hacia las Mujeres, con el fin de
sensibilizar a los gobiernos de las repercusiones que la vio-
lencia de género tiene para nuestra sociedad en su conjunto.

La violencia hacia las mujeres no es tema nuevo, efectiva-
mente, pero apenas estamos haciendo conciencia de las di-
mensiones que ha cobrado en nuestra sociedad y que se han
comenzado a tomar acciones y medidas para atender este
problema que afecta al tejido social, mismo que nos deni-
gra también como sociedad.

Se ha identificado que en México la violencia de género no
respeta edades ni condición social o estado civil; se ha
avanzado en reconocer que la violencia hacia las mujeres
se da en diferentes ámbitos de su vida, desde la familia has-
ta las instituciones, y se ha concluido que la violencia de
género tiene varias caras.

Por ejemplo, los golpes, los maltratos, pero también aque-
lla que corroe poco a poco, como es la violencia emocional
y económica, hasta la más lacerante muestra de violencia,
aquella que acaba con la vida de las mujeres por el solo he-
cho de ser mujeres: la violencia feminicida.

Hoy en día sabemos que 6.7 mujeres de cada 10 sufren al-
gún tipo de violencia y aunque no hay consenso en el nú-
mero de muertes por feminicidio, siempre se ha buscado
minimizar el tema.

Hay la certeza de que la violencia feminicida ha aumentado
en forma alarmante de norte a sur, en la frontera y al interior
en las zonas urbanas y en el campo. Ya no es un tema exclu-
sivo de Ciudad Juárez, pero se ha visto minimizada, en me-
dio de las miles de muertes, producto de la guerra contra el
narcotráfico.

De acuerdo con estadísticas recientes divulgadas por el Ob-
servatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio, entre ene-
ro de 2010 y junio de 2011, en 24 entidades del país, al me-
nos dos mil 273 mujeres fueron victimadas; el informe
colocó a la cabeza al estado de México, con 320 casos, se-
guido por Colima, con 213; Tamaulipas, 169; Sinaloa, con
168; Chihuahua, con 159; Jalisco, con 142; Nuevo León,
con 138; Quintana Roo, con 127; Veracruz, con 118, y Oa-
xaca, con 112.
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En casi todas esas entidades los feminicidios se duplicaron,
como sucedió en Nuevo León, en relación con los 12 me-
ses anteriores, mientras que en Jalisco aumentaron 73.5 por
ciento; en Tamaulipas, 64 por ciento y en Sinaloa un 42 por
ciento.

Para el Centro de Información de la Mujer, 2010 fue el año
más violento en Chihuahua; entre 1993 y 2002, se registra-
ron 413 homicidios de mujeres, pero solo este año la cifra
fue de 446; es decir, en promedio asesinaron a una mujer
cada 20 horas. Los elementos centrales de todo tipo de vio-
lencia hacia las mujeres son dos; la primera, la cultura ma-
chista; la segunda, la impunidad.

La primera se reproduce desde todos los ámbitos y desde
todos los medios, pero es una responsabilidad del Estado
impulsar políticas públicas que contribuyan a reeducarnos
como sociedad, basados en valores de igualdad, equidad y
respeto.

La segunda, que es la impunidad, es un mal lacerante de
nuestro sistema, que va de la mano de la corrupción, y
mientras no se le ponga un alto definitivo desde las leyes y
en las acciones cotidianas de nuestro sistema judicial, la
justicia no llegará a las mujeres que sufren violencia y al-
gunas hasta la muerte.

Ante esta realidad, es importante reconocer que los esfuer-
zos —aunque importantes— han sido insuficientes y poca
la voluntad política para poner un alto definitivo a la vio-
lencia y sentar las bases para una cultura basada en el res-
peto y la igualdad entre mujeres y hombres.

En este Congreso se han impulsado leyes fundamentales
para tocar la violencia de género, como lo es la Ley Gene-
ral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia, y recientemente la tipificación del feminicidio y la Ley
de Trata de Personas; se han etiquetado también recursos a
diferentes dependencias públicas federales y estatales des-
de el 2008, con el fin de impulsar programas que atiendan
la violencia desde varias aristas, pero no ha sido suficien-
te, las mujeres siguen siendo golpeadas, maltratadas, abu-
sadas, violadas, ignoradas, asesinadas a diario y ello tiene
un alto costo para la sociedad, pues no permite que la mi-
tad de su población pueda ejercer a plenitud sus derechos.

Las mujeres merecemos una vida libre de violencia y es
responsabilidad de todos y cada uno actuar en el ámbito de
su competencia.

A 13 años de haberse instituido el Día Internacional Con-
tra la Violencia hacia las Mujeres, les pregunto hoy a mis
compañeros diputados, en este Palacio Legislativo, ¿qué
opinan ustedes? ¿Aún falta mucho por hacer? Sí quiero que
lo reflexionen y que me digan qué opinan sobre este tema.
Es cuanto, señor diputado.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Y es mucho. Tiene el uso de la voz doña Ruth Zavaleta
Salgado, muy apreciable compañera diputada, del Partido
Verde Ecologista y ex presidenta de este órgano legislativo.

La diputada Ruth Zavaleta Salgado: Con su venia, pre-
sidente. Estimadas compañeras y compañeros legisladores,
a nombre de la fracción del Partido Verde Ecologista de
México vengo a plantear que este tema no es de colores
partidistas ni se trata de un credo religioso; eliminar la vio-
lencia contra la mujer es un compromiso del Estado para
asegurar el futuro y cumplir una deuda histórica.

La violencia hacia la mujer es una ofensa, que en nuestra
idea de desarrollo y civilización es un retroceso a la idea de
comunidad y de ciudadanía.

Las cifras están ahí y no pueden ocultarse, porque no son
números fríos, son realidades cotidianas que debemos de-
tener. De acuerdo con la Encuesta Nacional sobre la Diná-
mica de las Relaciones de los Hogares, 67 de cada 100 mu-
jeres, de 15 años y más, han padecido alguna incidencia de
violencia.

Los seres humanos buscamos en la compañía del otro el
complemento, la seguridad, los momentos donde se multi-
plique la felicidad, pero es curioso que en el caso mexica-
no sea la relación con la pareja heterosexual donde las mu-
jeres sufren más violencia. Los datos están ahí: cuatro de
cada 10 mujeres, que tienen o han tenido una pareja, han si-
do agredidas; entre las que estuvieron casadas, casi la mi-
tad de ellas vivieron hechos violentos.

Es dramático que sea el hogar el primer espacio donde no-
sotras sufrimos violencia y es en el hogar donde lamenta-
blemente aún continuamos reproduciendo las viejas ideas
que hacen ver a la mujer polarizada; en el hogar, donde se
desmonta el empoderamiento de los derechos de la mujer,
no hace pocas décadas aún era creíble la idea de que la mu-
jer carece de derechos. Hoy, gracias a los trabajos de miles
de mujeres, la garantía de sus derechos es evidente, aunque
no completa.
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Hemos trabajado y creado leyes e instituciones que nos dan
igualdad jurídica frente al sexo masculino y nos otorgan los
mismos derechos que ellos y nos aseguran que sean respe-
tados; sin embargo, entre los festejos por cada espacio con-
quistado también están los hechos que nos impiden dormir.

La vida es un continuo riesgo; vivir es exponerse. Lo dijo
el poeta Octavio Paz, en La llama doble. En el caso de las
mujeres, este riesgo parece traducirse en el amor que se da
a la pareja y por el cual soportamos día a día la violencia
emocional.

De acuerdo con la encuesta mencionada, el 46 por ciento
de las mujeres vive en violencia emocional que implica in-
sultos, amenazas, humillaciones u otras amenazas.

¿Por qué muchas mujeres buscan amor y reciben violen-
cia? Es cierto, la vida es un riesgo, pero estamos obligadas
a construir las leyes y las instituciones que reduzcan esa
violencia; estamos obligadas a ayudar a quienes descono-
cen su valor como ciudadanas, a quienes olvidan que son
personas, con todos los derechos y garantías.

La felicidad y la seguridad no son un bien divino, son un
derecho. En un Estado laico es algo que se debe de produ-
cir desde el Legislativo. No hay paso atrás, porque la vio-
lencia que emana del otro parece incrementarse con seve-
ridad; frente a cada ladrillo que ponemos para erradicar la
violencia parece que ésta se multiplica.

Para los agresores, la mujer no tiene el menor reconoci-
miento como persona sujeto de derechos y libertades. Es el
agresor el que irrumpe con sus acciones en la vida de un ser
que no pedía eso.

En el marco de este día, Michelle Bachelet dijo lo siguien-
te, el siguiente mensaje que ayer escuchamos en la reunión
con nuestra compañera Mícher: Necesitamos programas
educativos que enseñen sobre derechos humanos, igualdad
y respeto mutuo, que sirvan de inspiración a las y los jóve-
nes, a las mujeres y niñas. Asimismo se debe de incremen-
tar el número de mujeres en la política, en los organismos
encargados de hacer cumplir la ley y en las fuerzas de man-
tenimiento de la paz; necesitamos también igualdad de
oportunidades económicas y trabajos decentes para las mu-
jeres, y es indispensable la implementación real de los
acuerdos y tratados.

En el próximo mes de marzo, líderes de gobiernos y de la
sociedad civil se reunirán en la Comisión de la Condición

Jurídica y Social de la Mujer de las Naciones Unidas para
acordar acciones preventivas que aborden, efectivamente,
la violencia contra las mujeres. Las expectativas son altas
y así debe de ser.

Esta Cámara de Diputados, hoy que tiene un número histó-
rico de mujeres, va a estar muy atenta a los acuerdos inter-
nacionales que se hagan, y que aquí en México se hagan
cumplir; es un compromiso de todas nosotras, que no nos
ponemos colores para esta lucha, es una lucha que nos une
y no solamente a las mujeres, a los hombres de este Legis-
lativo. Muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Muchas gracias, doña Ruth. Doña Julisa Mejía Guar-
dado, del PRD, tiene el uso de la voz.

Esta Presidencia saluda a las compañeras diputadas, con
todo respeto y cariño. Ahora no nos tomaron la tribuna, pe-
ro tomaron el pasillo y fundamentalmente, nos están to-
mando la conciencia; felicidades.

La diputada Julisa Mejía Guardado: Gracias, diputado
presidente. La conmemoración del Día Internacional de la
Eliminación de la Violencia hacia las Mujeres será el pró-
ximo día 25 de noviembre, próximo domingo. Es grato que
el día de hoy podamos estar haciendo esta conmemoración
en este recinto de la Cámara de Diputados.

La violencia es el acto abusivo de poder u omisión inten-
cional dirigido a dominar, someter, controlar o agredir de
manera física, verbal, psicológica, patrimonial, económica
y sexual, dentro o fuera del domicilio familiar.

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia y la norma oficial mexicana nos dan defini-
ciones de tipo de violencia, y establecen que la violencia
no solo se ejerce en el ámbito familiar, sino también en lo
privado, en lo público y en lo institucional.

En este sentido, en nuestro país la violencia en sus diversas
modalidades es generalizada, entendiéndose ésta como la
violencia que el gobierno ejerce contra la ciudadanía.

Con base en datos obtenidos a través del Coneval, sabemos
que en México, de los casi 110 millones de habitantes,
existen 52 millones en estado de pobreza; es decir, el actual
gobierno y los anteriores se han encargo de ejercer violen-
cia económica, no solo contra las mujeres, sino contra la
ciudadanía, en general, ya que dicha violencia se manifies-
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ta a través de limitaciones encaminadas a controlar el in-
greso de sus percepciones económicas, así como la percep-
ción de un salario menor a un trabajo igual. Esto se llama
violencia laboral.

Otra forma de violencia que ejerce el gobierno en contra de
la ciudadanía es la patrimonial, ya que 17.1 millones de
personas carecen de calidad y de espacios de vivienda, así
como de servicios básicos, pues la Carta Magna establece
en nuestro país el derecho de todo individuo a una vivien-
da digna, derecho que no es respetado, ya no digamos la
violencia que se ejerce a los 11.7 millones de personas que
viven en marginación y en pobreza extrema.

Pero también se ejerce violencia institucional a los 35.8
millones de personas que no tienen acceso a servicios de
salud; el 60.7 de la población no tiene seguridad social,
porcentaje que aumenta y que estamos seguros que va a au-
mentar por la infame reforma laboral que el PRI, el PAN y
sus aliados acaban de aprobar.

El gobierno federal ha venido realizando acciones en detri-
mento de la población vulnerable, nuestros niños y nues-
tros jóvenes, ya que el 23.2 por ciento —millones de per-
sonas— sufren rezago educativo; es decir, este gobierno
pretende mantener en la ignorancia, la marginación, el
abandono y la indiferencia a los más vulnerables en nues-
tro país, ejerciendo violencia psicológica, patrimonial, eco-
nómica, según las definiciones de la ley citada.

Tampoco podemos olvidar la violencia alimentaria de la
que son víctimas más de 28 millones de personas.

En nuestro país los programas del gobierno federal son in-
suficientes, ya que están dirigidos a grupos vulnerables, y
como un elemento adicional, el aumento a la tendencia la-
boral de la pobreza; es decir, con un salario ya no se puede
adquirir ni siquiera la canasta básica. Esto se traduce en que
es exponencial el aumento de la miseria y la pobreza en
nuestro país; los trabajadores con su sueldo no podrán ad-
quirir siquiera alimentación para la familia, que es un de-
recho que la Constitución del país otorga a todos los mexi-
canos.

Con lo anterior, podemos afirmar que con estos mecanis-
mos de violencia que el gobierno ejerce en contra de la po-
blación, no es más que una violencia psicológica para so-
meter a la voluntad ciudadana, orillando a sobrevivir en las
peores condiciones para obligarnos a recibir migajas a

cambio del voto para llegar al poder, como se demuestra en
los casos de Monex y la tarjeta Soriana.

En este caso, la violencia histórica generalizada da que el
15.5 por ciento de las mujeres padecen violencia física; es
decir, casi 16 millones de mujeres en este país han sido
golpeadas por lo menos una vez, y no solamente por sus
parejas.

Si contrastamos estos datos a nivel estatal, podemos decir
—termino, presidente— que la violencia en Chiapas es al-
rededor del 30 por ciento. Pero en el estado de México, un
estado conurbado a la ciudad, es del 20.6 por ciento. De
2009 a 2010 hubo 890 feminicidios en el país, de los cua-
les 34.7 por ciento fueron en el estado de México.

Pero no nos alarmemos, lo peor está por venir, la mayor
violencia intrafamiliar, psicológica, pública e institucional
viene a partir del primero de diciembre. Si no rescatamos a
la población mexicana, no vamos a poder rescatar a las mu-
jeres de este país. Muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Doña Blanca Jiménez Castillo, del Partido Acción Na-
cional, tiene el uso de la voz.

La diputada Blanca Jiménez Castillo: Con el permiso de
la Presidencia. Compañeras y compañeros diputados, los
legisladores de Acción Nacional, con base en los principios
que rigen a nuestro partido, estamos plenamente convenci-
dos de que el respeto y la dignidad a la mujer son funda-
mentales en la sociedad.

Es por esta razón que hoy me honra estar en esta tribuna,
en representación del Grupo Parlamentario del PAN, para
conmemorar el Día Internacional de la Eliminación de la
Violencia contra la Mujer, reconocido desde 1981 por mi-
litantes a favor de los derechos de las mujeres, y declarado
en 1999, por la Asamblea General de las Naciones Unidas.

En este sentido, es importante recordar que la aprobación
de la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia con-
tra la Mujer, proclamada el 20 de diciembre de 1993 por la
Asamblea General de la ONU, reconoce en su artículo ter-
cero que la mujer tiene derecho, en condiciones de igual-
dad, al goce y la protección de todos los derechos humanos
y libertades fundamentales en las esferas política, econó-
mica, social, cultural, civil y de cualquier otra índole, y que
fue el 17 de diciembre de 1999, a través de la resolución
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54/134, que la Asamblea General de la ONU declaró el 25
de noviembre como el Día Internacional de la Eliminación
de la Violencia contra la Mujer, precisando: Violencia con-
tra la mujer es todo acto violento, basado en la pertenencia
al sexo femenino, que tenga o pueda tener como resultado
un daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico para la
mujer, así como las amenazas de tales actos a la coacción
o a la privación arbitraria de la libertad, tanto si se produ-
cen en la vida pública como en la vida privada.

¿Por qué el 25 de noviembre? Esta fecha fue elegida en re-
cuerdo del brutal asesinato en 1960, en la República Do-
minicana, de las tres hermanas Mirabal, conocidas como
las mariposas inolvidables, debido a su activismo político,
y por orden del gobernante dominicano Rafael Trujillo,
convirtiéndose así, en América Latina, en un lugar y en un
día que jamás olvidaremos, y además estas hazañas de vi-
da, que con ello promovieron el reconocimiento mundial
contra la violencia hacia las mujeres.

En México nunca olvidaremos esta fecha, la conmemora-
remos año con año, como un recordatorio de que este lace-
rante problema social ha existido por años en nuestras co-
munidades latinoamericanas y que su tratamiento implica
reconocer y transformar esa cultura predominante, que ha
hecho de él una situación normal e invisible para muchas y
muchos.

Esta fecha debe servir también para hacer un balance de los
avances y de los resultados logrados. Pero también para
continuar concientizando a la población civil, y a las y a los
servidores públicos, de que el problema existe y que el pri-
mer paso para eliminarlo es identificarlo tal como es y dar-
le la dimensión de la gravedad que le corresponde.

Lamentablemente, hoy las mujeres mexicanas continúan
viviendo situaciones que ponen en peligro su vida y su in-
tegridad. Así lo exponen los datos de las encuestas nacio-
nales, como la violencia en las relaciones en el noviazgo;
las jóvenes solteras, de 15 a 24 años de edad, la principal
causa de violencia que sufren es la emocional, afecta al
23.1 por ciento de ellas, o bien, donde se señala que en el
caso de mujeres, de 15 años o más, que hablan alguna len-
gua indígena, el 25.2 por ciento de ellas refieren recuerdos
de insultos y ofensas cuando eran niñas.

Sin duda, aún queda mucho por hacer. Basta recordar que
menos de la tercera parte de las entidades federativas que
componen nuestra República Mexicana contemplan en sus
legislaciones el tipo penal del feminicidio.

Hechos todos que, sin lugar a dudas, comprometen a las
instituciones a diseñar instrumentos y acciones para la
identificación, prevención, atención y erradicación de la
violencia contra las mujeres en sus distintas manifestacio-
nes, ya sea física, psicológica, patrimonial, económica y
cualquiera otra que lesione o sea susceptible de dañar la
dignidad, integridad o libertad de las mujeres.

Termino, señor presidente. Por lo anterior, aprovecho esta
ocasión para hacer un exhorto a todas las instituciones de
los distintos órdenes de gobierno y de la sociedad civil a
que sigamos trabajando conjuntamente en políticas públi-
cas eficientes, que eviten manifestaciones de violencia ha-
cia las mujeres dentro de nuestra sociedad. Tomemos en
cuenta que actualmente las mujeres representamos un gran
porcentaje de la población; sin embargo, como profesio-
nistas, amas de casa, esposas, trabajadoras, ancianas, jóve-
nes, enfrentamos muchas limitantes, lo cual desgraciada-
mente nos impide realizar el ejercicio pleno de nuestros
derechos humanos.

Termino, señor presidente. Mujeres, es importante que
abramos los ojos y no nos quedemos calladas ante situa-
ciones que nos agreden; aprendamos a exigir nuestros de-
rechos y demandemos con firmeza al Estado su cumpli-
miento. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Y ya fue mucho. Finalmente, doña María Esther Garza
Moreno; nuestra querida Tei, ahí modestamente represen-
tante de una de las ciudades más bellas del mundo, de Gua-
najuato, capital.

La diputada María Esther Garza Moreno: Gracias, se-
ñor presidente. En el marco de la conmemoración del 25 de
noviembre, es necesario hacer un ejercicio de reflexión de
los desafíos pendientes del Estado mexicano en la materia.

Una de las expresiones más graves de violación sistemáti-
ca a los derechos humanos es la violencia contra las muje-
res. Este flagelo, sufrido por todas las mujeres en todas las
regiones del mundo, tiene muchas aristas y caras que se ex-
presan a través de la explotación sexual, de la violencia
psicológica, violencia económica, violencia familiar, vio-
lencia institucional, violencia laboral, entre otras, y en ca-
da una de ellas se puede observar el velo de la discrimina-
ción que cubre a todas las mujeres.

Estos factores persisten y se acentúan en las niñas, en las
adolescentes y en las mujeres indígenas, ya que ésta vio-
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lencia es aceptada tácitamente o invisibilizada en gran par-
te de la sociedad.

El común denominador y la meta a alcanzar es la construc-
ción de un modelo social androcéntrico basado en normas,
valores y principios, que sitúa a las mujeres en una posi-
ción de inferioridad y subordinación frente a los hombres.

Dado lo anterior, la Asamblea General de las Naciones
Unidas declaró el 25 de noviembre como el Día Interna-
cional para la Eliminación de la Violencia contra la Mujer.

Según estimaciones de la Organización de Naciones Uni-
das (ONU), hasta un 70 por ciento de mujeres sufren en el
transcurso de sus vidas violencia física o sexual ejercida
por varones, en su mayoría esposos, compañeros íntimos o
alguien conocido. Por su parte, las mujeres y las niñas con-
forman el 80 por ciento de las 800 mil personas que son so-
metidas anualmente a la trata de personas, y en su mayoría
son explotadas sexualmente.

Asimismo, una de cada cuatro mujeres experimenta vio-
lencia física y/o sexual durante el embarazo y hasta un 53
por ciento de las mujeres abusadas físicamente por su com-
pañero íntimo reciben patadas o puñetazos en el abdomen.

A 17 años de entrar en vigor la Convención Belém do Pa-
rá, la violencia contra las mujeres en el continente ameri-
cano constituye uno de los grandes obstáculos para la con-
solidación de una sociedad democrática; por lo que la
garantía del derecho a una vida libre de violencia de las
mujeres constituye un pilar básico para el fortalecimiento
de un estado de derecho.

Con la publicación de la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia, el primero de febrero
de 2007 se avanzó un gran trecho en la lucha por la pro-
tección de los derechos humanos de las mujeres. En dicho
ordenamiento se establecieron figuras sin precedentes para
la protección de la mujer, como la alerta de violencia de gé-
nero y se busco extender la implementación de otras para
lograr que a nivel nacional las mujeres vivan una vida libre
de violencia. Tal es el caso de las órdenes de protección
cuya figura jurídica busca expresamente atender casos de
violencia de género, con el objetivo de evitar daños irrepa-
rables para las mujeres.

A pesar del reconocimiento formal y jurídico del gobierno
mexicano de que la violencia contra las mujeres y las niñas
constituye un tema prioritario y de singular gravedad para

el país, hoy en día los datos y estadísticas nos brindan un
panorama alarmante sobre este flagelo, que afecta diaria-
mente a mujeres en nuestro país.

Por un lado, la Encuesta Nacional de Violencia contra las
Mujeres nos señala que del total de mujeres de 15 años y
más, el 46 por ciento sufrieron algún incidente de violencia
de pareja. Por su parte, 42 por ciento de mujeres mayores
de 15 años expresó haber sufrido violencia emocional por
parte de su pareja; el 24 por ciento expresó haber sufrido
violencia económica; el 13 por ciento de las mujeres ma-
yores de 15 años sufrió violencia física con lesiones per-
manentes o temporales; el 7 por ciento de mujeres mayores
de 15 años de edad fueron víctimas de violencia sexual por
parte de sus parejas.

Esta encuesta nos muestra también la aceptación tácita de
la violencia, ya que el 20 por ciento de las mujeres encues-
tadas dijo estar de acuerdo que los golpes son asunto de fa-
milia y se debe quedar ahí; el 16 por ciento estaban de
acuerdo en la obediencia de las esposas en su hogar, y el 14
por ciento afirmó estar de acuerdo en la obligación de las
mujeres en mantener relaciones sexuales con su esposo.

Estas cifras son desoladoras, ya que representan una tarea
pendiente en los tres órdenes de gobierno para la preven-
ción, atención y sanción de la violencia perpetrada hacia
las mujeres y niñas en nuestro país.

Es importante señalar que, con fundamento en la Conven-
ción Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la
Violencia contra la Mujer, todo servidor público deberá
acatarse a la premisa fundamental de proteger, respetar y
garantizar los derechos humanos de las mujeres y omitir
cualquier acción o práctica de violencia contra las mujeres;
especialmente quienes tienen a su cargo la administración
de justicia deben actuar con la debida diligencia para pre-
venir, investigar y sancionar la violencia contra ellas y
adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abs-
tenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en
peligro la vida de las mujeres.

Por lo anterior, no hay duda de que para prevenir, atender,
sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres de una
manera efectiva —como lo exige la comunidad internacio-
nal—, se requiere la suma de esfuerzos y propósitos entre
los tres órdenes de gobierno a través de la unificación de
procedimientos que permitan una protección eficaz de los
derechos de las mujeres, que a su vez permitan construir
protocolos aplicables en toda la República mexicana.
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Hoy en día constatamos que la violencia contra las mujeres
sigue siendo un tema que nos lastima y avergüenza. Como
Estado, le debemos mucho a cada una de las víctimas —di-
rectas o indirectas— de la violencia contra las mujeres, por
lo que exhortamos al Estado mexicano a atender las reco-
mendaciones y observaciones emitidas por el Comité de la
CEDAW y del mecanismo de seguimiento a la implemen-
tación de la Convención Interamericana para prevenir, san-
cionar y erradicar la Violencia contra la Mujer.

Desde el Poder Legislativo reafirmamos el compromiso de
intensificar los trabajos de prevención, protección, aten-
ción y sanción de la violencia, así como lo hicimos las mu-
jeres que integramos el Grupo Parlamentario del PRI, para
que el Instituto Nacional de las Mujeres continúe con su es-
tatus jurídico actual.

Seguiremos sumando esfuerzos con todos los sectores de la
sociedad, a fin de erradicar este flagelo y garantizar el dere-
cho de las mujeres a una vida libre de violencia y discrimi-
nación en nuestro país. Muchas gracias, señor presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputada. Con esto concluye la ronda de posicio-
namientos y creo que la Cámara de Diputados conmemora
dignamente el Día Internacional de la Eliminación de la
Violencia en contra de la Mujer. Felicidades a todas las
compañeras diputadas.

LEY PARA EL APROVECHAMIENTO 
SUSTENTABLE DE LA ENERGIA - 

LEY PARA EL APROVECHAMIENTO 
DE ENERGIAS RENOVABLES

El Presidente diputado José González Morfín: Vamos a
ir a una ronda de iniciativas y en consecuencia, tiene la pa-
labra, por cinco minutos, el diputado Javier López Zavala,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 7 de la Ley para el Aprovecha-
miento Sustentable de la Energía, y 11 de la Ley para el
Aprovechamiento de Energías Renovables y el Financia-
miento de la Transición Energética.

El diputado Javier López Zavala: Con el permiso de la
Presidencia; honorable asamblea, vengo a esta soberanía a

proponer iniciativa de ley bajo la siguiente exposición de
motivos.

La producción de la energía eléctrica en México es cada
vez más costosa y contaminante; la energía eléctrica en el
mundo entero sigue dependiendo, en gran parte, de la que-
ma de combustibles fósiles, como el petróleo, gas y carbón,
que son sumamente contaminantes y productores de los de-
nominados gases de invernadero, en especial del bióxido
de carbono, considerado como el principal responsable del
calentamiento de la tierra.

En nuestro país contamos con centrales hidroeléctricas, ter-
moelécricas, geotermoeléctricas, carboeléctricas y nucleo-
eléctricas, en los estados de Chiapas, Veracruz, Hidalgo,
Coahuila, Colima, Guerrero, Baja California, Tamaulipas,
entre otros.

La central más grande y con mayor producción de energía
del país es la de Chicoasen, ubicada en el estado de Chia-
pas, con una capacidad de generación de 15 mil 396 mega-
watts por hora.

Sin embargo, aunque tenemos una buena capacidad de pro-
ducción de energía eléctrica y aunque el 98 por ciento de la
población en el país está abastecido de energía, nos en-
frentamos al costo de producción y al pago por consumo;
por ello necesitamos generar las condiciones necesarias
para que en México transiten las energías limpias y reno-
vables, como ya está sucediendo en Europa, Asia y Norte-
américa.

El presidente electo Enrique Peña Nieto, lo tiene muy cla-
ro, por eso en campaña propuso detonar el gran potencial
que tiene el país para el desarrollo de energías renovables
y limpias, como la solar, la eólica o la geotérmica, y a eso
se refiere la iniciativa que hoy vengo a presentar a nombre
de la fracción parlamentaria del PRI y de muchos diputa-
dos que la firman.

México tiene el tercer lugar en posibilidad de producción
de energía solar por las condiciones climatológicas y geo-
gráficas del país; sin embargo, no le hemos dado la impor-
tancia debida a la generación de este tipo de energías y mu-
cho menos una eficaz aplicación de la misma.

El costo por el consumo de energía eléctrica en los centros
escolares del país es superior —óiganlo bien— a 10 mil
millones de pesos por año y muchos de esos recursos son
aportados por los padres de familia y otros por el gobierno;
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es decir, de aprobarse esta iniciativa de ley, estaríamos aho-
rrando al año 10 mil millones de pesos aproximadamente,
por gasto de consumo de energía eléctrica en las escuelas.

En el país existen más de 72 mil centros escolares de edu-
cación preescolar, primaria y secundaria, según datos de la
Secretaría de Educación Pública. El costo de suministro de
energía en el país en las escuelas oscila precisamente en
más de 10 mil millones de pesos.

Debemos aprovechar que en México cada metro cuadrado
del territorio recibe diariamente una cantidad de energía
solar equivalente a medio kilogramo de petróleo-combus-
tible o cinco kilowatts hora de energía eléctrica, valor pro-
medio prácticamente invariable durante todo el año y casi
igual en todo el país.

Los sistemas fotovoltaicos pueden ser aislados o conecta-
dos a la red eléctrica; los sistemas aislados son equipados
con sistemas de acumulación de la energía producida, y los
sistemas conectados a la red eléctrica pueden alimentarla
con un remanente de energía producida.

Si nosotros logramos aprobar esta iniciativa, tendríamos
los siguientes beneficios: llevarle luz a las comunidades
donde no tienen energía eléctrica, a través de los paneles
solares. Las escuelas no solamente se abastecerían, sino
podrían producir un excedente y vender la luz a las comu-
nidades rurales que hoy no la tienen; las escuelas ahorra-
rían el pago de suministro de energía eléctrica, pudiendo
incluso vender su remanente a los municipios o comunida-
des que no la tienen.

Según estudios que se están realizando en Coahuila, por
iniciativa propia, están comenzando a colocar estos siste-
mas de energía solar, que pueden proporcionar a las escue-
las del norte de nuestro país 30 años de electricidad, con
una inversión inicial que tiene un retorno de inversión de
solo tres años, ya que es el período de vida útil que tienen
los paneles solares.

El costo para el suministro de electricidad de las escuelas
públicas está creciendo todos los años, por lo que se ha de-
jado a las escuelas sin el suministro por días y semanas en
lugares donde no hay recursos para la cooperación de pa-
dres de familia.

Muchas escuelas hoy en Estados Unidos de América ya lo
están haciendo, de tal suerte que en más de 500 colegios de

43 estados de la Unión Americana han instalado paneles
solares para generar energía y así ahorrar en sus cuentas de
electricidad miles de dólares anualmente. Estudios realiza-
dos por universidades de los Estados Unidos de América
demuestran que es un programa efectivo.

Por lo anterior expuesto y fundado, someto a la considera-
ción de esta asamblea la presente iniciativa que reforma el
artículo 7 de la Ley para el Aprovechamiento Sustentable
de la Energía, a fin de establecer una estrategia escalonada
multianual para la incorporación de los paneles solares en
las escuelas públicas, priorizando las que se encuentran en
regiones donde no existe cobertura de energía eléctrica, y
la reforma al artículo 11 de la Ley para el Aprovechamien-
to de Energías Renovables y el Financiamiento de la Tran-
sición Energética, para que la federación esté obligada a
definir estrategias para promover la realización de proyec-
tos de generación de electricidad a partir de energías reno-
vables para las escuelas. Es cuanto, señor presidente. Mu-
chas gracias.

«Iniciativa que reforma los artículos 7o. de la Ley para el
Aprovechamiento Sustentable de la Energía y 11 de la Ley
para el Aprovechamiento de Energías Renovables y el Fi-
nanciamiento de la Transición Energética, a cargo del dipu-
tado Javier López Zavala, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, Javier López Zavala, diputado a la LXII
Legislatura del honorable Congreso de la Unión e inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, en uso de las facultades que me confieren la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como del artículo 6, apar-
tado 1, fracción I del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, me permito someter a la consideración de esta hono-
rable soberanía, la iniciativa que reforma, adiciona y
deroga diversas disposiciones de la Ley para el Aprove-
chamiento Sustentable de la Energía y de la Ley para el
Aprovechamiento de Energías Renovables y el Financia-
miento de la Transición Energética, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En la carpeta de propuestas del entonces candidato a la pre-
sidencia Enrique Peña Nieto, se vertieron cinco grandes te-
mas. Me referiré al tercero de ellos “Crecer para generar
más y mejores empleos”. Para lograr dicho objetivo una de
las líneas de acción consiste en “Detonar el gran poten-
cial que tiene el país para el desarrollo de energías re-
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novables y limpias como la solar, la eólica o la geotér-
mica”. A eso se refiere la iniciativa que hoy pongo a con-
sideración de esta soberanía.

Necesitamos generar las condiciones jurídicas necesarias
para que México transite a las energías limpias y renova-
bles, como ya está sucediendo en Europa, Asía y Nortea-
mérica, principalmente. Necesitamos dar el salto cuantita-
tivo y sentar las bases legales que permitan que el gobierno
de Enrique Peña Nieto, se caracterice por el impulso a este
rubro.

En México tenemos un gran potencial para la generación
de energía eléctrica a través de paneles solares por las con-
diciones climatológicas y geográficas del país. Sin embar-
go, no hemos dado la importancia debida a la generación
de este tipo de energía y mucho menos una eficaz aplica-
ción de la misma.

Sumado a lo anterior, el pago del suministro de energía
eléctrica de los centros escolares en el país en algunos ca-
sos corre a cargo de la federación, en otros de los estados,
de los municipios y en otras ocasiones de los mismos pa-
dres de familia, este último caso, a pesar de que la Carta
Magna establece que la educación debe ser gratuita.

Pero existen casos más complejos, como son los de las es-
cuelas de zonas rurales, ya que en algunas no se cuenta con
suministro de energía eléctrica ni siquiera para la comuni-
dad.

Es en este análisis de oportunidades donde creo que debe-
mos incidir.

La coyuntura de un nuevo gobierno nos permite poder ge-
nerar las condiciones legales y de políticas públicas, para
dotar de la infraestructura necesaria a las escuelas públicas,
a fin de crear energía eléctrica a través de paneles solares.

Las fuentes de energía renovables se pueden utilizar para
generar energía eléctrica que no contaminen, que ayuden a
disminuir la dependencia de combustibles fósiles y que
permitan contribuir a la protección del medio ambiente.

México es uno de los países con mayor incidencia solar en
el mundo 5 kilowatts por hora por metro cuadrado al día
(kWh/m2/d), debido a su ubicación geográfica, lo cual pue-
de ser aprovechado para generar energía eléctrica con el
uso de sistemas fotovoltaicos.

Los sistemas fotovoltaicos son dos, los sistemas aislados y
los conectados a la red eléctrica:

– Los sistemas aislados, son equipados con sistemas de
acumulación de la energía producida, y requieren:

• Módulos fotovoltaicos

• Regulador de carga

• Inversor

• Banco de baterías

– Los sistemas conectados a la red eléctrica, requieren:

• Módulos fotovoltaicos

• Inversor para conexión a la red

• Medidor de energía bidireccional

• Generación de energía térmica

• Secar granos

• Calentar agua

• Mover turbinas para generar energía eléctrica

• Colectores de baja temperatura < 56 grados centí-
grados

• Colectores de media temperatura 100 y 300 grados
centígrados

• Colectores de alta temperatura: > a los 500 grados
centígrados

El área requerida para instalar un sistema de 1 kilowatt de
capacidad es aproximada a 10 metros cuadrados. Hay pa-
neles de diferentes capacidades, según los requerimientos
de consumo, sin embargo son fácilmente adaptables.

Los beneficios son evidentes: 

• En las pequeñas comunidades donde no tienen energía
eléctrica, los paneles solares en las escuelas podrían
abastecer incluso a la comunidad.
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• Las escuelas ahorrarían el pago del suministro de ener-
gía eléctrica, pudiendo incluso vender su remanente pa-
ra abastecer al municipio, generando recursos para los
mismos planteles. Estas economías pueden ser utiliza-
das para equipamiento o mobiliario de las escuelas.

• Se podría cultivar desde la infancia la importancia de
las energías renovables y el ahorro de energía.

• Se ahorrarían 10 mil millones de pesos anualmente en
costo de la energía eléctrica de las escuelas, al generar
la propia.

Según estudios que se realizan en Coahuila, donde por ini-
ciativa propia están comenzando a colocar estos sistemas,
la energía solar puede proporcionar a las escuelas del nor-
te de nuestro país 30 años de electricidad con una inversión
inicial que tiene un retorno de inversión de sólo tres años.

El costo para el suministro de electricidad a las escuelas
públicas está creciendo todos los años, por lo que se ha de-
jado a escuelas sin el suministro por días y semanas en lu-
gares donde en el verano no es un lujo tener clima artifi-
cial, ya que se alcanzan temperaturas de hasta 50 grados
centígrados y en las escuelas más pobres, las de techos de
lámina sube 5 grados más en su interior.

La instalación de sistemas fotovoltaicos en escuelas tam-
bién es una excelente oportunidad para educar a los niños
en materia de energía solar en nuestro país, una forma prác-
tica, no solo teórica de los beneficios que podemos obtener
del sol.

Cuando le muestras a un niño las bondades de producir
energía de una forma limpia, natural y práctica estamos
asegurándole un mejor futuro tanto social, intelectual y
económico.

La energía solar no es algo del “futuro”, sino que en reali-
dad es algo del pasado, pues ha estado en espera de que ha-
gamos uso de ella para mejorar las condiciones ambienta-
les de nuestro planeta.

Debemos hacerle saber a los no tan niños que sí funciona y
funciona bien, que el resto del mundo está produciendo
energía limpia con el sol y que su implementación no está
en investigación o desarrollo, que es una realidad.

Según The Wall Street Journal, más de 500 colegios de 43
estados de la Unión Americana han instalado paneles para

generar energía y así ahorrar en sus cuentas de electricidad,
medida que han permitido contratar nuevos maestros. Así,
más de 500 escuelas de Estados Unidos han instalado pa-
neles solares para generar energía y así reducir los altos
costos de la electricidad. 

El ahorro obtenido en el presupuesto lo están destinando a
retener o contratar nuevos maestros para mejorar la calidad
educativa. Además, con la instalación de los paneles, los
alumnos también reciben clases acerca de las energías re-
novables y su funcionamiento. 

El costo de los paneles solares se ha reducido hasta en 70
por ciento en los últimos años, lo que hace más accesible
esta tecnología para instituciones públicas y privadas, que
permite recortar sustancialmente el consumo de electrici-
dad y gas, ya que los paneles permiten dar calefacción,
agua caliente y electricidad.

Un estudio publicado por GTM Research confirma que el
costo del kilovatio/hora de los paneles solares ronda los 11
y 12 centavos de dólar, frente a los 17 a 24 centavos de dó-
lar que cuesta la energía generada con métodos tradiciona-
les.

Si se tiene en cuenta que el aumento de la oferta de pane-
les solares a nivel mundial ha provocado una caída en el
precio, las instituciones como las escuelas, hospitales y
otras entidades obtienen beneficios evidentes.

El presidente de la Asociación de Industrias de la Energía
Solar, Rhon Resch, aseguró a The Wall Street Journal que
“es uno de los mercados de más rápido crecimiento y se-
guramente tendrá un gran impacto en nuestra sociedad,
porque permitirá poner más dinero en más profesores y
mejorar la educación”.

Necesitamos actualizarnos, debemos brindar las herra-
mientas jurídicas necesarias para que las escuelas cuenten
con energía fotovoltaica y en nuestras manos está.

Por lo expuesto y fundado, pongo a la consideración de es-
ta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de 
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Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley para el Aprovechamiento Sustentable de la
Energía y de la Ley para el Aprovechamiento de Ener-
gías Renovables y el Financiamiento de la Transición
Energética

Primero. Se reforma el artículo 7 de la Ley para el Apro-
vechamiento Sustentable de la Energía, adicionando la
fracción XI para quedar de la siguiente manera:

Artículo 7. El programa incluirá al menos, estrategias, ob-
jetivos, acciones y metas tendientes a:

I. … a VIII. …

IX. Establecer una estrategia para la modernización del
transporte colectivo de grandes distancias y cercanías
basado en sistemas de transportes eléctricos, con metas
indicativas para cada año, de tal manera que se logre re-
vertir en el largo plazo la tendencia al uso de transporte
individual consumidor de hidrocarburos;

X. Formular una estrategia para la sustitución de lámpa-
ras incandescentes por lámparas fluorescentes ahorrado-
ras de energía eléctrica, y

XI. Establecer una estrategia escalonada y multia-
nual, para la incorporación de paneles solares en las
escuelas públicas, priorizando las que se encuentren
en regiones donde no exista cobertura de energía
eléctrica.

Segundo. Se reforma el artículo 11 de la Ley para el Apro-
vechamiento de Energías Renovables y el Financiamiento
de la Transición Energética, adicionando una fracción IX,
para quedar de la siguiente manera:

Artículo 11. La Secretaría de Energía elaborará y coordi-
nará la ejecución del programa, para lo cual deberá:

I… a VI. …

VII. Definir estrategias para fomentar aquellos proyec-
tos que a partir de fuentes renovables de energía prove-
an energía eléctrica a comunidades rurales que no cuen-
ten con este servicio, estén o no aislados de las redes
eléctricas;

VIII. Definir estrategias para promover la realización
de proyectos de generación de electricidad a partir de
energías renovables preferentemente para los propieta-
rios o poseedores de los terrenos y los sujetos de dere-
chos sobre los recursos naturales involucrados en dichos
proyectos, y

IX. Definir estrategias para promover la realización
de proyectos de generación de electricidad a partir
de energías renovables preferentemente para las es-
cuelas y edificios públicos.

…

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de noviembre de 2012.— Di-
putados: Javier López Zavala, María del Rocío Corona Nakamura, Jo-
sé Luis Flores Méndez, Rosa Elba Pérez Hernández, Francisco Alber-
to Zepeda González, Miguel Ángel Aguayo López, Alma Jeanny
Arroyo Ruiz, Verónica Carreón Cervantes, Joaquín Caballero Rosiñol,
Javier Filiberto Guevara González, Frine Soraya Córdova Morán, Li-
sandro Arístides Campos Cardona, Gabriel Gómez Michel, Ricardo
Anaya Cortés, Ricardo Villarreal García, Germán Pacheco Díaz  (rú-
bricas).»

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputado. Se turna la iniciativa a la Comisión de
Energía, para dictamen.

Pido que se abra el sonido en la curul en que se encuentra
el diputado Francisco Alberto Zepeda González. Dígame,
diputado.

El diputado Francisco Alberto Zepeda González (desde
la curul): Muchas gracias, compañero diputado presidente.
Nada más para hacerle la solicitud al diputado López Za-
vala, de poderme incorporar a su iniciativa tan importante
para el cuidado de medio ambiente.

Vengo de un estado, el estado de Colima, donde hay una
termoeléctrica y el grado de contaminación es inmenso;
por ello la posibilidad, diputado López Zavala, de poderme
incorporar a su iniciativa.
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El Presidente diputado José González Morfín: Si no tie-
ne inconveniente el diputado López Zavala, tomamos nota
de su adhesión.

El diputado Javier López Zavala: Con mucho gusto. De-
jamos la iniciativa aquí, con mucho gusto, para los que
quieran incorporarse.

El Presidente diputado José González Morfín: Para que
pase a suscribirla aquí en la Secretaría.

El diputado Francisco Zepeda González (desde la cu-
rul): Muchas gracias.

El Presidente diputado José González Morfín: Muchísi-
mas gracias. Quiero dar la más cordial bienvenida a un gru-
po de alumnos del CETIS 67, de San Pedro Cholula, esta-
do de Puebla, que están aquí invitados por el diputado Julio
Lorenzini. Bienvenidos todos y todas, alumnos y maestros
del CETIS 67, a esta sesión de la Cámara de Diputados.

También aprovecho la oportunidad para saludar a un grupo
de alumnos de la Universidad de Guadalajara, plantel Ato-
tonilco El Alto, Jalisco, invitados por el diputado Ossiel
Omar Niaves López. Bienvenidos todos.

CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES - LEY GENERAL DEL SISTEMA

NACIONAL DE SEGURIDAD PUBLICA

El Presidente diputado José González Morfín: Tiene la
palabra, por cinco minutos, el diputado Néstor Gordillo
Castillo, del Grupo Parlamentario del PAN, para presentar
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona los artícu-
los 280 Bis al Código Federal de Procedimientos Penales y
110 Bis a la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública.

El diputado Néstor Octavio Gordillo Castillo: Con su
venia, presidente. Compañeras y compañeros legisladores,
agradezco la oportunidad de poner a la consideración de
este pleno la iniciativa que adiciona los artículos 280 Bis al
Código Federal de Procedimientos Penales y 110 Bis a la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública,
para abordar un tema sumamente relevante para la ciuda-
danía, el combate a la delincuencia.

Si una tarea justifica la razón de ser de las autoridades pú-
blicas, sin duda es la de garantizar la tranquilidad y seguri-
dad de los ciudadanos, tanto en su persona como en su pa-
trimonio.

La seguridad pública, sin lugar a dudas, es una de las fun-
ciones que legitima y le da sentido a la acción del Estado.
No obstante, aun cuando en los últimos años se han regis-
trado avances importantes en materia de seguridad pública,
hoy en día existen retos considerables que nos deben ocu-
par, tanto a los tres poderes de la Unión, como a los tres ni-
veles de gobierno.

Derivado de la evolución delictiva y de su naturaleza diná-
mica, resulta fundamental que las instituciones encargadas
de investigar y combatir los delitos cuenten con tecnolo-
gías e instrumentos modernos, acordes y expeditos para
hacer frente a los criminales.

Cabe mencionar que vivimos en un mundo donde las tec-
nologías de la información forman parte de la vida cotidia-
na, situación por la cual las autoridades encargadas de in-
vestigación y persecución del delito igual deben de
modernizarse y potenciar los alcances en sus funciones, a
través de tecnologías de punta y mecanismos inteligentes
de coordinación interinstitucional.

Bajo este esquema, esta iniciativa que el día de hoy presen-
to ante ustedes, compañeros diputados, tiene como objetivo
principal dotar a las autoridades de procuración y adminis-
tración de justicia de mejores elementos para determinar res-
ponsabilidades penales.

En el caso de la adición propuesta al Código Federal de
Procedimientos Penales, se pretende otorgar de valor pro-
batorio pleno a las videofilmaciones sobre hechos delicti-
vos en flagrancia, siempre y cuando estén relacionadas con
un dictamen pericial que acredite su inalteración y mani-
pulación, a fin de asegurar a los presuntos responsables de
un delito que las pruebas son fehacientes y que además
existen elementos e indicios técnicos sobre la veracidad del
contenido de las videofilmaciones.

En el caso de la adición propuesta a la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública, se busca crear meca-
nismos de cooperación en el ámbito de la seguridad para
que las videofilmaciones sobre delitos cometidos en fla-
grancia que se obtengan a través de los sistemas de las ins-
tituciones encargadas de este tema, sean inmediatamente
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puestas a disposición y conocimiento del Ministerio Públi-
co que corresponda.

La presente iniciativa es un esfuerzo para ir acotando la ac-
ción de la delincuencia, que muchas veces las autoridades
se ven impedidas para determinar penas o sanciones, por-
que no cuentan con pruebas fehacientes, fidedignas, y qué
mejor instrumento que la tecnología para demostrar la res-
ponsabilidad de quien se atreve transgredir la ley.

Por tanto, esta iniciativa tiene por objeto contribuir al valor
de la prevención y atención oportuna del delito, ya que las
cámaras de seguridad pública no solo sirven como un di-
suasivo para la comisión de delitos, sino también como un
medio de prueba idóneo para acreditar la responsabilidad
penal.

Es por ello que no omito recordar que la seguridad pública
no es tarea exclusiva de un partido político, de un gobier-
no o de un poder en específico, sino una responsabilidad de
todos los que estamos involucrados en la vida pública; por
tanto, como servidores públicos debemos encarar el fenó-
meno delictivo de una manera integral, haciendo uso de las
plataformas tecnológicas y de manera coordinada, además
de programas complementarios que contribuyan a resolver
la problemática, particularmente en materia de educación,
empleo, rescate de espacios públicos, entre otras, en las zo-
nas metropolitanas y principales ciudades del país.

En este sentido, propongo esta iniciativa, porque tenemos
un compromiso con los mexicanos, con su seguridad, pero
sobre todo para que logremos que todas las familias vivan
tranquilas, seguras y con certidumbre en todos los ámbitos.
Una de las razones primordiales que justifican nuestro tra-
bajo como legisladores.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración del
pleno de la honorable Cámara de Diputados la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto, que adiciona; primero, un
artículo 280 Bis al Código Federal de Procedimientos Pena-
les, de acuerdo a lo siguiente: Las videofilmaciones harán
prueba plena siempre que estén relacionadas con un dicta-
men pericial que acredite su inalteración o manipulación, y
segundo, un artículo 110 Bis a la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, de acuerdo a lo siguiente:
Las videofilmaciones sobre delitos cometidos en flagran-
cia que se obtengan a través de los sistemas de vigilancia
de las instituciones de seguridad pública, inmediatamente
deberán ser puestas a disposición y conocimiento del Mi-

nisterio Público que corresponda, a efecto de que se inves-
tigue.

El envío de las videofilmaciones para la autoridad respec-
tiva se hará previa certificación, que hará constar las ga-
rantías de su inalteración o manipulación, y tendrá el valor
probatorio que las disposiciones legales determinen.

Solicito a la Presidencia de la Mesa Directiva que el texto
íntegro de la iniciativa presentada se incorpore al Diario de
los Debates. Es cuanto, presidente. Muchas gracias.

«Iniciativa que adiciona los artículos 280 Bis al Código Fe-
deral de Procedimientos Penales y 110 Bis a la Ley Gene-
ral del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a cargo del
diputado Néstor Octavio Gordillo Castillo, del Grupo Par-
lamentario del PAN

El que suscribe, Néstor Octavio Gordillo Castillo, inte-
grante de la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados al
Congreso de la Unión, en uso de las facultades que confie-
ren la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 6
y 77 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona un artículo 280
bis al Código Federal de Procedimientos Penales y se adi-
ciona un artículo 110 bis a la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública, de acuerdo con lo siguiente

Exposición de Motivos

El objeto de esta iniciativa es dotar a las autoridades de
procuración y administración de justicia de mejores ele-
mentos para determinar responsabilidades penales a tra-
vés de

• Dotar de valor probatorio pleno a las videofilmaciones
sobre hechos delictivos en flagrancia siempre que estén
relacionadas con un dictamen pericial que acredite su
inalteración o manipulación.

• Crear un mecanismo de cooperación en el ámbito de la
seguridad pública, para que las videofilmaciones sobre
delitos cometidos en flagrancia que se obtengan a través
de los sistemas de vigilancia de las instituciones de se-
guridad pública sean inmediatamente puestas a disposi-
ción y conocimiento del Ministerio Público que corres-
ponda a efecto de que investigue.
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Es de suma importancia que las instituciones encargadas de
combatir los delitos cuenten con instrumentos modernos,
acordes y sobre todo expeditos para hacer frente la delin-
cuencia.

Es impostergable que si a través de las plataformas de los
sistemas de vigilancia de las instituciones de seguridad pú-
blica que se han establecido en términos de la Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, se logran ob-
tener claros indicios y pruebas de la comisión de ilícitos a
través de tales medios audiovisuales, resulta que se utilicen
para acreditar fehacientemente la responsabilidad penal de
los involucrados.

Las tecnologías de la información forman parte de la vida
cotidiana, por lo que las instituciones de persecución del
delito, igualmente deben modernizarse y utilizar tales pla-
taformas tecnológicas.

La presente iniciativa tiene por objeto incluir, el valor de la
prevención y atención oportuna del delito que se puede rea-
lizar a través de las labores de videovigilancia, ya que las cá-
maras de seguridad pública no sólo sirven como un disuasi-
vo para la comisión de delitos sino también como un medio
de prueba idóneo para acreditar la responsabilidad penal.

La viabilidad real de las normas que se proponen depende-
rá en gran medida de los esfuerzos para vincular la infor-
mación y bases de datos en términos de la Ley General del
Sistema de Seguridad Pública, siendo de capital importan-
cia el Centro Nacional de Prevención del Delito y Partici-
pación Ciudadana, que entre otras atribuciones, está la de
promover políticas de coordinación entre los sujetos obli-
gados por la ley para la consecución de sus fines.

Entrando en materia, se adiciona un artículo 280 Bis al Có-
digo Federal de Procedimientos Penales para dar valor pro-
batorio pleno a las videofilmaciones sobre hechos delicti-
vos, ya que dicho artículo se insertaría dentro del capítulo
relativo al valor probatorio de las pruebas.

Precisamente en el artículo 280 a los documentos públicos
se da el valor de prueba plena, por lo que por sistemática y
con un argumento topográfico o de ubicación se estima
conveniente la adición del artículo 280 Bis.

Para un mejor entendimiento de los medios probatorios que
tienen o pueden llegar a tener el carácter de prueba plena
se reproducen los artículos siguientes del Código Federal
de Procedimientos Penales:

Capítulo IX
Valor Jurídico de la Prueba

…

Artículo 280. Los documentos públicos harán prue-
ba plena, salvo el derecho de las partes para redargüir-
los de falsedad y para pedir su cotejo con los protocolos
o con los originales existentes en los archivos.

…

Artículo 284. La inspección, así como el resultado de
los cateos, harán prueba plena siempre que se practi-
quen con los requisitos legales.

Artículo 285. Todos los demás medios de prueba o de
investigación y la confesión, salvo lo previsto en el se-
gundo párrafo del artículo 279, constituyen meros in-
dicios.

La información, datos o pruebas obtenidas con motivo
de recompensas, no podrán desestimarse por ese sólo
hecho por el juzgador y deberán apreciarse y valorarse
en términos del presente capítulo.

Artículo 286. Los tribunales, según la naturaleza de los
hechos y el enlace lógico y natural, más o menos nece-
sario que exista entre la verdad conocida y la que se bus-
ca, apreciarán en conciencia el valor de los indicios
hasta poder considerarlos como prueba plena.

…

Artículo 289 Bis. Cuando durante el procedimiento a
que se refieren los artículos 123 Bis a 123 Quintus de
este código, los indicios, huellas o vestigios del hecho
delictuoso, así como los instrumentos, objetos o pro-
ductos del delito, se alteren, no perderán su valor pro-
batorio, a menos que la autoridad competente verifique
que han sido modificados de tal forma que hayan perdi-
do su eficacia para acreditar el hecho o circunstancia de
que se trate.

Los indicios, huellas o vestigios del hecho delictuoso,
así como los instrumentos, objetos o productos del deli-
to, en los casos a que se refiere el párrafo anterior, de-
berán concatenarse con otros medios probatorios para
tal fin.
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Artículo 290. Los tribunales, en sus resoluciones, ex-
pondrán los razonamientos que hayan tenido en
cuenta para valorar jurídicamente la prueba.

Asimismo, en la redacción que se propone del artículo
280 Bis del Código Federal de Procedimientos Penales
se utiliza el concepto videofilmación, el utilizado de
forma sistemática en el referido código procesal penal.
Al respecto se citan los siguientes preceptos, donde se
enfatiza el uso de tal vocablo:

Artículo 3o. Las policías actuarán bajo la conducción y
el mando del Ministerio Público en la investigación de
los delitos, en términos de lo dispuesto en el artículo 21
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y quedarán obligadas a:

…

XIII. Hacer constar el estado de las personas, cosas y
lugares, mediante inspecciones, planos, fotografías, vi-
deo filmaciones, y demás operaciones que requiera la
investigación, sin perjuicio de la intervención que co-
rresponda a los servicios periciales. Las constancias,
junto con las fotografías, videofilmaciones y demás ele-
mentos que las soporten deberán remitirse al Ministerio
Público para agregarse a la averiguación previa; y

…

Artículo 193 Septimus. El procurador general de la Re-
pública emitirá las disposiciones necesarias para regular
los dispositivos técnicos que permitan generar, enviar,
recibir, consultar o archivar toda la información a que se
refiere el artículo anterior, la que podrá abarcar imáge-
nes, sonidos y video, en forma electrónica, óptica o me-
diante cualquier otra tecnología.

Artículo 278 Bis. Las comunicaciones entre particula-
res podrán ser aportadas voluntariamente a la averigua-
ción previa o al proceso penal, cuando hayan sido obte-
nidas directamente por alguno de los participantes en la
misma.

El tribunal recibirá las grabaciones o videofilmaciones
presentadas como prueba por las partes y las agregará al
expediente.

…

Como se aprecia el contenido de esta iniciativa es acorde
con las disposiciones del Código Federal de Procedimien-
tos Penales, ya que las autoridades deben hacer constar ta-
les tipos de prueba, el procurador general de la República
debe emitir lineamientos sobre la generación, envío, recep-
ción, consulta y archivo de los mismos, y finalmente son
pruebas que deben admitirse por los tribunales.

Destaca en la adición que se propone, que las videofilma-
ciones deberán estar relacionadas con un dictamen pericial
que acredite su inalteración o manipulación, a fin de ga-
rantizar a los presuntos responsables de un delito que no se
están fabricando pruebas, y que además existen elementos
e indicios técnicos adiciones sobre la veracidad del conte-
nido de las videofilmaciones.

Con la tasación legal de la prueba de las videofilmaciones
se superarán los criterios que consideraban este tipo de
pruebas inspección ocular. Al respecto sirven de apoyo los
siguientes criterios judiciales:

Novena época
Registro: 173422
Instancia: Tribunales colegiados de circuito
Tesis aislada
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta
XXV, enero de 2007
Materia: Común
Tesis: I.2o.P.11 K
Página: 2390

Videograbación. Constituye una inspección ocular y
no una documental. La reproducción de las imágenes
contenidas en un video constituye una inspección por-
que, para su desahogo, es necesaria la observación sen-
sorial respecto de alguien o algo, así como la descrip-
ción que se haga de lo observado en tales videos con el
objeto de constatarlo y describirlo en el acta que servirá
para establecer en el juicio, la verdad que corresponda a
los planteamientos jurídicos del quejoso en el juicio de
garantías. Bajo esa perspectiva, el artículo 129 del Có-
digo Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación
supletoria a la Ley de Amparo, define que son docu-
mentos públicos aquellos cuya formación está enco-
mendada por la ley, dentro de los límites de su compe-
tencia, a un funcionario público, en el ejercicio de sus
funciones, además, tal numeral prescribe que la calidad
de públicos se demuestra por la existencia regular, sobre
los documentos, de sellos, firmas u otros signos exterio-
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res que, en su caso prevengan las leyes, de tal suerte que
tales filmaciones no corresponden con lo que se entien-
de por documento, sino que, conforme a lo expuesto, se
trata de una inspección ocular.

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Pri-
mer Circuito

Queja 312/2006, 23 de noviembre de 2006. Unanimidad
de votos. Ponente: Enrique Escobar Ángeles. Secreta-
rio: Marco Antonio Ortiz Mejía.

Novena época
Registro: 173421
Instancia: Tribunales colegiados de circuito
Tesis aislada
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta
XXV, Enero de 2007
Materia: Común
Tesis: I.2o.P.12 K
Página: 2391

Videograbación. Su ofrecimiento en el juicio de am-
paro debe sujetarse a las reglas previstas para la ins-
pección ocular. La reproducción de las imágenes con-
tenidas en un video constituye una inspección porque,
para su desahogo, es necesaria la observación sensorial
respecto de alguien o algo, así como la descripción que
se haga de lo observado en tal video, por lo que, para es-
tar en aptitud de desahogar dicho medio de prueba, de-
be atenderse lo dispuesto en el artículo 151, párrafo se-
gundo, de la Ley de Amparo, que establece las reglas
para la inspección ocular.

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Pri-
mer Circuito

Queja 312/2006, 23 de noviembre de 2006. Unanimidad
de votos. Ponente: Enrique Escobar Ángeles. Secreta-
rio: Marco Antonio Ortiz Mejía.

Por tanto, con esta iniciativa de adición legal este tipo de
pruebas aportadas por la tecnología tendrán autonomía y
no habrá una equiparación a la naturaleza de la prueba de
inspección.

Por lo que atañe a la adición del artículo 110 Bis a la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, se
propone que en caso de delitos cometidos en flagrancia que

sean captados por los sistemas de vigilancia de las institu-
ciones de seguridad pública, tales instituciones inmediata-
mente deberán certificar y enviar tal información al Minis-
terio Público que corresponda, a efecto de que este último
investigue.

Se pondera que la inclusión del artículo 110 bis es adecua-
da, ya que se hace en el título séptimo de la Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Pública relativo a la in-
formación sobre seguridad pública.

En tal apartado se obliga a la federación, los estados, el
Distrito Federal y los municipios para que suministren, in-
tercambien, sistematicen y puedan consultar la informa-
ción que diariamente se genere sobre seguridad pública
mediante los sistemas e instrumentos tecnológicos respec-
tivos, y para mejor claridad se reproduce dicho apartado de
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública:

Título Séptimo
De la Información sobre Seguridad Pública

Capítulo Único

Artículo 109. La federación, los estados, el Distrito Fe-
deral y los municipios, suministrarán, intercambiarán,
sistematizarán, consultarán, analizarán y actualizarán, la
información que diariamente se genere sobre seguridad
pública mediante los sistemas e instrumentos tecnológi-
cos respectivos.

El presidente del consejo nacional dictará las medidas
necesarias, además de las ya previstas en la ley, para la
integración y preservación de la información adminis-
trada y sistematizada mediante los instrumentos de in-
formación sobre seguridad pública.

Las instituciones de procuración de justicia tendrán ac-
ceso a la información contenida en las bases de datos
criminalísticos y de personal, en el ámbito de su función
de investigación y persecución de los delitos.

La información sobre administración de justicia, podrá
ser integrada las bases de datos criminalísticas y de per-
sonal, a través de convenios con el Poder Judicial de la
Federación y los tribunales superiores de justicia de los
tres órdenes de gobierno, en sus respectivos ámbitos de
competencia y con estricto apego a las disposiciones le-
gales aplicables.

Año I, Primer Periodo, 22 de noviembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados84



El acceso a las bases de datos del sistema estará condi-
cionado al cumplimiento de esta ley, los acuerdos gene-
rales, los convenios y demás disposiciones que de la
propia ley emanen.

Artículo 110. Los integrantes del sistema están obliga-
dos a compartir la información sobre seguridad pública
que obre en sus bases de datos, con las del Centro Na-
cional de Información, en los términos de las disposi-
ciones normativas aplicables.

La información contenida en las bases de datos del sis-
tema nacional de información sobre seguridad pública,
podrá ser certificada por la autoridad respectiva y tendrá
el valor probatorio que las disposiciones legales deter-
minen.

Artículo 111. La federación, los estados, el Distrito Fe-
deral y los municipios realizarán los trabajos para lograr
la compatibilidad de los servicios de telecomunicacio-
nes de su red local correspondiente, con las bases de da-
tos criminalísticos y de personal del sistema, previstas
en la presente ley.

El servicio de llamadas de emergencia y el servicio de de-
nuncia anónima operarán con un número único de atención
a la ciudadanía. El secretario ejecutivo adoptará las medi-
das necesarias para la homologación de los servicios.

Incluso, como se nota en lo transcrito, en el artículo 110
precitado, se manifiesta que la información contenida en el
sistema nacional de información sobre seguridad pública,
podrá ser certificada por la autoridad respectiva y tendrá el
valor probatorio que las disposiciones legales determinen,
por lo que si se obtienen video filmaciones será informa-
ción que deberá certificarse y tendrá el valor probatorio
que la ley señale.

En este último comentario se relaciona tanto la adición al
código adjetivo penal en cuanto al valor probatorio de las
videofilmaciones con la Ley de Seguridad Pública en cuan-
to a los medios tecnológicos de información en la materia.

Por lo expuesto someto a consideración del pleno de la Cá-
mara de Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Primero. Se adiciona el artículo 280 Bis al Código Fede-
ral de Procedimientos Penales, de acuerdo a lo siguiente:

Artículo 280 Bis. Las videofilmaciones harán prueba ple-
na siempre que estén relacionadas con un dictamen pericial
que acredite su inalteración o manipulación.

Segundo. Se adiciona el artículo 110 Bis a la Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, de acuerdo con
lo siguiente:

Artículo 110 Bis. Las videofilmaciones sobre delitos co-
metidos en flagrancia que se obtengan a través de los siste-
mas de vigilancia de las instituciones de seguridad pública,
inmediatamente deberán ser puestas a disposición y cono-
cimiento del Ministerio Público que corresponda a efecto
de que investigue.

El envío de las videofilmaciones por la autoridad respecti-
va se hará previa certificación, que hará constar las garan-
tías de su inalteración o manipulación, y tendrá el valor
probatorio que las disposiciones legales determinen.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de noviembre de 2012.—
Diputado Néstor Octavio Gordillo Castillo (rúbrica).»

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputado. Con mucho gusto, el texto íntegro de la
iniciativa se inserta en el Diario de los Debates. Se turna a
las Comisiones Unidas de Justicia y de Seguridad Pú-
blica, para dictamen.

LEY PARA EL DESARROLLO DE LA
COMPETITIVIDAD DE LA MICRO, 
PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA

El Presidente diputado José González Morfín: Tiene la
palabra, por cinco minutos, el diputado José Antonio Hur-
tado Gallegos, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciu-
dadano, para presentar una iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro,
Pequeña y Mediana Empresa.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 22 de noviembre de 201285



El diputado José Antonio Hurtado Gallegos: Con su ve-
nia, diputado presidente. Compañeras y compañeros dipu-
tados, muy buenas tardes, es indiscutible que las pequeñas
y medianas empresas representan un sector sustancial en la
actividad económica y en la dinámica social y política de
nuestro país.

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía, en su censo del año 2007, en México, el 95.5 por
ciento de las organizaciones manufactureras de comercio y
de servicios son microempresas, mientras que el 3.5 y el
0.8 por ciento son pequeñas y medianas empresas, mismas
que generan entre ambas 70.40 por ciento de los empleos,
así como el 30 por ciento del producto interno bruto, cifras
que resultan impactantes si agregamos que la carga fiscal
más importante recae justamente sobre estas empresas.

Asimismo, estas empresas se han convertido en los últimos
años en una válvula de escape a los problemas de desem-
pleo, que no ha podido atender y resolver el Estado; se es-
tima que nueve de cada 10 organizaciones en México son
familiares, pero paradójicamente solo una de cada tres de
ellas logra pasar a la siguiente generación.

Una de las causas por las cuales las Pymes familiares no
sobreviven son algunas de las siguientes: la falta de merca-
dos leales y competitivos para sus productos; la alta tasa de
interés financiera y una tasa fiscal impositiva, práctica-
mente difícil de pagar.

A lo anterior, se suma una deficiente administración y pla-
neación, el manejo ineficiente de recursos y un mal siste-
ma de control, todo ello derivado de la falta de capacita-
ción oportuna e innovación tecnológica.

Debemos considerar que un porcentaje muy significativo
de las micro y pequeñas empresas se extingue por la falta
de acceso a los programas de apoyo local y federal, ya que
contienen reglas de operación que un microempresario no
podría cubrir, lo que implicaría, prácticamente, dejar su
empresa en garantía.

En México son muchas las líneas que resulta necesario
analizar para poner en el contexto adecuado la problemáti-
ca que enfrentan las Pymes. Entre las mismas, podemos
destacar la deficiente capacitación de estas unidades pro-
ductivas, ya que tradicionalmente la asesoría técnica no ha
sido considerada como un factor de desarrollo que permita
a las empresas lograr mejores beneficios y posicionamien-
tos en los mercados; el limitado acceso a los esquemas de

financiamiento, tanto de la banca del segundo piso, como
de la banca comercial y los intermediarios financieros; las
elevadas tasas de interés, acompañadas de fuertes restric-
ciones por parte de las instituciones bancarias, las cuales
han provocado que solamente el 22.5 por ciento de las
Pymes cuenten con créditos, acompañado esto de una fuer-
te reducción en los alcances de la banca de desarrollo, oca-
sionando que dichas empresas tengan que recurrir a fuen-
tes alternas de financiamiento, como es el caso de los
intermediarios financieros que otorgan créditos con tasas
de interés sin regulación alguna.

Según información de la Secretaría de Economía, se esta-
blecen anualmente, en promedio, 200 mil empresas, de las
cuales aproximadamente el 10 por ciento tienen posibilida-
des de desarrollarse en la economía formal, el 25 por cien-
to tienen escasas posibilidades de desarrollo y solamente
generan recursos de sobrevivencia, y el 65 por ciento de-
saparecen antes de cumplir los dos años de vida, siendo la
causa más significativa de su desaparición la falta de capa-
citación adecuada y oportuna.

En este orden de ideas, para el Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano resulta urgente reformar la norma-
tividad vigente, con el propósito de favorecer el fomento y
desarrollo de las micro y pequeñas empresas, para que se
contemplen esquemas de financiamiento con tasas blandas
de interés que les permitan capitalizarse, para fomentar es-
trategias de desarrollo e innovación tecnológica, para prio-
rizar la capacitación y asesoría para la exportación que les
permita adaptarse a un mercado que cada vez sea más com-
petitivo y mantenerse como una de las principales fuentes
generadoras de empleo en nuestro país.

Consideramos que un mayor apoyo financiero en las mi-
cro, pequeñas y medianas empresas es muy necesario. Pe-
ro esto no resuelve el problema de fondo, es indispensable
una reforma fiscal integral, en virtud de que son estas em-
presas las que realmente pagan impuestos a la hacienda pú-
blica.

No obstante, estamos convencidos que el apoyo financiero
es una de las palancas impulsoras para el desarrollo, que a
la vez generará en el corto, mediano y largo plazo benefi-
cios a la sociedad en conjunto, ya que al incrementarse la
productividad se fomenta la generación de empleos, la
competitividad y la reducción de la pobreza.

En tal circunstancia, sometemos ante esta soberanía la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
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ciona diversos artículos de la Ley para el Desarrollo de la
Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa.
Es cuanto, señor presidente. Muchas gracias, compañeras y
compañeros.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Mi-
cro, Pequeña y Mediana Empresa, a cargo del diputado Jo-
sé Antonio Hurtado Gallegos, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

José Antonio Hurtado Gallegos, integrante del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano en la LXII Legisla-
tura del Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 6, fracción I, del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración del
pleno de la honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma la Ley para el Desarrollo
de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Es indiscutible que las pequeñas y medianas empresas
(Pyme) de México y Latinoamérica representan un sector
sustancial en la actividad económica y en la dinámica so-
cial de los países en desarrollo. De acuerdo con el Institu-
to Nacional de Estadística y Geografía (INEGI, 2007), en
México, 95.5 por ciento de las organizaciones manufactu-
reras, de comercio y de servicios son microempresas,
mientras que el 3.5 y el 0.8 por ciento son pequeñas y me-
dianas empresas, respectivamente, y generan entre ambas
70.40 por ciento de los empleos, así como 30 por ciento del
PIB nacional.1

Se estima que nueve de cada diez organizaciones en Méxi-
co son familiares y que tan sólo una de cada tres de ellas
logra pasar a la siguiente generación. Entre las causas por
las cuales las Pyme familiares no sobreviven se encuen-
tran: a) las del entorno o externas (mercado, financiamien-
to, e impuestos); b) las estructurales o internas (mala ad-
ministración y planeación, manejo ineficiente de recursos y
un mal sistema de control), así como las de orden familiar,2

como se observa en la tabla 1:

Tabla 1. Problemas internos 
identificados en las nuevas Pyme familiares

Área problemática Nivel de importancia

Excesivos gastos personales sin control 1
Deficiente delegación de responsabilidades y toma de
decisiones 2
Mala o falta de planeación estratégica 3
Problemas de ineficiencia en 
producción e inventarios 4
Problemas de ventas y mercado 5
Sucesión y problemas entre generaciones 6
Dirección General deficiente 7
Manejo de personal y contratación deficiente 8
Problemas financieros 9
Mala o falta de capacitación de personal 10

Respecto a los problemas del entorno o externos, la tabla 2
muestra los principales problemas percibidos por los em-
presarios de las Pyme esencialmente familiares:

Tabla 2. Problemas externos 
identificados en las nuevas Pyme familiares3

Área problemática Nivel de Importancia

Excesiva tramitología y burocratización 1
Altos costos de financiamiento 2
Falta de acceso a programas de 
financiamiento especializados en Pyme 3
Falta de incentivos fiscales 4
Falta compartir riesgos financieros 
con el emprendedor 5
Falta de ética 6
Piratería en el mercado 7

En México son muchas las aristas que resulta necesario
analizar para poner en el contexto adecuado la problemáti-
ca que enfrentan las Pyme, no obstante la importancia que
representan para el desarrollo económico, al generar como
ya se señaló, 70.40 por ciento de los empleos y aportar 30
por ciento al PIB nacional. 

Entre estas aristas podemos destacar: 

a) la deficiente capacitación de estas unidades producti-
vas ya que tradicionalmente la asesoría técnica no ha si-
do considerada como un factor de desarrollo que permi-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 22 de noviembre de 201287



ta a las empresas, dentro de su plan estratégico, lograr
mejores beneficios y posicionamiento en los mercados;4

b) el impacto negativo en el medio ambiente, por ello se
debe motivar a las empresas y a sus empresarios a bus-
car nuevas y mejores formas de administrar, nuevas for-
mas de integrarse al entorno social que las rodea y del
cual directa o indirectamente se benefician;

c) el limitado acceso a los esquemas de financiamiento
tanto de la banca de segundo piso como de la banca co-
mercial y los intermediarios financieros.

d) el 94.3 por ciento de las exportaciones de México es-
tán concentradas en 312 grandes empresas nacionales y
extranjeras y en 3,436 empresas maquiladoras, por lo
que falta una adecuada vinculación con los sectores eco-
nómicos más dinámicos; 

e) las elevadas tasas de intereses, acompañadas de fuer-
tes restricciones por parte de las instituciones bancarias,
han tenido como consecuencia que solamente el 22.5
por ciento de las Pyme cuenten con créditos, acompaña-
do esto de una fuerte reducción en los alcances de la
banca de desarrollo, ha ocasionado que dichas empresas
tengan que recurrir a fuentes alternas de financiamiento,
como son los proveedores, créditos personales,  tarjetas
de crédito y financiamiento por parte de los intermedia-
rios financieros que otorgan créditos con tasas de inte-
rés sin una regulación clara, dejando a libertad la impo-
sición de la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio
(TIIE). 

Según información de la Secretaría de Economía, en pro-
medio se establecen anualmente 200 mil empresas, de las
cuales aproximadamente 10 por ciento tienen posibilidades
de desarrollarse en la economía formal, 25 por ciento tie-
nen escasas posibilidades de desarrollo y generan recursos
de sobrevivencia, y 65 por ciento desaparecen antes de
cumplir los dos años de vida, siendo la falta de capacita-
ción adecuada y oportuna  la causa más significativa de su
desaparición; representando este factor el 66 por ciento.5

En el rubro de programas de apoyo a las micro y pequeñas
empresas, el gobierno federal, a través de la Secretaría de
Economía ha puesto en marcha 11 programas de apoyo di-
recto a la micro y pequeña empresa, como es el caso de
Fondo de Microfinanciamiento a Mujeres Rurales (Fom-
mur), Fondo Pyme,  Fondo Nacional de Apoyos para Em-

presas en Solidaridad (Fonaes), Programa de Competitivi-
dad en Logística y Centrales de Abasto (Prologyca), Pro-
grama para el Desarrollo de la Industria del Software (Pro-
soft), Programa para la Creación de Empleo en Zonas
Marginadas (PCEZM), Programa Nacional de Financia-
miento al Microempresario (Pronafim), entre otros.

La revisión que Movimiento Ciudadano realizó de estos
programas hizo manifiestas las graves dificultades para po-
der acceder al mercado de manera productiva y competiti-
va, así como a los esquemas de financiamiento oportuno, lo
que ha ocasionado que la gran mayoría de ellas cierre en un
plazo no mayor a los dos años. Otro factor que limita el ac-
ceso a estos programas es la falta de difusión por parte de
la Secretaría de Economía. Al respecto, 86 por ciento de las
pymes ha manifestado no conocer los programas de apoyo
federales, estatales o municipales; 12.5 por ciento de los
conoce pero no los ha utilizado y sólo 1.8 por ciento los co-
noce y ha utilizado.6

En este escenario para el Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano resulta urgente reformar la normativi-
dad vigente, con el propósito de favorecer el fomento y de-
sarrollo de la micro y pequeña empresa, para que
contemple esquemas de financiamiento con tasas blandas
de interés que les permita capitalizarse, desarrollo e inno-
vación tecnológica, simplificación administrativa pública,
capacitación y asesoría para la exportación; que les permi-
ta adaptarse a un mercado cada vez más competitivo y
mantenerse como una de las principales fuentes generado-
ras de empleo del país. Por tales motivos sometemos ante
esta Soberanía la presente iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona los artículos 4, 5, 7, 8, 9, 10,
11, 12 y 18 de la Ley para el Desarrollo de la Competitivi-
dad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa.

Argumentos que la fundamentan

En nuestro país existen 2.9 millones de establecimientos,
99 por ciento de éstos corresponden a micro, pequeñas y
medianas empresas,7 las cuales constituyen un sector es-
tratégico para el desarrollo económico y social del país (ta-
bla 3). Sin embargo, su competitividad se ha visto dismi-
nuida por problemas estructurales, institucionales y
legales; que han impedido generar el ambiente económico
para su capitalización y crecimiento.

Año I, Primer Periodo, 22 de noviembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados88



Para el caso de México, estudios afirman que la gran ma-
yoría de las  Mypime tienen las siguientes características: 

a) No cuentan con las garantías requeridas por las insti-
tuciones financieras para tener acceso a créditos.

b) No cuentan con formación, información y capacidad
de gestión financiera.

c) Tienen mayores costos de financiamiento con rela-
ción a las grandes empresas.

En Movimiento Ciudadano consideramos que un mayor
apoyo financiero a las Mipyme es necesario, pero no re-
suelve el problema de fondo, pues es indispensable una re-
forma estructural, que contemple una reforma fiscal inte-
gral en virtud de que son estas empresas las que realmente
pagan impuestos a la hacienda pública.. No obstante, esta-
mos convencidos que el apoyo financiero es una de las pa-
lancas impulsoras para el desarrollo, que a la vez generará
en el corto, mediano y largo plazos beneficios a la sociedad
en conjunto, al incrementarse la productividad, se fomenta
la generación de empleos, la competitividad y la reducción
de la pobreza.

En el ámbito del financiamiento que la banca de desarrollo
otorga a las micro y pequeña empresas (tabla 5), éste es
marginal e incluso tiene un comportamiento decreciente al
pasar de 1.7 por ciento en el año 2000 a 0.6 por ciento en
2008. Su poca participación es alarmante, ya que incluso
está por debajo del financiamiento proveniente de bancos
extranjeros, cuya tendencia es creciente al pasar de 1.2 a
2.4 por ciento entre 2000 y 2010. La banca de desarrollo en
los últimos años ha depositado sus obligaciones en los lla-
mados intermediarios financieros que al otorgar créditos
con alto margen de riesgo, imponen altas tasas de interés a
las empresas.
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La importancia de la banca de desarrollo es ineludible, de
hecho casi todos los países de la OCDE disponen de ban-
cos de desarrollo operando activamente en sus sistemas fi-
nancieros.8 Desafortunadamente en nuestro país durante
los últimos años la banca nacional de desarrollo, cada vez
tiene un papel menos activo sobre el financiamiento.

En el caso de la banca comercial, es preciso mencionar que
la mayoría de las instituciones otorgan el financiamiento
principalmente a las medianas y grades empresas, dado que
tienen un menor riesgo y generan ganancias reales. Caso
contrario a las pymes cuyo capital y activos fijos son de ba-
jo valor, lo que conlleva a que la propia empresa se con-
vierta en garantía de pago. Actualmente, las instituciones

bancarias, especialmente las que se caracterizan por ser de
banca múltiple, son las que disponen de más de la mitad de
los activos totales existentes en México.9

Con datos de la Encuesta que realiza trimestralmente el
Banco de México, las pequeñas y microempresas que ob-
tienen un financiamiento bancario, lo destinan en primer
lugar para capital de trabajo con una participación entre 60
y 70 por ciento, el segundo lugar lo ocupa la restructura-
ción de pasivos, entre el 13 y 18 por ciento; seguido por
operaciones al comercio exterior, que ha tenido un com-
portamiento irregular al pasar de 10, 3.2 y 6.7 por ciento en
2000, 2003 y 2007 respectivamente, lo que puede obser-
varse en la tabla 5.
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La tabla 6 es muy significativa ya que refleja los motivos
de las micro y pequeñas empresas para no solicitar un cré-
dito bancario:

La importancia de los datos que nos arroja el cuadro ante-
rior radica en las decisiones que toman las micro y peque-
ñas empresas al  momento de su creación, desarrollo, con-
solidación, viabilidad, productividad, competitividad y
sustentabilidad, incide directamente en las iniciativas de
los emprendedores, así como en los beneficios de este sec-
tor de empresas en materia de inversión productiva y gene-
ración de mejores empleos.10

Finalmente, en el Sexto Informe degobierno del Ejecutivo
Federal, referente al Programa México Emprende; Peque-

ña y mediana empresa,  cuyo objetivo es que las Pyme ac-
cedan al financiamiento en condiciones competitivas se,
observa un incremento en el monto de los apoyos al pasar
de $1219.7  millones  en 2001 a $2605.3 millones de pesos
en 2011, lo que representa una variación real de 33.1 por
ciento (tabla 7).

Este dato podría interpretarse como un incremento signifi-
cativo para el fomento al financiamiento a las micros, pe-
queñas y medianas empresas, especialmente respecto al
Presupuesto del Fondo Pyme.
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Sin embargo, al Fondo Pyme, se le han detectado serias
anomalías respecto al número de empresas atendidas y a
los logros o resultados obtenidos; lo mismo sucede en el ru-
bro de creación de nuevas empresas, donde el Consejo Na-
cional para la Evaluación de la Política de Desarrollo So-
cial (Coneval) señala que es “complicado conocer en qué
condiciones la empresa es creada, y no puede saber sobre
su éxito, pues no se mide la tasa de supervivencia”. A esto
debemos añadir el comportamiento que el Fondo Pyme ha
tenido en dos ámbitos fundamentales: el número de Mipy-
me y el número de empleos generados que han disminuido
a razón del 33.1 por ciento (tabla 8):

Por lo anterior, someto a consideración de esta soberanía el
siguiente proyecto de decreto por el que se reforman di-
versas disposiciones de la Ley para el Desarrollo de la
Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa

Único. Se reforman los numerales c) y d) de la fracción I y
el numeral c) de la fracción II del artículo 4; se reforma el
artículo 5; se adiciona el artículo 5 Bis; se reforma el artí-
culo 7; se adiciona el artículo 8 Bis; se adiciona la fracción
V del artículo 9, se reforma a fracción II del artículo 10, se
reforma a fracción VIII del artículo 11, se adiciona la frac-
ción I Bis del artículo 12 y se reforma el artículo18 y se adi-
ciona la fracción XIII., todos de la  Ley para el Desarro-
llo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y
Mediana Empresa, para quedar como sigue:

Artículo 4o. Son objetivos de esta ley 

I. Establecer:

a)…
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b)…

c) Los instrumentos para la evaluación y actualiza-
ción de las políticas, programas, instrumentos y ac-
tividades de fomento para la productividad y com-
petitividad de las Mipyme, que proporcionen la
información necesaria, la asesoría técnica y la ga-
rantía de financiamientos de la banca comercial,
de la banca de desarrollo a tasas de interés prefe-
renciales, para la toma de decisiones en materia de
apoyo empresarial; y 

d) Las bases para que la Secretaría elabore y actua-
lice periódicamente las políticas con visión de lar-
go plazo, con un adecuado análisis de los merca-
dos internos y externos, así como las condiciones
financieras regionales y mundiales, para elevar la
productividad y competitividad nacional e interna-
cional de las Mipyme. 

II. Promover: 

a)…

b)…

c) El acceso al financiamiento para las Mipyme, con
tasas de interés acordes a la capacidad de pago de
las empresas, que ponderen la capitalización de las
empresas, el incremento de la producción, constitu-
ción de nuevas empresas y consolidación de las exis-
tentes, así como la apertura de nuevos mercados y
el apoyo para la diversificación de los productos;

d)…

i)…

Artículo 5o. La Secretaría elaborará los programas secto-
riales correspondientes en el marco de la normativa aplica-
ble, tomando en cuenta los objetivos y criterios estableci-
dos en la presente ley, así como los acuerdos que tome el
Consejo y la opinión de la Cámara de Diputados y de las
organizaciones empresariales. 

Artículo 5o. Bis. La Secretaría diseñará e implementa-
rá un amplío programa de difusión a nivel nacional,
utilizando los medios de  comunicación más oportunos
para cada región del país; y que tendrá un equipo de so-

porte técnico permanente para la orientación de los mi-
cro y pequeños empresarios.

Artículo 7o. La Secretaría diseñará, fomentará y promove-
rá la creación de instrumentos y mecanismos de garantía,
así como de otros esquemas que faciliten el acceso al fi-
nanciamiento a las Mipyme, sin que ellos conlleven a la
descapitalización de las empresas o la solicitud de las
mismas como garantía para el pago del financiamiento. 

Artículo 8o. Bis. La Secretaría enviará a la Cámara de
Diputados un informe trimestral de los esquemas acor-
dados en el artículo anterior, a fin de que en todo mo-
mento se establezcan reglas claras y asequibles en el fi-
nanciamiento a las empresas.

Artículo 9o. Los programas sectoriales referidos en el artí-
culo 5 de esta ley deberán contener, entre otros: 

I. …

IV. … 

V. La Secretaría dispondrá de personal capacitado
en todo el país para atender las dudas y coadyuvar
en los problemas técnicos, jurídicos y financieros de
las micro y pequeñas empresas.  

Artículo 10. La planeación y ejecución de las políticas y
acciones de fomento para la competitividad de las Mipyme
debe atender los siguientes criterios: 

I. … 

II. Procurar esquemas de apoyo a las Mipyme a través
de la concurrencia de recursos de la federación, de las
entidades federativas, del Distrito Federal y de los mu-
nicipios, así como de los Sectores; los cuales  deberán
ser previstos en el Proyecto de Egresos de la Federa-
ción que el Ejecutivo envíe a la Cámara de Diputa-
dos. Estos recursos y su ministración serán evalua-
dos de manera permanente por la Auditoría
Superior de la Federación en el marco de la transpa-
rencia y rendición de cuentas. 

III. … 

IX. …
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Artículo 11. Para la ejecución de las políticas y acciones
contenidas en el artículo anterior, deberán considerarse los
siguientes Programas: 

I. … 

VI. …

VIII. Fomento para el desarrollo sustentable en el mar-
co de la normativa ecológica aplicable. 

Adicionalmente, la Secretaría promoverá esquemas para
facilitar el acceso al financiamiento público y privado a las
Mipyme. Gestionará ante la banca comercial, la banca
de desarrollo y los intermediarios financieros esquemas
de crédito acordes a la capacidad de pago de las em-
presas a fin de garantizar su consolidación y desarrollo.
Los procedimientos y resultados de dichas gestiones se
deberán publicar en el reglamento de esta ley. 

Artículo 12o. La Secretaría tendrá en materia de coordina-
ción y desarrollo de la competitividad de las Mipyme, las
siguientes responsabilidades: 

I. La Secretaría promoverá ante las instancias compe-
tentes que los programas y apoyos previstos en esta Ley
a favor de las Mipyme, sean canalizados a las mismas,
para lo cual tomará las medidas necesarias conforme al
Reglamento; 

I Bis. La Secretaría en coordinación con la SHCP, la
Cámara de Diputados y las organizaciones empresa-
riales, revisará anualmente los programas de apoyo
a las micro y pequeñas empresas, con el objetivo de
subsanar inconsistencias, retirar los programas que
no sean de utilidad a las empresas y evaluar los re-
cursos que se asignen en el Presupuesto de Egresos
de la Federación a los programas con resultados po-
sitivos para favorecer la competitividad de las Mipy-
me.

II. …

X. …

Artículo 18. El Consejo estará conformado por 34 inte-
grantes:

I. … 

XXII. …

XXIII. Tres miembros de la Cámara de Diputados,
integrantes de las comisiones relacionadas con la
competitividad de la micro, pequeña y mediana em-
presa. 

Transitorios

Primero. La presente reforma entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. EL Ejecutivo federal realizará las modificacio-
nes pertinentes al Reglamento de esta Ley dentro de los
180 días naturales posteriores a la entrada en vigor del pre-
sente decreto.

Notas:

1 Censos económicos, INEGI 2009.

2 Rogerio Domenge e Imanol Belausteguigoitia. Nuevas PYMEs: pro-

blemas y recomendaciones. En Dirección Estratégica, Revista de Ne-
gocios del ITAM, 25 de junio de 2010.

3 Op. Cit.

4 Serna Hinojosa y Delgado Rivas: “La capacitación en las Pequeñas
y Medianas Empresas de México” en Observatorio de la Economía La-
tinoamericana, número 82, 2007. Texto completo en http://www.eu-
med.net/cursecon/ecolat/mx/2007/shdr.htm

5 www.emprendedores.com

6 Principales resultados del Observatorio Pyme en México: Perfil del
Empresario. Comisión Intersectorial de Política Industrial, CIPI 2002.

7 www.cipi.gob.mx/Diag_Decem_Mpymes.PDF

8 Rivas, Gonzalo, Opciones de la Banca de Desarrollo en Chile: el con-
vidado de piedra del sistema financiero chileno. Unidad de Estudios
Especiales, Secretaría Ejecutiva CEPAL, Chile 2004.

9 El financiamiento a las Pyme en México, 2000-2007: El papel de la

banca de desarrollo. En Serie  Financiamiento del Desarrollo, CEPAL
enero de 2009.

10 Secretaria de Economía, Subsecretaria de pequeña y mediana em-
presas.
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11 Secretaría de Economía y evaluación del Coneval 2010-2011.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de noviembre de
2012.— Diputado José Antonio Hurtado Gallegos (rúbrica).»

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputado. Se turna la iniciativa a Comisiones
Unidas de Economía y de Competitividad, para dicta-
men.

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado José González Morfín: Tiene la
palabra, por cinco minutos, la diputada Carla Alicia Padilla
Ramos, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 350 Bis 6 de la Ley Gene-
ral de Salud.

La diputada Carla Alicia Padilla Ramos: Con su permi-
so, señor presidente. Compañeros diputados, vengo a esta
tribuna a plantear una situación de la mayor trascendencia.
Los médicos y hospitales de nuestro país se enfrentan a una
cuestión no menor, se enfrentan al grave problema de no
tener definido, por ley, el destino último de los productos
derivados del embarazo de menos de 13 semanas.

El embarazo humano dura unas 40 semanas aproximada-
mente; el primer trimestre es el momento de mayor riesgo
de aborto espontáneo; el inicio del tercer trimestre se con-
sidera el punto de viabilidad del feto, aquél a partir del cual
puede sobrevivir extraútero sin soporte médico.

Al respecto, la Organización Mundial de la Salud define a
la defunción fetal como la muerte de un producto de la con-
cepción antes de su expulsión o extracción completa del
cuerpo de su madre, independientemente de la duración del
embarazo; la muerte está indicada por el hecho de que des-
pués de la separación el feto no respira ni da ninguna otra
señal de vida, como latidos del corazón, pulsaciones del
cordón umbilical o movimientos efectivos de los músculos
de contracción voluntaria.

En este sentido, el artículo 314 de la Ley General de Salud
menciona que se entiende por embrión al producto de la
concepción a partir de ésta y hasta el término de la duodé-

cima semana gestacional; asimismo señala que se entiende
por feto al producto de la concepción a partir de la deci-
motercera semana de edad gestacional hasta la expulsión
del seno materno.

Asimismo, este ordenamiento define al destino final como
la conservación permanente, inhumación, incineración,
desintegración e inactivación de órganos, tejidos, células y
derivados, productos y cadáveres de seres humanos, inclu-
yendo los de embriones y fetos, en condiciones sanitarias
permitidas por esta ley y demás disposiciones aplicables.

El artículo 350 Bis 6 de la misma ley especifica que solo
podrá dársele destino final a un feto previa expedición del
certificado de muerte fetal, más la autorización del Regis-
tro Civil. Esta autorización del Registro Civil no es una
certificación de un acto del estado civil, y por tanto, no se
puede levantar un acta de defunción, sino una simple cons-
tatación de la existencia de un cadáver no nato y la debida
autorización para que pueda ser inhumado o incinerado.
No puede haber inhumación o incineración sin la autoriza-
ción del Registro Civil.

Es muy importante su registro estadístico para el estudio de
las causas y los factores que intervienen en la mortalidad
perinatal. Aún en la actualidad un gran número de ellas ca-
rece del certificado respectivo, lo que condiciona un eleva-
do subregistro que impide conocer el comportamiento epi-
demiológico de este fenómeno. A menudo esto ocurre por
desconocimiento de la importancia de la certificación y no-
tificación de las muertes fetales.

Por tanto, si un feto se define como un producto de la con-
cepción a partir de la semana 13, entonces los embriones
que tienen menos de esta semana —y aquí está el proble-
ma— no puede dárseles un destino final, puesto que no está
en la ley establecido para ello que se les expida una autori-
zación por parte del Registro Civil y por lo tanto, quedan
sin posibilidad de inhumación. Desafortunadamente la ley
no prevé esta situación y ante una falta de reglamentación
clara los embriones tienen un destino incierto.

Asimismo, el artículo 318 del referido ordenamiento seña-
la que para el control sanitario de los productos y de la dis-
posición del embrión y de las células germinales, se estará
a lo dispuesto en la propia ley o las que resulten aplicables
y en las demás disposiciones generales que al efecto se ex-
pidan. Pero —y a pesar de lo anterior— no podemos dejar
de mencionar que no existe ninguna disposición final para
el embrión en ninguna de las reglamentaciones federales.
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Es por todo lo anterior que mi grupo parlamentario consi-
dera necesario e importante darle un destino final a los pro-
ductos de menos de 12 semanas, los embriones, previo a un
certificado médico, y pretendemos sea dentro del artículo
350 Bis 6, en el que solo menciona el destino final para un
feto y por eso nos permitimos proponer esta iniciativa para
que se incluyan los embriones en este mismo procedimien-
to, con la finalidad de evitar que sean manipulados de ma-
nera irresponsable o usados en un tráfico ilegal. Necesita-
mos que tengan un destino digno. Es cuanto, señor
presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 350 Bis 6 de la Ley Ge-
neral de Salud, a cargo de la diputada Carla Alicia Padilla
Ramos, del Grupo Parlamentario del PVEM

Quien suscribe, Carla Alicia Padilla Ramos, diputada a la
LXII Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, me permito presentar iniciativa con proyecto de de-
creto por el cual se adiciona un párrafo al artículo 350
Bis-6 de la Ley General de Salud, al tenor del siguiente:

Planteamiento del problema

Se pretende que en nuestras leyes se encuentre reflejada la
manera en la que un aborto de menos de 500 gramos o 12
semanas de gestación, pueda contar con un destino final ya
que actualmente no se prevé esta situación.

Exposición de Motivos

Se denomina embarazo o gravidez (del latín gravitas), al
período que transcurre entre la implantación en el útero del
óvulo fecundado, y el momento del parto en cuanto a los
significativos cambios fisiológicos, metabólicos e incluso
morfológicos que se producen en la mujer encaminados a
proteger, nutrir y permitir el desarrollo del feto, como la in-
terrupción de los ciclos menstruales, o el aumento del ta-
maño de las mamas para preparar la lactancia. El término
gestación hace referencia a los procesos fisiológicos de
crecimiento y desarrollo del feto en el interior del útero
materno.

El embarazo humano dura unas 40 semanas (aproximada-
mente unos 9 meses). El primer trimestre es el momento de
mayor riesgo de aborto espontáneo; el inicio del tercer tri-
mestre se considera el punto de viabilidad del feto (aquel a
partir del cual puede sobrevivir extraútero sin soporte mé-
dico).

Esta iniciativa parte del problema que tienen muchos mé-
dicos y hospitales, para darles un destino último a los pro-
ductos derivados del embarazo de menos de 12 semanas. 

Al respecto, la Organización Mundial de la Salud define a
la defunción fetal como “la muerte de un producto de la
concepción, antes de su expulsión o extracción completa
del cuerpo de su madre, independientemente de la duración
del embarazo; la muerte está indicada por el hecho de que
después de la separación, el feto no respira ni da ninguna
otra señal de vida, como latidos del corazón, pulsaciones
del cordón umbilical o movimientos efectivos de los mús-
culos de contracción voluntaria.” (http://files.sld.cu/dne/fi-
les/2012/03/vol1_definiciones.pdf)

En este sentido, el artículo 314 de la Ley General de Salud,
menciona que: “se entiende por embrión al producto de la
concepción a partir de ésta, y hasta el término de la duodé-
cima semana gestacional”, asimismo, señala que al feto se
le entiende como “al producto de la concepción a partir de
la decimotercera semana de edad gestacional, hasta la ex-
pulsión del seno materno.”

De igual forma, se define al destino final, como la conser-
vación permanente, inhumación, incineración, desintegra-
ción e inactivación de órganos, tejidos, células y derivados,
productos y cadáveres de seres humanos, incluyendo los de
embriones y fetos, en condiciones sanitarias permitidas
por esta ley y demás disposiciones aplicables.

El Reglamento de la Ley General de Salud en materia de
control sanitario de la disposición de órganos, tejidos y ca-
dáveres de seres humanos, menciona en su artículo 6 frac-
ción VIII:

• Destino final, la conservación permanente, inhuma-
ción o desintegración, en condiciones sanitarias permi-
tidas por la Ley y este Reglamento, tejidos y sus deriva-
dos, productos y cadáveres de seres humanos,
incluyendo los de embriones y fetos.

La fracción XI del mismo artículo dice que: 

• Embrión es el producto de la concepción hasta la de-
cimotercera semana de gestación,

Y la fracción XII señala que:

• Feto es el producto de la concepción a partir de la de-
cimotercera semana de gestación.
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El artículo 350 Bis-6 de la Ley General de Salud especifi-
ca que, solo podrá dársele destino final a un feto previa ex-
pedición del certificado de muerte fetal, más la autoriza-
ción del Registro Civil.

Esta autorización del juez del Registro Civil no es una cer-
tificación de un acto del estado civil, y por lo tanto no se
puede levantar un acta de defunción, sino una simple cons-
tatación de la existencia de un cadáver no nato, y la debida
autorización para que pueda ser inhumado o incinerado.
No puede haber inhumación o incineración sin la autoriza-
ción del Registro Civil.

Es muy importante su registro estadístico para el estudio de
las causas y los factores que intervienen en la mortalidad
perinatal. Aún en la actualidad un gran número de ellas ca-
rece del certificado respectivo, lo que condiciona un eleva-
do subregistro que impide conocer el comportamiento epi-
demiológico de este fenómeno. A menudo esto ocurre por
desconocimiento de la importancia de la certificación y no-
tificación de las muertes fetales.

Por lo tanto, si un feto se define como producto de la con-
cepción a partir de la semana 13, entonces los embriones
que tienen menos de estas semanas no tienen derecho a que
les sean expedidos certificados de muerte, consecuente-
mente quedan sin posibilidad de inhumación.

Y desafortunadamente la ley no prevé esta situación, y an-
te una falta de reglamentación clara, los embriones tienen
un destino incierto.

Asimismo, en su artículo 318 el referido ordenamiento se-
ñala que para el control sanitario de los productos y de la
disposición del embrión y de las células germinales, se es-
tará a lo dispuesto en la propia ley, en lo que resulte apli-
cable, y en las demás disposiciones generales que al efecto
se expidan.

Desafortunadamente no podemos dejar de mencionar, que
no existe una disposición final para el embrión en ninguna
de las reglamentaciones federales.

Es por lo anterior que creemos necesario darle un destino
final a los productos de menos de 12 semanas (embriones),
y nos parece importante proporcionarle un destino final a
estos productos previo a un certificado médico.

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-

canos, y por los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados sometemos a
consideración de esta soberanía el siguiente proyecto de: 

Decreto

Único. Se adiciona un párrafo al artículo 350 Bis-6 de la
Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 350 Bis-6. Sólo podrá darse destino final a un fe-
to previa expedición del certificado de muerte fetal.

En el caso de que el cadáver del feto no sea reclamado den-
tro del término que señala el artículo 348 de esta ley, debe-
rá dársele destino final. Salvo aquellos que sean destinados
para el apoyo de la docencia e investigación por la autori-
dad de Salud conforme a esta ley y a las demás disposicio-
nes aplicables, quien procederá directamente o por medio
de las instituciones autorizadas que lo soliciten mismas que
deberán cumplir con los requisitos que señalen las disposi-
ciones legales aplicables.

Para el caso de los embriones, sólo se le dará un destino
final previo certificado médico.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Segundo. La Secretaría de Salud contará con 180 días pa-
ra realizar las modificaciones pertinentes para que emita la
normatividad necesaria.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los veintidós días del
mes de noviembre de 2012.— Diputados: Carla Alicia Padilla Ramos,
Enrique Alejandro Flores Flores, Martha Edith Vital Vera, Bárbara Ga-
briela Romo Fonseca, Cristina Olvera Barrios, Ana Lilia Garza Cade-
na, Felipe Arturo Camarena García, Verónica Carreón Cervantes, An-
tonio Cuéllar Steffan, Guadalupe del Socorro Ortega Pacheco, María
Fernanda Schroeder Verdugo, Rubén Acosta Montoya, Petra Barrera
Barrera, Elizabeth Vargas Martín del Campo, Ramón Antonio  Sampa-
yo Ortiz, José Alfredo Botello Montes, María Celia Urciel Castañeda,
Jorge Rosiñol Abreu, Rafael Acosta Croda, Marcelo de Jesús Torres
Cofiño, Mario Alberto Dávila Delgado, Carla Guadalupe Reyes Mon-
tiel, María del Rosario Fátima Pariente Gavito, María Guadalupe Ve-
lázquez Díaz, María Teresa Jiménez Esquivel, María Guadalupe Mon-
dragón González, Ruth Zavaleta Salgado, Germán Pacheco Díaz,
Joaquín Caballero Rosiñol, Omar Antonio Borboa Becerra, Rubén
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Benjamín Félix Hays, Martha Berenice Álvarez Tovar, Aurora de la
Luz Aguilar Rodríguez, Beatriz Eugenia Yamamoto Cázares, Consue-
lo Argüelles Loya, Humberto Armando Prieto Herrera, Leticia López
Landero, Juan Carlos Muñoz Márquez, Juan Jesús Aquino Calvo, Le-
onor Romero Sevilla, Ricardo Villarreal García, Esther Quintana Sali-
nas, Ricardo Anaya Cortés, Carlos Fernando Angulo Parra, Margarita
Saldaña Hernández, Xavier Azuara Zúñiga (rúbricas).»

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputada. Se turna la iniciativa a la Comisión de
Salud, para dictamen.

El diputado Enrique Alejandro Flores Flores (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Sí. Soni-
do en la curul en que se encuentra el diputado Enrique Flo-
res.

El diputado Enrique Alejandro Flores Flores (desde la
curul): Sí, presidente. Nada más para felicitar a la diputada
y solicitar suscribirme, si tiene a bien darme la oportuni-
dad. Creo que es una gran iniciativa que reconoce a los be-
bes desde su concepción.

La diputada Carla Alicia Padilla Ramos (desde la cu-
rul): Sí, estoy de acuerdo.

El Presidente diputado José González Morfín: Me dice
la diputada Padilla Ramos, que está de acuerdo; dejamos la
iniciativa en manos de la Secretaría para que pase a suscri-
birla quien así lo desee.

Tiene la palabra, por cinco minutos, la diputada María del
Carmen Martínez Santillán, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. No.

LEY GENERAL DE ACCESO A LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

El Presidente diputado José González Morfín: Tiene la
palabra, por cinco minutos, el diputado René Ricardo Fuji-
wara Montelongo, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia.

El diputado René Ricardo Fujiwara Montelongo: Con
su permiso, diputado presidente. Compañeras y compañe-
ros legisladores, las investigaciones indican que la violen-
cia en el noviazgo es vista por la mayoría de los jóvenes
como algo normal dentro de una relación. Muchos no lle-
gan a reconocer de forma clara un noviazgo violento y la-
mentablemente nuestras leyes federales tampoco.

Hoy vengo ante este honorable Congreso para buscar su
apoyo, compañeras y compañeros diputados, con el objeto
de que logremos que la legislación federal no omita en sus
postulados la verdad que viven millones de mexicanas y de
mexicanos.

La violencia en el noviazgo existe y es lamentable com-
probar que nuestra legislación federal no se ha preocupado
en definir claramente ni en penalizar esta práctica, que tris-
temente, es cada vez más común.

Según la última encuesta del Instituto Mexicano de la Ju-
ventud, el 66 por ciento de los jóvenes mexicanos, entre 15
y 24 años, ha sufrido algún tipo de agresión en sus relacio-
nes de pareja.

La violencia en el noviazgo crece como bola de nieve. Em-
pieza con un amor malentendido, que confunde la confian-
za con la agresión y que llena los vacíos propios con el su-
frimiento de la pareja; primero, bromas hirientes; después,
empujones efusivos; primero, ofensas verbales; después,
agresiones físicas. Inicia en muchas ocasiones con violen-
cia psicológica.

El 41.9 por ciento de los jóvenes declararon en la última
encuesta nacional de juventud que tuvo al menos un episo-
dio de violencia, por insultos, burlas o críticas en su no-
viazgo actual. Después, llega a la violencia física.

El 27.3 por ciento de los jóvenes declararon en la misma
encuesta haber sufrido algún tipo de agresión corporal; en
esta etapa las parejas se convierten en una triste dicotomía
de personas sádicas y masoquistas; buscan, por medio de la
simbiosis de dominador-dominado, el complementar sus
deficiencias más profundas.

En El arte de amar, Erich Fromm define lo que debería de
ser el amor de pareja, como una unión a condición de pre-
servar la propia integridad, la propia individualidad; el
amor es un poder activo en el hombre, un poder que atra-
viesa las barreras que separan al hombre de sus semejantes
y los une a los demás; el amor lo capacita para superar sus
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sentimientos de aislamiento y separación, y no obstante le
permite ser el mismo y mantener su integridad.

En el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza asumimos la
responsabilidad que tenemos ante la sociedad y creemos
que la ley mexicana debe proteger a todas las personas que
sufren cualquier tipo de violencia en su entorno.

Hoy buscamos sumar voluntades para que la Ley General
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia,
establezca la normatividad que permita defender de mane-
ra eficaz los derechos humanos y libertades fundamentales
de las mujeres en noviazgo.

Esta propuesta, compañeros, tiene dos objetivos; el prime-
ro, es que la federación, los estados, el Distrito Federal y
los municipios puedan participar de manera transversal en
la implementación de políticas públicas para prevenir,
identificar y resolver esta modalidad de violencia.

Proponemos que por medio de programas de prevención
para adolescentes y jóvenes, con mecanismos de informa-
ción y campañas para erradicar los estereotipos sexistas,
busquemos acabar con la legitimación social, que existe en
torno a la violencia en el noviazgo.

El segundo objetivo es que las mujeres puedan ejercer el
beneficio de las órdenes de protección, cuando la autoridad
conozca de delitos que impliquen violencia contra ellas en
su relación de pareja.

Definimos también de manera específica la violencia en el
noviazgo de la siguiente manera: todos los actos realizados
por una de las partes en contra de la otra, dentro de una re-
lación afectiva, mediante los cuales se presenten ataques
intencionales de tipo sexual, físico o psicológico, de mane-
ra forzada en la relación de compromiso, amorío, romance,
noviazgo o enamoramiento, con el objetivo de controlar,
someter y obligar a la persona que realiza diversos actos en
contra de su voluntad.

Compañeras y compañeros diputados, la violencia en con-
tra de las mujeres, en cualquiera de sus modalidades, lace-
ra a toda la sociedad. Bajo ninguna circunstancia se puede
justificar. Pero adquiere matices más crueles cuando esta
violencia se oculta bajo una falsa pretensión de amor.

En el marco del Día Internacional para la Eliminación de la
Violencia contra la Mujer, que se celebrará el próximo do-
mingo, me gustaría invitar especialmente a todas mis com-

pañeras legisladoras, pero también a mis compañeros le-
gisladores, a sumarse a esta propuesta. Ojalá podamos con-
tar con su respaldo. Muchas gracias, compañeros diputa-
dos; muchas gracias, diputado presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia, a cargo del diputado René Ricardo Fuji-
wara Montelongo, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza

Planteamiento del problema 

Las mujeres son actores estratégicos indispensables para el
desarrollo integral de nuestra sociedad, nosotros reconoce-
mos con total admiración el esfuerzo, lucha y labor perma-
nente en el desempeño de las diversas actividades en las
que participan con entrega y valor. Las mujeres constituyen
un pilar fundamental no sólo al interior del núcleo familiar,
sino también en el largo camino que implica el desarrollo
social.

La forma en que mujeres y hombres conciben el amor de-
termina la manera en que se relacionan con su pareja, la
cual en nuestra cultura, muchas veces se entiende como
una combinación entre romanticismo y violencia; que in-
cluye control, celos y en ocasiones diversos tipos de vio-
lencia enmascarados como amor.

La desigualdad de género como una práctica recurrente en
nuestra sociedad ha tenido como consecuencia la violencia
hacia las mujeres, que se manifiesta tanto en el ámbito pú-
blico como en la vida privada.

Actualmente en México, la discriminación contra la mujer
es incompatible con la dignidad humana, toda vez que la
misma limita su participación en la vida política, social,
económica y cultural, en la cual la desigualdad con rela-
ción al hombre constituye un obstáculo para su pleno desa-
rrollo. Una de esas manifestaciones de discriminación, es
la violencia hacia la mujer, manifestándose en la etapa del
noviazgo.

En 2007, se publicó la Encuesta Nacional de Violencia en
las Relaciones de Noviazgo, realizada por el Instituto Na-
cional de Estadística, Geografía (Inegi) a petición del Ins-
tituto Mexicano de la Juventud, cuyos objetivos fueron
identificar el contexto, magnitud, así como los factores de-
terminantes de los diferentes tipos de violencia que se pre-
sentan en una relación de noviazgo. El propósito fue cono-
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cer la percepción de las y los jóvenes respecto de la vio-
lencia y de su manejo para la resolución de conflictos, así
como cuantificar la prevalencia de la violencia que se pre-
senta entre jóvenes, mujeres y hombres, entre 15 y 24 años
de edad.

Para el estudio de la violencia en el noviazgo, se consideró
aquellos jóvenes de entre 15 y 24 años que estaban solteros
(14 millones 61 mil 802). De este total, se seleccionó a
aquellos que durante el 2007 tuvieron relaciones de no-
viazgo con su pareja (7 millones 278 mil 236). Esta pobla-
ción soltera representa 13.6 por ciento de la población to-
tal, y 73 por ciento de la población de 15 a 24 años.

De acuerdo con los datos que arroja esta encuesta, 51.8 por
ciento de las personas de entre 15 y 24 años tuvo al menos
una relación de noviazgo durante 2007. Los motivos que
llevaron a estos jóvenes a relacionarse con su pareja son,
en primer lugar, que la pareja les gustaba mucho (90 por
ciento), en segundo lugar que le insistieron mucho (4.9 por
ciento) y por último la presión social (2 por ciento).

El 68 por ciento de los jóvenes declaró haber tenido sólo
una relación de noviazgo durante 2007 y como ha resulta-
do en otros estudios, las mujeres constituyen la amplia ma-
yoría de estas personas con una cifra de 74.4 por ciento,
mientras que la cifra para los hombres que tuvieron sólo
una relación fue de 62.7 por ciento. En cambio, si se habla
de más de una relación, fueron los hombres la mayor pro-
porción de los que tuvieron 3 o más relaciones durante
2007,15 por ciento, y las mujeres sólo 8.2 por ciento.

Este estudio señala que frecuentemente se asocia la violen-
cia a las relaciones prolongadas de noviazgo. Asimismo, se
estima que la violencia puede propiciarse entre aquellas
personas que cambian frecuentemente de pareja. Situación
que afecta particularmente a las mujeres (violencia de gé-
nero), sobretodo cuando estas parejas se desenvuelven en
un mismo ámbito escolar, de trabajo, vecindario o comuni-
dad, pues aunque el cambio de parejas es una actitud que
tiende a valorarse entre los hombres, todavía las tradicio-
nes lo censuran de manera particular en el caso de las mu-
jeres.

A partir de lo anterior, nuestra preocupación estriba en que
el ambiente en el que se desempeña la mujer y el hombre
en el noviazgo, debe desenvolverse en total armonía y con
la cordialidad que merecemos todas y todos los seres hu-
manos, en un marco de respeto mutuo.

La palabra relación implica algún tipo de comunicación
verbal y/o no verbal entre personas. En el caso de una re-
lación de pareja o noviazgo, entra en juego un intercambio
de sentimientos y emociones que bien puede culminar en
un noviazgo sólido y saludable o bien en una relación tor-
mentosa y disfuncional.

La personalidad de cada individuo tiene características es-
pecíficas que se manifiestan directa o indirectamente en
cualquier tipo de relación. Para que exista una relación de
respeto e igualdad es imprescindible que cada pareja res-
pete y reconozca los derechos fundamentales del otro.

En la mayoría de las personas, la relación de noviazgo co-
mienza a muy temprana edad, generalmente en la juventud.
Etapa en la que las emociones pueden no estar controladas,
lo cual puede generar inestabilidad, problemas, y hasta al-
gún tipo de violencia, ya sea física, sexual o psicológica.

En el noviazgo se reafirman los sentimientos de autoesti-
ma, ayudan a la pareja a conocerse mutuamente y crean la-
zos de responsabilidad mutua.

En las relaciones de pareja, suelen existir problemas de di-
versa índole, por lo que puede darse una ruptura que puede
no ser definitiva por lo que, para lograr la reconciliación,
uno de los miembros de la pareja busque hacer obsequios
y ofrecer halagos al otro. Este patrón de ruptura, petición
de perdón y reconciliación es frecuente en una relación,
una vez que se ha establecido un ciclo de violencia.

La expresión violencia de género proviene de la traducción
del inglés gender-based violence o gender violence, difun-
dida a partir de la Conferencia Mundial sobre la Mujer ce-
lebrada en la ciudad de Beijing, China, en 1995, bajo el
auspicio de la Organización de las Naciones Unidas.

La violencia de género se definió en la Convención de Be-
lem Do Pará en 1995 como: “todo acto de violencia sexis-
ta que tiene como resultado posible o real un daño físico,
sexual, psíquico, incluidas las amenazas, la coerción o la
privación arbitraria de libertad, ya sea que ocurra en la vi-
da pública o en la privada”.

La violencia que se ejerce contra las mujeres está presente
en todas las culturas, tanto en las llamadas “culturas o so-
ciedades tradicionales” como en las llamadas “sociedades
avanzadas, occidentales o democráticas”.
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Para resolver el problema de la violencia en el noviazgo re-
sulta necesario considerar los antecedentes de violencia en
las y los jóvenes, lo que implica hacer un análisis respecto
al comportamiento de la familia. Lo anterior obedece al he-
cho de que la familia es el principal medio por el cual se
transmiten los valores, la cultura, las formas de ser, así co-
mo la forma de pensar y actuar. Este hecho es quizá el as-
pecto más importante que caracteriza a la violencia en las
relaciones de noviazgo.

El maltrato hacia los niños y niñas, es la semilla que en la
vida adulta genera diversas formas violentas, así como la
incapacidad de resolución y negociación de conflictos en
las relaciones interpersonales. Por esta razón es que se ve
como algo natural el ejercicio de la violencia, por ello es
importante conocer el ambiente familiar donde los jóvenes
pasaron la infancia y vincular estos antecedentes con las
conductas actuales.

La citada encuesta, aporta datos importantes para entender
desde una perspectiva más amplia el problema de la vio-
lencia en el noviazgo:

En 21.3 por ciento de los hogares de las y los jóvenes que
mantienen un noviazgo, había insultos teniendo una mayor
incidencia en los hogares urbanos (55 por ciento) con res-
pecto a los rurales (45 por ciento).

Aproximadamente en 9 por ciento de los hogares donde vi-
vieron las y los jóvenes hasta los doce años había golpes,
(55 por ciento eran hombres y 44 por ciento eran mujeres).

Las mujeres y hombres que se encuentran en una relación
violenta están inmersos en un círculo de violencia, y salir
de él se dificulta por varios motivos: creen que el agresor
va a cambiar, sufren depresiones anímicas, disminución de
su autoestima y de la capacidad para tomar decisiones, te-
men estar sin pareja, y además intervienen otros factores,
como la dependencia afectiva y en ocasiones económica de
la pareja.

En general, la violencia en el noviazgo tiende a pasar des-
apercibida, tanto por las instituciones como por los propios
jóvenes. Sin embargo, la propia encuesta detectó que en las
relaciones de noviazgo que establecen las y los jóvenes de
entre 15 y 24 años hay expresiones de violencia de muy
distinto tipo y en diferentes grados.

La primera etapa de la violencia se manifiesta en la forma
de agresión psicológica contra la pareja. Consiste en aten-

tados contra su autoestima, como por ejemplo: ridiculizar-
la, ignorar su presencia, no prestar atención a lo que dice,
reírse de sus opiniones o iniciativas, compararla con otras
personas, corregirla en público, etcétera.

Estas conductas no parecen en un primer momento violen-
tas, pero igualmente ejercen un efecto devastador sobre la
persona que enfrenta la violencia, provocando el progresi-
vo debilitamiento de sus defensas psicológicas.

En un segundo momento, aparece la violencia verbal, que
viene a reforzar la agresión psicológica. La persona agre-
sora insulta y denigra a la otra persona, la ofende, comien-
za a amenazarla con agresión física, o con matarla o suici-
darse. Va creando un clima de miedo constante. En muchos
casos, quien es agredido, llega a un estado de debilita-
miento, con muchos problemas emocionales y depresión.

La etapa final es cuando surge la violencia física, en la que
los golpes hacia la pareja aparecen con frecuencia y sin
consideración del daño que pueden provocar a la otra per-
sona. Esta violencia se manifiesta desde que el hombre to-
ma del brazo a la mujer y se lo aprieta; a veces finge estar
jugando y la pellizca, le produce moretones, le tira de los
cabellos o la empuja hasta propinar agresiones más fuertes
como las golpizas. En medio de toda esa agresión, le exige
tener contactos sexuales, llegando en la mayoría de los ca-
sos a la violación. 16.5 por ciento de las jóvenes entrevis-
tadas señaló haber sufrido un evento de violencia sexual
por parte de su pareja. La proporción es similar entre jóve-
nes de zonas urbanas y zonas rurales.

La violencia que se ejerce en el noviazgo daña la dignidad
de las personas y atenta contra su propio bienestar físico y
emocional, a tal grado que puede terminar en homicidio o
el suicidio de la parte afectada. Lamentablemente la vio-
lencia de género en cualquier de sus modalidades se pre-
senta en todas las clases sociales y en personas con distin-
tos niveles educativos.

Argumentación

La violencia contra la mujer constituye una violación de
los derechos humanos y las libertades fundamentales y li-
mita total o parcialmente a la mujer el reconocimiento, go-
ce y ejercicio de los mismos. Necesitamos emplear accio-
nes inmediatas para frenar este creciente problema social,
con la implementación de modificaciones legales eficaces
que garanticen a las mujeres el acceso a vivir libre de cual-
quier violencia en las relaciones de noviazgo.
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Según las modalidades de violencia detectadas a través de
la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones
en los Hogares, alrededor de 30 por ciento de mujeres me-
xicanas ocupadas de 15 años y más ha enfrentado algún
episodio de violencia en el ámbito laboral, ya sea por dis-
criminación o por hostigamiento; 16 por ciento ha sufrido
algún tipo de violencia en la escuela; y en los espacios co-
munitarios (calle, mercado, transporte, cine, iglesia, tienda,
hospital, etcétera.) 39.7 por ciento de las mujeres se ha en-
frentado con algún tipo de violencia. En el ámbito privado
16 por ciento de las mujeres ha sufrido violencia por una
persona distinta a su pareja dentro de su ámbito familiar; en
cuanto a la violencia patrimonial (despojo de algún bien o
propiedad), alrededor de 6 por ciento de las mujeres la ha
padecido. A nivel nacional, 32 por ciento de las mujeres en-
frenta violencia emocional, 23 por ciento económica, 10
por ciento física y 6 por ciento sexual. La violencia contra
las mujeres es más frecuente en el ámbito urbano que en el
rural, con 42 por ciento y 33 por ciento, respectivamente.

Además de estas modalidades, un aspecto de trascendencia
que se está dejando con menor atención es la violencia que
se genera con motivo de las relaciones entre las mujeres y
hombres en la etapa del noviazgo.

Para alcanzar la igualdad entre mujeres y hombres, resulta
necesario contar con instrumentos legales que permitan re-
solver los problemas que limitan el pleno goce de los dere-
chos humanos de las mujeres, como el combate a la vio-
lencia de género, garantizando una vida libre de violencia
y contribuyendo a la consolidación de la democracia y a la
justicia como un bien colectivo.

En el ámbito internacional, la Convención sobre la Elimi-
nación de Todas las Formas de Discriminación contra la
Mujer, fue adoptada por el Estado mexicano desde el 18 de
diciembre de 1979 en la Asamblea General de las Naciones
Unidas.

Es considerada como la Carta Internacional de los Dere-
chos Humanos de las Mujeres y consta de un preámbulo y
30 artículos, en los que define el concepto de discrimina-
ción contra la mujer y establece una agenda para las me-
didas que nuestro país realice con el objetivo de poner fin
a tal discriminación.

En la citada Conferencia Mundial sobre la Mujer que se
celebró en Beijing, China, en septiembre de 1995, se dio
como resultado, una declaración y una plataforma de ac-
ción (Plataforma de Acción de Beijing) con 12 esferas de

especial preocupación, centradas en los temas de pobreza,
educación, salud, violencia, economía, toma de decisiones,
mecanismos para el adelanto de las mujeres, medios de di-
fusión, medio ambiente y la niña.

En este documento, dentro de sus resoluciones aprobadas
por la conferencia, en la Declaración y Plataforma de Ac-
ción de Beijing, en los puntos 8 y 29 se establece lo si-
guiente:

“8. Defender los derechos y la dignidad humana intrín-
seca de las mujeres y los hombres, todos los demás pro-
pósitos y principios consagrados en la Carta de las Na-
ciones Unidas, la Declaración Universal de Derechos
Humanos y otros instrumentos internacionales de dere-
chos humanos, en particular, la Convención sobre la eli-
minación de todas las formas de discriminación contra
la mujer y la Convención sobre los Derechos del Niño,
así como la Declaración sobre la eliminación de la vio-
lencia contra la mujer y la Declaración sobre el Dere-
cho al Desarrollo;

29. Prevenir y eliminar todas las formas de violencia
contra las mujeres y las niñas;”

Otro instrumento de relevancia en este tema, es la Conven-
ción Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la
Violencia contra la Mujer, conocida también como la Con-
vención de Belém do Pará, citada anteriormente. Esta con-
vención tiene el propósito de proteger los derechos huma-
nos de las mujeres y eliminar las situaciones de violencia
que puedan afectarlas, ya que toda mujer tiene derecho a
una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público co-
mo en el privado. Esta convención fue adoptada en Belem
do Pará, en Brasil, el 6 de septiembre de 1994 y fue ratifi-
cada por el Estado mexicano el 19 de junio de 1998.

Esta convención establece la protección a las mujeres para
ejercer una vida libre de violencia, entre sus artículos más
destacados se encuentran los siguientes:

“Artículo 3

Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia,
tanto en el ámbito público como en el privado. 

Artículo 5

Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus dere-
chos civiles, políticos, económicos, sociales y cultura-
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les, y contará con la total protección de esos derechos
consagrados en los instrumentos regionales e interna-
cionales sobre derechos humanos. Los estados parte re-
conocen que la violencia contra la mujer impide y anu-
la el ejercicio de esos derechos.

Artículo 6

El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia
incluye, entre otros: el derecho de la mujer a ser libre de
toda forma de discriminación, y el derecho de la mujer
a ser valorada y educada libre de patrones estereotipa-
dos de comportamiento y prácticas sociales y culturales
basadas en conceptos de inferioridad o subordinación.”

En el ámbito nacional, nuestra legislación especial encar-
gada de regular este tema es la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, que tiene por
objeto establecer la coordinación entre la federación, las
entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios
para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las
mujeres, así como los principios y modalidades para garan-
tizar su acceso a una vida libre de violencia que favorezca su
desarrollo y bienestar conforme a los principios de igualdad
y de no discriminación, así como para garantizar la demo-
cracia, el desarrollo integral y sustentable que fortalezca la
soberanía y el régimen democrático establecidos en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En el artículo 5o. de la citada ley, se define a la violencia
contra las mujeres como cualquier acción u omisión, basa-
da en su género, que les cause daño o sufrimiento psicoló-
gico, físico, patrimonial, económico, sexual o la muerte
tanto en el ámbito privado como en el público.

Esta misma ley en comento, en el título II, señala las mo-
dalidades de la violencia, separando en 5 capítulos a estas.
Estas modalidades son: I. De la Violencia en el Ámbito Fa-
miliar, II. De la Violencia Laboral y Docente, III. De la
Violencia en la Comunidad, IV. De la Violencia Institucio-
nal y V. De la Violencia Feminicida y de la Alerta de Vio-
lencia de Género contra las Mujeres.

En el capítulo VI se establecen las órdenes de protección
para salvaguardar a las víctimas que sufren este grave pro-
blema de la violencia. Estas órdenes son actos de protec-
ción y de urgente aplicación en función del interés superior
de la víctima y son fundamentalmente precautorias y cau-
telares. Estas deberán otorgarse por la autoridad competen-
te, inmediatamente que conozcan de hechos probablemen-

te constitutivos de infracciones o delitos que impliquen
violencia contra las mujeres. Existen tres tipos de órdenes:
de emergencia, preventivas y de naturaleza civil.

La ley materia de la presente iniciativa, constituye un ins-
trumento jurídico esencial para hacer cumplir los derechos
humanos y las libertades fundamentales adquiridos en los
diversos tratados internacionales que el Estado mexicano
ha suscrito y ratificado en beneficio de las mujeres.

En las modalidades de la violencia resulta necesario regu-
lar un apartado específico que establezca de manera expre-
sa la violencia entre las mujeres y hombres en la etapa del
noviazgo, para dotar a esta ley de un instrumento eficaz
que defina concretamente este grave problema que pade-
cen las mujeres adolescentes y jóvenes durante el desarro-
llo de su relación de pareja, ya que como se ha analizado,
son frecuentemente quienes sufren de esta modalidad de
violencia sin que actualmente se encuentre regulado por es-
ta ley especial.

Con esta propuesta se pretenden dos objetivos: por un la-
do, que la federación, los estados, el Distrito Federal y los
municipios puedan participar de manera transversal en la
implementación de políticas públicas para prevenir, identi-
ficar, atender y resolver esta modalidad de violencia, reali-
zando acciones y programas de prevención de la violencia
en el noviazgo en adolescentes y jóvenes, a través de me-
canismos de información y campañas para erradicar, los ro-
les, estereotipos sexistas, las prácticas de resolución vio-
lenta de conflictos, la misoginia y la legitimación social al
uso de la violencia. 

Por otro lado, las mujeres que sufren esta modalidad de
violencia podrán ejercer el beneficio de las órdenes de pro-
tección que se encuentran estipuladas en el capítulo que se
recorrerá con esta reforma, de las órdenes de protección,
mismas que coadyuvarán para protegerlas en función del
interés superior de la víctima, cuando la autoridad compe-
tente conozca de hechos constitutivos de infracciones o de-
litos que impliquen violencia contra las mujeres en la eta-
pa de noviazgo.

Tenemos que sumar todas las voluntades de las y los legis-
ladores del Congreso de la Unión, para dotar a esta Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia, de un contenido normativo eficaz que permita defender
los derechos humanos y libertades fundamentales de las
mujeres, especialmente en la atención de la violencia que
sufren en la etapa del noviazgo, así como la ejecución efi-
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ciente de programas que se destinen para prevenir y coad-
yuvar en la resolución de este problema social.

En el Grupo Parlamentario Nueva Alianza, asumimos la
responsabilidad que tenemos con la sociedad, y es por ello
que nuestros esfuerzos dentro del Congreso de la Unión se-
rán enfocados en el bienestar social de las mujeres, apli-
cando políticas públicas eficaces y dotando al Estado me-
xicano de un marco jurídico que garantice los derechos
humanos y las libertades fundamentales adquiridos en los
tratados internacionales del que el Estado mexicano forma
parte, esto con la finalidad de cumplir con las necesidades
que la sociedad y específicamente, las mujeres de México
nos demandan.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de dipu-
tado federal integrante del Grupo Parlamentario Nueva
Alianza de la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 6 numeral 1 fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a conside-
ración del pleno de esta soberanía, la iniciativa con pro-
yecto de

Decreto que adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia

Único. Se adiciona la fracción XII del artículo 5, el capítu-
lo VI de la Violencia entre las Mujeres y Hombres en la
Etapa del Noviazgo conteniendo los artículos 26 Bis 1 y 26
Bis 2, recorriéndose el capítulo VI para ser el capítulo VII
de las Órdenes de Protección, de la Ley General de Acce-
so de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, para que-
dar como sigue:

Artículo 5. Para los efectos de la presente ley se enten-
derá por:

I. a XI. …

XII. Noviazgo: Es el periodo durante el cual dos perso-
nas que se encuentran en pareja y no están en matrimo-
nio, mantienen una relación sentimental con el objetivo
de avanzar en el conocimiento mutuo.

Capítulo VI
De la violencia en el noviazgo

Artículo 26 Bis 1. Violencia en el noviazgo: son todos los
actos realizados por una de las partes en contra de la otra,
dentro de una relación afectiva, mediante los cuales, se pre-
senten ataques intencionales de tipo sexual, físico o psico-
lógico, de manera forzada en la relación de compromiso,
amorío, romance, noviazgo o enamoramiento, con el obje-
to de controlar, someter y obligar a la persona a realizar di-
versos actos en contra de su voluntad.

Artículo 26 Bis 2. La federación, las entidades federativas,
el Distrito Federal y los municipios participarán de manera
transversal en la implementación de políticas públicas para
prevenir, identificar, atender y resolver esta modalidad de
violencia, realizando acciones y programas de prevención
de la violencia en el noviazgo en adolescentes y jóvenes, a
través de mecanismos de información y campañas para
erradicar los roles, estereotipos sexistas, las prácticas de re-
solución violenta de conflictos, la misoginia y la legitima-
ción social al uso de la violencia.

Capítulo VII
De las órdenes de protección

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en la Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de noviembre de 2012.— Di-
putados: René Ricardo Fujiwara Montelongo, Tanya Rellstab Carreto,
Xavier Azuara Zúñiga, Joaquina Navarrete Contreras, Judith Magdale-
na Guerrero López, Leonor Romero Sevilla, Alicia Concepción Rical-
de Magaña, María Esther Garza Moreno, Laura Barrera Fortoul, Cris-
tina Ruiz Sandoval, Sue Ellen Bernal Bolnik, Brenda María Izontli
Alvarado Sánchez, Sonia Rincón Chanona, Martha Edith Vital Vera,
Cristina Olvera Barrios, Beatriz Elena Yamamoto Cázarez, Bárbara
Gabriela Romo Fonseca, Ana Lilia Garza Cadena , Felipe Arturo Ca-
marena García, Verónica Carreón Cervantes, Antonio Cuéllar Steffan,
Virginia Martínez Gutiérrez, María del Carmen Ordaz Martínez, Luci-
la Garfias Gutiérrez, Dora María Guadalupe Talamantes Lemas, María
del Rosario de Fátima Pariente Gavito, José Angelino Caamal Mena,
María Guadalupe Velázquez Díaz, María Teresa Jiménez Esquivel, En-
rique Alejandro Flores Flores, Ruth Zavaleta Salgado, María Guadalu-
pe Mondragón González, Joaquín Caballero Rosiñol, Germán Pacheco
Díaz, Omar Antonio Borboa Becerra, Mario Sánchez Ruiz, Rubén
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Benjamín Félix Hays, Faustino Félix Chávez, Martha Berenice Alva-
rez Tovar, Petra Barrera Barrera, Elizabeth Vargas Martín del Campo,
Ramón Antonio Sampayo Ortiz, José Alfredo Botello Montes, María
Celia Urciel Castañeda, Jorge Rosiñol Abreu, Rafael Acosta Croda,
Marcelo de Jesús Torres Cofiño, Mario Alberto Dávila Delgado, José
Pilar Moreno Montoya, Crystal Tovar Aragón, Gabriel Gómez Michel,
Verónica Sada Pérez, Tania Margarita Morgan Navarrete, Claudia Ele-
na Águila Torres, Carla Guadalupe Reyes Montiel, Víctor Manuel
Manríquez González, Arturo Cruz Ramírez, Mariana Dunyaska García
Rojas, Leslie Pantoja Hernández, Karina Labastida Sotelo, Gabriel de
Jesús Cárdenas Guízar, Juan Carlos Uribe Padilla, Aurora de la Luz
Aguilar Rodríguez, Consuelo Argüelles Loya, Leticia López Landero,
Humberto Armando Prieto Herrera, Carlos Humberto Castaños Valen-
zuela, Juan Carlos Muñoz Márquez, Juan Jesús Aquino Calvo, Marga-
rita Saldaña Hernández, Ricardo Anaya Cortés (rúbricas).»

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputado. Se turna a la Comisión de Equidad y
Género, para dictamen.

Sonido en la curul de la diputada Jiménez.

La diputada María Teresa Jiménez Esquivel (desde la
curul): Presidente, quiero preguntarle al exponente si po-
demos adherirnos a su iniciativa.

El Presidente diputado José González Morfín: Me dice
que no tiene inconveniente; con mucho gusto dejamos la
iniciativa en manos de la Secretaría para que quienes la
deseen suscribir, puedan pasar a suscribirla. Muchas gracias.
Quedó turnada a la Comisión de Equidad y Género.

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado José González Morfín: Tiene
ahora la palabra, por cinco minutos, el diputado Víctor
Emanuel Díaz Palacios, del Grupo Parlamentario del PRI,
para presentar iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma los artículos 273 y 300 de la Ley General de Salud.

El diputado Víctor Emanuel Díaz Palacios: Con su ve-
nia, señor presidente. Hago una respetuosa solicitud para
que sea plasmada de manera íntegra esta iniciativa en el

Diario de los Debates, aspirando a que mis compañeras y
compañeros diputados puedan poner atención a esta inicia-
tiva, que de verdad va a mejorar la vida, sobre todo de la
niñez y de la adolescencia.

Según la Encuesta Nacional de Adicciones de 2008 —que
se realizó en México—, más del 25 por ciento de los ado-
lescentes, entre 12 y 15 años, han consumido drogas como
mariguana, cocaína o algún otro estimulante. Además exis-
ten 14 millones de fumadores menores de edad; el 75 por
ciento de los estudiantes de nivel medio superior han con-
sumido alguna droga. Además, uno de cada cinco de ellos
cumple con los criterios médicos de la adicción.

Los números anteriores son solo una muestra de cómo las
adicciones afectan la infancia y la adolescencia de nuestro
país. En la actualidad, las sustancias tóxicas son cada vez
más accesibles a este sector de la población.

El Informe Mundial sobre las Drogas, publicado en octubre
del 2011, por la Oficina de Naciones Unidas contra la Dro-
ga y el Delito, establece que existe en Internet difusión so-
bre nuevos tipos de sustancias que crean adicciones y que
no están sometidas a controles internacionales y que, por
su alta toxicidad, suponen serios perjuicios a la salud.

Ejemplo de lo anterior son los productos químicos destina-
dos a la limpieza de equipos electrónicos y de cómputo,
concretamente el spray en aerosol para limpiar las compu-
tadoras, el cual se ha convertido en una nueva forma de
adicción cada vez más extensiva entre los adolescentes de
13 y 17 años. En el año 2001 se conocieron en Centroamé-
rica los primeros casos de jóvenes que aspiraban el aire
comprimido, éste que se puede conseguir de manera muy
fácil en las tiendas de cómputo o en la papelería.

En México esta práctica se ha difundido desde hace cinco
años. Debido a que ellos no reconocen estos productos co-
mo droga o adicción, el hecho tampoco se encuentra re-
portado en las encuestas de salud, por lo que quedó fuera
de las preguntas de la Encuesta Nacional de Adicciones
2008.

Aunque cada vez son más jóvenes los que experimentan
con el aire comprimido, su detección es complicada, por-
que su uso no deja rastros, como ocurre con otros tipos de
drogas.

Con la presente iniciativa, compañeras y compañeros dipu-
tados, se busca proteger a la niñez y la adolescencia del fá-
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cil acceso a sustancias que representan un riesgo para su
salud.

Amigas y amigos legisladores, es inadmisible hablar de un
proyecto de nación si se relega la búsqueda inteligente,
participativa y sensible de las autoridades y la sociedad pa-
ra la resolución de estos fenómenos que aquejan nuestra
cotidianidad y que cada vez más adquieren visos de nor-
malidad e inhumanidad.

Por lo anterior expuesto, vengo a presentar a esta honora-
ble asamblea la iniciativa con proyecto de decreto por el
cual se reforman y adicionan diversas disposiciones:

Único. Se reforma el artículo 300 y se adiciona un nuevo
texto a la fracción VIII del artículo 273, recorriéndose el
texto del actual y de las demás en el orden subsecuente, y
un párrafo decimotercero del artículo 273, ambos de la Ley
General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 273…

I. a VII…

VIII. Productos químicos de limpieza de equipo electróni-
co y cómputo;

IX. Desodorantes y aromatizantes ambientales; y

X. Los demás de naturaleza análoga que determine la Se-
cretaría de Salud.

Queda estrictamente prohibida su venta a menores de edad.

Artículo 300. Con el fin de proteger la salud pública, es
competencia de la Secretaría de Salud la autorización de
publicidad que se refiere a la salud y al tratamiento de las
enfermedades, al tratamiento y rehabilitación de las adic-
ciones, a la rehabilitación de los inválidos, al ejercicio de
las disposiciones para la salud, y los productos y servicios
que se refiere esta ley. La facultad se ejercerá sin perjuicio
de las atribuciones que en esta materia confieren las leyes
a las Secretarías de Gobernación, Educación Pública, Eco-
nomía, Comunicaciones y Transportes y otras dependen-
cias del gobierno federal. Por su atención, muchísimas gra-
cias.

«Iniciativa que reforma los artículos 273 y 300 de la Ley
General de Salud, a cargo del diputado Víctor Emanuel
Díaz Palacios, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado Víctor Emanuel Díaz Palacios, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, en la LXII Legislatura de la Cámara de Di-
putados al honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, la fracción I del articulo 6 y los artículos 77 y 78 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso de los
Estados Unidos Mexicanos, presenta ante el pleno de esta
honorable asamblea, la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones
de la Ley General de Salud; al tenor de la presente

Exposición de Motivos

Cotidianamente, podemos ratificar que las adicciones son
un fenómeno que afecta a toda la sociedad, independiente-
mente de la edad, sexo, condición social, género o disca-
pacidad.

Según la Encuesta Nacional de Adicciones 2008, en Méxi-
co, el 25.4 por ciento de los adolescentes, de entre 12 y 15
años, ha consumido drogas como marihuana, cocaína y es-
timulantes. Además, existen 14 millones de fumadores me-
nores de edad, el 75 por ciento de los estudiantes de nivel
medio superior ha utilizado sustancias adictivas, y uno de
cada cinco de ellos cumple con los criterios médicos de
adicción.

Los números anteriores, son sólo una muestra de cómo las
adicciones afectan a la infancia y la adolescencia en nues-
tro país. En la actualidad, las sustancias tóxicas son cada
vez más accesibles a este sector de la población, a pesar de
los múltiples esfuerzos de la sociedad para preparar a ni-
ñas, niños y adolescentes ante los riesgos que implica el fe-
nómeno.

El consumo de algunas sustancias tóxicas, transmite de for-
ma transitoria la creencia de una sensación de bienestar,
distrae temporalmente los sentidos y facilita la evasión de
la realidad y la solución de los problemas, por lo que no re-
sulta sencillo encontrar respuestas encaminadas a la reso-
lución de un fenómeno tan complejo, reflejo fiel de la épo-
ca en la que vivimos.

Entre la niñez y la adolescencia algunos factores de in-
fluencia en las adicciones son: la pobreza, la falta de con-
diciones que propicien una vida sana, ausencia de oportu-
nidades laborales y desarrollo ante la necesidad de asumir
responsabilidades a edades tempranas, o bien, sustituir con
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dinero o satisfactores materiales las carencias afectivas, la
desintegración familiar y el abandono de los padres.

El Informe Mundial sobre las Drogas, publicado en octubre
de 2011 por la Oficina de Naciones Unidas contra la Dro-
ga y el Delito, establece que existe en Internet difusión so-
bre nuevos tipos de sustancias que crean adicción y que no
están sometidos a controles internacionales y que, por su
alta toxicidad, suponen serios perjuicios a la salud.

Ejemplo de lo anterior, son los productos químicos desti-
nados a la limpieza de equipos electrónicos y de cómputo,
concretamente el espray limpiador de computadoras en ae-
rosol, el cual se ha convertido en una nueva forma de adic-
ción cada vez más extendida entre adolescentes de 13 a 17
años.

En el año 2001 se conocieron en Centroamérica los prime-
ros casos de jóvenes que aspiraban el aire comprimido con-
tenido en un producto que se puede conseguir fácilmente
en cualquier tienda de cómputo o papelería. En México, es-
ta práctica se ha difundido desde hace cinco años y debido
a que ellos no reconocen estos productos como una droga
o adicción, el hecho tampoco se encuentra reportado en las
encuestas de salud, por lo que quedó fuera de las preguntas
de la Encuesta Nacional de Adicciones de 2008.

Aunque cada vez son más los jóvenes que experimentan
con el aire comprimido, su detección es complicada porque
su uso no deja rastros, como ocurre con otro tipo de drogas.
Asimismo no existe investigación clínica ni experimental
sobre el tema, tampoco se cuenta con información sobre
daños que hayan sufrido los adolescentes, se sabe que ac-
túa como depresor del sistema nervioso central y existen
diversas reacciones, que van desde la irritación y compre-
sión de músculos y nervios, confusión e hilaridad, alucina-
ciones, mareos, movimientos involuntarios del rostro y
contracciones de brazos y piernas, suspensión de las fun-
ciones intelectuales y motoras debido al déficit de oxígeno
en el cerebro hasta pérdida de la conciencia durante algu-
nos minutos.

Con la presente iniciativa se busca proteger a la niñez y
adolescencia, del fácil acceso a sustancias que representan
un riesgo para su salud.

Se adiciona un nuevo texto en la fracción VIII, recorrién-
dose el texto de la actual y las siguientes en el orden sub-
secuente; así como un párrafo décimo tercero al artículo
273 de la Ley General de Salud, referente a los productos

de aseo; con la finalidad de incluir en este rubro, los artí-
culos destinados a la limpieza de equipo electrónico y cóm-
puto y establecer la prohibición de venta de los mismos a
menores de edad.

De igual manera, se reforma el artículo 300 de la ley en co-
mento, a efecto de incluir al tratamiento y rehabilitación de
las adicciones, en la publicidad que autoriza la Secretaría
de Salud, que hasta el momento no se incluye.

Es inadmisible hablar de un proyecto de nación si se rele-
ga la búsqueda inteligente, participativa y sensible de las
autoridades y de la sociedad a la resolución de estos fenó-
menos que aquejan nuestra cotidianeidad y que cada vez
más adquieren visos de normalidad y deshumanidad.

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta honora-
ble asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Salud

Único. Se reforma el artículo 300 y se adiciona un nuevo
texto a la fracción VIII del artículo 273 recorriéndose el
texto de la actual y de las demás en el orden subsecuente y
un párrafo decimotercero al artículo 273, ambos de la Ley
General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 273. …

I. a VII. …

VIII. Productos químicos para limpieza de equipo
electrónico y cómputo;

IX. Desodorantes y aromatizantes ambientales, y

X. Los demás de naturaleza análoga que determine
la Secretaría de Salud.

Queda prohibida la venta de los productos estableci-
dos en la fracción VIII a menores de edad.

Artículo 300. Con el fin de proteger la salud pública, es
competencia de la Secretaría de Salud la autorización de la
publicidad que se refiera a la salud, al tratamiento de las
enfermedades, al tratamiento y rehabilitación de las
adicciones, a la rehabilitación de los inválidos, al ejercicio
de las disciplinas para la salud y a los productos y servicios
a que se refiere esta Ley. Esta facultad se ejercerá sin per-
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juicio de las atribuciones que en esta materia confieran las
leyes a las Secretarías de Gobernación, Educación Pública,
Economía, Comunicaciones y Trasportes y otras depen-
dencias del Ejecutivo federal.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación.

Salón de sesiones, a 22 de noviembre de 2012.— Diputados: Víctor
Emanuel Díaz Palacios (rúbrica).»

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Se turna la iniciativa a la Comisión de Salud,
para dictamen.

Quiero saludar, nos visitan en esta sesión los alcaldes de
Mier y Noriega y de Zaragoza, Nuevo León, Benito Gon-
zález y Juan Arturo Guevara, están aquí los alcaldes invi-
tados por nuestra compañera diputada Verónica Sada.
Bienvenidos a esta sesión y a la Cámara de Diputados.

También saludo a un grupo de estudiantes y catedráticos
del Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Coat-
zacoalcos, que están hoy aquí invitados por el diputado
Joaquín Caballero Rosiñol. Bienvenidos, todos, a esta se-
sión de la Cámara de Diputados.

LEY ADUANERA

El Presidente diputado José González Morfín: Tiene la
palabra, por cinco minutos, el diputado Raúl Gómez Ramí-
rez, del Grupo Parlamentario del PAN, para presentar ini-
ciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 107
Bis a la Ley Aduanera.

El diputado Raúl Gómez Ramírez: Con su permiso, se-
ñor presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Adelan-
te, diputado.

El diputado Raúl Gómez Ramírez: Compañeras y com-
pañeros diputados, pongo a su disposición la propuesta de

adición que da el artículo 107 Bis de la Ley Aduanera para
brindar certeza clara al importador, bajo el entendido que
ha de ser cancelado el permiso de internación temporal de
su mercancía cuando se la haya robado, además de que la
mercancía se encuentre de manera legal en territorio nacio-
nal, ante su imposibilidad de retornarla, en los términos
que la Ley Aduanera establece.

En consecuencia, brindar el ámbito necesario de compe-
tencia a diversas instancias de gobierno, como lo que le co-
rresponde a la integración de las averiguaciones previas e
investigación que conlleva un trámite ordinario del fuero
común o federal cometido en las entidades, para deslindar
las responsabilidades, tanto del comercio ilícito como de
aquellos que pretendieran ejercer corrupción, pues la recu-
peración de las mercancías robadas no es competencia de
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público ni de las di-
versas autoridades que intervienen en las aduanas, pero
tampoco es asunto de las autoridades el hecho de presumir
un criterio en el que se pretenda culpar al importador por
haber sido objeto de robo que afecta su patrimonio, auna-
do a que, ante la presunción de un auto-robo, será determi-
nado por las autoridades correspondientes y en la norma re-
glamentaria será importante determinar el ámbito de
acción de la interacción entre diversas autoridades.

No obstante que las reglas de carácter general en materia
de comercio exterior para 2012, publicadas en el Diario
Oficial de la Federación de fecha 29 de agosto de 2012, en
el Título 2, se contempla lo relativo a la entrada, salida y
control de mercancías, y se establece una serie de disposi-
ciones ante la comisión del ilícito del robo de mercancías
de importación temporal, señalando que cuando esto ocurra
se podrá presentar el pedimento de importación definitiva de
las mercancías robadas y efectuar el pago del impuesto ge-
neral de importación, de las cuotas compensatorias que en
su caso correspondan y demás contribuciones aplicables
vigentes a la fecha de pago, así como acreditar el cumpli-
miento de regulaciones y restricciones no arancelarias, a
más tardar dentro de los 30 días siguientes a que se celebre
el acto de autoridad competente.

Mi propuesta se trata de establecer en la Ley Aduanera un
criterio en el que se exima al importador de sus responsa-
bilidades, multas y recargos, al haber sido víctima u ofen-
dido del robo de las mercancías, una vez que se encuentren
en territorio nacional de manera temporal. Pero tampoco se
pretende eximirlo si el ilícito es él mismo, el importador
forma parte y en ello la responsabilidad recaerá a la aplica-
ción de los criterios jurídicos que corresponden a las auto-
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ridades, en principio del Ministerio Público, el Poder Judi-
cial y en consecuencia, el cuerpo normativo reglamentario
que se establezca por la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público para sus efectos.

Mi propuesta es la siguiente. Que se adicione el artículo
107 Bis de la Ley Aduanera, en su Sección Primera del Ca-
pítulo III, referente a las importaciones temporales para
retornar al extranjero en el mismo estado, y la redacción
sería.

Artículo 107 Bis. Tratándose de robo de mercancías desti-
nadas a régimen de internación temporal, ante la imposibi-
lidad del importador para retornar las mercancías en los
términos de este capítulo, no se exigirá el pago del im-
puesto general de importación de las cuotas compensato-
rias que en su caso correspondan, y demás contribuciones
aplicables derivado de la infracción relacionada con el des-
tino de las mercancías, siempre y cuando se presente la de-
nuncia correspondiente ante el Ministerio Público dentro
de las 24 horas posteriores a la comisión del robo.

El importador deberá notificar el hecho a la autoridad
aduanera correspondiente dentro de las siguientes 72 horas,
entregando copia del acta levantada ante el Ministerio Pú-
blico.

Compañeros, esto va encaminado a que nuestros migrantes
que se internen temporalmente al país con sus vehículos,
así como los transportistas que internen sus remolques o
semirremolques, tengan que pagar los impuestos después
de haber sido robados dichos vehículos.

No estoy de acuerdo con que eso se lleve, por eso expongo
ante el pleno, para que este artículo 107 Bis de la Ley
Aduanera sea adicionado, votado, dentro del Diario Oficial
de la Federación. Gracias, compañeros.

«Iniciativa que adiciona el artículo 107 Bis a la Ley Adua-
nera, a cargo del diputado Raúl Gómez Ramírez, del Gru-
po Parlamentario del PAN

El que suscribe, Raúl Gómez Ramírez, diputado a la LXII
Legislatura del honorable Congreso de la Unión e inte-
grante del Grupo Parlamentario de Partido Acción Nacio-
nal, con fundamento en lo dispuesto por la fracción II del
artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como la fracción II del artículo 55 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; y los artículos 6, nu-

meral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos; someto a consideración de ésta soberanía, la presente
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo
107 Bis a la Ley Aduanera, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Un momento histórico trascendental en cuanto al desplaza-
miento de población mexicana hacia los Estados Unidos,
es cuando una parte del territorio de México pasó a ser po-
sesión de los Estados Unidos y de pronto, la frontera se
traslada hacia el sur y México se queda con su actual terri-
torio; físicamente, la frontera es inexistente en ese momen-
to y los mexicanos no tenían obstáculo alguno para pasar al
país vecino, sobre todo a partir de que se amplía la red de
vías de comunicación de México, la gente podía moverse
con relativa facilidad; así los ferrocarriles hicieron posible
que muchas personas pudieran viajar desde la Meseta
Central del país hasta la frontera con Estados Unidos, so-
bre todo al suroeste de ese país, región que en aquellos días
empieza a experimentar un fuerte desarrollo económico
basado principalmente en la agricultura. 

Durante las dos últimas décadas del siglo XIX y las dos
primeras del XX, los inmigrantes mexicanos jugaron un
papel muy importante en la construcción de las vías férre-
as en el suroeste de Estados Unidos, en especial las de las
empresas Southern Pacific y Santa Fe; tan así que los tra-
bajadores mexicanos llegaron a representar hasta el 70% de
las cuadrillas, y tan sólo en 1908 se estima que fueron con-
tratados más de 16’000 trabajadores simplemente para las
obras de los propios ferrocarriles; incluso, después de que
se terminaron las vías principales, los mexicanos continua-
ron siendo contratados para construir las líneas secundarias
y para su constante mantenimiento y reparación. En conse-
cuencia, la construcción de vías férreas llevó a los mexica-
nos hasta Montana, Wyoming, Utah, Colorado, Idaho, Illi-
nois y Washington.

A groso modo, las actividades que hicieron del suroeste
norteamericano el gran abastecedor de los Estados Unidos,
se destacan los ferrocarriles, que aseguraron un transporte
confiable para la distribución de productos agrícolas a las
ciudades; los nuevos sistemas de riego, que hicieron posi-
ble la apertura de miles de hectáreas al cultivo y, finalmen-
te, la mano de obra mexicana, que abundante y mal paga-
da limpió terrenos, sembró, regó y cosechó los productos
agrícolas, que en 1929 llegaron a representar el 40% de to-
das las frutas y vegetales cultivados en los Estados Unidos.
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Secuelas y consecuencias de la Revolución de México en
1910, propició en el campo un sensible aumento en la in-
seguridad económica, política y social; y por otro lado, la
industria y el campo estadounidenses necesitaban suplir a
sus trabajadores que habían marchado a la Primera Guerra
Mundial, y de ésta coyuntura los migrantes mexicanos
aprovecharon para resolver su problema de ocupación y
seguridad, mientras que el capital norteamericano aprove-
chó las condiciones para obtener la fuerza de trabajo que
requería. 

Posteriormente, el gobierno de los Estados Unidos legalizó
el flujo en 1917 estableciendo un programa especial para
admitir temporalmente la mano de obra mexicana, progra-
ma que finalizó en 1921. Junto con estos trabajadores me-
xicanos que entraron bajo la protección de este programa,
también ingresaron miles de indocumentados, aún después
de 1921.

Más adelante, con la crisis de 1929, se propició que sur-
gieran y desarrollaran algunos grupos que proponían res-
tricciones a la inmigración y por lo tanto que se oponían al
empleo de mano de obra mexicana, alegando que los me-
xicanos ocupaban puestos que deberían corresponder a los
ciudadanos norteamericanos agobiados por los crecientes
índices de desempleo; en ello, el gobierno norteamericano
encontró entonces a quien culpar de por lo menos parte de
la crisis y organizó repatriaciones masivas de mexicanos.
Mientras que en México, esto coincidió con la política del
gobierno respecto al campo y a los campesinos, pues fue-
ron los años de auge del reparto agrario, y así ambos acon-
tecimientos arraigaron por algunos años a los emigrantes
en sus propios asentamientos.

Para México, en la década de los cuarenta, se comenzó un
proceso de desarrollo acelerado basado en una industria
manufacturera que consistió en que, sustituyendo importa-
ciones, satisfacía la demanda del mercado interno y gene-
raba excedentes de producción; por ello se vio en la nece-
sidad de exportarlos.

Para el periodo de la Segunda Guerra Mundial, entre 1939
y 1945, las exportaciones aumentaron un 100% incluyendo
tanto las manufacturas como los productos agropecuarios;
éste periodo vino a ser la coyuntura que propició este es-
pectacular crecimiento económico, que se ha dado en lla-
mar “el milagro mexicano” y que permitió que en esos
años el producto nacional creciera a un ritmo promedio
anual de 7%.

Las grandes ciudades, particularmente la ciudad de Méxi-
co, centralizaron la vida del país; su dinamismo atrajo a los
pobladores rurales y de ciudades menores básicamente a
empleos no muy estables como la construcción, por ejem-
plo y que la mayoría de las ocupaciones disponibles se en-
contraban en esa rama; es decir, eran empleos no durade-
ros, pues aunque la construcción de la infraestructura
necesaria para la modernización del país requería grandes
contingentes de mano de obra, una vez concluida la carre-
tera, la presa, el puente o el edificio, allí quedaban sin ne-
cesitar más trabajadores.

El dinero obtenido por las exportaciones se destinó a in-
versiones que llevaban desde luego a sustituir a la mano de
obra en la producción; y después de esto empezó a declinar
la tasa de creación de empleos en los centros urbanos e in-
dustriales lo cual, junto con la explosión demográfica y la
Revolución Verde que polarizó a los productores agrícolas
en muy ricos por un lado y en muy pobres por el otro, vol-
có la demanda de empleos hacia el sector de servicios, el
que desde luego fue incapaz de absorberla; además, en es-
ta misma década, con la participación de los Estados Uni-
dos en la Segunda Guerra Mundial, su fuerza de trabajo fue
enviada a los frentes de guerra o absorbida por la industria
bélica, y por tanto, pagaba salarios más altos; de esta ma-
nera, los gobiernos de Estados Unidos y México firmaron
un acuerdo mediante el cual trabajadores mexicanos podí-
an ingresar a los Estados Unidos con la finalidad de suplir
temporalmente a los obreros norteamericanos, este acuer-
do, se conoció comúnmente con el nombre de “Programa
Bracero”, que se mantuvo vigente entre 1942 y 1964, y fue
literalmente una importante oportunidad para muchas fa-
milias rurales que en ese entonces se encontraban sin tierra
y compitiendo por los jornales en una economía que se
ocupaba poco de la crisis agrícola, menos por los empleos
y mucho por las ganancias.

El modelo económico de desarrollo, la Revolución Verde,
el riego, los cambios en los patrones de cultivo y en el uso
del suelo entre otros factores, en suma supusieron cambios
en la división del trabajo rural, en la organización de la pro-
ducción, en el ofrecimiento de empleos, además del creci-
miento demográfico, la insuficiencia de tierras, el impacto
de la sociedad moderna de ambas naciones en su búsqueda
por alcanzar mayores condiciones para un mejor nivel de
vida.

Mientras que Estados Unidos ha promovido mayores lazos
comerciales, políticos y de inversión con México, también
ha tratado de contener el flujo de mano de obra a través de
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la frontera; sólo empezando con diversas medidas drásticas
contra la inmigración ilegal, así, el gobierno norteamerica-
no ha impuesto varias acciones, como la inclusión de pesa-
das regulaciones sobre los patronos estadounidenses y ha
aumentado dramáticamente el gasto en patrullaje fronteri-
zo; y a pesar de estos esfuerzos y en diversos casos agresi-
vos, la política fronteriza estadounidense mitiga pero no ha
detenido el flujo de trabajadores indocumentados que in-
gresan al mercado laboral de Estados Unidos.

Una trágica consecuencia de la supresión policial ha sido el
desvío de los flujos migratorios de unos pocos puntos de
paso tradicionales y urbanos a zonas rurales más esparcidas
para frustración de los residentes de dichos lugares e incre-
mentar de manera importante el riesgo y peligro a los in-
migrantes, pero también trajo en consecuencia diversas
problemáticas a los estadounidenses que viven en esas
áreas, ya que los inmigrantes invaden sus fincas, perturban
al ganado y destruyen la propiedad; y con ello también, los
riesgos de decesos de inmigrantes debido a las condiciones
climatológicas, calor y la deshidratación en áreas remotas
del desierto o en camiones sellados, cuando anteriormente
la gran mayoría de los mexicanos entraban principalmente
a través de varias puertas urbanas como San Diego, Cali-
fornia, El Paso y Laredo en Texas. 

Desde luego, es muy conocido que la inmigración en Esta-
dos Unidos es conducida por una disparidad fundamental
entre la demanda creciente por mano de obra barata y po-
co calificada y además la disminución de la demanda do-
méstica por ejemplo; mientras tanto, la oferta de trabajado-
res estadounidenses dispuestos a realizar varias labores,
continúa en un importante detrimento, en parte debido al
envejecimiento de la fuerza laboral y al aumento de los ni-
veles educacionales, por ello es de entender que estadouni-
denses más viejos y educados tengan mejores cosas que ha-
cer con su tiempo laboral que lavar ventanas, ser meseros
o trabajar en lavanderías; entonces, los inmigrantes mexi-
canos proveen un recurso humano interesado en esas acti-
vidades. Aún así, la ley migratoria no provee de un canal
legal mediante el cual trabajadores inmigrantes poco cali-
ficados puedan entrar a Estados Unidos a satisfacer la de-
manda, y hace lógico que el resultado predecible es la in-
migración ilegal y todas las patologías del mercado negro
que vienen con ésta.

Por tanto, la presencia de una gran fuerza laboral indocu-
mentada crea problemas políticos y económicos en ambos
lados de la frontera pues, para los Estados Unidos la pre-
sencia de tantos trabajadores indocumentados representa

un mercado negro en el sector laboral, y con todo lo que
implica como contrabando, documentos fraudulentos, dis-
torsiones salariales, y abusos que lo acompañan; también,
se enfrenta sensibilidades comunes sobre la obediencia a la
ley y el control de nuestras fronteras, además de las com-
plicaciones inherentes a la guerra del gobierno estadouni-
dense contra el terrorismo, tras los ataques del 11 de sep-
tiembre. 

Es claro que, para México, la negación de estatus legal sig-
nifica que millones de ciudadanos mexicanos vivan en una
sub-sociedad “legal” sin todas las protecciones y vulnera-
bles al abuso de empleadores y traficantes ilegales. 

Históricamente, la inmigración siempre ha sido controver-
sial en Estados Unidos; pues hace más de dos siglos Ben-
jamín Franklin se preocupaba de que muchos inmigrantes
alemanes abrumarían la cultura predominantemente britá-
nica de Estados Unidos; a mediados del siglo XIX los in-
migrantes irlandeses eran despreciados como borrachos y
perezosos, sin mencionar a otros grupos católicos; a prin-
cipios del siglo XX se creía que una ola de “nuevos inmi-
grantes” polacos, italianos, rusos y judíos, eran muy dife-
rentes como para alguna vez ser asimilados en la vida
norteamericana… Hoy en día, controversias similares son
esgrimidas hacia los inmigrantes de Latinoamérica, princi-
palmente México. Sin embargo, la inmigración para Esta-
dos Unidos no está acabando con el experimento estadouni-
dense, sino que es una parte integral de éste, pues Estados
Unidos es de origen, una nación de inmigrantes, donde olas
exitosas de inmigrantes han mantenido a ese país demográ-
ficamente joven, han enriquecido su cultura y han contri-
buido a la capacidad productiva de la nación, aumentando
su influencia en el mundo.

En términos puramente económicos, los hogares mexica-
nos inmigrantes en Estados Unidos, como grupo, no alcan-
zan paridad en ingreso con otros estadounidenses sino has-
ta después de varias generaciones; los niveles de ingreso y
educativos aumentan de manera importante de la primera a
la segunda generación, pero ahí el progreso parece estan-
carse con relación al resto de la sociedad estadounidense.
De hecho, la disparidad de sueldos entre inmigrantes en ge-
neral se hizo menor con el tiempo, pero no ocurrió lo mis-
mo con los mexicanos y donde la razón más obvia es el ni-
vel de educación; pues de igual manera y como grupo, los
inmigrantes mexicanos se ubican entre los menos educa-
dos, en relación, el inmigrante promedio entra al país con
12 años de educación pero los mexicanos lo hacen con só-
lo 7.7 años, los hijos de los mexicanos completan en pro-
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medio 11 años de educación, lo cual lleva directamente a
ingresos mayores, pero luego los niveles no aumentan con
la tercera generación. Pero, por otra parte, los inmigrantes
mexicanos y sus hijos no están predestinados a ganar in-
gresos bajos, pues aquellos que invierten en su educación
y destrezas alcanzan mayores ingresos y mejores oportuni-
dades; millones de inmigrantes mexicanos han tenido éxi-
to en alcanzar ingresos de clase media y todos los indica-
dores que van con ello, como por ejemplo el tener casa
propia y su participación en el desarrollo económico de los
Estados Unidos, y en ello, hace abstraer en consecuencia
que una estrategia viable no es impedir sistemáticamente el
ingreso de mexicanos a Estados Unidos, sino motivarles
para que quienes lo hacen incrementen su educación y la de
sus hijos, y así, cimentar las condiciones de desarrollo y
patrimonio para las generaciones venideras.

Pero en contraste, conservadoramente se estima que por lo
menos un índice que oscila alrededor de 450 mexicanos,
mueren cada año tratando de cruzar ilegalmente la frontera
en lugares remotos.

Entre tanto, la inmigración a Estados Unidos también sigue
siendo la pieza más evidente de negocios inconclusos con
México, pues sus relaciones en otros aspectos han progre-
sado de manera importante en años recientes, pero sin re-
sultantes concretas que permitan un marco de acción y nor-
matividad sólido. Empero, el resultado más obvio de la
apertura mexicana ha sido la continua integración econó-
mica con Estados Unidos; lo cual, México es ahora el se-
gundo socio comercial más grande de Estados Unidos, su-
perado únicamente por Canadá, y el flujo de inversión
extranjera directa entre nuestros países ha crecido tan rápi-
do como el comercio; y con ello, el número de mexicanos
que cruzan la frontera, la mayoría como visitantes tempo-
rales, ha incrementado constantemente y por ende, el movi-
miento de bienes, servicios, capital y personas ha sido faci-
litado por mejoras en la infraestructura de carreteras,
aeropuertos y telecomunicaciones; además, las reformas
económicas han preparado el terreno para reformas políticas.

En la interrelación entre México y Estados Unidos, se han
desarrollado y actualizado constantemente los marcos nor-
mativos que, desde nuestro país regulan la entrada y la sa-
lida del territorio nacional de migrantes y sus mercancías,
así como los medios en que se transportan o conducen, lo
relativo al funcionamiento y ámbito de competencia de las
aduanas y los consulados, sanciones y multas, tarifas de
impuestos, etcétera; de ésta manera, quienes cruzan la fron-

tera deben cubrir una serie de trámites en diversas instan-
cias, desde su identificación, hasta con todo aquello que
transportan al salir o entrar en el territorio nacional, con-
cretamente, y a la par de los Tratados Internacionales en los
que México sea parte, la Ley Aduanera es la normatividad
que en la misma línea se relaciona con el Código Fiscal de
la Federación y las de los Impuestos Generales de Impor-
tación y Exportación y los demás ordenamientos que esta-
blecen la obligatoriedad de las personas a su cumplimien-
to, al cruzar la frontera.

En nuestro marco normativo y tratándose de quienes cru-
zan la frontera en calidad de visitantes temporales en su ve-
hículo, ya sea por esparcimiento o negocios, en la Ley
Aduanera se contempla en el régimen de internación tem-
poral lo relativo a la entrada al país de mercancías para per-
manecer por tiempo limitado y con una finalidad en con-
creto, y además, determina que se retorne al extranjero en
el mismo estado, conferido en su Artículo 106; así en el in-
ciso e) de la Fracción II, del mismo Artículo, establece lo
conducente a la internación de los vehículos que su impor-
tación sea efectuada por mexicanos con residencia en el ex-
tranjero o que acrediten estar laborando en el extranjero y,
puntualiza quienes podrán conducirlo en el territorio na-
cional o bien, que el importador invariablemente viaje co-
mo pasajero.

Aunado a lo anterior, en el inciso a) de la Fracción IV del
Artículo referido, puntualiza lo relativo a cuando los pro-
pietarios de vehículos son extranjeros que se internan en el
país en calidad de migrantes rentistas o no migrantes y ex-
ceptúa a los refugiados y asilados políticos, siempre y
cuando se trate de un solo vehículo, además, contempla la
importación en calidad de turistas y visitantes locales, y de
igual manera determina quiénes podrán conducirlo en
nuestro territorio.

En consecuencia, en el Reglamento de la ley de referencia,
se establecen los casos y condiciones en los que deba ga-
rantizarse el pago de las sanciones que llegaran a imponer-
se en el caso de que no retorne al extranjero dentro de los
plazos autorizados, y entonces, se entenderá que se en-
cuentran ilegalmente en el país.

En el artículo 61 de la propia ley se determina una amplia
gama de mercancías exceptuadas del correspondiente pago
de impuestos respecto al comercio exterior, además de
puntualizar sus características y lo conducente en cuanto a
las responsabilidades de quienes importan mercancías, los
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impuestos y contribuciones correspondientes a cubrir en
casos de importaciones por vez primera, de manera defini-
tiva o de manera temporal.

En el artículo 62 de la ley de referencia, se establece lo
conducente a la importación de vehículos, facultando a la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público para autorizar en
diversos casos definidos en cuanto a las relaciones diplo-
máticas y embajadas y, determinar junto con diversas auto-
ridades las reglas y requisitos para la importación de vehí-
culos, también por medio de franquicia, a manera de
internación temporal y periodicidad.

En lo relativo al ámbito de competencia en la Ley Aduane-
ra, en principio se cuentas, se regula todo lo relacionado a
la entrada y salida de mercancías de nuestro territorio na-
cional, las obligaciones y trámites por medio de los diver-
sos mecanismos de control para quienes importen o expor-
ten sus mercancías, sea como personas físicas o morales,
sea de manera temporal o definitiva; establece las faculta-
des de diversas Instancias y Dependencias y su ámbito de
competencia y atribuciones a las autoridades; en ella, jun-
to con otros ordenamientos y convenios internacionales, se
confieren, establecen y respetan los derechos de las perso-
nas al transitar de un país a otro; y también regula todo lo
referente a la delimitación de la franja y región fronteriza.

Ahora bien, en lo que se refiere al ingreso de vehículos en
su carácter de usados, en cuanto a su importación de ma-
nera temporal o definitiva, señalado en los Artículos 137
bis 1 al 137 bis 9, aunado a las demás disposiciones de la
propia Ley Aduanera y su Reglamento; ni en éstos Artícu-
los, ni en otros de la Ley en comento, se contempla un cri-
terio de acciones ante la vulnerabilidad de las personas que
cruzan la frontera de manera temporal ante cualquier acto
que les victimice, como lo es el caso de sufrir el robo de sus
mercancías o su vehículo en territorio nacional mientras se
encuentran de visita y, en ello implica que no existe rela-
ción entre ser víctimas de algún delito y las responsabili-
dades a hacerse acreedores a multas, recargos e impuestos
ante las autoridades aduanales, aunado a la aplicación de
diversas sanciones como la imposibilidad para tramitar y
obtener otro permiso para internar otro vehículo a territorio
nacional por ejemplo.

Además, la Ley Aduanera determina que: “El Reglamento
establecerá los casos y condiciones en los que deba garan-
tizarse el pago de las sanciones que llegaran a imponerse
en el caso de que las mercancías no se retornen al extran-
jero dentro de los plazos máximos autorizados por este ar-

tículo.”, conferido en el penúltimo párrafo del Artículo
106.

Aunado a lo anterior, en el último párrafo del artículo en
comento determina que:

“Las mercancías que hubieran sido importadas tempo-
ralmente de conformidad con este artículo, deberán re-
tornar al extranjero en los plazos previstos, en caso con-
trario, se entenderá que las mismas se encuentran
ilegalmente en el país, por haber concluido el régimen
de importación temporal al que fueron destinadas.”

Es claro que lo anteriormente referido, otorga plena certe-
za para la implementación de acciones oficiales con la fi-
nalidad de asegurar y garantizar el pago de sanciones al in-
currir en el incumplimiento de la Normatividad en cuanto
al retorno de las mercancías en los plazos autorizados y, en
ello también implica determinar que las mercancías tam-
bién se encontrarán de manera “ilegal” en nuestro territo-
rio; empero, como se ha mencionado anteriormente, las
personas que, en ésta tesitura, se internan con sus mercan-
cías de manera temporal en nuestro territorio y, estando de
visita, fuesen víctimas de robo de las mismas que debieran
retornar por el mismo punto de internación como lo indica
la Normatividad, el mismo acto de haber sido víctimas del
delito, en la Ley y su Reglamento, no les exime de su res-
ponsabilidad y obligación al señalársele como acreedor del
pago de las sanciones y recargos, aunado a la pérdida de su
patrimonio; luego entonces, resulta inverosímil la aplica-
ción de las acciones oficiales para “garantizar” al Estado la
recaudación vía el pago de sanciones y recargos, pero no
garantiza el Estado a las personas su seguridad o certeza al
haber sido víctimas de la delincuencia; por tanto, nos en-
contramos ante un hecho eminentemente real, donde, la
persona terminaría siendo doblemente victimizada, pues,
por un lado en su visita temporal hubo que enfrentar el ro-
bo de la mercancía que lesiona su patrimonio, su propie-
dad; mientras que por el otro lado, el Estado le exige cubra
los recargos, sanciones y responsabilidades a las que es
acreedor por no haber retornado esas mercancías que in-
gresó de manera temporal al territorio nacional por el mis-
mo punto.

En secuencia, el artículo 107 establece las puntualizaciones
relacionadas a los trámites señalando los criterios del pedi-
mento para la importación temporal de las mercancías y se-
ñalar en particular la finalidad a la que se destinarán y, en
su caso, el lugar se cumplirá ésta; también establece los ca-
sos en los que corresponderá o no tramitar el referido pedi-
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mento; finalmente, faculta a la Secretaría para determinar
trámites y casos que corresponda a la aplicación de éste ar-
tículo.

En las muy diversas coyunturas históricas, culturales, so-
ciales, económicas y de relaciones diplomáticas y comer-
ciales entre México y Estados Unidos de América, han tra-
ído en consecuencia épocas de participación y de
colaboración conjunta; y en otras etapas que más bien se
caracterizan por negociaciones en las que se han puesto en
las mesas de discusión varias problemáticas que, algunas
resueltas y otras más aún pendientes y en proceso de agen-
da binacional; por ende, es de relevante importancia que se
propicien escenarios de continuidad y condiciones de desa-
rrollo para las personas, tanto las que radican en la zona
fronteriza de ambos lados, por sus diversas actividades ya
sean académicas, comerciales o negocios, laborales, etc.;
como aquellas que se encuentran de “paso”, pues al inter-
narse temporalmente a nuestro territorio, es claro que la
Normatividad deba ser robusta y su aplicación estricta.

Ahora bien, la importancia del tema en comento estriba, en
primera instancia, en el comportamiento de la fenomenolo-
gía social de desarrollo y oportunidades, el crecimiento de
las manchas urbanas, así como el comportamiento y medi-
da de los índices delictivos que, vulnera principalmente a
los habitantes de las comunidades aledañas a nuestras fron-
teras con Estados Unidos, las acciones que se apliquen de
ello y, protección a las personas que ejercen actividades co-
tidianas en un país y, al final del día retornan al otro; por
tanto, se hace necesario revisar constantemente el marco
Normativo que regula toda actividad en la zona fronteriza,
que, por su dinamismo, demanda cada vez más y mejores
servicios, aunado a la implementación de criterios de la
mejora continua y en ello implica, la necesidad de vigilar y
actualizar el marco normativo en cualquiera de sus esferas,
Órdenes y Niveles de Gobierno dirigidas con humanismo a
las personas que, tanto radiquen en la zona fronteriza, co-
mo aquellas que sólo transitan por tiempo definido.

Es, luego entonces necesario considerar la adición al cuer-
po Normativo en comento para brindar certeza clara al im-
portador bajo el entendido que ha de ser cancelado el per-
miso de internación temporal de la mercancía que se le
haya robado, que la mercancía se encuentra de manera ile-
gal en el territorio nacional ante su imposibilidad de retor-
narla en los términos de los Artículos citados y, en conse-
cuencia, brindar el ámbito necesario de competencias a las
diversas instancias de Gobierno, como lo podrá ser lo co-

rrespondiente a la integración de las averiguaciones e in-
vestigaciones que conlleva un trámite ordinario del fuero
común o Federal cometido en las Entidades para deslindar
las responsabilidades tanto de la comisión del ilícito, como
de aquellos que, en obviedad pretendieran ejercer corrup-
ción, pues, la recuperación de la mercancía robada no es
competencia de la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co, ni de las diversas autoridades que intervienen en las
aduanas, pero tampoco es menester de las autoridades el
hecho de presuponer un criterio en el que se pretenda cul-
par al importador por haber sido objeto del robo que afec-
ta su patrimonio; aunado a que, ante la presunción de un
auto robo, será determinado por las autoridades correspon-
dientes y, en la norma reglamentaria será imperante deter-
minar el ámbito de acción en la interacción entre las diver-
sas autoridades, no obstante que en las Reglas de Carácter
General, en materia de Comercio Exterior para 2012 publi-
cadas en el Diario Oficial de la Federación de fecha 29 de
agosto de 2012, en el Título 2, se contempla lo relativo a la
entrada, salida y control de mercancías, y se establecen una
serie de disposiciones ante la comisión del ilícito de robo
de mercancías de importación temporal, señalando que,
cuando eso ocurra, se podrá presentar el pedimento de im-
portación definitiva de las mercancías robadas, y efectuar
el pago del impuesto general de importación (IGI), de las
cuotas compensatorias que en su caso correspondan, y de-
más contribuciones aplicables vigentes a la fecha de pago,
así como acreditar el cumplimiento de regulaciones y res-
tricciones no arancelarias, a más tardar dentro de los 30 dí-
as siguientes a aquél en que se levantó el acta ante la auto-
ridad competente; empero, se trata de establecer el criterio
en el que se eximirá al importador de sus responsabilida-
des, multas y recargos al haber sido víctima u ofendido del
robo de sus mercancías una vez que se encuentran en terri-
torio nacional de manera temporal; pero tampoco se pre-
tende eximirlo si en el ilícito éste mismo forma parte, y en
ello, las responsabilidades recaerán a la aplicación de los
criterios jurídicos que corresponden a las autoridades, en
principio del Ministerio Público, del Poder Judicial y, en
consecuencia en el cuerpo Normativo Reglamentario que
se establezca por la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico para sus efectos, motivo de la presente iniciativa.

Por lo anteriormente expuesto, someto a su consideración
de esta honorable asamblea la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto para la adición del artículo 107 Bis a la
Ley Aduanera, para quedar como sigue:
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II

Para retornar al extranjero en el mismo estado

Artículo 107. …

…

…

Artículo 107 Bis. Tratándose del robo de mercancías
destinadas al régimen de importación temporal y ante
la imposibilidad del importador para retornar las mer-
cancías en los términos de este Capítulo, no se exigirá el
pago del Impuesto General de Importación, de las cuo-
tas compensatorias que, en su caso correspondan, y de-
más contribuciones aplicables derivado de infracciones
relacionadas con el destino de mercancías, siempre y
cuando se presente la denuncia correspondiente ante el
Ministerio Público dentro de las 24 horas posteriores a
la comisión del robo.

El importador deberá notificar el hecho a la autoridad
aduanera correspondiente dentro de las siguientes 72
horas entregando copia del acta levantada ante el Mi-
nisterio Público.

Artículo 108. …

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en
el ámbito de su competencia, deberá adecuar y emitir las
disposiciones normativas y reglamentarias necesarias para
la aplicación del presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de noviembre de 2012.— Di-
putados: Raúl Gómez Ramírez, Leslie Pantoja Hernández, Elizabeth
Vargas Martín del Campo, Martha Berenice Álvarez Tovar, Consuelo
Argüelles Loya, Aurora de la Luz Aguilar Rodríguez, Enrique Alejan-
dro Flores Flores, Leonor Romero Sevilla, Ricardo Villarreal García,
Ricardo Anaya Cortés, Xavier Azuara Zúñiga (rúbricas).»

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputado. Se turna la iniciativa a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

ARTICULO 16 CONSTITUCIONAL - CODIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES - 

LEY FEDERAL CONTRA LA
DELINCUENCIA ORGANIZADA

El Presidente diputado José González Morfín: Tiene la
palabra, por cinco minutos, el diputado Ricardo Mejía Ber-
deja, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
deroga diversas disposiciones de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, del Código Federal de
Procedimientos Penales, y de la Ley Federal contra la De-
lincuencia Organizada.

El diputado Ricardo Mejía Berdeja: Con su venia, com-
pañero presidente. Compañeras diputadas y diputados, la
presente iniciativa —que planteo a nombre del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano— tiene como pro-
pósito derogar el octavo párrafo del artículo 16 de la Cons-
titución Política de la República; derogar los artículos 2o.,
133 Bis, 205 y 256 del Código Federal de Procedimientos
Penales, y el artículo 12 de la Ley Federal contra la Delin-
cuencia Organizada.

Lo que estamos planteando con esta iniciativa es ni más ni
menos que derogar la figura del arraigo; el arraigo es con-
siderado como una medida precautoria, dictada por el juz-
gador, a petición de parte, cuando hay temor de que la per-
sona contra la cual se entable o se haya entablado una
demanda pueda eludir la acción de la justicia. Sin embar-
go, esta figura se ha utilizado en extremo y la excepción se
ha venido convirtiendo en la regla.

Uno de los aspectos más cuestionados en el proceso de im-
plementación de la figura del arraigo es que puede llegar a
vulnerar —y lo ha vulnerado en muchas ocasiones— el
principio constitucional de presunción de inocencia, esta-
blecido en el artículo 20, Apartado B, de nuestra Carta
Magna.

El arraigo tiene una duración de 40 días, pero puede exten-
derse a 80 por una nueva orden judicial. Durante el arraigo
los fiscales imponen severas restricciones al acceso de los
detenidos, a sus familias, abogados y a servicios médicos
independientes, lo que agrava su aislamiento y acrecienta
la dificultad para presentar denuncias por tortura o por tra-
tos que no son ajustados a derecho.

La Comisión de Derechos Humanos argumenta que ha re-
cibido más de mil denuncias relacionadas con órdenes de
arraigo, ejecutadas por la Procuraduría General de la Re-
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pública entre el 2009 y el 2011. Durante la administración
de Calderón, el número de órdenes de arraigo concedidas
por el Ministerio Público Federal aumentó de 542 en el
2006 a casi dos mil en el 2010.

El arraigo ha sido cuestionado por diferentes organizacio-
nes defensoras de derechos humanos, quienes argumentan
que constituye una forma de detención arbitraria y que vio-
la los derechos de libertad personal, legalidad, presunción
de inocencia, así como las garantías del debido proceso y
el derecho a un recurso efectivo.

La investigación. Esta figura no se lleva a cabo para dete-
ner a una persona probable responsable, sino que la perso-
na es detenida arbitrariamente para ser —a partir de ese
momento— investigada y en la mayoría de los casos, para
obtener mediante métodos de tortura una confesión incul-
patoria.

La persona afectada queda así, sin garantías ni situación ju-
rídica clara, ya que no es ni indiciada ni inculpada. Lo que
es más, ni siquiera está vinculado a proceso penal alguno,
simplemente se le ha privado de la libertad para ponerla a
plena disposición de la autoridad investigadora.

Se niega, de esta manera, la presunción de inocencia y el
derecho de toda persona a contar con un abogado defensor;
es decir, primero te detengo y luego te investigo. Eso es lo
que propicia esta figura.

Por eso, estamos planteando que debe ponerse fin a la fi-
gura del arraigo en todas las jurisdicciones y reformarse la
Constitución y demás leyes para prohibir su uso, conforme
a las normas internacionales de derechos humanos. Con
ello disminuiría la tortura, los malos tratos o penas inhu-
manas y degradantes, así como el abuso de autoridad, tan-
to en el ejercicio de sus funciones y atribuciones.

El arraigo es una violación del derecho a la libertad perso-
nal; por eso estamos planteando derogar esta figura a tra-
vés de la Constitución, el Código de Procedimientos Pena-
les y la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada.
Hay que derogar esta figura, es cuanto.

«Iniciativa que deroga diversas disposiciones de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, del Có-
digo Federal de Procedimientos Penales y de la Ley Fede-
ral contra la Delincuencia Organizada, a cargo de Ricardo
Mejía Berdeja y suscrita por Ricardo Monreal Ávila y Zu-

leyma Huidobro González, diputados del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano

Los proponentes, diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ri-
cardo Monreal Ávila y la suscrita Zuleyma Huidrobro
González, integrantes del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, 135 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 6, fracción 77 y 78, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a consi-
deración del pleno, la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma y deroga el párrafo octavo del artícu-
lo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y se derogan los artículos 2, 133 Bis, 205, 256 del
Código Federal de Procedimientos Penales y el artículo 12
de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, al te-
nor de la siguiente.

Planteamiento del problema

La violencia en México se ha incrementado de manera con-
siderable en los últimos cinco años, bajo el contexto de la
llamada “guerra contra la delincuencia organizada”, em-
prendida por el gobierno federal, una de sus causas y ma-
nifestaciones más notorias es la militarización de la seguri-
dad pública, lo que propicia la modificación de
prácticamente la totalidad de los ordenamientos jurídicos
vinculados con la prevención del delito, la investigación, la
procuración e impartición de justicia y la ejecución de las
penas en México.

De acuerdo con la Constitución la autoridad judicial, a pe-
tición del Ministerio Público y tratándose de delitos de de-
lincuencia organizada, podrá decretar el arraigo de una
persona, siempre que sea necesario para el éxito de una in-
vestigación, para la protección de personas y bienes, o
cuando exista el riesgo de que el inculpado se sustraiga a la
acción de la justicia.

El arraigo tiene una duración de 40 días, pero puede ex-
tenderse a 80 días bajo una nueva orden judicial. Durante
el arraigo, los fiscales imponen severas restricciones al ac-
ceso de los detenidos a sus familias, a abogados y a servi-
cio médicos independientes, lo que agrava su aislamiento y
acrecienta la dificultad de presentar denuncias de tortura u
otros tratos crueles, inhumanos y degradantes.

La CNDH argumenta haber recibido más de 1,000 denun-
cias relacionadas con órdenes de arraigo ejecutadas por la
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PGR entre 2009 y 2011. Durante la administración de Fe-
lipe Calderón, el número de órdenes de arraigo concedidas
por el ministerio público federal aumentó considerable-
mente: de 542 en 2006 a 1,896 en 2010.

Gerardo Torres Pérez fue detenido por la policía federal y
la policía judicial y estatal de Guerrero, junto con más de
41 personas más, tras disparar y matar los agentes a dos
manifestantes durante una protesta de alumnos de la Es-
cuela Normal Rural de Ayotzinapa en Chilpancingo, Gue-
rrero, el 12 de diciembre de 2011. De camino a la comisa-
ría, él y otros 23 detenidos recibieron golpes y patadas.
Tras vendarle los ojos, seis agentes de la policía judicial del
estado lo llevaron a un lugar aislado, a las afueras de la ciu-
dad. Lo amenazaron de muerte y le propinaron puñetazos
en el estómago, las costillas y los brazos para obligarlo a
apretar el gatillo de un arma automática y poner sus huellas
dactilares en casquillos de bala usados, a fin de culparlo
falsamente de los disparos efectuados previamente. Luego
lo pusieron de nuevo bajo custodia y presentaron cargos
contra él sobre la base de estas pruebas falsa.

A raíz de la preocupación suscitada dentro y fuera del país
ante la evidencia de la responsabilidad policial de la muer-
te por disparos de manifestantes desarmados y de los ma-
los tratos infligidos a detenidos, el 13 de diciembre de 2011
Gerardo Torres Pérez quedó en libertad, junto con los otros
23 manifestantes sometidos a malos tratos, como golpes y
patadas, durante su detención. Las conclusiones de la
CNDH, basadas en un examen médico y otros datos, con-
firmaron la tortura y la falsificación de pruebas por parte de
la policía judicial (Informe de Amnistía Internacional, Tor-
tura y Malos Tratos en México).

El arraigo ha sido cuestionado por diferentes organizacio-
nes defensoras de derechos humanos, quienes argumentan
que constituye una forma de detención arbitraria y que
viola los derechos de libertad personal, legalidad, pre-
sunción de inocencia, así como las garantías del debido
proceso y el derecho a un recurso efectivo.

Supuestamente, el arraigo es utilizado como un medio
para investigar a presuntos delincuentes, pero que en la
práctica permite la vigilancia permanente del ministerio
público sobre personas sospechosas de cometer algún deli-
to o que tengan información relacionada a éste con el fin de
incrementar el tiempo con el que cuenta la autoridad para
reunir pruebas contra la persona bajo arraigo. El objetivo
del arraigo no es determinar si una persona es inocente
o culpable, sino que se priva a la persona de su libertad

con el fin de obtener información que pudiera ser utilizada
con posterioridad para la etapa de juicio, la cual en muchas
ocasiones es obtenida bajo tortura.

Ello se traduce en que la investigación no se lleva a cabo
para detener a una persona, sino que la persona es detenida
arbitrariamente para ser investigada y en la gran mayoría
de los casos obtener una confesión inculpatoria, contravi-
niendo los principios básicos de justicia en una democra-
cia. La persona afectada queda así sin garantías ni si-
tuación jurídica clara, ya que no es ni indiciada ni
inculpada. Lo que es más, ni siquiera está vinculada a pro-
ceso penal alguno simplemente se le ha privado de la li-
bertad para ponerla a plena disposición de la autoridad in-
vestigadora, negando con ello la presunción de inocencia y
el derecho de toda persona a contar con un abogado defen-
sor.

Según datos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
entre 2009 y 2010, los jueces de distrito especializados en
cateos, arraigos e intervención de comunicaciones libraron
alrededor de 8 mil 600 medidas cautelares, de las cuales
más de mil 200 fueron arraigos.

Mayoritariamente, la duración de los arraigos es de 40 dí-
as 94 por ciento de estos tienen esa duración seguidos de
los arraigos por 80, 30 y 19 días, que abarcan el restante 6
por ciento. 

Michoacán, Chihuahua, Baja California, el estado de Mé-
xico, el Distrito Federal, Nuevo León y Tamaulipas, son las
entidades que concentran los más altos porcentajes de
arraigos de competencia federal.

De acuerdo con el párrafo octavo del artículo 16 constitu-
cional, el arraigo en materia penal se da en los siguientes
términos:

La autoridad judicial, a petición del Ministerio Público y
tratándose de delitos de delincuencia organizada, podrá de-
cretar el arraigo de una persona, con las modalidades de lu-
gar y tiempo que la ley señale, sin que pueda exceder de
cuarenta días, siempre que sea necesario para el éxito de la
investigación, la protección de personas o bienes jurídicos,
o cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se sus-
traiga a la acción de la justicia. Este plazo podrá prorro-
garse, siempre y cuando el Ministerio Público acredite que
subsisten las causas que le dieron origen. En todo caso, la
duración total del arraigo no podrá exceder los ochenta
días.
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Argumentación

El arraigo es considerado como una medida precautoria
dictada por el juzgador, a petición de parte, cuando hubie-
re temor de que se ausente u oculte la persona contra quien
deba entablarse o se haya entablado una demanda. Tiene
por objeto impedir que el arraigado abandone el lugar del
juicio sin dejar un apoderado que pueda contestar la de-
manda, seguir el proceso y responder de la sentencia que se
dicte.

Por lo tanto el uso de la figura del arraigo deja a los dete-
nidos en una situación de vulnerabilidad sin un estatus ju-
rídico definido para ejercer su derecho a la defensa, ade-
más que la poca vigilancia sobre la práctica del arraigo
amplía las posibilidades de incidencia en casos de tortura.

En materia penal, el arraigo es la medida precautoria que
tiene por objeto asegurar la disponibilidad del inculpado en
la investigación previa o durante el proceso.

Se ha cuestionado al arraigo señalando que opera como una
prisión preventiva en donde la autoridad investigadora
pese a no haber acreditado la probable responsabilidad de
una persona en la comisión de un delito la priva de su li-
bertad.

Uno de los aspectos que es el más cuestionado en el pro-
ceso de implantación de la figura del arraigo, es que
puede llegar a vulnerar el principio constitucional de
presunción de inocencia establecido en el artículo 20
Apartado B.

De acuerdo con el Código Federal de Procedimientos Pe-
nales, es competencia del Ministerio Público Federal llevar
a cabo la averiguación previa y ejercer, en su caso, la ac-
ción penal ante los tribunales.

En la etapa de averiguación previa, corresponderá al Mi-
nisterio Público solicitar a la autoridad jurisdiccional las
medidas precautorias de arraigo, aseguramiento o embargo
que resulten indispensables para la averiguación previa.

En los casos de delitos graves, la autoridad judicial podrá a
petición del Ministerio Público decretar el arraigo del indi-
ciado siempre que sea necesario para el éxito de la investi-
gación, la protección de personas o bienes o cuando exista
riesgo de que el inculpado se sustraiga a la acción de la jus-
ticia.

La normatividad señalada establece en sus artículos 2, 133
bis, 205, 256, las modalidades procesales que reviste la fi-
gura del arraigo penal en el ámbito federal.

Según la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada,
el Juez podrá dictar el arraigo a solicitud del Ministerio Pú-
blico de la Federación, en los casos de delincuencia orga-
nizada tratándose de: a) terrorismo; b) terrorismo interna-
cional; c) delitos contra la salud; d) falsificación de
moneda; e) operaciones con recursos de procedencia ilíci-
ta; f) acopio y tráfico de armas; g) tráfico de indocumenta-
dos; h) tráfico de órganos; i) corrupción y pornografía de
menores; j) turismo sexual y lenocinio; k) tráfico de meno-
res; l) robo de vehículos; m) trata de personas; y k) secues-
tro.

Sin embargo, en la práctica, la autoridad investigadora so-
lamente necesita sostener que existe la posibilidad o la pro-
babilidad latente de que la persona que se pretende arraigar
pertenece a la “delincuencia organizada” para que la orden
se autorizada.

De acuerdo con esta ley, el arraigo será decretado: I. Siem-
pre que sea necesario para el éxito de la investigación; II.
Para la protección de las personas y de bienes jurídicos; III.
Cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se sus-
traiga a la acción de la justicia.

El arraigo se realizará con la vigilancia del Ministerio Pú-
blico de la Federación y la policía que se encuentre bajo su
conducción y mando inmediato en la investigación.

La duración del arraigo podrá prolongarse siempre y cuan-
do el Ministerio Público acredite que subsisten las causas
que le dieron origen.

Uno de los argumentos más recurrentes que esgrimen las
autoridades para justificar su fracaso en la prevención  per-
secución del delito es que no cuentan con las herramientas
legales para tener éxito, es decir las autoridades sostienen
que necesitan más facultades, dado que las que tienen no
son suficientes para enfrentar adecuadamente a la crimina-
lidad. Parece que se trataría de una cuestión vinculada ex-
clusivamente con un régimen eficiente a los encargados de
aplicar la ley.

La constitucionalidad del arraigo, ha generado fuertes crí-
ticas. Se trata de uno de los aspectos más cuestionables o
débiles de la figura de arraigo, ya que se lleva hasta la Car-
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ta Magna el principio “de detener para investigar” cuan-
do en la mayoría de países democráticos del mundo suce-
de lo contrario: primero se investiga a una persona y, cuan-
do se reúnen los elementos suficientes, se le detiene.

Cabe recalcar que, Amnistía Internacional ha documentado
varios casos de presuntos delincuentes sometidos presunta-
mente a tortura y malos tratos durante el arraigo, particu-
larmente estando recluidos en cuarteles militares. En otros
casos, los presuntos delincuentes sufrieron tortura y malos
tratos entre el momento de la detención y el momento en
que fueron puestos oficialmente bajo custodia del Ministe-
rio Público y sometidos luego a arraigo.

Por lo tanto se debe garantizar que en las reformas proce-
sales del sistema de justicia penal salvaguardan los dere-
chos humanos en la práctica, incluido el derecho a no ser
objeto de detención ilegal.

El arraigo, el cateo y la prisión automática se han vuelto las
técnicas e investigación criminal más recurridas en Méxi-
co. Su regularidad configura una mistificación de los siste-
mas de justicia penal y de seguridad pública, en que el pri-
mero se vuelve una mera herramienta del segundo.

Debe ponerse fin al arraigo en todas las jurisdicciones y
reformarse la Constitución y demás leyes para prohibir su
uso, conforme a las normas internacionales de derechos
humanos, con ello disminuiría la tortura, los malos tratos o
penas inhumanas y degradantes, así como el abuso de au-
toridad tanto en el ejercicio de sus funciones y atribucio-
nes.

“El arraigo es una violación del derecho a la libertad
personal”.

Fundamento legal

La presente iniciativa se presenta con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados.

Por lo expuesto y fundado, sometemos a la consideración
de esta honorable Cámara de Diputados el siguiente pro-
yecto de

Decreto, por el que se reforma  y deroga el párrafo oc-
tavo del artículo 16 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y se derogan los articulos 2,
133 Bis, 205, 256 del Código Federal de Procedimientos
Penales y el artículo 12 de la Ley Federal contra la De-
lincuencia Organizada

Artículo Único. Se reforma y deroga el párrafo octavo del
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y se derogan los artículos 2, 133 Bis, 205 y
256 del Código Federal de Procedimientos Penales y el ar-
tículo 12 de la Ley Federal contra la Delincuencia Organi-
zada, para quedar como sigue:

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, fa-
milia, domicilio, papeles, o posesiones sino en virtud de
mandamiento escrito de la autoridad competente, que fun-
de y motive la causa legal del procedimiento.

Párrafo segundo al séptimo…

Párrafo 8 se deroga.

Párrafo noveno a decimoctavo…

Código Federal de Procedimientos Penales

Artículo 2o. Se deroga.

Artículo 133 Bis. Se deroga.

Artículo 205. Se deroga.

Artículo 256. Se deroga.

Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada

Artículo 12. Se deroga.

Transitorios

Primero. Se derogan las disposiciones legales que se
opongan a la presente ley.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.
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Dado en el salón legislativo de San Lázaro, a los 21 días del mes de
noviembre de 2012.— Diputados: Ricardo Mejía Berdeja, Martha
Edith Vital Vera, Loretta Ortiz Ahlf (rúbricas).»

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Se turna la iniciativa a Comisiones Unidas de
Puntos Constitucionales y de Justicia, para dictamen.

Quiero dar la más cordial bienvenida a un grupo de alum-
nos de la licenciatura de gobierno y administración públi-
ca, ciencias políticas y derecho de la Universidad José Vas-
concelos (Univas), de Oaxaca, que están aquí invitados por
el diputado Samuel Gurrión Matías. Bienvenidos a la Cá-
mara de Diputados.

También a un grupo de alumnos y maestros del colegio Ka-
rol Wojtyla, de Tehuacán, Puebla, que están hoy aquí con
nosotros invitados por la diputada María del Carmen Gar-
cía de la Cadena Romero. Bienvenidos.

También está con nosotros un grupo de alumnos de la li-
cenciatura de derecho de la Universidad del Golfo de Mé-
xico, también de Tehuacán, Puebla, que están aquí invita-
dos por la misma diputada María del Carmen García de la
Cadena Romero.

También a un grupo de alumnos de primaria de la Zona Es-
colar P212, del municipio de Chalco, estado de México,
que están aquí invitados por el diputado Juan Manuel Car-
bajal Hernández. Bienvenidos todos a la Cámara de Dipu-
tados.

Aprovecho la ocasión para dar la más cordial bienvenida al
doctor Sergio Quintero González, presidente municipal de
Ixtlahuacán de los Membrillos, Jalisco, que está aquí invi-
tado por la diputada María Angélica Magaña Zepeda.

Saludo a un grupo de maestras y maestros de la Federación
de Sindicatos de Educación de los Colegios de Bachilleres
de todo el país; están aquí presentes de Durango, de Tabas-
co, de Tlaxcala, de Puebla, de Jalisco, de Oaxaca, de Quin-
tana Roo y de Chiapas, invitados todos ellos por el dipu-
tado Jorge Herrera. Bienvenidos a la Cámara de Diputados.

LEY DE PLANEACION

El Presidente diputado José González Morfín: Tiene la
palabra, por cinco minutos, el diputado Carlos Octavio

Castellanos Mijares, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 6o. de la Ley
de Planeación.

El diputado Carlos Octavio Castellanos Mijares: Con su
permiso, señor presidente. Compañeras diputadas y com-
pañeros diputados, actualmente el Plan Nacional de Desa-
rrollo no tiene un rumbo claro; es el documento donde los
Ejecutivos, tanto federal como el de los estados, plantean
la estrategia y rumbo que ha de seguir la administración
pública que encabezan, ello a través de la Ley de Planea-
ción y las Leyes de Planeación locales.

La Ley de Planeación es un conjunto de normas de orden
público, que tiene como finalidad determinar los paráme-
tros bajo los cuales se van a llevar a cabo la planeación y
el desarrollo nacional.

Es necesario que a las metas que se establecen en los planes
nacionales de desarrollo se les dé un seguimiento puntual y
exhaustivo, y con ello se pueda verificar que los cinco ejes
que van siendo programados en los planes de desarrollo
sean completamente llevados a cabalidad, y se cumplan con
los planes y programas, que tienen como finalidad el desa-
rrollo del país y el beneficio de la colectividad.

El bienestar de una nación se basa en la adecuada aplica-
ción de las políticas públicas en beneficio de todos los sec-
tores; por ello, todo programa de gobierno y todo progra-
ma que un gobernante realice deben tener estrategias y
programas, que deban ser completamente vigilados y a los
cuales se les dé seguimiento.

Así, el Plan Nacional de Desarrollo se convierte en el prin-
cipal instrumento del quehacer público, pues de él depende
en gran medida el porvenir de nuestro país. De nada sirven
altos niveles de crecimiento, tener las mayores reservas de
la historia o una economía sólida, si no se tienen las estra-
tegias adecuadas para que esto se transmita a todos los ám-
bitos de quehacer nacional.

Durante décadas el Plan Nacional de Desarrollo ha sido
visto como un mero trámite en su entrega e información al
Congreso de la Unión. Este documento se ve como un trá-
mite más, en el cual el Ejecutivo, a través de la Secretaría
de Hacienda, presenta el cumplimiento al Plan Nacional de
Desarrollo, sin que éste tenga una vigilancia y una vincu-
lación por parte de este Congreso de la Unión para ver el
cumplimiento y los avances del mismo.
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Es por ello que para el Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista resulta de suma importancia promover
reformas que mejoren la planeación nacional, de tal forma
que sea posible garantizar que las políticas públicas y los
programas cumplan con las finalidades para las que fueron
creadas y beneficien a todos los mexicanos: a las mexica-
nas, a los mexicanos, a las niñas y a los niños que de ella
dependen.

Frecuentemente observamos que los objetivos planteados
en el Plan Nacional de Desarrollo no se cumplen a cabali-
dad y al respecto no existe repercusión alguna; por ello,
nos permitimos proponer que sea esta soberanía popular a
quien anualmente se le entregue un informe sobre los avan-
ces en cuanto a los objetivos de los cinco ejes propuestos
en el Plan Nacional de Desarrollo, con la finalidad de que
sea la Auditoría Superior de la Federación quien pueda rea-
lizar un análisis cualitativo de las metas y de los objetivos
planteados en el Plan Nacional de Desarrollo.

Es por ello que nosotros hoy presentamos la reforma al ar-
tículo 6o. de la Ley de Planeación, a fin de que sea esta má-
xima tribuna de la nación quien dé seguimiento, a través de
la Auditoría Superior de la Federación, al cumplimiento del
Plan Nacional de Desarrollo. Con esto tendremos una vigi-
lancia, una mayor transparencia y un destino claro, en el
cual, como representantes de la sociedad, podamos inter-
venir directamente. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 6o. de la Ley de Plane-
ación, a cargo del diputado Carlos Octavio Castellanos Mi-
jares, del Grupo Parlamentario del PVEM

El suscrito, Carlos Octavio Castellanos Mijares, integrante
de la LXII Legislatura, perteneciente al Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México, con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 6 de
la Ley de Planeación, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

Actualmente no se tiene un rumbo claro del Plan Nacional
de Desarrollo (PND); la Ley de Planeación es un conjunto
de normas de orden público e interés social encaminadas a
establecer los objetivos, las estrategias y prioridades nacio-
nales que se llevarán a cabo dentro de un sexenio. 

Es necesario que a las anteriores metas se dé seguimiento
puntual y exhaustivo, para verificar que cada uno de los
ejes se vaya cumpliendo de manera adecuada o si, en de-
terminado momento existen retrasos, la Cámara de Diputa-
dos pueda señalarlos, de manera que no sólo sea un mero
trámite de entrega de informes de avances de este ordena-
miento.

Exposición de Motivos

El bienestar de una nación se basa en la adecuada aplica-
ción de las políticas públicas en beneficio de todos los sec-
tores. Por ello, la programación que todo gobernante reali-
ce respecto a las estrategias y programas del Estado
mexicano, es por demás importante. 

En este sentido, el contar con un sistema de planeación na-
cional correcto, permite incrementar el impacto de las po-
líticas públicas, estableciendo mecanismos de coordina-
ción de acciones y trabajo intersectoriales, en temas
prioritarios para el desarrollo de la nación. 

Así, el Plan Nacional de Desarrollo se convierte en el prin-
cipal instrumento del quehacer público, pues de él depende
en gran medida el porvenir de nuestro país. De nada sirven
altos niveles de crecimiento, si no se tienen las estrategias
adecuadas para transmitirlo en todos los ámbitos. 

Durante décadas el Plan Nacional de Desarrollo, ha sido
visto como un mero trámite burocrático del gobierno en
turno, y no como una herramienta estratégica, de creci-
miento y de consolidación de principios básicos para el de-
sarrollo. Uno de los principales cambios por los que debe
empezar nuestro país, es precisamente la transformación
del sistema de planeación nacional. 

Es por ello, que para el Grupo Parlamentario del Partido
Verde, resulta de suma importancia el promover reformas
que contribuyan al mejoramiento de la planeación nacio-
nal, de tal forma que también sea posible generar una ma-
yor consistencia entre las políticas y los programas de las
distintas dependencias, a fin de que las acciones de las en-
tidades de la administración pública federal sean sinérgicas
y busquen atender realmente las necesidades de la socie-
dad. 

Frecuentemente observamos que los objetivos planteados
en el PND no se cumplen con cabalidad, y al respecto, no
existe repercusión alguna. Por ello, proponemos que sea la
Cámara de Diputados a quien anualmente se entregue un
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informe sobre los avances en cuanto a los objetivos de los
cinco ejes propuestos en éste, con la finalidad de que la Au-
ditoría Superior de la Federación pueda realizar el análisis
respectivo. 

Al respecto, es de señalar que si bien cada mes de marzo el
Ejecutivo remite a la Comisión Permanente del Congreso
un informe de acciones y resultados de la ejecución del
plan y los programas, ésta ha sido un práctica que se ha ve-
nido dando con poca estructuración y sustento legal para
poder tener una mayor exigencia en cuanto a los resultados
e informes presentados. Pareciera ser, tan sólo un trámite
de cortesía política que tiene el Ejecutivo con el Congreso,
y no un verdadero informe de rendición de cuentas.  

Por todo esto, consideramos necesario hacer las enmiendas
correspondientes para ofrecer una verdadera injerencia re-
visora a la Cámara de Diputados, y por ende, a la Audito-
ría Superior de la Federación. 

En este sentido, vale la pena señalar que si bien el Congre-
so ya tiene ciertas facultades respecto al paquete económi-
co anual, que de alguna manera rige los programas me-
diante los cuales se da cumplimiento al PND, es ilógico
que éste instrumento que es de la mayor relevancia para la
nación, no establezca mecanismo de control y verificación
que a la larga ofrezcan mayor certidumbre y beneficios a la
sociedad en general. 

Si bien el artículo 5 de la Ley de Planeación establece que
el Presidente de la República remitirá el Plan Nacional de
Desarrollo al Congreso de la Unión para su examen y opi-
nión, el resultado de lo anterior se reduce al cumplimiento
de un mero trámite político, sin que exista una facultad ex-
presa de seguimiento por parte del Congreso. 

Con lo anterior, se pretende que el Ejecutivo federal efec-
tivamente conforme un Plan de Desarrollo incluyente, que
sea sujeto a una mayor transparencia y rendición de cuen-
tas. 

Por todo ello, sometemos a su consideración la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se modifica el artículo 6 de la Ley de
Planeación 

Artículo Único. Se reforma el segundo párrafo del artícu-
lo 6 y se modifica el párrafo tercero del mismo artículo a la
Ley de Planeación. 

Ley de Planeación

Artículo 6. …

En el mes de marzo de cada año, el Ejecutivo remitirá a la
Cámara de Diputados el informe de las acciones y resul-
tados de la ejecución del plan y los programas a que se re-
fiere el párrafo anterior, incluyendo un apartado específico
con todo lo concerniente al cumplimiento de las disposi-
ciones del artículo 2 constitucional en materia de derechos
y cultura indígena.

La Secretaría de Hacienda tendrá la obligación de pro-
porcionar en el documento antes señalado, la informa-
ción de las cuentas relacionadas y correspondientes a lo
establecido en los dos párrafos que anteceden, a fin de
permitir a la Cámara de Diputados a que a través de la
Auditoría Superior de la Federación, se realice el análi-
sis de las cuentas, con relación a los objetivos y priori-
dades de la planeación nacional. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de noviembre de
2012.— Diputado Carlos Octavio Castellanos Mijares (rúbrica).»

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputado. Se turna la iniciativa a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL
DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES

El Presidente diputado José González Morfín: Tiene la
palabra, por cinco minutos, la diputada Mirna Esmeralda
Hernández Morales, del Grupo Parlamentario del PRI, pa-
ra presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 44 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de
la Vivienda para los Trabajadores.

La diputada Mirna Esmeralda Hernández Morales:
Con su permiso, señor presidente. Buenas tardes, compa-
ñeras y compañeros, diputados y diputadas, el tema de la
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vivienda se funda sobre principios humanitarios y en crite-
rios que sustentan la imperiosa necesidad de que cada per-
sona cuente con un lugar donde pueda vivir dignamente
junto a su familia, entendiendo a ésta como la base de la so-
ciedad y el Estado.

Nuestro precepto constitucional retoma estos principios,
incluso otorgándole al derecho a la vivienda digna la jerar-
quía de un derecho fundamental, acorde con los principios
universales de los derechos del hombre y el ciudadano.

El Estado mexicano se configura ajustándose a estos dere-
chos y en 1972, con la reforma al artículo 123 constitucio-
nal, se instituye el mecanismo de financiamiento que permi-
tió a los trabajadores adquirir créditos accesibles y baratos
para obtener una vivienda en propiedad. De esta manera se
sientan las bases que conciben al Instituto del Fondo Nacio-
nal de la Vivienda para los Trabajadores (Infonavit), como
un órgano sustantivo del Estado mexicano que garantizaría
este derecho a una vivienda digna al trabajador mexicano.

Si hacemos un análisis de proyectos que han surgido en
esta Cámara de Diputados por los diferentes grupos parla-
mentarios y de distintas legislaturas, apreciamos propues-
tas de una riqueza extraordinaria; para unos el Infonavit ha
dejado al margen su función sustantiva y en lugar de cum-
plir con estos objetivos apegados a los derechos funda-
mentales de la persona, se ha convertido en un gestor de los
consorcios inmobiliarios creando sistemas de financia-
miento que no han ayudado a resolver el problema de la vi-
vienda en el país.

De ahí que se interprete que el Infonavit es un fondo que
privilegia intereses privados y no los que representan la co-
lectividad de los trabajadores mexicanos.

Según algunos sectores políticos ese fenómeno ha llevado
incluso a que el trabajador sufra con frecuencia vejaciones
cuando pierde su empleo, siendo objeto de persecuciones
por despachos de abogados que han llevado a la pérdida del
crédito, presentándose casos de una barbaridad extrema de
que se puede perder la vivienda adquirida.

Visto en esta perspectiva, ese es un esquema perverso que
deja a un trabajador —que pasa al desempleo— en la inde-
fensión total y el Infonavit opera otorgando a otros emple-
ados la misma vivienda.

También se ha estudiado el caso de morosidad o insolven-
cia, que no es abordado con fines de beneficiar y proteger

al trabajador y su familia. No hay mecanismos razonables
de reestructuración de pagos y los intereses de amortiza-
ción de deuda se pagan de conformidad al incremento de
los salarios mínimos, lo cual ha llevado con frecuencia a
que el trabajador caiga en la insolvencia.

Cabe destacar que se han desechado algunas reformas que
se orientan a beneficiar al trabajador, pero que en aparien-
cia también afectan los ingresos y recuperación de créditos
del Infonavit.

Por ejemplo, en esta misma tribuna se presentó —y no se
aceptó—, que cuando una persona pierda su trabajo tuvie-
ra un plazo de tres meses para solicitar prórrogas y cubrir
sus pagos hasta que volviera a obtener otro empleo. La ley
sigue manteniendo la responsabilidad del trabajador para
que extienda su solicitud en los siguientes 30 días después
de que se queda sin trabajo y se reafirma que esas prórro-
gas que se otorguen al trabajador no podrán ser mayores de
12 meses cada una ni exceder en su conjunto más de 24
meses.

Aquí, el considerando a este problema se presenta porque
el trabajador desconoce su derecho a la prórroga y los pro-
cedimientos que deben cumplir para que esto se lleve a ca-
bo. De ahí que otras iniciativas sugieren la implementación
de mecanismos que automáticamente informen al trabaja-
dor su derecho a la prórroga cuando pierde su empleo. In-
cluso se ha sugerido que el término de prórroga se extien-
da hasta cuatro años.

Tampoco se aceptó la propuesta de que en ningún caso el
trabajador destinara más del 20 por ciento de su salario base
para el pago de la vivienda.

Asimismo se critica que los créditos del Infonavit se some-
tan a un sistema de financiamiento orientado a la recupera-
ción de créditos, que aumenta ingresos vía administración
de cuentas. De esa manera los intereses del mercado no
permiten fijar una tasa anual durante el tiempo del crédito.
El argumento de este cambio a la ley se justificó por los
años que vivió México con altos índices de inflación.

Con los cambios de procesos económicos en el mundo y en
el país, ese razonamiento fue perdiendo sentido. Pero los
saldos de los créditos otorgados a los trabajadores aumen-
tan cada vez más.

Derivado de esta realidad se han propuesto reformas que
eviten las carteras vencidas y se acote la posibilidad de la
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subrogación del crédito a favor de terceras personas, sean
públicas o privadas.

Estimados legisladores y legisladoras, como podemos
apreciar, es muy complejo el mecanismo que la Ley del In-
fonavit ha estructurado para la administración de los fon-
dos de la vivienda; por ello debemos retomar los preceptos
constitucionales de garantizar una vivienda digna al traba-
jador, pero también evitar que sus opciones de acceso a es-
ta prestación se vean limitadas por los mecanismos adver-
sos del mercantilismo extremo.

Las propuestas de igual modo deben de considerar tenden-
cias al debilitamiento institucional, cuando el crecimiento
de las carteras vencidas no se detiene.

La disyuntiva es: o más mercado, o bien, el Estado debe in-
tervenir para regular los efectos perniciosos de dejar que la
libre mercadería de la vivienda o de las carteras vencidas
pueda culminar en perjuicios graves a los trabajadores.

Para esta iniciativa —que pongo a su consideración— es
que me centro en el aspecto pernicioso de aplicar tasas me-
suradas a los créditos otorgados por el Infonavit al trabaja-
dor y al problema que significa aplicar fórmulas de cargas
de interés, en función del incremento al salario mínimo;
que los costos de la vivienda sean considerados en pesos y
no en salarios mínimos. Muchas gracias, es cuanto.

«Iniciativa que reforma el artículo 44 de la Ley del Institu-
to del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajado-
res, a cargo de la diputada Mirna Esmeralda Hernández
Morales, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada Mirna Hernández Morales, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional en la LXII Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en el artículo 71, fracción II de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artí-
culo 6 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a consideración del pleno, la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el artículo 44 de la
Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para
los Trabajadores, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El tema de la vivienda, se funda sobre principios humani-
tarios y en criterios que sustentan la imperiosa necesidad
de que cada persona cuente con un lugar donde pueda vivir

dignamente junto a su familia, entendiendo a ésta como la
base de la sociedad y el Estado.

Nuestro precepto constitucional retoma estos principios,
incluso otorgándole al derecho a la vivienda digna la jerar-
quía de un derecho fundamental, acorde con los principios
universales de los derechos del hombre y el ciudadano.

El Estado mexicano se configura ajustándose a estos dere-
chos y en 1972 con la reforma al artículo 123 constitucio-
nal, se instituye el mecanismo de financiamiento que per-
mitió a los trabajadores adquirir créditos accesibles y
baratos para obtener una vivienda en propiedad.

De esta manera, se sientan las bases que conciben al Insti-
tuto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabaja-
dores, Infonavit, como un órgano sustantivo del Estado
mexicano que garantizaría este derecho a una vivienda dig-
na al trabajador mexicano.

Si hacemos un análisis de proyectos que han surgido en es-
ta Cámara de Diputados por los diferentes grupos parla-
mentarios y de distintas legislaturas, apreciamos propues-
tas de una riqueza extraordinaria. Para unos el Infonavit ha
dejado al margen su función sustantiva y en lugar de cum-
plir con estos objetivos que se atienen a los derechos fun-
damentales de la persona, se ha convertido en un gestor de
los consorcios inmobiliarios, creando sistemas de financia-
miento que no han ayudado a resolver el problema de la vi-
vienda en el país. De ahí que se interprete que el Infonavit
es un fondo que privilegia intereses privados y no los que
representan la colectividad de los trabajadores mexicanos.

Según algunos sectores políticos, este fenómeno ha lleva-
do, incluso a que el trabajador sufra con frecuencia veja-
ciones en contra cuando pierde su empleo, siendo objeto de
persecuciones por despachos de abogados que han lleva-
do a la pérdida del crédito, presentándose casos de una
barbaridad extrema de que se pueda perder la vivienda
adquirida.

Visto en esa perspectiva, este es un esquema perverso que
deja a un trabajador que pasa al desempleo en la indefen-
sión total y el Infonavit opera otorgando a otros empleados
la misma vivienda.

También se ha estudiado el caso de morosidad o insolven-
cia que no es abordado con fines de beneficiar y proteger
al trabajador y su familia. No hay mecanismos razonables
de restructuración de pagos y los intereses de amortización
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de deuda se pagan de conformidad al incremento de los sa-
larios mínimos, lo cual ha llevado con frecuencia a que el
trabajador caiga en insolvencia.

De este modo, se pierde y desvirtúa el principio de protec-
ción y seguridad social, que se encuentran en la base de los
programas de vivienda en las leyes y en la Carta Magna. Al
respecto, llama la atención el esfuerzo realizado por el Po-
der Legislativo pretendiendo corregir distorsiones en los
que suelen caer programas oficiales de vivienda.

Cabe destacar que, se han desechado algunas reformas que
se orientan a beneficiar al trabajador, pero que en aparien-
cia también afectan los ingresos y recuperación de créditos
del Infonavit.

Por ejemplo, no se aceptó que cuando una persona pierda
su trabajo, tuviera un plazo de tres meses para solicitar pró-
rrogas y cubrir sus pagos hasta que volviera a obtener otro
empleo. La ley sigue manteniendo la responsabilidad del
trabajador para que extienda su solicitud en los siguientes
treinta días después de que se queda sin trabajo. Y se rea-
firma que estas prórrogas que “se otorguen al trabajador …
no podrán ser mayores de doce meses cada una, ni exceder
en su conjunto más de veinticuatro meses y terminarán an-
ticipadamente cuando el trabajador inicie una nueva rela-
ción laboral”.

Aquí, el considerando a este problema se presenta porque
el trabajador desconoce su derecho a la prórroga y los pro-
cedimientos que debe cumplir para que se cumpla. De ahí,
que otras iniciativas sugieran la implementación de meca-
nismos que automáticamente, informen al trabajador de su
derecho a la prórroga cuando pierde su empleo. Incluso, se
ha sugerido que el término de prórroga se extienda hasta
cuatro años en lugar de los dos que establece actualmente
la Ley.

Tampoco se aceptó la propuesta de que en ningún caso el
trabajador destinará más del 20 por ciento de su salario ba-
se para el pago de la vivienda.

Asimismo, se critica que los créditos del Infonavit se so-
metan a un sistema de financiamiento orientado a la recu-
peración de créditos que aumenta ingresos vía administra-
ción de cuentas y subcuentas de viviendas de los
trabajadores que pierden su empleo. Estas se incorporan a
un mercado de dinero y rendimientos de intereses, donde
suele suceder que el trabajador desempleado aún volvién-
dose a incorporar a algún trabajo pierda su crédito.

De esta manera, los intereses del mercado no permiten fi-
jar una tasa anual durante todo el tiempo del crédito. La
más aceptable en términos de bienestar social del trabaja-
dor ha sido la de 4 por ciento sobre saldos insolutos que fue
incluida en el texto original de la Ley del Infonavit, pero
posteriormente modificada. El argumento de este cambio a
la Ley se justificó por los años que vivió México con altos
índices de inflación.

Con los cambios de procesos económicos en el mundo y en
el país, este razonamiento fue perdiendo sentido, pero los
saldos de los créditos otorgados a los trabajadores aumen-
tan cada vez que se modifican los salarios mínimos, incre-
mentándose así la deuda sin un límite.

En 2008, el entonces diputado federal del PRI, Gerardo
Octavio Vargas Landeros, hacia la reflexión de un trabaja-
dor que había adquirido un crédito por 180 veces el salario
mínimo, equivalente en pesos a 144 mil pesos, había acu-
mulado pagos por 214 mil. Por el sistema de pagos por ve-
ces salarios mínimos, resultaba un adeudo adicional de 89
veces salario mínimos que equivalían a 143 mil pesos, lo
que resultaba que sólo había pagado mil noventa pesos de
la deuda original.

Nuestro compañero priista proponía que los créditos de-
vengaran un interés anual sobre saldos insolutos y se cal-
culara de conformidad a la tasa interbancaria vigente al
momento de la firma del contrato, permaneciendo fija al
momento de la firma del contrato.

Otra iniciativa presentada por el PRD también en 2008,
planteaba la posibilidad de ampliar el límite de la tasa de in-
terés anual hasta el 6 por ciento y no podría ser menor del 4
por ciento. Lo anterior, para acotar decisiones que el Conse-
jo de Administración del Infonavit ha venido estableciendo
bajo la pauta de tasas variables que llegan incluso hasta el 10
por ciento. Es decir, señalaron los legisladores del PRD en
2009, a los pagos referenciados al incremento de los salarios
mínimos, ahora le sumaban las tasas variables que se cal-
cularían semestralmente. Tampoco se aceptó por la cole-
gisladora aunque fue aprobada por el Pleno de esta Cáma-
ra en ese momento.

En este sentido, el Congreso de San Luis Potosí, plantea
una tasa no mayor del 7 por ciento sobre saldos insolutos.

Cabe observar que, gran parte del cabildeo de las empresas
que manejan el mercado de las carteras vencidas, se con-
centran en la Cámara de Senadores donde es evidente el
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sistemático desechamiento de estas iniciativas aprobadas
en esta Cámara.

Destaco que un argumento muy reflexionado por los legis-
ladores de Legislaturas anteriores, es que el Infonavit se
muestra como un administrador y gestor de cuentas venci-
das de los trabajadores, propiciando el surgimiento y con-
solidación de empresas recuperadoras de créditos, que aho-
ra tienen sofisticados sistemas de presión hacia el
trabajador, que incluye el transmitir sus condiciones des-
favorables de desempleo a familiares y amistades, cau-
sándoles perjuicios en su persona y en su prestigio como
persona.

De esta manera, el Infonavit se aleja de ese contrato que el
Estado realiza con parte de la sociedad, facilitando meca-
nismos donde el hombre se convierte en los hechos en el
malogrado lobo del hombre. Y en lugar de que se regule es-
ta relación de perversidad y degradación de la función re-
guladora del Estado, el Infonavit incentiva procedimientos
de financiamiento que incluso incorporan el sistema de
ahorros para el retiro para apuntalar otro tipo de programas
De esta manera, se antepone el factor de rendimientos fi-
nancieros al bienestar social.

Derivado de esta realidad, se han propuesto reformas que
eviten las carteras vencidas y se acote la posibilidad de la
subrogación del crédito a favor de terceras personas sean
públicas o privadas. Obviamente las resistencias pueden
ser predecibles, pues algunos legisladores en 2009 habla-
ban de que las empresas adquirían las carteras vencidas en
veinte mil pesos y las vendían hasta en 700 mil pesos.

Como podemos apreciar, es muy complejo el mecanismo
que la Ley del Infonavit ha estructurado para la adminis-
tración de los fondos de la vivienda.

Por ello, debemos retomar los preceptos constitucionales
de garantizar una vivienda digna al trabajador, pero tam-
bién evitar que sus opciones de acceso a esta prestación se
vean limitadas por los mecanismos adversos del mercanti-
lismo extremo.

Las propuestas, de igual modo, deben considerar tenden-
cias al debilitamiento institucional cuando el crecimiento
de las carteras vencidas es indetenible.

Aquí es donde la intervención de este Poder Legislativo ha
de conciliar necesidades sociales con preservación y per-
feccionamiento de mecanismos institucionales.

La disyuntiva es o más mercado, o bien, el Estado debe in-
tervenir para regular los efectos perniciosos de dejar que la
libre mercadería de la vivienda o de las carteras vencidas
puedan culminar en perjuicios graves a los trabajadores so-
bre todo de los desempleados.

A la vez, esta regulación debe considerar que los progra-
mas de vivienda tampoco pueden darse a fondos perdidos,
pues ello no propicia desarrollo sino que nos lleva a una
tendencia donde los déficits de las cuentas nacionales se
van haciendo más grandes.

Es menester también atender el tema de las tasas de interés
que como vemos, se sujetan a decisiones sumamente dis-
crecionales que deben ser reguladas.

Por consiguiente, es imperativo revisar la política institu-
cional que regula el mercado inmobiliario. Habría que ob-
servar otros fenómenos que en el mundo se están presen-
tando. El caso chileno puede ser uno de ellos, pero también
llama la atención la crisis que viene surgiendo en el mer-
cado inmobiliario desregulado como en Estados Unidos y
en los países de Europa.

Recordemos que la superinflación en Europa generó un
crecimiento desmesurado del mercado inmobiliario, que
ahora muestra sus características adversas más severas
dentro de la crisis general que vive esa región, práctica-
mente en todos los países que integran a la comunidad.

Creo que es un buen reto para el legislador entrar a la re-
flexión de esta fenomenología en todas sus aristas y enton-
ces ir a una reforma definitiva o de gran calado. Mientras,
debemos proteger al trabajador hasta donde se pueda. Por
lo menos es una opinión que puede ser tomada en su ca-
rácter transitorio, hasta que el legislador se allegue mayo-
res datos de las experiencias positivas y negativas del mer-
cado desregulado en el área inmobiliaria y de las
repercusiones sociales y económicas que se tendrán en el
corto y mediano plazo. Luego entonces, necesitamos ir a
una evaluación de fondo de la política de vivienda del Es-
tado mexicano y plantear sus adecuaciones a la luz de los
resultados desde que se reformó el artículo 123 para im-
plantar esta política pública.

Para esta iniciativa, que pongo a su consideración, me cen-
tro en el efecto pernicioso de aplicar tasas desmesuradas a
los créditos otorgados por el Infonavit al trabajador y al
problema que significa aplicar la formula de cargas de in-
terés en función del incremento al salario mínimo.
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Así, me ubico en un modelo de estado de bienestar que se
pudiera implementar en el país que debe ser justo y que no
cause perjuicios al trabajador. Por eso, es de relevancia la
intervención del Estado, a través del Poder Legislativo pa-
ra tutelar a los sectores sociales más débiles buscando me-
jorar indicadores de calidad de vida.

Por lo expuesto y debidamente fundamentado, me permito
someter a la consideración de esta soberanía el siguiente
proyecto de

Decreto que reforma el artículo 44 de la Ley del Insti-
tuto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Traba-
jadores

Artículo Único: Se reforma el artículo 44 de la Ley del
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Tra-
bajadores para quedar como sigue:

Artículo 44. El Instituto otorgará sus créditos en pesos.
Los intereses se calcularán con base a saldos insolutos y la
tasa no podrá ser mayor a 4 por ciento anual. El plazo má-
ximo para el otorgamiento de estos créditos será de 30
años. En todo momento, se preverá la estabilidad financie-
ra del Instituto y los riesgos de sus carteras vencidas cui-
dando el equilibrio con el bienestar social del trabajador.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el siguiente día
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de noviembre de 2012.— Di-
putados: Mirna Esmeralda Hernández Morales, María Elena Cano
Ayala, José Luis Flores Méndez, José Pilar Moreno Montoya, Julio Cé-
sar Flemate Ramírez, Adolfo Bonilla Gómez, David Pérez Tejada Pa-
dilla, Luis Manuel Arias Pallares, Francisco Alberto Zepeda González,
María de Jesús Huerta  Rea, María Esther Garza Moreno, José Alejan-
dro Llanas Alba, María del Socorro Ceceñas Chapa, Margarita Elena
Tapia Fonllem, Claudia Elena Águila Torres, Víctor Manuel Manrí-
quez González, Carla Guadalupe Reyes Montiel, Arturo Cruz Ramírez,
Rafael Acostal Croda (rúbricas).»

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputada. Se turna la iniciativa a la Comisión de Vivien-
da, para dictamen.

Sonido en la curul del diputado Francisco Zepeda.

El diputado Francisco Alberto Zepeda González (desde
la curul): Muchas gracias, diputado presidente. Nada más
para solicitarle a la diputada Mirna Hernández, la posibili-
dad de adherirme a la iniciativa, porque el viacrucis que
hoy cruzan los beneficiarios de un sistema del Infonavit pa-
ra la vivienda es lamentable, terminan pagando ocho veces
lo que cuesta la casa. Si me permite sumarme a la iniciati-
va, diputada.

El Presidente diputado José González Morfín: No tiene
inconveniente; entonces, puede pasar a suscribirla en la
Secretaría, diputado.

LEY QUE ESTABLECE LAS NORMAS 
MINIMAS SOBRE READAPTACION 

SOCIAL DE SENTENCIADOS

El Presidente diputado José González Morfín: Tiene la
palabra, por cinco minutos, la diputada Alicia Ricalde Ma-
gaña, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 13 de la Ley que establece las Normas
Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados.

La diputada Alicia Concepción Ricalde Magaña: Con
su permiso, diputado presidente; compañeras y compañe-
ros diputados, la aplicación de la pena de prisión en Méxi-
co tiene dos características insoslayables: el uso excesivo
de la medida y la creciente ineficiencia en el uso de los re-
cursos del sistema de seguridad ciudadana y de justicia pe-
nal.

En épocas recientes, las reformas efectuadas a la Ley que
establece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social
de Sentenciados fueron encaminadas a proporcionar a los
delincuentes un tratamiento reformador, con objeto de mo-
dificarle su conducta y actitudes, y reintegrarlo a la socie-
dad ya convertido en un sujeto distinto que no delinquiera
nuevamente.

No obstante, no debemos olvidar que, paralelo al derecho
de castigar por parte del Estado cuyo fin es proteger el or-
den social, transitan los derechos del infractor, en cuanto a
persona. Quien delinque tiene —por disposición constitu-
cional— el derecho a que se le instruya para reformarlo y
reintegrarlo, como ser productivo, al seno mismo de la vi-
da comunitaria.
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Sin embargo, el problema no termina ahí, ya que además
del desconocimiento, existen factores que agudizan el te-
ma, como son el analfabetismo y la discapacidad de reos
que no pueden acceder de manera eficaz y oportuna al co-
nocimiento de sus derechos y obligaciones, siguiendo sola-
mente la ley del más fuerte, que es la que impera en la to-
talidad de las cárceles mexicanas.

De ahí la imperante necesidad de reformar el marco jurídi-
co aplicable, a fin de establecer clara y puntualmente el de-
recho de los reclusos a recibir la información que les per-
mita el pleno goce de sus derechos al interior de los
reclusorios y centros de readaptación social, máxime cuan-
do se trate de analfabetas y discapacitados.

A nivel internacional, debemos citar que las reglas míni-
mas para el tratamiento de los reclusos —emitidas por la
ONU en su regla 35, incisos 1) y 2)— disponen que a su
ingreso cada recluso recibirá una información escrita sobre
el régimen de los reclusos de la categoría en la cual se le
haya incluido, sobre las reglas disciplinarias del estableci-
miento y los medios autorizados para informarse y formu-
lar quejas, así como que si el recluso es analfabeta se le
proporcionará dicha información verbalmente.

En este sentido, nuestra Carta Magna establece, en su artí-
culo 20, apartado B, fracción III, que los reclusos tienen
derecho a que se les informe, tanto en el momento de su de-
tención como en su comparecencia, ante el Ministerio Pú-
blico o el juez, los hechos que se le imputan y los derechos
que le asisten.

En el caso de los reclusos discapacitados es importante
mencionar que la Ley General para la Inclusión de las Per-
sonas con Discapacidad contempla diversas disposiciones
en materia de acceso a la justicia, con base en diversos ins-
trumentos internacionales y que tienen como principal ob-
jetivo lograr que éstas cuenten con igualdad de condiciones
en materia de garantías al respeto a sus derechos humanos.

Por su parte, el artículo 13 de la Ley que establece las Nor-
mas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados
dispone que se entregará a cada interno un instructivo en el
que aparezcan detallados sus derechos, deberes y el régi-
men general de vida de la institución, y que tratándose de
reclusos indígenas el instructivo se les dará traducido a su
lengua.

Como se desprende de lo anterior, nuestra legislación se
adapta al instrumento internacional citado, salvo por lo que

hace a los reclusos analfabetas y discapacitados, en cuyo
caso se les debiera proporcionar la información de manera
verbal a los primeros, o a través de las ayudas técnicas ne-
cesarias a los segundos, según el tipo de discapacidad de
que se trate.

Asimismo nos parece importante señalar de una manera
más detallada en el texto del artículo 13 de la Ley que es-
tablece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de
Sentenciados, que el instructivo que se entregue a los re-
clusos contenga tanto los beneficios de los que puedan ser
sujetos, como los requisitos que deban cumplir para tal
efecto.

Señoras y señores diputados, en Acción Nacional estamos
convencidos de plasmar en la ley reglamentaria el debido
respeto, con carácter de equitativo y no discriminatorio; el
acceso a los derechos y obligaciones de los analfabetas y
discapacitados no es una dádiva, es una obligación y un de-
recho plasmado en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en los tratados y convenciones interna-
cionales suscritos por nuestro país.

El beneficio se extenderá a un alto porcentaje de personas
que se encuentran presas en los centros penitenciarios, que
por su condición de analfabetas y discapacitados difícil-
mente pueden acceder a la información justa y necesaria
para hacer valer sus derechos al interior de la cárcel y en el
proceso de defensa.

En atención a lo expuesto, someto a consideración de esta
honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el párrafo se-
gundo del artículo 13 de la Ley que establece las Normas
Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados para
quedar como sigue:

Único. Se reforma el párrafo segundo del artículo 13 de la
Ley que establece las Normas Mínimas sobre Readapta-
ción Social de Sentenciados.

Artículo 13...

Se entregará a cada interno un instructivo en el que apa-
rezcan detallados sus derechos, deberes, los beneficios que
para él prevé la ley y el régimen general de vida en la ins-
titución. Tratándose de reclusos indígenas el instructivo se
les dará traducido a su lengua. En el caso de que el recluso
fuera analfabeto se le proporcionará dicha información
verbalmente. En el caso de que el recluso fuera discapaci-
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tado visual o auditivo, se deberá contar con las ayudas téc-
nicas necesarias para proporcionarle la información.

Es cuanto, diputado presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 13 de la Ley que esta-
blece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de
Sentenciados, a cargo de la diputada Alicia Concepción Ri-
calde Magaña, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, diputada Alicia Concepción Ricalde Ma-
gaña, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional en la LXII Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta Cáma-
ra de Diputados, la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto, que reforma el segundo párrafo del artículo 13 de la
Ley que Establece las Normas Mínimas sobre Readapta-
ción Social de Sentenciados, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

1. Antecedentes

La forma en que se aplica la prisión en México tiene como
principales implicaciones nocivas el uso excesivo de la me-
dida y la ineficiencia en el uso de los recursos del sistema
de seguridad ciudadana y de justicia penal. Existe un uso
excesivo de la medida porque las cifras y el análisis nos in-
dican que la prisión durante el proceso ha dejado de ser una
medida extraordinaria y excepcional, para convertirse en
una medida cautelar de uso frecuente, contradiciendo nues-
tra Constitución y los instrumentos internacionales firma-
dos por México.1

Produce ineficiencia por el uso irracional de la prisión, del
sistema penal, y de los recursos humanos y materiales de-
dicados a la seguridad pública y a la justicia. La prisión
preventiva está consumiendo demasiados recursos que se-
rían determinantes en otras áreas prioritarias de la seguri-
dad ciudadana y la justicia penal, como la prevención y el
combate al crimen organizado.

Como podemos ver el tema de la cárcel supera en amplitud
y profundidad a la importancia que suele concedérsele,
porque si bien no es ella la única reacción propia de los de-
rechos penal, continúa siendo la más utilizada. En su mo-
mento apareció como una pena más humanitaria que las

existentes hasta entonces, como lo eran las penas capitales,
las mutilaciones, la esclavitud, el calabozo y el destierro.

En épocas recientes, las reformas efectuadas a la Ley que
Establece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social
de Sentenciados, fueron encaminadas a proporcionar al de-
lincuente un tratamiento reformador, con objeto de modifi-
carle su conducta y actitudes, y reintegrarlo a la sociedad
ya convertido en un objeto distinto, que no delinquirán
nuevamente.

En este sentido, las penas sólo se justifican si cumplen una
función razonable y en este caso se trata justamente de esa
necesidad de convivencia pacífica. “Para las sociedades de
hoy, la pena aparece como una función necesaria de defen-
sa social, sin la que sería imposible mantener el orden pú-
blico tal y como se lo concibe actualmente”2

Sobre el particular, Elías Neuman (1994) afirma que “la
cárcel se ha constituido en un lugar para estar mal, que
acepta la idea de contención y depósito de seres humanos
acusados por diversos delitos. Así el hombre que es deteni-
do y procesado, cuando llega a la prisión se le trata de dis-
ciplinar de inmediato mediante un sistema coercitivo que
emana de los reglamentos carcelarios. Se le aísla y priva en
el sentido de no permitir conductas externas a la par que se
amputa su tiempo y se dispone de él. Debe adaptarse a si-
tuaciones y coacciones que se generalizan y que pretenden
legitimar la utilización de la cárcel-instituto como instru-
mento para la subordinación y dominación”.3

A este respecto, el doctor Sergio García Ramírez señala
que quien ingresa a prisión lo hace despojado de cualquier
grandeza; sólo lleva la etiqueta de “hombre vencido”,
“enemigo social” y “delincuente”4. La historia de las penas
en la época moderna y particularmente de la prisión cerra-
da, es un relato de los esfuerzos que muchas mujeres y
hombres han hecho para reducir ese poderío del gobierno,
privarle de omnipotencia, rescatar al hombre vencido y re-
conocerle en la realidad de su reclusión cotidiana lo que de
buena o mala gana le atribuyen las leyes que, con frecuen-
cia, se quedan a la puerta de la celda: como son sus dere-
chos.

En nuestro país, la Secretaría de Seguridad Pública (SSP)
reporta hasta junio de 2012, que en el conjunto de las pri-
siones de México hay actualmente 172 mil espacios peni-
tenciarios y 238 mil 269 internos, lo que sitúa los niveles
de sobrecupo en casi 37 por ciento. Esta crisis de sobrepo-
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blación del sistema penitenciario genera, además del me-
noscabo a los derechos de los internos, un detrimento en la
aplicación de los reglamentos de cada centro.5

Por otra parte, al investigar algunas de las causas de esta in-
negable y manifiesta crisis penitenciaria, con el fin de cons-
truir alternativas de solución a ella, expertos en la materia
destacan tres principales aspectos que se han traducido en
factores determinantes de este complejo problema público:
a) el abuso y uso de la prisión como medida casi exclusiva
de la sanción penal; b) el rezago judicial como una de las
características que afecta de forma inminente la situación
jurídica de los reclusos, y c) la incapacidad técnica y pro-
fesional de quienes dirigen y operan el sistema penitencia-
rio; factores todos interdependientes que han motivado e
impulsado un gran círculo vicioso, que desde hace muchas
décadas no sólo no logramos erradicar.

Fuente: Secretaría de Seguridad Pública Federal, Estadísticas del Sis-
tema Penitenciario Federal, OADPRS, Julio del 2012

2. Argumentación Jurídica.

En ese sentido, podemos encontrar que la doctrina contem-
poránea sostiene que sólo deben prohibirse, en el ordena-
miento punitivo, aquellas conductas que realmente entra-
ñen gravedad. La naturaleza subsidiaria del derecho penal
alude a que el estado debe emplear este instrumento como
un último recurso, allí donde no basten otras normas.6

En este mismo orden de ideas, cabe destacar el postulado
de numerosas investigaciones criminológicas, así como la
posición de diversos expertos en la materia, quienes aluden
y pugnan por una estrategia de política criminal encamina-
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da a disminuir la población de las cárceles, como una ne-
cesidad inminente del sistema; y uno de los caminos para
lograrlo es haciendo efectivos diversos recursos estableci-
dos en el marco jurídico nacional, como es el caso de la li-
bertad provisional bajo caución, la libertad provisional ba-
jo protesta y la libertad por desvanecimiento de datos, los
cuales son derechos a disposición de los individuos sujetos
a proceso penal, establecidos en el Código Federal de Pro-
cedimientos Penales.

Asimismo, señalan que se deben hacer efectivos los dere-
chos a la libertad condicional y a la libertad preparatoria de
los individuos sentenciados a prisión, establecidos en el
mismo código; como también se hace imprescindible hacer
efectivos los sustitutos y alternativas a la prisión estableci-
dos en el Código Penal Federal, mediante el tratamiento en
libertad, semilibertad, el trabajo en favor de la comunidad
y la multa. Cabe destacar que las formas de libertad antici-
pada constituyen un derecho de la persona presa y no una
prerrogativa del Ejecutivo.

Este nuevo consenso en el sentido de que las opciones de
tratamiento comunitario de problemas de salud mental, de
abuso de sustancias y de la combinación de ambos tienen
más posibilidades de lograr una reducción de la reinciden-
cia del delito y de aumentar la seguridad pública que el
confinamiento civil o la encarcelación por causas penales.
Muchos reclusos que padecen dichas enfermedades pueden
recibir un tratamiento más efectivo en ámbitos comunita-
rios, sin necesidad de que se les prive de la libertad por ra-
zones de seguridad ciudadana.

Existen dos mecanismos tendientes a reducir la utilización
de la condena de prisión: la alternativa a la prisión, por la
cual los acusados y procesados no son objeto de la pena de
privación de libertad en primer lugar, y la excarcelación
que pone fin a su internación en instituciones penitencia-
rias o sanitarias después de que se los envió a ellas. Los
programas de alternativas a la prisión y a la encarcelación
procuran evitar la reclusión de quienes se encuentran en es-
tado de prisión preventiva o que aguardan la imposición de
la pena.7

No debemos olvidar que paralelo al derecho de castigar por
parte del estado, cuyo fin es proteger el orden social, tran-
sitan los derechos del infractor en cuanto a persona. Quien
delinque tiene por disposición constitucional el derecho a
que se le instruya para reformarlo y reintegrarlo como ser
productivo al seno mismo de la vida comunitaria. En la
mayoría de las ocasiones los reos que son objeto de dere-

chos penitenciarios tienen más oportunidad de reformarse
y reintegrarse a la sociedad que aquellos que están en re-
clusión. Ni el estado tiene el derecho de excluir, ni el reo
pierde su derecho a ser considerado un ser humano.

No obstante los beneficios que conlleva la adopción de es-
te tipo de medidas a las que muchos de los reclusos tienen
derecho, la falta de conocimiento de los mismos, así como
de las autoridades y las formas en que se hacen valer, cons-
tituyen una barrera para su acceso.8

De acuerdo con las conclusiones del diagnóstico sobre la
incidencia de los delitos cometidos por las mujeres priva-
das de su libertad, procesadas y sentenciadas, elaborado
por el Centro de Estudios para el Adelanto de la Mujer y la
Equidad de Género de esta honorable Cámara de Diputa-
dos, algunas mujeres están internas en los centros peniten-
ciarios y, como nadie las visita ni pregunta si pueden acce-
der a algún beneficio, como la libertad anticipada por
buena conducta, sustitución de la pena, etcétera, siguen pri-
vadas de su libertad cuando ya habrían podido obtenerla.9

En el caso de los reclusos discapacitados, es importante
mencionar que con la entrada en vigencia de la Ley Gene-
ral para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, en
sus artículos 30 y 31 establecen que:

“Artículo 30. Las instituciones de administración e im-
partición de justicia implementarán programas de capa-
citación y sensibilización dirigidos a su personal, sobre
la atención a las personas con discapacidad.

Artículo 31. El Poder Ejecutivo federal y los gobiernos
de las entidades federativas, en coordinación con el con-
sejo, promoverán que las instancias de administra-
ción e impartición de justicia, cuenten con la dispo-
nibilidad de los recursos para la comunicación,
ayudas técnicas y humanas necesarias para la aten-
ción de las personas con discapacidad en sus respec-
tivas jurisdicciones.”

Por lo que retomando la ley en comento, podemos señalar
que una de las prioridades en materia de atención a perso-
nas con discapacidad es el debido acceso a la justicia y a
ser tratados en igualdad de condiciones que cualquier ciu-
dadano, tal como lo establece el artículo 14 de la Conven-
ción sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad: 

“Artículo 14. “Los estados parte asegurarán que las per-
sonas con discapacidad que se vean privadas de su li-
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bertad en razón de un proceso tengan, en igualdad de
condiciones con los demás, derecho a garantías de con-
formidad con el derecho internacional de los derechos
humanos y a ser tratadas de conformidad con los objeti-
vos y principios de la presente convención, incluida la
realización de ajustes razonables”.

Como podemos observar, las personas con discapacidad
que enfrentan algún juicio e incluso aquellas que han sido
condenadas por un juez a cumplir una condena, deben con-
tar con igualdad de condiciones en materia de garantías al
respeto de sus derechos humanos y a ser tratadas de con-
formidad con los objetivos y principios de la convención.

De ahí que la propuesta de esta iniciativa vaya encaminada
a que aquellas personas que cuenten con alguna discapaci-
dad puedan acceder plenamente al conocimiento de sus de-
rechos y obligaciones, en el caos de ser recluidas en un
centro penitenciario o de readaptación social.

El conocimiento de los derechos constituye un derecho en
sí, por lo que no podemos permitir que la ignorancia sea un
factor por el cual las personas que cumplen con los requi-
sitos de ley continúen o sean privadas de su libertad.

A este respecto las Reglas Mínimas para el Tratamiento de
los Reclusos de las Naciones Unidas, que en su regla 35,
incisos 1) y 2), disponen:

“Información y derecho de queja de los reclusos

“35. 1) A su ingreso cada recluso recibirá una informa-
ción escrita sobre el régimen de los reclusos de la cate-
goría en la cual se le haya incluido, sobre las reglas dis-
ciplinarias del establecimiento y los medios autorizados
para informarse y formular quejas; y cualquiera otra in-
formación necesaria para conocer sus derechos y obli-
gaciones, que le permita su adaptación a la vida del es-
tablecimiento.

“2) Si el recluso es analfabeto, se le proporcionará dicha
información verbalmente.” 

Nuestra legislación, particularmente el artículo 13 de la
Ley que establece las Normas Mínimas sobre Readapta-
ción Social de Sentenciados dispone que se entregará a ca-
da interno un instructivo, en el que aparezcan detallados
sus derechos, deberes, y el régimen general de vida en la
institución y que tratándose de reclusos indígenas, el ins-
tructivo se les dará traducido a su lengua.

Como se desprende de lo anterior, nuestra legislación se
adapta al instrumento internacional citado, salvo por lo que
hace a los reclusos analfabetos y discapacitados, en cuyo
caso se les debiera proporcionar la información de manera
verbal a los primeros o a través de las ayudas técnicas ne-
cesarias, para los segundos, según el tipo de discapacidad
de que se trate.

Asimismo, nos parece importante señalar de una manera más
detallada en el texto del artículo 13 de la Ley que establece
las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Senten-
ciados que en el instructivo que se entregue a los reclusos
contenga tanto los beneficios de los que pueden ser sujetos
como los requisitos que deben cumplir para tal efecto.

3. Objeto de la iniciativa

Estamos convencidos de que, con la aprobación de esta ini-
ciativa, este honorable Congreso estará coadyuvando al
cumplimiento del estado de derecho, a solucionar la grave
crisis que enfrenta el sistema penitenciario en México y a
garantizar a los procesados y sentenciados analfabetos y
discapacitados el respeto a sus derechos humanos.

Plasmar en la ley reglamentaria el debido respeto con ca-
rácter de equitativo y no discriminatorio el acceso a los de-
rechos y obligaciones de los analfabetas y discapacitados,
no es una dádiva, es una obligación y un derecho plasma-
do en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en los tratados y convenciones internacionales sus-
critos por nuestro país.

El beneficio se extenderá a un alto porcentaje de personas
que se encuentran presas en los centros penitenciarios, que
por su condición de analfabetas y discapacitados, difícil-
mente pueden acceder a la información justa y necesaria
para hacer valer sus derechos al interior de la cárcel y en el
proceso de defensa.

En atención a lo expuesto, someto a consideración de esta
honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforma el párrafo segundo del
artículo 13 de la Ley que establece las Normas Mínimas
sobre Readaptación Social de Sentenciados 

Único. Se reforma el párrafo segundo del artículo 13 de la
Ley que establece las Normas Mínimas sobre Readapta-
ción Social de Sentenciados, para quedar como sigue:
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Artículo 13. ...

Se entregará a cada interno un instructivo, en el que apa-
rezcan detallados sus derechos, deberes, los beneficios que
para él prevé la ley y el régimen general de vida en la ins-
titución. Tratándose de reclusos indígenas, el instructivo se
les dará traducido a su lengua. En el caso de que el reclu-
so fuera analfabeto, se le proporcionará dicha informa-
ción verbalmente. En el caso de que el recluso fuera dis-
capacitado visual o auditivo, se deberá contar con las
ayudas técnicas necesarias para proporcionarle la in-
formación.

...

...

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1. Consúltese http://www.juridicas.unam.mx/sisjur/penal/pdf/11-
516s.pdf

2. Rico, José María, Las Sanciones Penales y la Política Criminoló-

gica Contemporánea, México, Siglo XXI, 1979, p.9

3. Neuman Elías,  La Prisión como Control Social en el Neoliberalis-

mo, 

4. García Ramírez, Sergio. Crimen y Prisión en el Nuevo Siglo, Mé-
xico, 

5. Véase, Estadísticas del Sistema Penitenciario Federal, OADPRS,
Secretaria de Seguridad Pública Federal, México, julio de 2012.

6. Según el principio de intervención mínima, el Derecho Penal debe
tener carácter de última ratio por parte del Estado para la protección de
los bienes jurídicos y sólo para los más importantes frente a los ataques
más graves. El Derecho penal debe utilizarse solo en casos extraordi-
nariamente graves (carácter fragmentario del Derecho penal) y sólo
cuando no haya más remedio por haber fracasado ya otros mecanismos
de protección menos gravosos para la persona (naturaleza subsidia-

ria). El dogmático Silva Sánchez afirma que «el Derecho penal que de-
be cumplir el fin de reducción de la violencia social, ha de asumir tam-
bién, en su configuración moderna, el fin de reducir la propia violencia

punitiva del Estado. Esta reducción tiene lugar por dos maneras: sobre
la base del principio utilitarista de la intervención mínima y sobre la
base de los principios garantísticos individuales.

7. En materia de seguridad pública se hallan bien establecidas las ven-
tajas de que los condenados por delitos menores relativos a drogas se
sometan a tratamientos en lugar de ser internados en la prisión o la cár-
cel. Un sondeo efectuado en 2004 por la Universidad de Connecticut
indica que existe un fuerte apoyo público hacia este tipo de políticas
razonables. El 89 por ciento de los residentes del estado estuvo a favor
de que, a fi n de reducir la sobrepoblación en las prisiones estatales, se
brinde tratamiento a los condenados por delitos no violentos que pade-
cen enfermedades psicológicas o psiquiátricas, en vez de recluírselos.

8. Al respecto, es importante señalar que existen investigaciones y es-
tudios que señalan que las medidas punitivas y el aumento de las san-
ciones generan consecuencias menos constructivas y más lesivas para
los condenados por delitos menores, así como para sus familias, co-
munidades y, en última instancia, para las víctimas del acto ilícito pe-
nal.

9. Véase Diagnóstico sobre la incidencia de los delitos cometidos por

las mujeres privadas de su libertad procesadas y sentenciadas, Cen-
tro de Estudios para el Adelanto de las Mujeres y la Equidad de Géne-
ro (CEAMEG), Cámara de Diputados, LXI Legislatura, México, 2009,
página 63.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de noviembre de 2012.— Di-
putados:  Alicia Concepción Ricalde Magaña, Ricardo Villarreal Gar-
cía, Carlos Fernando Angulo Parra, Ricardo Anaya Cortés, María Ce-
lia Urciel Castañeda, David Cuauhtémoc Galindo Delgado, Margarita
Saldaña Hernández, Germán Pacheco Díaz, Juan Francisco Cáceres de
la Fuente, Marcos Aguilar Vega, Eufrosina Cruz Mendoza, Joaquina
Navarrete Contreras, Verónica Sada Pérez, Tania Margarita Morgan
Navarrete, René Ricardo Fujiwara Montelongo, José Alfredo Botello
Montes, Erick Marte Rivera Villanueva, Alfredo Zamora García, Clau-
dia Elena Águila Torres, Carla Guadalupe Reyes Montiel, Víctor Ma-
nuel Manríquez González, Arturo Cruz Ramírez, Mariana Dunyaska
García Rojas, Martha Leticia Sosa Govea, Leslie Pantoja Hernández,
Elizabeth Vargas Martín del Campo, Carmen Lucía Pérez Camarena,
Karina Labastida Sotelo, Marcelo de Jesús Torres Cufiño, Martha Be-
renice Álvarez Tovar, Alberto Díaz Trujillo, Rafael Alejandro Micalco
Méndez, Glafiro Salinas Mendiola, José Enrique Reina Lizárraga, Ma-
ría Teresa Jiménez Esquivel, Ricardo Villarreal García, Blanca Jimé-
nez Castillo, Víctor Oswaldo Fuentes Solís, Raudel López López, Ru-
bén Camarillo Ortega, José Guadalupe García Ramírez, Néstor
Octavio Gordillo Castillo, Consuelo Argüelles Loya, Aurora de la Luz
Aguilar Rodríguez, Enrique Alejandro Flores Flores, Leticia López
Landero, Beatriz Eugenia Yamamoto Cázares, Carlos Humberto Cas-
taños Valenzuela, Humberto Armando Prieto Herrera, Lázara Nelly
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González Aguilar, Jorge Rosiñol Abreu, Fernando Rodríguez Doval,
Juan Carlos Muñoz Márquez, Juan Jesús Aquino Calvo, Leonor Ro-
mero Sevilla, Esther Quintana Salinas (rúbricas).»

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputada. Se turna a la Comisión de Seguridad
Pública, para dictamen.

Voy a pedir que se abra el sonido en la curul en que se en-
cuentra la diputada Elizabeth Vargas, y después en donde
está la diputada Verónica Sada.

La diputada Elizabeth Vargas Martín del Campo (des-
de la curul): Gracias, diputado presidente. Quiero pedirle a
la diputada Ricalde, si me permite, quisiera adherirme a su
iniciativa, y todas las mujeres del Grupo Parlamentario del
PAN, porque creo o creemos que se deben respetar tanto
las obligaciones como los derechos de los internos en los
penales nacionales, y principalmente apoyar a las personas
que por su analfabetismo o lenguaje o por sus capacidades
limitadas o diferentes, no se les da la oportunidad de cono-
cerlos.

De todas y de todos es conocido que no existe la atención
adecuada por las autoridades correspondientes, y todo el
grupo, me acaban de informar que todo el grupo se adhie-
re. Gracias.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputada. Diputada Verónica Sada, ¿es para lo mismo?

La diputada Verónica Sada Pérez (desde la curul): Sí, era
para lo mismo, muchas gracias.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias.
La iniciativa queda en manos de la Secretaría para que pue-
dan pasar a suscribirla quienes así lo deseen. Ya ha sido
turnada a la Comisión de Seguridad Pública.

Tiene la palabra ahora, por cinco minutos, el diputado Juan
Manuel Diez Francos, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción
y Servicios. No veo al diputado Diez Francos.

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado José González Morfín: Tiene la
palabra, por cinco minutos, el diputado Omar Antonio
Borboa Becerra, del Grupo Parlamentario del PAN, para
presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 212 de la Ley General de Salud.

El diputado Omar Antonio Borboa Becerra: Con su ve-
nia, presidente. De acuerdo con el Instituto Nacional de Sa-
lud Pública, en el mundo hay alrededor de un millón de
personas con sobrepeso y 300 millones de obesos; en Mé-
xico, el 70 por ciento de los adultos y cerca de 4.5 millones
de niños, entre 5 y 11 años, padecen de sobrepeso; en el
mundo solo lo supera en obesidad Estados Unidos de Amé-
rica.

Ante estas cifras, cabe preguntarnos, ¿qué está provocando
en nuestro país la epidemia de sobrepeso y obesidad? Va-
yamos a las evidencias científicas.

Diversos científicos han elaborado, y prestigiados centros
de investigación en todo el mundo, han demostrado que el
vínculo del consumo regular de refresco con el sobrepeso,
la obesidad y la diabetes y el síndrome metabólico, es pro-
ducto de tanto consumo de refresco que tiene nuestro país.
Dichos estudios concluyen que entre mayor sea el consu-
mo de refresco y de bebidas azucaradas, es mayor el au-
mento de peso y mayor el aumento de riesgo para presen-
tar diabetes tipo 2, y por ello tiene que ver con los
problemas de sobrepeso y obesidad en nuestro país. Pero
resulta que el consumo de las bebidas en México es la prin-
cipal fuente de calorías, cerca de la cuarta parte proviene de
estas bebidas.

La Secretaría de Salud ha señalado que el alto consumo de
energía a través de las bebidas es una causa principal del
sobrepeso y la obesidad. La información disponible nos in-
dica que México se ha convertido en el mayor consumidor
de refrescos en el mundo, rebasando a Estados Unidos de
América, quien consume al año un promedio de 163 litros
de refresco anuales, lo cual el 75 por ciento son de refres-
cos de cola.

Pero aún es más preocupante que —según el Instituto Na-
cional de Salud Pública— se observa que en un periodo de
7 años, de 99 a 2006, el incremento de consumo de refres-
cos y bebidas azucaradas entre los adolescentes aumentó
más de 100 por ciento, mientras que el consumo entre las
mujeres aumentó hasta un 300 por ciento.
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Por otro lado, el Centro de Investigación y Nutrición de la
Salud del Instituto Nacional de Salud Pública advirtió que
la ingesta creciente de refrescos aumentó las causas de dia-
betes, obesidad temprana entre los niños, jóvenes, por ser
bebidas elaboradas con sacarosa, glucosa o fructosa, que
afectan el páncreas y fácilmente llegan al flujo sanguíneo a
integrarse en los tejidos y convertirse en grasa.

En este caso, los refrescos de cola no tienen ningún valor
nutritivo, no contienen vitaminas, no contienen proteínas,
no contienen minerales, pero lo que sí tienen es un gran
contenido de endulzantes y aditivos, como conservadores y
como colorantes.

El gas que se usa en los refrescos es ácido fosfórico, el cual
es un elemento sumamente eficaz para acabar con el calcio
de la dentadura y de los huesos; los refrescos de cola son
los más ácidos, pero los demás de diferentes sabores no
quedan excluidos y también provocan el daño de la desmi-
neralización y eso impide la adecuada absorción de calcio
en el organismo.

Compañeras diputadas y compañeros diputados, legislado-
res, sabemos que el consumo excesivo de los refrescos en-
tre la población no es único factor que está generando los
problemas de sobrepeso y obesidad, pero también sabemos
que debemos tomar medidas urgentes para contrarrestar
éste y todos los problemas u omisiones presentados para
lograr una mejor salud en la nutrición en nuestro país; de-
bemos emprender diversas acciones que refuercen las que
se están llevando a cabo para disminuir los problemas de
sobrepeso en la población y en las enfermedades asociadas.

Esta iniciativa lo que busca es influir positivamente refor-
mando la Ley General de Salud, a efecto de que se cumpla
con la normatividad establecida; por ello, con esta iniciati-
va propongo y pongo a su consideración, se busca reforzar
la ley, que se establezcan los etiquetados adecuados para
estos productos, que adviertan al consumidor sobre riesgos
de consumo habitual.

El consumidor tiene que contar con la información real de
con qué está hecho este producto —y completa—, para que
tome sus decisiones de manera informada y evite así el con-
sumo excesivo de las bebidas que dañen la salud; por ello,
contribuirá a prevenir el sobrepeso, la obesidad y la diabetes.

Los refrescos de cola y los endulzantes siempre lo consu-
men ya niños de un año —antes del biberón—, ya están to-
mando ese tipo de refrescos de cola.

Lo que queremos mostrarles es que si ven un refresco de
cola de cualquier embotelladora van a darse cuenta que so-
lo dice: endulzantes, 35 por ciento, más no dice qué tipo de
endulzantes; hay endulzantes que no son naturales, hay
otros que se da a través de la glucosa cuando hacen el acei-
te de maíz y eso provoca la pérdida de la memoria, provo-
ca también la diabetes.

La diabetes es el número uno de los problemas de muerte
que tenemos en México y somos el número uno de los paí-
ses que toman refresco también; entonces, sí tienen mucho
que ver esas cosas.

Lo único que pedimos es, así como en los cigarros se pre-
viene que el que fume puede tener algún problema, puede
causar la muerte, en el mismo sentido lo tienen los refres-
cos. Por su atención, muchas gracias; es cuanto.

«Iniciativa que reforma el artículo 212 de la Ley General
de Salud, a cargo del diputado Omar Antonio Borboa Be-
cerra, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe,  Omar Antonio Borboa Becerra, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en
la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en la fracción I del numeral 1 del artículo 6 y demás
relativos del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración del pleno de esta asamblea iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el segundo
párrafo del artículo 212 de la Ley General de Salud, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con el Instituto Nacional de Salud Pública y el
Centro Nacional de Vigilancia Epidemiológica, en el mun-
do hay alrededor de mil millones de personas con sobrepe-
so y 300 millones de obesos. En México, 70 por ciento de
los adultos y cerca de 4.5 millones de niños entre 5 y 11
años padecen sobrepeso. En el mundo sólo nos superan en
obesidad a Estados Unidos, y por muy pocos puntos por-
centuales. El tercer lugar lo ocupa Gran Bretaña.

Diversos estudios científicos elaborados en los más presti-
giados centros de investigación de todo el mundo han de-
mostrado el vínculo del consumo regular de refrescos con
el sobrepeso, la obesidad, la diabetes y el síndrome meta-
bólico.
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Por ejemplo, en la Universidad de California se ha docu-
mentado el impacto del consumo de bebidas azucaradas en
el desarrollo del síndrome metabólico el cual incluye hi-
pertensión, hipertrigliceridemia, hiperlicemia, hígado gra-
so o resistencia a la insulina.1

En otro estudio realizado se analizaron datos de 91 mil 249
mujeres, durante 8 años. Los autores concluyen que entre
mayor sea el consumo de refrescos y bebidas azucaradas,
mayor es el aumento de peso y mayor es el aumento de
riesgo a presentar diabetes tipo 2.2

Por otro lado, el Centro de Investigación de la Obesidad In-
fantil de la Penn State University siguió el desarrollo de
170 niñas de los 5 a los 15 años, registrando su consumo de
leche, jugos de fruta y refrescos. Encontró que a medida
que crecían, en promedio, bajaba el consumo de leche y ju-
gos de fruta y aumentaba el de refresco. Las principales
conclusiones del estudio fueron a) las niñas que bebían re-
fresco a los 5 años tuvieron mayor incremento de peso a lo
largo de los diez años que duró el estudio; y b) el aumento
de peso estaba directamente relacionado con las cantidades
de veces que bebían refresco al día.3

Investigadores de las Escuelas de Medicina y Salud Públi-
ca de la Universidad de Harvard y del Instituto Alemán de
Nutrición Humana revisaron la evidencia científica desde
1966 hasta 2005 acerca de la asociación entre ingesta de
bebidas azucaradas y ganancia de peso en la población. La
conclusión fue que cuanto mayor ingesta de bebidas azu-
caradas, mayor asociación con el incremento de peso y
obesidad y que existe suficiente evidencia para que se des-
aliente el consumo de bebidas azucaradas como parte de
las estrategias de salud pública.4

En el caso de México, el consumo de bebidas es la princi-
pal fuente de calorías, cerca de una cuarta parte provienen
de las bebidas. La Secretaría de Salud ha señalado que el
alto consumo de energía a través de las bebidas es una de las
causas principales de la epidemia de sobrepeso y obesidad.

México se ha convertido en el mayor consumidor de re-
frescos en el mundo, rebasando a Estados Unidos. Un me-
xicano consume cada año, en promedio, 163.3 litros de re-
fresco, de los cuales 75 por ciento es de refrescos de cola,
mientras que un estadunidense toma 118.1 litros, de acuer-
do con un estudio de la Universidad de Yale. Les siguen los
chilenos con 116.2 litros, los brasileños con 89.1, los co-
lombianos con 65.3 y los peruanos con 55.7 litros. Estos

datos nos indican que un mexicano consume 27.7 por cien-
to más refresco que un estadounidense; aún más, la pobla-
ción infantil en el país ya rebasa en sobrepeso y obesidad a
la estadunidense.

La población en México gasta más en refresco que en ali-
mentos. Desafortunadamente este fenómeno se presenta en
todo el país, pero que es más grave en las zonas rurales,
ocasionando además de un severo problema de obesidad y
sobrepeso, otro de desnutrición y anemia.

Según el Centro de Investigación en Nutrición y Salud del
Instituto Nacional de Salud Pública (INSP), bebidas como
el refresco aportan 21 por ciento de las calorías que se con-
sumen en todo el día, cuando lo recomendado es que sólo
aporten 10 por ciento, lo que explica su contribución a la
obesidad. Pero además, el alto consumo de refrescos está
ligado también a problemas de desnutrición en zonas rura-
les y marginadas.

Ante las recomendaciones al gobierno mexicano del relator
de Naciones Unidas por el Derecho a la Alimentación, que
se sumaron a las del secretario general de la Organización
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, de diseñar
políticas para combatir la obesidad, entre ellas, disminuir el
alto consumo de refrescos, las empresas refresqueras del
país niegan que el consumo de estas bebidas haya aumenta-
do en los últimos 20 años y que su consumo tenga una rela-
ción directa con la epidemia de sobrepeso y obesidad. 

De acuerdo con un estudio realizado por el Instituto Na-
cional de Salud Pública se observa que en un periodo de
solamente 7 años (1999-2006) el incremento en el consu-
mo de refresco y bebidas azucaradas entre los adolescentes
aumentó más de 100 por ciento, mientras que el consumo
entre mujeres se incremento hasta en un 300 por ciento.
Ello derriba las aseveraciones de la Asociación Nacional de
Productores de Refrescos y Aguas Carbonatadas de que el
consumo de refrescos no ha aumentado significativamente
en los últimos 20 años.

Todas las evidencias indican que el consumo de refresco y
la obesidad, están relacionados. “El Centro de Investiga-
ción en Nutrición y Salud del INSP, advirtió que la ingesta
creciente de refrescos aumentó los casos de diabetes y obe-
sidad temprana entre niños y jóvenes por ser bebidas ela-
boradas con sacarosa, glucosa y fructosa, que afectan el
páncreas y que fácilmente llegan al flujo sanguíneo para in-
tegrarse a los tejidos y convertirse en grasa”.5
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En el caso de los refrescos de cola no tienen ningún valor
nutritivo, no contienen vitaminas, proteínas ni minerales,
pero sí gran contenido de endulzantes y aditivos como con-
servadores y colorantes. Según la Asociación Mexicana de
Estudios para la Defensa del Consumidor (Amedec), el
consumo de los refrescos de cola “constituye la más grave
distorsión de nuestros hábitos de alimentación”.

El menor de los daños resulta en la enorme cantidad de
azúcar que contienen los refrescos normales, que princi-
palmente se refleja en el alto número de calorías que tiene
una lata de refresco de cola, dando como posible conse-
cuencia sobrepeso e incluso problemas de obesidad, ade-
más de las caries que pueden provocar.

Respecto a los refrescos de dieta, ciertos estudios señalan
que el consumo de sustitutos de azúcar o azúcar sintética
en grandes cantidades, provoca daños cerebrales, pérdida
de memoria y confusión mental, según la Amedec.

El gas que usan en los refrescos es el ácido fosfórico, el
cual es un elemento sumamente eficaz para acabar con el
calcio de la dentadura y los huesos. Los refrescos de cola
son los más ácidos, pero los demás de diferentes sabores no
quedan excluidos y también provocan el daño de desmine-
ralización, lo que impide una adecuada absorción de calcio
en el organismo. Además, la combinación de este ácido con
azúcar y fructuosa afecta la absorción de hierro, pudiendo
provocar anemia y más riesgos a contraer infecciones,
principalmente en niños, adultos mayores y mujeres emba-
razadas. Otro gas que contienen los refrescos es el gas car-
bónico, el cual puede irritar la mucosa gástrica y provocar
adicción psicológica.

La cafeína que contienen los refrescos de cola es una sus-
tancia potencialmente adictiva, la cual, cuando se consume
en cantidades moderadas (20 mg/día), es un estimulante
del sistema nervioso que produce sensaciones agradables,
pero si se ingiere en cantidades elevadas (400 a 600 mg)
puede provocar insomnio, taquicardia, dolores de cabeza y
hasta ataques de ansiedad.

Sin importar la marca del refresco de cola, para darle el co-
lor característico, se usa el aditivo E-150, el cual puede
producir deficiencia de vitamina B6, anemia, depresión y
confusión, además de provocar hiperactividad y disminu-
ción en los niveles de glucosa en sangre.

Compañeras y compañeros legisladores: las evidencias de-
muestran que las enfermedades asociadas a la epidemia de

obesidad se están presentando en edades más tempranas, lo
que pone en peligro la salud de la población. Por ello, a tra-
vés de la presente iniciativa, se busca incorporar en la ley
las disposiciones que faciliten a la población los elementos
suficientes para que elijan las bebidas no alcohólicas más
saludables, que conozcan antes de consumirlas su compo-
sición real, su verdadera información nutrimental. El eti-
quetado de estas bebidas debe incluirse sin modificarse, y
contribuir a que los consumidores tomen decisiones co-
rrectas en cuanto a su nutrición.

Es necesario hacer reflexionar a los consumidores sobre las
consecuencias del consumo excesivo de las bebidas sabo-
rizadas no alcohólicas o refrescos, lo cual se encuentra de-
bidamente documentado por estudios e investigaciones se-
rias, realizadas por instituciones e investigadores
nacionales e internacionales.

Para disminuir los problemas de obesidad y sobrepeso de
la población y las enfermedades asociadas, las autoridades
han instaurado diversas medidas y acciones; pero ello ha
resultado insuficiente; se requiere hacer más. Por ello, con
esta iniciativa se busca reforzar la ley en la materia para
contribuir a que la población tome sus decisiones de mane-
ra informada, y evite así el consumo excesivo de bebidas
que dañan su salud. Con ello se contribuiría a prevenir el
sobrepeso, la obesidad y la diabetes, entre otras enferme-
dades.

Compañeras y compañeros legisladores: no olvidemos que
la salud es un bien de gran valía y un motor para el desa-
rrollo de cualquier país. Por ello que su protección debe ser
promovida, garantizada y plasmada en las legislaciones de
todo el mundo.

Con base en lo expuesto se somete a su consideración la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforma el segundo párrafo del artícu-
lo 212 de la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 212. …

Las etiquetas o contra etiquetas para los alimentos y bebi-
das no alcohólicas, deberán incluir datos de valor nutricio-
nal, información sobre su composición y tipo de endul-
zantes y aditivos reales, y tener elementos comparativos
con los recomendados por las autoridades sanitarias, a ma-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 22 de noviembre de 2012137



nera de que contribuyan a la educación nutricional de la
población y, en su caso, se pueda consumir el volumen
adecuado y que no constituya un factor condicionante o
predisponente o, un riesgo para la salud nutricional.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrara en vigor a los 90 días
posteriores al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas:

1 Fructose: metabolic, hedonic, and societal parallels with ethanol,
Lustig R. J Am Diet Assoc. 2010;110:1307-1321. Consultado en
http://www.insp.mx/noticias/nutricion-y-salud/2293-comprueban-aso-
ciacion-entre-consumo-de-refresco-obesidad-y-diabetes.html

2 Sugar-sweetened beverages, weight gain, and incidence of type 2

diabetes in young middle-aged women, Schulze MB, Manson J, Lud-
wig DS, Colditz GA, Stampfer MJ, Willett WC y Hu FB. JAMA
2004;292:927-934.

3 Beverage intake of girls at age 5 y predicts adiposity and weight sta-

tus in childhood and adolescence, Laura M Fiorito, Michele Marini,
Lori A Francis, Helen Smiciklas-Wright, y Leann L Birch. Am J Clin
Nutr 2009; 90:935-42.

4 Intake of sugar-sweetened beverages and weight gain: a systematic

review, Vasanti S Malik, Matthias B Schulze, y Frank B Hu. Am J Clin
Nutr 2006; 84:274-88.

5 Boletín del 2 de enero de 2012, en http://www.insp.mx/noticias/nu-
tricion-y-salud/2146-aumentan-casos-de-diabetes-y-obesidad-en-ni-
nospor-ingesta-de-refrescos.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de noviembre de 2012.— Di-
putados: Omar Antonio Borboa Becerra, Consuelo Argüelles Loya, Be-
atriz Eugenia Yamamoto Cázares, Aurora de la Luz Aguilar Rodríguez,
Humberto Armando Prieto Herrera, Leticia López Landero, Carlos
Humberto Castaños Valenzuela, Juan Carlos Muñoz Márquez, Jorge
Rosiñol Abreu, Juan Jesús Aquino Calvo, Margarita Saldaña Hernán-
dez, Rafael Acosta Croda, Leonor Romero Sevilla, Ricardo Villarreal
García, Verónica Carreón Cervantes  (rúbricas).»

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Se turna la iniciativa a la Comisión de Salud,
para dictamen.

Saludo y les doy la bienvenida a la Cámara de Diputados a
un grupo de alumnos provenientes de distintas comunida-
des indígenas del estado de Oaxaca, que están invitados
por la diputada Eufrosina Cruz. Bienvenidos a la sesión.

Saludamos a un grupo de alumnos de la Escuela Libre de
Derecho, de Culiacán, Sinaloa, que están invitados por el
diputado Jesús Antonio Valdés Palazuelos.

Les damos la bienvenida a un grupo de ciudadanos del es-
tado de Hidalgo, que vienen invitados por la diputada Mir-
na Hernández Morales.

También a los integrantes de la compañía de teatro Pedal y
Fibra, de Irapuato, Guanajuato, que están invitados por el
diputado Alejandro Rangel.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL
SOBRE PRODUCCION Y SERVICIOS

El Presidente diputado José González Morfín: Final-
mente, en el capítulo de iniciativas, tiene la palabra, por
cinco minutos, el diputado Juan Manuel Diez Francos, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios.

El diputado Juan Manuel Diez Francos: Con su permi-
so, señor presidente. Compañeras y compañeros diputados,
lo que les voy a exponer a continuación causará tanta polé-
mica, como una intervención del diputado Monreal; seño-
res legisladores, vengo a proponer que muchos de ustedes
paguen un nuevo impuesto y quisiera comentarles porqué.

Para acudir a las actividades como legislador, decidí alo-
jarme en un hotel frente a la Alameda de esta Ciudad, y pa-
ra distraerme salgo en las noches a recorrer las calles pea-
tonales del centro histórico; es vergonzoso y de dar pena
observar tantos chicles pegados en sus banquetas y calles.

Soy jarocho y tuve el honor de servir como alcalde a mi
ciudad natal, y uno de los logros fue remodelar los parques
con un mosaico de recinto del Pico de Orizaba.

A los pocos días de haber concluido las obras encontramos
numerosos chicles pegados en todos los lugares y por lo
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mismo, se procedió a quitarlos, representando un gran cos-
to para las arcas municipales y al poco tiempo volvieron a
aparecer en forma significativa.

En diversos foros hemos escuchado la demanda: quien con-
tamine, que pague. Es el caso del tema de la goma de mas-
car, comúnmente conocida como chicle; es frecuente obser-
var cómo la mayoría de la población, al terminar de masticar
lo escupen o lo pegan donde sea.

Esta problemática es general; es decir, no sucede solo en
nuestro país, sino es a nivel mundial.

Por ello, existe una tendencia de aplicarle un impuesto es-
pecial a la goma de mascar o chicle, buscando en todo mo-
mento el beneficio social que recibirán aquellos que no lo
consumen y que sin embargo, lo padecen, por la contami-
nación ambiental y visual, trayendo como consecuencia,
incluso problemas a la salud, además del impacto a las fi-
nanzas públicas de los gobiernos estatales y municipales,
que requieren destinar más recursos de infraestructura para
retirar estos chicles.

Con lo recaudado se logrará disminuir la contaminación
hasta alcanzar una tasa cero; es decir, que el gobierno y el
dinero de los ciudadanos no tengan la necesidad de gastar
en despegar los chicles.

Como información general les comento: en Inglaterra, con
motivo de la contaminación, se gastan más de 7 millones
de euros para limpiar las calles y banquetas; otro ejemplo
es España, los costos de la remoción de los chicles son ele-
vados, les cuesta —en promedio— 30 centavos de euro.
Solo por comentar, que en el paseo de Málaga se han lle-
gado a contabilizar, en una semana, 48 mil chicles.

En Singapur está prohibido el chicle; en China existe la
tendencia de considerar al chicle como ilegal, porque se
han contabilizado también 600 mil chicles pegados en la
plaza de Tiananmen.

En México, el costo de despegar un chicle es de 2.50 pesos
cada uno. Según la empresa Kraft Foods, México es el se-
gundo país consumidor de chicles a nivel mundial. En este
sentido, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía
(Inegi), señala que en México se producen más de 92 mil
toneladas de chicles anuales, con un valor de mercado de
poco más de 420 millones de dólares anuales.

Es por ello la iniciativa de un impuesto especial a la pro-
ducción y servicios, un impuesto simple, que no tengamos
que andar correteando a los ciudadanos que tiran el chicle
y que los mexicanos somos muy hábiles para escupirlo o ti-
rarlo para el lado derecho, cuando el policía viene de lado
izquierdo.

Señores, creo que es conveniente y sé que esto se resuelve
con educación, pero mientras no se resuelva con educción
necesitamos ponerle un freno a esto y que no le cueste a los
ciudadanos. A partir de este momento será chamba de la
Comisión de Hacienda el análisis de esta propuesta, de la
cual no tenemos duda de que actuarán con responsabilidad.
Gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servi-
cios, a cargo del diputado Juan Manuel Diez Francos, del
Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, diputado Juan Manuel Diez Francos, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, con fundamento en lo dispuesto en la frac-
ción II del artículo 71 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, fracción I del numeral 1 del artí-
culo 6 y los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados del Congreso de la Unión, somete a la consi-
deración de esta honorable asamblea, la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se adicionan el inciso G)
a la fracción I del artículo 2, la fracción XVIII al artículo 3,
un párrafo cuarto del artículo 7, recorriéndose los subse-
cuentes, la fracción IV al artículo 28, la fracción XXIII al
artículo 19, y se reforman el inciso A) de la fracción II del
artículo 2, el primer párrafo del artículo 5-A, el artículo 10,
el párrafo segundo del artículo 11, las fracciones I, VIII, y
XI del artículo 19,  todos de la Ley del Impuesto sobre Pro-
ducción y Servicios, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Diversos analistas fiscales han señalado que el fundamen-
to para el uso de instrumentos fiscales con fines ambienta-
les “es que resulta mejor trabajar con el sistema de precios
que contra él.” En este sentido el departamento de Finan-
zas Públicas del Fondo Monetario Internacional, respecto a
las tributaciones ambientales ha manifestado que es reco-
mendable una intervención gubernamental, mediante un
impuesto que grave la contaminación, armonice mejor los
costos y los beneficios sociales con los precios del mercado.
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En diversos foros hemos escuchado la demanda “quien
contamine pague”, es el caso del tema de la goma de mas-
car, comúnmente conocida como “chicle”, es frecuente ob-
servar como la mayoría de la población al terminar de mas-
ticar lo escupen o lo pegan donde sea, esta problemática es
general, es decir, no sólo sucede en nuestro país sino es a
nivel mundial, por ello, existe una tendencia de aplicar un
impuesto especial a la goma de mascar o chicle, buscando
en todo momento el beneficio social que recibirán aquellos
que no lo consumen, y que sin embargo padecen a cada pa-
so de la contaminación ambiental y visual, trayendo como
consecuencia incluso problemas a la salud por consentir a
aquellos que se la llevan masticando el chicles y arroján-
dolos por donde van pasando, además del impacto en las fi-
nanzas publicas de los gobiernos estatales y municipales,
que requieren destinar recursos en infraestructura para reti-
rar los chicles pegados y además de incrementar su gasto
en materia de salud, con motivo de las infecciones.

Por tal motivo, se requiere de una política en donde el en-
foque de la tasa retributiva por contaminación este destina-
da a quienes contaminan con sus chicles, pagarán impues-
tos equivalentes al valor del daño social que ocasionan al
ambiente y a la salud, además de ello, es preciso agregar el
gasto anual que representa despegar los chicles, más la in-
versión en máquinas que requiere el gobierno para su re-
moción. Con lo recaudado se lograra disminuir la contami-
nación hasta alcanzar una tasa cero, es decir, que el
gobierno ya no tenga la necesidad de gastar en mano de
obra ni en máquinas para despegar chicles, por lo que la ta-
sa impositiva al chicle se convertirá en cero.

Para obtener este resultado será necesaria la participación
de todos aquellos que consumen los chicles, ya que moti-
vados por el costo que representara la goma de mascar y el
beneficio de no pagar este impuesto, serán los que deter-
minen el futuro de este impuesto ambiental. Además de es-
te resultado, se obtendrá por parte de los ciudadanos una
mejor cultura ambiental.

Durante décadas hemos escuchado diversas propuestas de
manera incoherentes para solucionar este problema, las
cuales van desde sugerir que se traguen el chicle hasta
amedrentar a los ciudadanos con aplicar multas aun sa-
biendo que es difícil detectar a los infractores, debió a la ra-
pidez con que escupen el chicle.

En Inglaterra, con motivo de la contaminación por concep-
to de la goma de mascar, se destinan alrededor de 7 millo-

nes de euros cada año, para limpiar sus calles y plazas, al
grado de contemplar asignar uno o dos céntimos el precio
de cada paquete de chicles, con el objetivo de recaudar fon-
dos para solventar el alto costo que representa para el Es-
tado. Aunque es preciso mencionar que productores de
goma de mascar (compañías norteamericanas) destinan al-
rededor de 1 millón de euros anuales, para el programa de
limpieza, a pesar de ello, algunas ciudades británicas han
decidido aplicar un impuesto discrecional, como ejemplo
tenernos la ciudad de Liverpool, que grava cada paquete de
chicles.

Otro ejemplo es España, en donde los costos de la remo-
ción de los chicles son elevados, en Zaragoza es de 0.11 eu-
ros por chicle, en Murcia, les cuesta en promedio 0.30 eu-
ros, en el paseo del parque de Málaga se han llegado a
contabilizar en un solo fin de semana 48,000 chicles pega-
dos, mientras en Zaragoza sólo en el centro 2 mil 100 chi-
cles. En China existe la tendencia de considerar al chicle
como ilegal porque se han contabilizado 600 mil chicles
pegados en la plaza de Tiananmen. En Irlanda se está con-
siderando un impuesto sobre los chicles para financiar el
costo de quitarlos de las aceras, el gobierno de aquella na-
ción ha propuesto un impuesto del 10 por ciento, lo cual
equivale a cinco céntimos de euro por paquete, con ello,
pretenden recaudar entre 4.9 y 6.2 millones de dólares
anuales. En 1992, en Singapur se prohibió el consumo y
venta de chicles por causar inconvenientes a quienes usa-
ban el transporte público.

En la ciudad de México el costo de despegar un chicle es
de 2 pesos 50 centavos, por cada chicle pegado, mientras
que un chicle el más económico, su precio es de 50 centa-
vos, por lo que, resulta ser un gasto oneroso para los go-
biernos, ya que hoy en día, se requieren de mayores recur-
sos para destinarlos a gastos e inversiones que apoyen la
seguridad alimentaria, infraestructura y fortalecimiento del
campo. El costo diario para el retiro de las gomas de mas-
car es de alrededor de 2 mil 800 pesos, esta cifra solo re-
presenta lo de un día para limpiar el Centro Histórico del
Distrito Federal, es decir, no incluye a las demás plazas de
la ciudad ni centros y plazas de las diversas entidades fe-
derativas.

El gobierno de la capital del país invierte 50 mil dólares en
10 máquinas especializadas a eliminar los chicles pegados
en las calles, aceras, plazas del centro histórico, esculturas,
arboles y otros lugares, han manifestado las autoridades
que sean contabilizado alrededor de 70 chicles pegados por
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metro cuadrado, y 700 chicles despegados por día, lo que
representan un foco de infección que debe ser erradicado
de manera urgente. El costo de cada máquina según datos
del propio gobierno del Distrito Federal, es de 6 mil dóla-
res cada una. Mientras tanto Luis Wertman Zaslav, Presi-
dente del Consejo Ciudadano del D.F., asegura que suman-
do el gasto del personal, las máquinas y químicos
especiales, por el retiro de cada goma de mascar puede al-
canzar un costo de 9 pesos.

Según la empresa Kraft Foods, México es el segundo país
consumidor de chicles a nivel mundial, en este sentido el
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), seña-
la que en México se producen más de 92 mil toneladas de
chicles anuales con un valor de mercado de poco más de
420 millones de dólares anuales, por lo que el consumo
promedio del mexicano es de los más altos en el mundo,
sólo después de Estados Unidos. La goma de mascar es una
de las golosinas favoritas de los mexicanos, consumiendo
anualmente 1.8 kilogramos per cápita de chicles. Diversos
analistas, han manifestado que dentro de la categoría de
dulces, el chicle, es el que tiene perspectivas mayores de
crecimiento para los próximos años. El Inegi también, ex-
preso que los mexicanos consumen en promedio 2.5 pasti-
llas de goma de mascar diariamente, y al menos tres de ca-
da 10 personas compra chicles una vez al día, siendo por la
tarde donde registra el mayor consumo (73 por ciento).

El problema se agrava, ya que diversas autoridades y espe-
cialistas en materia de salud, señalan que los chicles pega-
dos contienen más de 50 mil gérmenes transmisores de en-
fermedades; en razón de que su proceso de degradación es
de más de un año para él de base sintética y de 6 meses pa-
ra él de base biodegradable. Marco Uresti Maldonado, in-
vestigador de la Facultad de Química de la Universidad
Nacional Autónoma de México, expresa que el chicle es un
polímero o plástico de bajo peso molecular cuyas cadenas
se rompen fácilmente por el efecto de la luz solar y el me-
dio ambiente. Este tarda de cuatro a cinco años en desapa-
recer.

Por lo expresado, presento ante el pleno de esta Cámara de
Diputados el presente proyecto de

Decreto, por el que se adicionan el inciso G), a la frac-
ción I del artículo 2, la fracción XVIII al artículo 3, un
párrafo cuarto del artículo 7, recorriéndose los subse-
cuentes, la fracción IV al artículo 28, la fracción XXIII
al artículo 19, y se reforman el inciso A) de la fracción
II del artículo 2, el primer párrafo del artículo 5-A, el
artículo 10, el párrafo segundo del artículo 11, las frac-
ciones I, VIII, y XI del artículo 19, todos de la Ley del
Impuesto sobre Producción y Servicios

Artículo Único: Se adicionan el inciso G), a la fracción I
del artículo 2, la fracción XVIII al artículo 3, un párrafo
cuarto del artículo 7, recorriéndose los subsecuentes, la
fracción IV al artículo 28, la fracción XXIII al artículo 19,
y se reforman el inciso A) de la fracción II del artículo 2, el
primer párrafo del artículo 5-A, el artículo 10, el párrafo
segundo del artículo 11, las fracciones I, VIII, y XI del ar-
tículo 19,  todos de la Ley del Impuesto sobre Producción
y Servicios  todos de la Ley del Impuesto Especial sobre
Producción y Servicios.

Artículo 2. Al valor de los actos o actividades que a conti-
nuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas siguien-
tes:

I. En la enajenación o, en su caso, en la importación de
los siguientes bienes:

A) a F) …

G) Goma de mascar o chicle. . . . . 50 por ciento.

Adicionalmente a la tasa establecida se pagará
una cuota de 15 centávos por goma de mascar o
chicle enajenado o importado. Para los efectos de
esta ley se considera que el peso de una goma de
mascar o chicle a 1.7 gramos incluyendo el peso
de otras sustancias con que esté mezclado.

II. En la prestación de los siguientes servicios:

A) Comisión, mediación, agencia, representación,
correduría, consignación y distribución, con motivo
de la enajenación de los bienes señalados en los in-
cisos A), B), C), F) y G) de la fracción I de este ar-
tículo. En estos casos, la tasa aplicable será la que le
corresponda a la enajenación en territorio nacional
del bien de que se trate en los términos que para tal
efecto dispone esta Ley. No se pagará el impuesto
cuando los servicios a que se refiere este inciso, sean
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con motivo de las enajenaciones de bienes por los
que no se esté obligado al pago de este impuesto en
los términos del artículo 8o. de la misma.   

Articulo 3. Para efectos de esta ley se entiende por:

I. a XVII. …

XVIII. Goma de mascar o chicle: Los preparados o
elaborados con una base masticable plástica e inso-
luble en agua, natural o sintética, azúcar y/o azúca-
res y otros ingredientes y o aditivos autorizados, por
las autoridades correspondientes, o normas oficiales.

Articulo 5-A. Los fabricantes, productores, envasadores o
importadores, que a través de comisionistas, mediadores,
agentes, representantes, corredores, consignatarios o distri-
buidores, enajenen los bienes a que se refieren los incisos
A), B), C), F) y G) de la fracción I del artículo 2o. de esta
Ley, estarán obligados a retener el impuesto sobre la con-
traprestación que a éstos correspondan y enterarlo median-
te declaración que presentarán ante las oficinas autoriza-
das, de conformidad con lo dispuesto en el primer párrafo
del artículo 5o. de esta Ley. Cuando las contraprestaciones
se incluyan en el valor de la enajenación por las que se pa-
gue este impuesto, no se efectuará la retención y no se con-
siderarán contribuyentes de este impuesto por dichas acti-
vidades.

Articulo 7. …

…

…

Igualmente, se considera enajenación de los bienes a
que hace referencia el inciso G) de la fracción I del ar-
tículo 2 de esta Ley, el retiro del lugar en el que se fa-
bricaron o, en su caso, del almacén del contribuyente,
cuando los mismos no se destinen a su comercialización
y se encuentren empaquetados cualquiera que sea su
presentación. En este caso, el impuesto se pagará a más
tardar el día 17 del mes siguiente a aquél en el que sean
retirados los bienes de los citados lugares, considerando
como contraprestación el precio promedio de venta al
detallista.

…

Artículo 10. En la enajenación de los bienes a que se re-
fiere esta ley, el impuesto se causa en el momento en el que
se cobren las contraprestaciones y sobre el monto de lo co-
brado. Cuando las contraprestaciones se cobren parcial-
mente, el impuesto se calculará aplicando a la parte de la
contraprestación efectivamente percibida, la tasa que co-
rresponda en términos del artículo 2o. de esta Ley. Por las
enajenaciones de cerveza en las que el impuesto se pague
aplicando la cuota a que se refiere el artículo 2o.-C de esta
Ley, el impuesto se calculará por los litros que hayan sido
pagados con el monto de las contraprestaciones efectiva-
mente percibidas. Tratándose de la cuota por enajenación
de cigarros u otros tabacos labrados a que se refieren los
párrafos segundo y tercero del inciso C) de la fracción I del
artículo 2o. de esta Ley, se considerará la cantidad de ciga-
rros efectivamente cobrados y, en el caso de otros tabacos
labrados, la cantidad de gramos efectivamente cobrados.
Respecto a la cuota por enajenación de goma de mascar
o chicle a que se refiere el párrafo del inciso G) de la
fracción I del artículo 2 de esta Ley, se considerará la
cantidad de gramas de goma de mascar o chicle efecti-
vamente cobrados.

Articulo 11. …

Los productores o importadores de cigarros, para calcular
el impuesto por la enajenación de esos bienes en territorio
nacional, considerarán como valor de los mismos el precio
de venta al detallista. Los fabricantes, productores o im-
portadores de puros y otros tabacos labrados, para calcular
el impuesto por la enajenación de esos bienes en territorio
nacional, considerarán como valor de los mismos la con-
traprestación pactada. Tratándose de la enajenación de los
combustibles a que se refieren los incisos D) y E) de la
fracción I del artículo 2o. de esta Ley, los productores o im-
portadores, para calcular el impuesto por la enajenación de
esos bienes, considerarán como valor el precio a que se re-
fiere la fracción I del artículo 2o.-A de esta Ley. En lo re-
ferente a la goma de mascar o chicle, los fabricantes,
productores o importadores para calcular el impuesto
por la enajenación de esos bienes en territorio nacional,
considerarán como valor de los mismos el precio de
venta al detallista, y en los casos de no existir venta al
detallista, será la contraprestación pactada.

Articulo 19. Los contribuyentes a que se refiere esta Ley
tienen, además de las obligaciones señaladas en otros artí-
culos de la misma y en las demás disposiciones fiscales, las
siguientes:
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Llevar contabilidad de conformidad con el Código Fiscal
de la Federación, su Reglamento y el Reglamento de esta
Ley, y efectuar conforme a este último la separación de las
operaciones, desglosadas por tasas. Asimismo, se deberán
identificar las operaciones en las que se pague el impuesto
mediante la aplicación de las cuotas previstas en los artícu-
los 2, fracción I, inciso C), segundo y tercer párrafos, pá-
rrafo del inciso G), y 2o.-C de esta ley.

II. a VII. …

VIII. Los contribuyentes de los bienes a que se refieren
los incisos A), B), C), F) y G) de la fracción I del artí-
culo 2o. de esta ley, obligados al pago del impuesto es-
pecial sobre producción y servicios a que se refiere la
misma, deberán proporcionar al Servicio de Administra-
ción Tributaria, trimestralmente, en los meses de abril,
julio, octubre y enero, del año que corresponda, la in-
formación sobre sus 50 principales clientes y proveedo-
res del trimestre inmediato anterior al de su declaración,
respecto de dichos bienes. Tratándose de contribuyentes
que enajenen o importen vinos de mesa, deberán cum-
plir con esta obligación de manera semestral, en los me-
ses de enero y julio de cada año.

…

…

XI. Los importadores o exportadores de los bienes a que
se refieren los incisos A), B), C), F) y G) de la fracción
I del artículo 2o. de esta ley, deberán estar inscritos en
el padrón de importadores y exportadores sectorial, se-
gún sea el caso, a cargo de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público.

X. a XXII. …

XXIII. Los fabricantes, productores e importadores
de goma de mascar o chicle, deberán informar a la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, conjunta-
mente con su declaración del mes, el precio de enaje-
nación de cada producto y el valor y volumen de los
mismos; así como especificar el peso total de goma de
mascar o chicle enajenados o, en su caso, la cantidad
total de goma de mascar o chicle individual enajena-
dos. Esta información se deberá proporcionar por
cada una de las marcas que produzca o importe el
contribuyente.

Asimismo, deberán imprimir en cada una de las ca-
jas o envolturas para su venta en México, el código
de seguridad que reúna las características que deter-
mine el Servicio de Administración Tributaria me-
diante reglas de carácter general. En dichas reglas se
establecerán los mecanismos o sistemas que se utili-
zarán para imprimir en cada caja o envoltura el có-
digo de seguridad correspondiente. Los contribuyen-
tes señalados en esta fracción deberán poner a
disposición de las autoridades fiscales la informa-
ción, documentación o dispositivos necesarios, que se
establezcan en las reglas de carácter general, que
permitan constatar que la impresión del código de
seguridad en cada una de las cajas o envolturas pro-
ducidos o importados, se está llevando a cabo de con-
formidad con lo dispuesto por las propias reglas de
carácter general.

Artículo 28. Los estados que no se adhieran al Sistema Na-
cional de Coordinación Fiscal participaran de la recauda-
ción atribuible a sus respectivos territorios, conforme a las
siguientes bases: 

…

a) a c) …

II. …

a) a b). …

III. …

a) a c) …

IV. Del importe recaudado sobre goma de mascar o
chicle:

a) 2 por ciento a las entidades federativas

b) 6 por ciento a sus municipios.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrara en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.
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Segundo. Para efectos los efectos de lo dispuesto por el in-
ciso G), de la fracción I del artículo 2, se estará a lo si-
guiente: lo recaudado será utilizado por los municipios, en-
tidades federativas y Distrito Federal, para la adquisición
de infraestructura especializada para las obras enfocadas a
mejorar las condiciones ambientales de las plazas públicas,
aceras, calles y demás inmobiliario público que presente
goma de mascar o chicle pegado o sea un lugar que pueda
considerarse un riesgo para la salud.

Tercero. La Secretaria de Hacienda y Crédito Público es-
tablecerá los lineamientos y plazos con base en los conve-
nios de Coordinación Fiscal, para la transferencia de los
recursos que se obtengan de lo recaudado. 

Cuarto. Los municipios, entidades federativas y el Distri-
to Federal, rendirán informes trimestrales a la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, sobre los montos transferidos
y los ejercidos, referentes a lo establecido en el presente
decreto, así mismo, a las autoridades competentes en mate-
ria de transparencia.

México, DF, a 20 de noviembre de 2012.— Diputados: Juan Manuel
Diez Francos, Leticia López Landero, Rafael Acosta Croda, Joaquín
Caballero Rosiñol, Jorge del Ángel Acosta, Noé Hernández González,
Zita Beatriz Pazzi Maza, Gaudencio Hernández Burgos (rúbricas).»

Presidencia del diputado 
Francisco Agustín Arroyo Vieyra

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Chicle y pega. Muchas gracias, don Juan Manuel, le
apreciamos mucho su presencia en esta tribuna. Túrnese a
la Comisión de Hacienda y Crédito Público.
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